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SENTENCIA DE FECHA 6 DE FEBRERO DEL 1980

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís. de fecha 23 de abril del 1976.

tir, Materia: Correccional.

Recurrentes: José Amable More González, Benito de Jesús Po-
lanco, y la Unión de Seguros, C. por A.

Intervkntente: Menegildo de Jesús Pérez.
Abogado: Dr. Flector A. Almánzar.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-

áfir te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-.
ras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 6 del mes de Febrero del año 1980, años 136'
de la Independenc:a y 117' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, corno Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por José
Amable More González, dominicano, mayor de edad, casa-
do, chófer, domiciliado y residente en Blanco Arriba. sec-
ción del Municipio de Tenares, de la Provincia de Salcedo,
cédula No. 7665, serie 51; Benito de Jesús Polanco, domi-
atoan°, mayor de edad, domiciliado y residente en Man-

268; José Ma. Arias Lora y compartes. Pág. 274; Carmela Mena de
Pantaleón, Pág. 283; Eligio Mazar Ilusa y compartes, Pág. 290;
Iris María Vargas, Pág. 298; Braulio A. Gz.tefti P. y Seguros Amé.
rica, C. por A., Pág. 301; Sucs. de Roque y Adib Ilued, Pág. 310;
La Font, Gamundy y Co., c. por A., Pág. 314; Aparicio Rivera,
Pág. 322; Marcelina Castillo Alfonseca, Pág. 327; Daniel Pérez
Soriano, Pág. 332; Manuel de J s. Gil y comparates, Pág. 336;
Francisco Javier Cuello Fafa, Pág. 344; José A. Sánchez, Pág. 351;
Sentencia de fecha 20 de febrero de 1980, que declara la caducidad

del .recurso de casación interpuesto por Pelayo Fernándzz, Pág.
358; Labor de la Surtlema Corte de Justicia. correspondiente al
mes de febrero de 1980, Pág. 360.
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE FEBRERO DEL 1980

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 23 de abril del 1976.

Materia: Correccional.

Recurrentes: José Amable More González, Benito de Jesús Po-
lanco, y la Unión de Seguros, C. por A.

Inter:Intente: Menegildo de Jesús Pérez.
Abogado: Dr. Héctor A. Almánzar.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito NacIo-
nal , hoy día 6 del mes de Febrero del año 1980, años 136'
de la Independencia y 117' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

11.:1111 - Sobre los recursos de casación interpuestos por José
Amable More González, dominicano, mayor de edad, casa-
do, chófer, domiciliado y residente en Blanco Arriba,
Chin del Municipio de Tenares, de la Provincia de Salcedo,
cédula No. 7665, serie 51; Benito de Jesús Polanco, domi-
Iticano, mayor de edad, domiciliado y residente en Blin-



184	 HOLETIN JI:DICIAL

co Arriba, sección del Municipio de Tenares, cédula No.
7358, serie 55; y la Unión de Seguros, C. por A., con do-
micilio social en la casá No. 98 de la calle Beller, de la
ciudad de Santiago, Provincia del mismo nombre; contra
la sentencia de la Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 23 de abril de 1976, dictada en sus atri-
buelones correccionales, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol:

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-
ral de la República;

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secre-
taría de la Corte a-qua, el 29 de abril del 1976, a reque-
rimiento del Dr. César Darío Pimentel Ruiz, cédula No.
77512, serie lra., a nombre de los recurrentes, en la cual
no se expone ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito del interviniente Meregildo de Jesús
Pérez, do.iWnicano, mayor de edad. empleado privado, sol
tero, domiciliado y residente en Blanco, sección del Mu-
nicipio de Tenares, de la Provincia de Salcedo, cédula No.
2297. serie 61, suscrito por su abogado. Dr. Héctor A. Al-
mánzar, cédula No. 7021, serie 64:

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1383 del Cód...go Civil y 1, 62
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito, ocurrido en horas
de la tarde del día 13 de agosto de 1974, en el paraje La »,
Jíbara, de la carretera que conduce de Tenares a Blanco
Arriba, en el cual resultaron dos personas lesionadas, la de .
mayor gravedad, curable después de los diez y antes de los
veinte días, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito

Judicia l de Salcedo dictó, en sus atribuciones correccio-
nales, el 15 de agosto del 1975, una sentencia, cuyo dis-
positivo aparece inserto en el de la ahora impugnada; b)
que sobre la apelación de la parte civil constituida, Her-
menegildo de Jesús Pérez, la Corte de Apelación de San
Francisco de Macorís, dicté el fallo ahora impugnado en
casación, con el siguiente dispositivo "FALLA PRIME-
RO: Declara regular y válido el recurso de apelación in-
terpuesto por el Dr. Héctor A. Almánzar, a nombre y re-
presentación de Hermenegildo de Jesús Pérez, parte ci-
vil constituida, por ajustarse a las normas procesales, con-
tra sentenda No. 334, dictada en fecha 15 de julio die
1975, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Salcedo, cuyo dispositivo dice así: "Primero: Se
declara al prevenido José Amable More, culpable de vio-
lar el artículo 49 de la Ley No. 241, (párrafo b), en per-
juicio de los nombrados Juan Liriano Reyes y Hermene-
gildo de Jesús Pérez, y en consecuencia se condena a RD
$15.00 (Quince Pesos Oro) de multa, acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes; Se condena al pago de las
costas penales; Segundo: Se declara regular y válida en la
forma y el fondo la constitución en parte civil hecha por
el Dr. Héctor A. Almánzar, a nombre y representación del
nombrado Hermenegildo de Jesús Pérez, en contra del pre-
venido José Amable More, en contra del comitente señor
Benito de Jesús Polanco y contra la Compañía Aseguradora
Unión de Sogurcs, C. por A., por ser procedentes y bien
fundaras; Tercero: Se condena al prevenido solidariamente
con su comitente señor Defino de Jesús Polanco, al pago de
una indemnización de RD$900.00 (Novecientos Pesos Oro),
a favor del nombrado Ilermencgilde de Jesús Pérez, como
Justa reparación por los daños morales y materiales por
el sufridos a consecuencia del accidente, más los intereses
legales de dicha suma a partir de la demanda en justicia
Y a título de indemnización complementaria; Cuarto • Se
condena al prevenido José Amable More, solidariamente

go
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co Arriba, sección del Municipio de Tenares, cédula No.
7358, serie 55; y la Unión de Seguros, C. por A., con do-
micilio social en la casó No. 98 de la calle Beller, de la
ciudad de Santiago, Provincia del mismo nombre; contra
la sentencia de la Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 23 de abril de 1976, dictada en sus atri-
buciones correccionales, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol:

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-
ral de la República;

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secre-
taría de la Corte a-qtra, el 29 de abril del 1976, a reque-
rimiento del Dr. César Darío Pimentel Ruiz, cédula No.
77512, serie lra., a nombre de los recurrentes, en la cual
no se expone ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito del interviniente Meregildo de Jesús

Pérez, dominicano, mayor de edad, empleado privado, sol-
tero, domiciliado y residente en Blanco, sección del Mu-
nicipio de Tenares, de la Provincia de Salcedo, cédula No.
2297. serie 61, suscrito por su abogado, Dr. Héctor A. Al-
mánzar, cédula No. 7021, serie 64:

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1383 del Cód...go Civil y 1, 62
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) qug
con motivo de un accidente de tránsito, ocurrido en horas
de la tarde del día 13 de agosto de 1974, en el paraje La
Jíbara, de la carretera que conduce de Tenares a Blanco
Arriba, en el cual resultaron dos personas lesionadas, la de
mayor gravedad, curable después de los diez y antes de los
veinte días, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
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Judicial de Salcedo dictó, en sus atribuciones correccio-
nales, el 15 de agosto del 1975, una sentencia, cuyo dis-
positivo aparece inserto en el de la ahora impugnada; b)
que sobre la apelación de la parte civil consfluída, Her-
menegildo de Jesús Pérez, la Corte de Apelación de San
Francisco de Macorís, dicté el fallo ahora impugnado en
casac ión, con el siguiente dispositivo "FALLA PRIME-
RO: Declara regular y válido el recurso de apelación in-
terpuesto por el Dr. Héctor A. Almánzar, a nombre y re-
presentación de Hermenegildo de Jesús Pérez, parte ci-
vil constituida, por ajustarse a las normas procesales, con-
&a sentencia No. 334, dictada en fecha 15 de julio de
1975, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Salcedo, cuyo dispositivo dice así: "Primero: Se
declara al prevenido José Amable More, culpable de vio-
lar el artículo 49 de la Ley No. 241, (párrafo b), en per-
juicio de los nombrados Juan Liriano Reyes y Hermene-
gildo de Jesús Pérez, y en consecuencia se condena a RD
$15.00 (Quince Pesos Oro) de multa, acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes; Se condena al pago de las
costas penales; Segundo: Se declara regular y válida en la
forma y el fondo la constitución en parte civil hecha por
el Dr. Héctor A. Almánzar, a nombre y representac:ón del
nombrado Hermenegildo de Jesús Pérez, en contra del pre-
venido José Amable More, en contra del comitente señor
Benito de Jesús Polanco y contra la Compañía Aseguradora
Unión de Segures, C. por A., por ser procedentes y bien
fundaras; Tercero: Se condena al prevenido solidariamente
con su comitente señor Benito de Jesús Polanco, al pago de
una indemnización de RD$900.00 (Novecientos Pesos Oro).
a favrr del nombrado Hermenegildo de Jesús Pérez, como
justa reparación por los daños morales y materiales por
él sufridos a consecuencia del accidente, más los intereses
legales de dicha suma a partir de la demanda en justicia
Y a titulo de indemnización complementaria; Cuarto: Se
condena al prevenido José Amable More, solidariamente
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con la persona civilmente responsable, señor Benito de
Jesús Polanco, al pago de las costas civiles, ordenando la
distracción de las mismas a favor del Dr. Héctor A.
mánzar, abogado, quien afirma haberlas avanzado en su

mayor parte; Quinto: Se declara la presente sentencia en
su aspecto civil, común, oponible y ejecutoria, a la Compa-
ñía de Seguros Unión de Seguros, C. por A., en virtud de
la Ley No. 4117 y 126 sobre Seguros Privados; SEGUNDO:
Pronuncia el defecto centra el prevenido José Amable Mo-
re González, la persona civilmente responsable, Benito de
Jesús Polanco Rodríguez y la Compañía Unión de Segu-
ros, C. por A., por no haber comparecido, no obstante es-
tar legalmente citados; TERCERO: Modifica el ordinal
Tercero de la sentencia apelada, único aspecto en que está
apoderada esta Corte y la misma obrando por autoridad
propia y contrario imperio fija la indemización a favor del
agraviado Hermernegildo de Jesús Pérez, en la suma de Un
Mil Pesos Oro (RD$1,000.00), por los daños morales y ma-
triaies sufridos; CUARTO Condena al prevenido al pago
de las costas penales del presente recurso; QUINTO: Con-
dena al prevenido y a la persona civilmente responsable
al pago de las costas civiles y ordena su distracalón en
favor del Dr. Héctor A. Almánzar, abogado, quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO: Declara la
presente sentencia en su aspecto civil, común, ejecutor:a
y oponible a la Compañía Aseguradora Unión de Seguros,
C. por A., en virtud de la Ley No. 4117";

Considerando, que ni la persona civilmente responsa-
ble, Benito de Jesús Polanco, ni la Unión de Seguros, C.
por A., han expuestos los medios en que fundan sus re
cursos, como lo exige, a pena de nulidad, el artículo 37 de

la Ley sobre Procedimiento de Casación para todo recu-
rrente que no scan los condenados penalmente; que, en 11

consecuencia, se procederá únicamente al examen del re  '

curso del prevenido, en el aspecto que se indicará más
adelante;

Considerando, que sobre el recurso de la parte civil
. . 1 constituida, Hermenelldo de Jesús Pérez, la Corte a-qua

Li
c	 examinó los hechos en el aspecto penal y no varió la pena

impuesta al prevenido no recurrente, José Amable More
González; que no obstante, en el aspecto civil, del cual es-.
taba únicamente apoderada dicha Corte, estimó que el he-
cho del prevenido había ocasionado a la parte civil cons-
tituida apelante, daños y perjuicios materiales y morales,
cuyo monto evaluó en Un Mil Pesos Oro, aumentando en
Cien Pesos Oro, la suma que por igual concepto le había
sido acordada en Primera Instancia, por la que el preve-
nido Quedó condenado solidariamente con su comitente,
Benito de Jesús Polanco, puesto en causa como persona
civilmente responsable, al pago de la misma;

Considerando, que sólo en cuanto a lo señalado ante-
* riormente, la sentencia impugnada hace agravio al preve-

nido, que, aunque no fue recurrente en apelación, como
ya se ha dicho, lo es ahora en casación, lo que le da den-
cho a que su recurso, que es siempre de carácter general,

ir- . sea examinado, en el indicado aspecto;

Considerando, que al establecer la Corte a-qua que el
hecho del prevenido rcurrente, había causado a la persona
constituida en parte civil daños y perjuicios materiales y
morales, que evaluó soberanamente en Un Mil Pesos Oro,
al condenarlo solidariamente, a título de indemnización,
hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código
Civil, que, por tanto, su recurso carece de fundamento;

Por tales motivos, PRIMERO: Admite como intervi-

n

, Mente a Hermenegildo de Jesús Pérez, en los recursos de
1: Casación
	

Binterpuestos por José Amable More Gonzálze, e-
nito de Jesús Polanco y la Unión do Seguros, C. por A.,
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con la persona civilmente responsable, señor Benito de
Jesús Polanco, al pago de las costas civiles, ordenando le
distracción de las mismas a favor del Dr. Héctor A. f1/41.,
mánzar, abogado, quien afirma haberlas avanzado en su
mayor parte; Quinto: Se decla .a la presente sentencia en
su aspecto civil, común, oponible y ejecutoria, a la Compa-
ñía de Seguros Unión de Seguros, C. por A., en virtud de
la Ley No. 4117 y 126 sobre Seguros Privados; SEGUNDO:
Pronuncia el defecto centra el prevenido José Amable Mo-
re González, la persona civilmente responsable, Benito de
J<sús Polanco Rodríguez y la Compañía Unión de Segu-
res, C. por A., por no haber comparecido, no obstante es-
ter legalmente citados; TERCERO: Modifica el ordinal
Tercero de la sentencia apelada, único aspecto en que está
apoderada esta Corte y la misma obrando por autoridad
propia y contrario imperio fija la indemización a favor del
agraviado Hermenegildo de Jesús Pérez, en la suma de Un
Mil Pesos Oro (RD$1,000.00), por los daños morales y ma-
triaies sufridos; CUARTO Condena al prevenido al pago
de las costas penales del presente recurso; QUINTO: Con-
dena al prevenido y a la persona civilmente responsable
al pago de las costas civiles y ordena su distracción en
favor del Dr. Héctor A. Almánzar, abogado, quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO: Declara la
presente sentencia en su aspecto civil, común, ejecutoria
y oponible a la Compañía Aseguradora Unión de Seguros,
C. por A., en virtud de la Ley No. 4117";

Considerando, que ni la persona eivtlmente responsa-
ble, Benito de Jesús Polanco, ni la Unión de Seguros, C.
por A., han expuestos los medios en que fundan sus re-
cursos, como lo exige, a pena de nulidad, el artículo 37 de

la Ley sobre Procedimiento de Casación para todo real'
mente que no sean los condenados penalmente; que, en
consecuencia, se procederá únicamente al examen del r e-

-lit cursa del prevenido, en el aspecto que se indicará más
adelante;

Considerando,  que sobre el recurso de la parte civil
cuivtituída, Hernie/legado de Jesús Pérez, la Corte a-qua
examinó los hechos en el aspecto penal y no varió la pena
impuesta al prevenido no recurrente, José Amable More
acnzález; que no obstante, en el aspecto civil, del cual es-
taba únicamente apodcnda dicha Corte, estimó que cl he-
cho del prevenido había ocasionado a la parte civil cons-
tituida apelante, daños y perjuicios materiales y morales,
cuyo monto evaluó en Un Mi/ Pesos Oro, aumentando en
Cien Posos Oro, la suma que por igual concepto le había
sido acordada en Primera Instancia, por la que el preve-
nido nuedó condenado solidariamente con su comitente,
nena° de Jesús Polanco, puesto en causa como persona
civilmente responsable, al pago de la misma;

Considerando, que sólo en cuanto a lo señalado ante-
riormente, la sentencia impugnada hace agravio al preve-
nido, que, aunque no fue recurrente en apelación, como
ya se ha dicho, lo es ahora en casación, lo que le da dere-
cho a que su recurso, que es siempre de carácter general,
sea examinado, en el indicado aspecto;

Considerando, que al establecer la Corte a-qua que el
hecho del prevenido rcurrente, había causado a la persona
censtiluída en parte civil daños y perjuicios materiales y
morales, que evaluó soberanamente en Un Mil Pesos Oro,
al condenarlo sadariamente, a título de indemnización,

tit hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del Código
Civil, que, por tanto, su recurso carece de fundamento;

Por tales motivos, PRIMERO: Admite como intervi-
niente a Hermeneg:Ido de Jesús Pérez, en los recursos de
casación interpuestas por José Amable More Gonzálze, Be-
nito de Jesús Polanco y la Unión de Seguros, C. por A.,
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contra la sentencia de la Corte de Apelación de San Fran-
cisco de Macorís, dictada en sus atribuciones correcciona-
les, el 23 de abril de 1976, cuyo dispositivo se ha copia-
do en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO: De-
clara nulos los recursos interpuestos por Benito de Jesús
Polanco y la Unión de Seguros, -C. por A., contra dicha sen-
tencia; TERCERO: Rechaza el recurso del prevenido José
Amado More González, contra la misma sentencia; y
CUARTO: Condena a este último al pago de las cotas pe-
nales y a éste y a Benito de Jcsús Polanco al pago de las
civiles y las d:strae en favor del Dr. Néctar A. Almánzar,
abogado del interviniente, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad, haciendo oponibles las del asegura-
do, a la Unión de Seguros, C. por A., dentro de los térm i

-nos de la Póliza.

FIRMADOS. — Néstor Contín Aybar, F. E. Ravelo
de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joauín M. Alvarez
Peulló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo
Perder:lo Báez, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y flramada por los
sefiores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
faé firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral. que certifica.— Fdo. Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 6 DE FEBRERO DEL 1980

sentenc ia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corls,, de fecha 28 de septiembre de 1976..

3tateria: Correccional.

urrentes: Complejo Metalúrgico Dominicano, (METALDOM, y
Phoenix Assurance Company, Ltd.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
usticla, regularmente constituida por los Jueces Néstor
ontín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-

te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, as i st i dos del Se-
(retarlo General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciuddad e Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 6 de febrero del 1980, años 136' de la In.
dependencia y 117' de la Restaurad:6n, dicta en audien-
cia pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso che casación interpuesto por Comple-
jo Metalúrgico Dominicano, (Metaldom), y Phoenix Assu-
rtu-ce. Company, Ltd., entidad aseguradora, en la causa se-

1

`

1	 guida a Simón D. Montero, contra sentencia dictada en sus
atril uciones correccionales por la Corte de Apelación del

1. 	 Departamento Judicial de San Pedro de Macorís, en fecha
23 de septiembre del 1976, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Admite como regulares y válidos, en
cuanto a la forma, los recursos de apelación interpuestos

,	 Por el Complejo Metalúrgico Dominicano, C. por A. (Me-
.	 taldom), y la Phoenix Assurance Company, Ltd., parte ei-
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de
ustiela, regularmente constituida por los Jueces Néstor

Contín Aybar, Presidente: Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
iras. Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del S:-
:tretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciuddad e Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 6 de febrero del 1980, años 136' de la In.
acpendencia y 117' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Comple-
jo Metalúrgico Dominicano, (Metaldom), y Phoenix Assu-
raer( Company, Ltd., entidad aseguradora, en la causa se-
guida a Simón D. Montero, contra sentencia dictada en sus
atril uciones correccionales por la Corte de Apelación del
Departamento Judicial de San Pedro de Macorís, en fecha
28 de septiembre del 1976, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Admite como regulares y válidos, cn
cuanto a la forma, los recursos de apelación interpuestos
por e: Complejo Metalúrgico Dominicano, C. por A. (Me-
taldom), y la Phoenix Assurance Company, Ltd., parte ci-
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contra la sentencia de la Corte de Apelación de San Fran-
cisco de :Macorís, dictada en sus atribuciones correcciona-
les, el 23 de abril de 1976, cuyo dispositivo se ha copia-
do en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO: De-
clara nulos los recursos interpuestos por Berilo de Jesús
Polanco y la Unión de Seguros, C. por A., contra dicha sen-
tencia; TERCERO: Rechaza el recurso del prevenido José
Amado More González, contra la misma sentencia; y
CUARTO: Condena a este último al pago de las cotas pe-
nales y a éste y a Benito de Jesús Polanco al pago de las
civiles y las distrae en favor del Dr. Rector A. Almánzar,
abogado del interviniente, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad, haciendo oponibles las del asegura-
do, a la Unión de Seguros, C. por A., dentro de los ter-mi-
/1W de la Póliza.

FIRMADOS. — Néstor Contín Aybar, F. E. Ravelo
de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joauín M. Alvarez
Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo
Perdcwo Báez, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y e:ramada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral. que certifica.— Fdo. Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE FEBRERO DEL 1980

Reuter/chi impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís„ de fecha 28 de septiembre de 1976 . .

Materia: Correccional.

Recurrentes: Complejo Metalúrgico Dominicano, IMETALDOZ y
Phoenix Assurance Company, Ltd.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana



vilmente responsable y entidad aseguradora puestas en 1,,
causa, respectivamente, contra sentencia dictada, en atri- 11.),'1
bueiones correcalonaleg y en fecha 22 de abril de 1979, por  1
a Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan- 1...
eia del Distrito Judicial Nacional, relativa al expediente a
cargo de Simón Deseado Montero, por el delito de Cola-
ción a la Ley No. 241 de tránsito de vehículos de motor, en
perjuicio die Tomás Sánchez Pérez (fallecido), y Ernesto
Germán Jorge, Sargento P. N., que condenó al referido
Complejo Metalúrgico Dominicano C. por A. (Metaldom) al
pago solidario de las siguientes indemnizaciones: a) Tres
Mil Pes% (RD$3,000.00), en beneficio de Hildo María Te-
rrero Montes de Oca Viuda Sánchez; b) Tres Mil Pesos
(RD$3,000.00), en beneficio de cada uno de los menores
Belkis María, José Leonidas, Jorge Aníbal, Lisis Tomasina
y Ana Yanny Sánchez Terrero, representados por su madre
y tutora Hilda María Terrero Montes de Oca Viuda Sán- \1
chez; c) Tres mil pesos (RD$3,000.00), en beneficio de •V
Francisco Tomás Sánchez Terrero; d) Tres mil pesos (RDS
3,000.00) en beneficio del menor Flabio Tomás Sánchez
Medrano, representado por su madre y tutora legal Menee
Medran, partes civiles constituidas, en sus calidades suce-
sivas de esposa, la primera e hijos les demás del finado To-
más Sánchez Pérez, como justa reparación por los daños y
perjuicios morales y materiales sufridos, así como los inte-
reses legales de dichas sumas acordadas, a partir de la fe-
cha de la demanda, a título de indemnización complementa-
ria, además de las costas civiles, con distracción de las mis- 
mas en provecho de los Doctores Néstor Díaz Fernández, ji:
José Martín Elsevif y Kenia Rosa Jerez Ortega, por afirmar iil
haberlas avanzado en su totalidad; y declaró común y opa-
'tibie la referida sentencia intervenida a la Phoenix Assa- l',
rance Company, Ltd., representada en el país por La Popu-
lar, C. por A., en su condición de compañía aseguradora
del vehículo propiedad del Complejo Metalúrgico Domin i

-cano, C. por A., (Metaldom), con el cual el aludido incul-
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pado Simón Deseado Montero produjo el accidente de que
en la especie se trata. SEGUNDO: Ratifica el defecto' pro-
nunciado en la audiencia celebrada en fecha 30 de julio
de 1976, contra el inculpado Simón Deseado Montzro, por
falta de comparecer, no obstante haber sido legalmente ci-
tado. TERCERO: Confirma la mencionada sentencia recu-
rrida en el aspecto en que se encuentra apoderada esta
Corte CUARTO: Condena al Complcoj Metalúrgico Domi-
nicano, C. por A., (Metaldom), al pago de las costas civi-
les, con distracción de las mismas en provecho de los Doc-
tores Néstor Díaz Fernández, José Martín Elsevif y Ke-
nia Rosa Jerez Ortega, por afirmar haberlas avanzado en
su mayor parte";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-

ral de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento de los recu-
rrentes, en fecha 29 de octubre de 1976, en la cual no se
invoca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando. que al tenor del artículo 37 de la
Ley sobre Procedimiento de Casac'ón, cuando el recurso
sea interpuesto por el Ministerio Público, por la parte ci-
vil o por la persona civilmente responsable, el depósito de
an memorial con la exposición de les hechos en que	 se
funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha mo-
tivado el recurso en la declaración correspondiente; lo
cual es extensivo a la entidad aseguradora;

Considerando, que en la especie, ni en el momento de
declarar sus recursos, ni posteriormente por medio de un



pado Simón Deseado Montero produjo el accidente de que
en la especie se trata. SEGUNDO: Ratifica el defecto' pro-
nunciado en la audiencia celebrada en fecha 30 de julio
de 1976, contra el inculpado Simón Deseado Montero, por
falta de comparecer, no obstante haber sido legalmente ci-
tado . TERCERO: Confirma la mencionada sentencia recu-
rrida en el aspecto en que se encuentra apoderada esta
Corte. CUARTO: Condena al Complcoj Metalúrgico Domi-
nicano, C. por A., (Metaldom), al pago de las costas civi-
les, con distracción de las mismas en provecho de los Doc-
tores Néstor Díaz Fernández, José Martín Elsevif y Ke-
nia Rosa Jerez Ortega, por afirmar haberlas avanzado en
su mayor parte":

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-
ral de la República:

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento de los recu-
rrentes, en fecha 29 de octubre de 1976, en la cual no se
invrica ningún medio determinado de casación:

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando, que al tenor del artículo 37 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso
sea interpuesto por el Ministerio Público, por la parte ci-
vil o por la persona civilmente responsable, el depósito de

memorial con la exposición de les hechos en que se
funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha mo-
tivade el recurso en la declaración correspondiente; lo
cual es extensivo a la entidad aseguradora;

Considerando, que en la especie, ni en el momento de
declarar sus recursos, ni posteriormente por medio de un
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vilmente responsable y entidad aseguradora puestas en
causa, respectivamente, contra sentencia dictada, en atri-
buciones correceionaleá y en fecha 22 de abril de 1974, por
la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial Nacional, relativa al expediente a
cargo de Simón Deseado Montero, por el delito de Cola-
ción a la Ley No. 241 de tránsito de vehículos de motor, en
perju;eic de Tomás Sánchez Pérez (fallecido), y Ernesto
Germán Jorge, Sargento P. N., que condenó al referido
Complejo Metalúrgico Dominicano C. por A. (Metaldom) al .
pago solidario de las siguientes indemnizaciones: a) Tres
Mil Pes% (RD$3,000.00), en beneficio de Hildo María Te-
rrero Montes de Oca Viuda Sánchez; b) Tres Mil Pesos
(RD$3,000.00), en beneficio de cada uno de los menores
Belkis María, José Leonidas, Jorge Aníbal, Lisis Tomasina
y Ana Yanny Sánchez Terrero, representados por su madre
y tutora Hilda María Terrero Montes de Oca Viuda Sán-
chez; e) Tres mil pesos (RD$3,000.00), en beneficio de
Francisco Tomás Sánchez Terrero; d) Tres mil pesos (RDS
3,000.00) en beneficio del menor Flabio Tomás Sánchez
Medran, representado por su madre y tutora legal Idelice
Medrano, partes civiles constituidas, en sus calidades suce-
sivas de esposa, la primera e hijos los demás del finado To-
más Sánchez Pérez, como justa reparación por los daños y

perjuicios morales y materiales sufridos, así como los inte-
reses legales de dichas sumas acordadas, a partir de la fe-
cha de la demanda, a título de indemnización complementa-
ria, además de las costas civiles, con distracción de las mis-
mas en provecho de los Doctores Néstor Díaz Fernández,
José Martín Elsevif y Kenia Rosa Jerez Ortega, por afirmar Lit
haberlas avanzado en su totalidad; y declaró común y opo-
nible la referida sentencia intervenida a la Phoenix Assu-
rance Company, Ltd., representada en el país por La popu-
lar, C. por A., en su condición de compañía aseguradora
del vehículo propiedad del Complejo Metalúrgico Domin i

-cano, C. por A., (Metaldom), con el cual el aludido incul-'
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memorial estos recurrentes, Complejo Metalúrgico Donii.
ni nar.o, C. por A., (Metaldom), parte civilmente responsa-
ble y la Phoenix Assurance Company Ltd., entidad ase-
guradora, han expuesto los fundamentos del mismo; que
en esas condiciones, dichos recursos resultan nulos al te-
nor del artículo 37 antes citado;

Considerando, que no procede estatuir sobre las costas
civiles porque la parte con interés contrario no se ha pre-
sentado en esta instancia de casación a solicitadas;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos
de casación interpuestos por el Complejo Metalúrgico Do-
minicano C. por A. (Metaldoin), y Phoenix Assurance Com-
pany, Ltd., en la causa seguida a Simón D. Montero, contra
la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha 28
de septiembre de 1976, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior del presente fallo; y Segundo: Condena a los
recurrentes al pago de las costas.

FIRMADOS. — Néstor Contín Aybar, F. E. Ravelo
de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joauín M. Alvarez
Perelki, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo
Perdomo Báez, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y tramada per los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que cenit ea.— Fdo. Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECIIA 6 DE FEBRERO DEL 1980

selj tcn i j2 impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la bia-

s

.	 .	 ruana. de fecha 1° de febrero de 1977.

3gateria: Correccional.

Recurrentes: Casa Brugal, C. por A., y Compafiia Nacional de
&goma San Rafael, C. por A.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo del a Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Es-
pailiat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy 6 de febrero del 1980, años
136' de la Independencia y 117' de la Restauración, dicta
en audiencia pública. como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por la Casa
Brugal, C. por A., y la Compañía Nacional de Seguros, San
Rafael, C. por A., con domicilio social en la calle Leopoldo
Navarro, esouina San Francisco de Macorís, de esta ciu-
dad, contra la sentencia dictada en sus atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de San Juan de la
Maguana, en fecha lro. de febrero de 1977, cuyo dispositivo

así: "FALLA . PRIMERO: Se declaran regulares y va-
en cuanto a la forma, los recursos de apelación in-

t.
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memorial estos recurrentes, Complejo Metalúrg:co Dorni..:(4
ninai,o, C. por A., (Metaldom), parte civilmente responsa-
ble y la Phoenix Asseurance Company Ltd., entidad ase-
guradora, han expuesto los fundamentos del mismo; que
en esas condiciones, dichos recursos resultan nulos al te-
nor del artículo 37 antes citado;

Considerando, que no procede estatuir sobre las costas
civiles porque la parte con interés contrario no se ha pre-
sentado en esta instancia de casación a solicitarlas;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos
de casación interpuestos por el Complejo Metalúrgico Do. t
minicano C. por A. (Metaldom), y Phoenix Assurance Com.
pany, Ltd., en la causa seguida a Simón D. Montero, contra
la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por
la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha 28
de septiembre de 1976, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior del presente fallo; y Segundo: Condena a los
recurrentes al pago de las costas.

FIRMADOS. — Néstor Contín Aybar, F. E. Ravelo
de /a Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joauín M. Alvarez
Pachá, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo
Perdomo Báez, Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y frramada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifica.— Fdo. Miguel Jacobo.

t:ENTENCIA DE FECHA 6 DE FEBRERO DEL 1980

. saneada impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
?nana. de fecha 1, de febrero de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Casa Brugal, C. por A., y Compañia Nacional de
St glirOS san Rafael. C. por A.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente consbituída por los Jueces Néstor
Confin Aybar, Presidente: Fernando E. Ravelo del a Fuen-
te. Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar,
Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Es-
pailiat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy 6 de febrero del 1980, años
136' de la Independencia y 117' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente

e sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por la Casa
Brugal, C. por A., y la Compañía Nacional de Seguros, San
Rafael, C. por A., con domiclio social en la calle Leopoldo
Navarro, esquina San Francisco de Macorís, de esta ciu-
dad, contra la sentencia dictada en sus atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de San Juan de la
Maguana, en fecha lro. de febrero de 1977, cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Se declaran regulares y vá-
lidos en cuanto a la forma, los r ecursos de apelación in-
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terpuestos por las partes civiles constituidas, señores Ana
Josefina Sánchez, Luis Eugenio Mena, Víctor Amaury
Sánchez Mena, Angel Gustavo Mena, Mercedes Josefina
Mena Sánchez, María Peña, Lázaro Peña, Ninfa Peña, Elsa
Peña, en fecha 29 de marzo de 1974; y por el Dr. Juan José

Sánchez y Lic.Bernardo Díaz Rijo, en representación del
prevenido Virginio Parméridcs Ruiz Alfáu, casa Brugal
Compañía y Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.,
de fechas 25 y 20 de marzo de 1974, contra la sentencia
correccional No. 69, de fecha 22 de marzo de 1974, del Juz-
gado de Primera Instancia de Azua, cuyo dispositivo 93
copia en otra parte de esta sentencia, por estar dentro de
los plazos y demás formalidades legales; Segunda: Admi-
te el desistimiento del recurso de apelación, que interpu-
sieron los abogados, Juan José Sánchez y Bernardo Díaz
Rijo, en nombre y representación del prevenido Virginio
Parmérides Ruiz Alfáu, y que éste (el prevenido', reitera
dicho desistimiento por acta de fecha 17 de marzo de
1975, por ante la Secretaría de la Corte de San Cristóbal,
ser regular y válido dicho desistimiento, y lo condena al
pago de los costas penales de la alzada, hasta el momento
de su desistimiento; Tercero: Con relación al incidente
presentado por los abogados Di-es. Juan José Sánchez y
Max ro Piña Fuello, por sí y el Dr. Bolívar Soto Montás
y el Lic. Freddy Prestol Castillo, en la audiencia de esta
Corte de Apelación, en fecha 10 de septiembre de 1976, se
rechazan las conclusiones de los mencionados abogados por
improcedente y mal fundadas; Cuarto: Se declaran buenas
y válidas las constituciones en partes civiles y admitiendo
que hubo concurrencias de faltas por partes del pren•ido
Virginio Parménides Ruiz Alfáu y de las víctimas en el
accidente de que se trata, condena a la casa Brugal, C. por
A., persona puesta en causa como civilmente responsable,
a pagar a las partes civiles constituidas, por concepto de

daños y perjuicios morales y materiales, la cantidad de RD

$11.6')U 00, (Once mil seiscientos pesos oro) en la forma
y proporción siguiente: Cuatro mil pesos (RD$4,000.00)
favor de Luis Eugenio Mena; Quinientos pesos oro (RD$
500.00), en favor de Víctor Amaury Sánchez Mena; Qui-
nientos pesos oro (RDS500.00). en favor de Angel Gustavo
Mena Sánchez; Quinientos pesos oro (RD$5.000.00), en fa-
vor de Mercedes Josefina Mena Sánchez; Seiscientos pe-
sos oro (RDS500.00), en favor de Ana Josefina Sánchez;
Cuatro mil pesos oro (RD$4,000.00) en favor de Maria
Peña: Quinientos pesos oro (RD$500.00), en favor de Lá-
zaro Peña y Quinientos pesos oro (RD$500.00), en favor
de Elsa Peña; modificándole así, la sentencia del tribunal
de primer grado: Quinto: Se revoca el ordinal 13ro. de la
sentencia recurrida y obrando por propia autoridad, de-
clara regular y válida la constitución en parte civil hecha
por Ninfa Peña, en contra de la casa Brugal, C. por A., y
en consecuencia condena a ésta a pagar una indemniza-
ción de Quinientos Pesos Oro (RD$500.00) en favor de
Ninfa Peña; Sexto: Declara oponible la presente senten-
cia a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., asegu-
rad' ra del vehículo otte originó el accidente: Séptimo:
Condena a la Casa Brugal, C. por A., al pago de las costas
civiles del proced• -niento y ordena que éstas sean distraí-
das en provecho de los Dres. Manuel Labour, Sofía Alta-
gracia Martínez de Pimentel, Victoria Espinal de Luna.
María Estela Solís de Dipp, Carlos Romero Buttem,
A. Vásquez Fernández y Fernando E. Ciccome Recio, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad.

Oído al Alguacil en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-
ia l de la República,

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 14 de febrero de
1977. a requerimiento del Dr. Máximo H. Piña Fuello, cé•
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terpuestos por las partes civiles constituidas, señores Ana
Josefina Sánchez, Luis Eugenio Mena, Víctor Amaury
Sánchez Mena, Angel Gustavo Mena, Mercedes Josefina
Mena Sánchez, María Peña, Lázaro Peña, Ninfa Peña, Elsa
Peña, en fecha 29 de marzo de 1974; y por el Dr. Juan José
Sánchez y Lic.Bernardo Díaz Rijo, en representación del
prevenido Virginia Parmérides Ruiz Alfáu, casa Brugal
Compañía y Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.,
de fechas 25 y 20 de marzo de 1974, contra la sentencia
correccional No. 69, de fecha 22 de marzo de 1974, del Juz-
gado de Primera Instancia de Azua, cuyo dispositivo se
copia en otra paste de esta sentencia, por estar dentro de
los plazos y demás formalidades legales; Segunda: Admi-
te el desistimiento del recurso de apelación, que interpu-
sieron los abogados, Juan José Sánchez y Bernardo Díaz
Rijo, en nombre y representación del prevenido Virginia
Parmérides Ruiz Alfáu, y que éste (el prevenido:, reitera
dicho desistimiento por acta de fecha 17 de marzo de
1975, por ante la Secretaría de la Corte de San Cristóbal,
ser regular y válido dicho deslstimiento, y lo condena al
pago de las costas penales de la alzada, hasta el momenlo
de su desistimiento; Tercero: Con relación al incidente
presentado por los abogados Dres. Juan José Sánchez y
Máxsio Piña Puello, por sí y el Dr. Bolívar Soto Montás
y el Lic. Freddy Prestol Castillo, en la audiencia de esta
Corte de Apelación, en fecha 10 de septiembre de 1976, se
rechazan las conclusiones de los mencionados abogados por
improcedente y mal fundadas; Cuarto: Se declaran buenas
y válidas las constituciones en partes civiles y admitiendo
que hubo concurrencias de faltas por partes del prewnido
Virginio Parrnénides Ruiz Alfáu y de las víctimas en el
accidente de que se trata, condena a la casa Brugal, C. por
A., persona puesta en causa como c:vilmente respobsable,
a pagar a las partes civiles constituidas, por concepto de
daños y perjuicios morales y materiales, la cantidad de RD

$11,611)00, (Once mil selscientos pesos oro) en la forma
y proporción siguiente: Cuatro mil pesos (RD$1,000.00)
favor de L II1.5 Eugenio Mena; Quin:entos pesos oro (RD$
500.00), en favor de Víctor Amaury Sánchez Mena; Qui-
nientas Pesos oro (RDS500.00), en favor de Angel Gustavo
Mena Sánchez; Quinientos pesos oro (RD$5.000.00), en fa-
vor de Mercedes Josefina Mena Sánchez; Seiscientos pe-
sos oro (RDS600.00), en favor de Ana Josefina Sánchez;
Cuatro mil pesos oro (RD$4,000.00) en favor de Maria
Peña; Quinientos pesos oro (RD$500.00), en favor de Lá-
zaro Peña y Quinientos pesos oro (RD$500.00), en favor
de ELsa Peña; modificándose así, la sentencia del tribunal
de prime: grado; Quinto: Se revoca el ordinal 13ro. de la
sentencia recurrida y obrando por propia autoridad, de-
clara regular y válida la constitución en parte civil hecha
por Ninfa Peña, en contra de la casa Brugal, C. por A., y
en consecuenda condena a ésta a pagar una indemniza-
ción de Quinientos Pesos Oro (RD$500.00) en favor de
Ninfa Peña; Sexto: Declara oponible la presente senten-

.cia a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., asegu-
rad< ra del vehículo que originó el accidente; Séptimo:
Condena a la Casa Brugal, C. por A., al pago de las costas
civiles del procedimiento y ordena que éstas sean distraí-
das en provecho de los Dres. Manuel Labour, Sofía Alta-
gracia Martínez de Pimentel, Victoria Espinal de Luna.
María Estela Sclís de Dipp, C,Irlos Romero &diem, Miguel
A. \l'asquea Fernández y Fernando E. CiCCOMe Recio, quie-
nes afirman haberles avanzado en su totalidad.

Oído al Alguacil en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-
--la'. de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 14 de febrero de
1977, a requerimiento del Dr. Máximo Fl. Piña Puello, cé-



dula No. 11443, serie 12, en la cual no se invoca ningún
medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Just:cia, después de haber deli-
berado y vistas los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea in-
terpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o
por la persona civilmente responsable, el depósito de un
memorial con la exposición de los hechos en que se funda,
será oldigatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el
recurso en la declaración correspondiente; lo cual es exten-
sivo a la entidad aseguradora;

Considerando, que en la especie, ni en el momento de
declarar sus recursos ni posteriormente por medio de un
memor al, éstos recurrentes, la Casa Brugal, C. por A.,
parte civilmente responsable y la Compañía Aseguradora
San Rafael, C. por A.. entidad asnguradora, han expuesto
los fundamentos del mismo; que, en esas condiciones, di-
chos recursos resultan nulos al tenor del artículo 37 antes
citado;

Considerando, que no procede estatuir sobre las cos-
tas civles, porque la parte con interés contrario no se ha
presentado en esta instancia de casación a solicitarla;

Per tales motivos, Primero: Declara nulos los recur-
sos de casación interpuestos por la Casa Brugal, C. por A.,
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correccio-
nales por la Corte de Apelación de San Juan de la Magua-
na, en fecha 1ro. de febrero de 1977, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo; y Segun-
do: Condena a los recurrentes al pago de las costas.

FIRMADOS. — Néstor Contín Aybar, Fernando E. Ra-

velo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio

Betas, Joaquín M. Alvarez Perellé, Juan Bautista Rojas
¡,]mamar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández EspaPlat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
eñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en :a
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
¡Lié firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica.— (Fdo.) Miguel Jacobo.

lío
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dula No. 11443, serie 12, en la cual no se invoca ningún
medio determinado de casación;

•La Suprema Corte de Just'cia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casac:ón, cuando el recurso sea in-
terpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o
por la persona civilmente responsable, el depós:to de un
memorial con la exposición de los hechos en que se funda,
será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el
recurso en la declaración correspondiente; lo cual es exten-
sivo a la entidad aseguradora;

Considerando, que en la especie, ni en el momento de
declarar sus recursos ni posteriormente por medio de un
memor al, éstos recurrentes, la Casa Brugal, C. por A.,
parte civilmente responsable y la Compañía Aseguradora
San Rafael, C. por A., entidad aseguradora, han expuesto
los furoamentos del mismo; que, en esas condiciones, di-
chos recursos resultan nulos al tenor del artículo 37 antes
citado;

Considerando, que no procede estatuir sobre las cos-
tas eiv:/cs, porque la parte con interés contrario no se ha
presentado en esta instancia de casación a solicitarla;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recur-
sos de casación interpuestos por la Casa Brugal, C. por A.,
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correccio-
nales por la Corte de Apelación de San Juan de la Magas,
na, en fecha lro. de febrero de 1977, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del pres-ente fallo; y Segun-
do: Condena a los recurrentes al pago de las costas.

FIRMADOS. — Néstor Contín Aybar, Fernando E. Ra-

velo de la Fuente, Manuel A. Arniarna, Francisco Elpidlo
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Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
Almanzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández Espai:lat.— Migu;e1 Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
criares Jueces que figuran en su encabezamiento, en :a
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
lié firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
cpl¿ certifica.— (Fdo.) Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE FEBRERO DEL 198a

Sentencia impugnada: Carie de Apelación de La Vega, de fecha
13 de abril de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: José María Acosta, Rafael 13. Vargas Alonso y Com-
pañía de Seguros Pepin, S. A.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la. República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituda por los Jueces Fernando
E Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de
Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de Pre-
sidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Per-
domo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 8 de febrero de 1980, años 136' de la In-
dependencia y 117' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por José María Acosta y Rafael B. Vargas Alonso,
dominicanos, mayores de edad, chófer y propietario, res-
pectivamente, domiciliados en Tenares, casas Nos. 34 -y
143, de las calles 27 de Febrero y Sánchez; y la Compañía
de Seguros Pepín, S. A., con domicilio social en la casa No.
122 de la calle Restauración, de la ciudad de Santiago,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
La Vega, el 13 de abril de 1977, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de caÇaelón, levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua, el 13 de abril de 1977, a requerimiento
del Dr. Gregorio de Jesús Batista Gil, actuando en repre-
sentación de los recurrentes, en la que no se proponen nin-
gún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 3 de febrero
de 1978, firmado por su abogado, Dr. Luis A Hreano Ro-
jas, en el que se proponen los medios de casación que lue-
go se enuncian;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante; y los artículos 49
y 52 de la Ley 241 de 1967; 1383 y 1384 del Código Civil;
1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, y 1 y, 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación.

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con
motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 26 de abril
de 1975, en la carretera San Francisco de Macorís-El Ran-
chito, en que resultó una persona con lesiones corporales,
la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de La Vega, dictó el 4 de mayo de
1976, una sentencia cuyo dispositivo aparece en el de la
ahora impugnada; b) que sobre las apelaciones interpues-
tas intervino la sentencia ahora impugnada en casación,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara
regulares y válidos, en la forma, los recursos de apelación
interpuestos por el prevenido José María Acosta, la perso-
na civilmente r esponsable Rafael B. Vargas Alonzo y la
CoMpañía de Seguros Pepín, S. A., contra sentencia correc-
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE FEBRERO DEL 198a

Sentencia impugnada: Carie de Apelación de La Vega, de fecha

13 de abril de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: José María Acosta, Rafael B. Vargas Alonso y Com-
pañía de Seguros Pepin, S. A.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la' República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituda por los Jueces Fernando
E Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de
Presidente; Manuel A. Am'ama, Segundo Sustituto de Pre-
sidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín hl. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Per-
domo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
alas, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 8 de febrero de 1980, años 136' de la In-
dependencia y 117' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por José María Acosta y Rafael B. Vargas Alonso,
dominicanos, mayores de edad, chófer y propietario, res-
pectivamente, domiciliados en Tenares, casas Nos. 34 - y
143, de las calles 27 de Febrero y Sánchez; y la Compañía
de Seguros Pepín, S. A., con domicilio social en la casa No.
122 de la calle Restauración, de la ciudad de Santiago,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
La Vega, el 13 de abril de 1977, cuyo dispositivo se copia
más adelante:

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación, levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua, el 13 de abril de 1977, a requerimiento
del Dr. Gregorio de Jesús Batista Gil, actuando en repre-
sentación de los recurrentes, en la que no se proponen nin-
gún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 3 de febrero
de 1978, firmado por su abogado, Dr. Luis A. arcano Ro-
jas, en el que se proponen los medios de casación que lue-
go se enuncian;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante; y los artículos 49
y 52 de la Ley 241 de 1967; 1383 y 1.384 del Código Civil;
1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, y 1 y. 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación.

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con
motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 26 de abril
de 1975, en la carretera San Francisco de Macorís-El Ran-
chito, en que resultó una persona con lesiones corporales,
la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de La Vega, dictó cl 4 de mayo de
1976, una sentencia cuyo dispositivo aparece en el de la
ahora impugnada; b) que sobre las apelaciones interpues-
tas i ntervino la sentencia ahora impugnada en casación,
Cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara
regulares y válidos, en la forma, los recursos de apelación
interpuestos por el prevenido José María Acosta, la perso-
na ivilmente r esponsable Rafael 13. Vargas Alanzo y la

- je de Seguros Pepín, S. A., contra sentencia correc-
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cional Núm. 505, dictada por la Segunda Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito JudiEal de
La Vega, de fecha 4 d'e mayo de 1976, la cual contiene el
siguiente dispositivo: "Primero: Se acoge corno bueno y
válido el recurso de oposición intentado por el nombrado
José María Acosta, por ser regular en la forma; Segundo:
En cuanto al fondo se modifica la sentencia recurrida, se
declara culpable al nombrado José María Acosta, incul-
pado de violación Ley 211 en perjuicio de Maximiliano
Guzmán Paulino y en consecuencia se le condena al pago
de una multa de RD$10.00, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes; Tercero: Se le condena además al pa-
go de las costas; Cuarto: Se acoge como buena y válida la
constitución en parte civil intentada por el señor Maxim:- i:
llano Guzmán Paulino, en contra de los señores José Ma-: 
ría Acosta y Rafael B. Vargas Alonso al través del Dr. Luis
Osiris Duquela Morales, por ser regular en la forma; Quin-
to: Se condena a los nombrados José María Acosta y Ra-

fael B. Vargas Alonzo al pago solidario de una indemniza-
ción de RDS1,500.00 en favor de Maximiliano Guzmán
Paulino, como justa reparación de los daños materiales que
le causaron; Sexto: Se condena a los nombrados José Ma-
ría Acosta y Rafael B. Vargas Alonzo al pago de las cos-

' tas civiles con distracción de la misma en provecho del Dr..
Luis Osiris Duquela Morales, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad; Séptimo: Se condena a los nombra-
dos José María Acosta y Rafael B. Vargas Alonzo al pago
de los intereses legales de la indemnización que le fue-
ra impuesta; Octavo: Se ratifica el defecto pronunciado en
audiencia, en contra de la Compañía de Seguros Pepín, S.
A., y el señor Rafael B. Vargas Alonzo: Noveno: La pre-
sente sentencia es común y oponible a la Compañía de Se-
guros Pepín, S. A.; por haber sido hechos conforme a los
preceptos legales; SEGUNDO: Confirma de la decisión
apelada los Ordinales: Segundo. Cuarto, Quinto, Séptimo
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y Noveno; TERCERO: Condena al prevenido José María
Acosta al pago de las costas penales de esta alzada y junta-
mente con la persona civilmente responsable, Rafael B.
Vargas Alonzo a las civiles, las cuales se declaran distraídas
en provecho del Dr. Luis Osiris Duquela Morales, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Violación al artículo 141 del Código de
Procedimiento Civil, por motivación insuficiente, falsa y
oscura en cuanto a la comprobación de los hechos; Segun-
do Medio: Falta de motivos al declarar la sentencia co-
mún y oponible a Seguros Pepín, S. A.;

Considerando, que los recurrentes en sus dos medios
de casación, que por su estrecha relación, se reúnen para
su examen, alegan en síntesis, que el verdadero culpable
del accidente, no lo fué el prevenido, José María Acosta,
sino la víctima, Maximiliano Guzmán Paulino, al cruzar
la carretera, sin ver para cada lado, a ver si venía un ve-
hículo; que esa versión fué dada por el raso Medrano Fa-
bián Sánchez, P. N. y luego confirmada por el conductor
del vehículo; y ello no obstante la Corte a-qua admitió
que el agraviado estaba parado correctamente a su dere-
cha en el paseo que le correspondía, y que el conductor del
vehículo transitaba a exceso de velocidad; que la Corte
a-qua, no da en su fallo, motivos claros y precisos, sobre
la conducta de la víctima y la del otro vehículo y sobre
su influencia en el accidente; que se acusa al prevenido
recurrente de transitar a exceso de velocidad, sin indicar-
se de qué declaración, o expresión se dedujo esto y a qué
velocidad se estimó su marcha, corno imprescindible para
dar base legal a la declaración de su falta; por último ale-
gan los recurrentes, que no obstante haberse solicitado en
las conclusiones que la sentencia no podía declararse opo-
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cional Núm. 505, dictada por la Segunda Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
La Vega, de fecha 4 & mayo de 1976, la cual contiene el «.
siguiente dispositivo: "Primero: Se acoge corno bueno y
válido el recurso de oposición intentado por el nombrado
José María Acosta, por ser regular en la forma; Segundo:
En cuanto al fondo se modifica la sentencia recurrida, se
declara culpable al nombrado José María Acosta, incul-
pado de violación Ley 241 en perjuicio de Maximiliano
Guzmán Paulino y en consecuencia se le condena al pago
de una multa de RD$10.00, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes; Tercero: Se le condena además al pa-
ga de las costas; Cuarto: Se acoge como buena y válida la
constitución en parte civil intentada por el señor Maxim:-
llano Guzmán Paulino, en contra de los señores José Ma-
ría Acosta y Rafael B. Vargas Alonso al través del Dr. Luis
Os:ris Duquela Morales, por ser regular en la forma; Quin-
to: Se condena a los nombrados José María Acosta y Ra-
fael B. Vargas Alonzo al pago solidario de una indemniza-
ción de RD$1,500.00 en favor de Maximiliano Guzmán
Paulino, como justa reparación de los daños materiales que
le causaron; Sexto: Se condena a los nombrados José Ma-
ría Acosta y Rafael B. Vargas Alonzo al pa go de las cos-
tas civiles con distracción de la misma en provecho del Dr.
Luis Osiris Duquela Morales, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad; Séptimo: Se condena a los nombra-
dos José María Acosta y Rafael B. Vargas Alonzo al pago
de los intereses legales de la indemnización que le fue-
ra impuesta; Octavo: Se ratifica el defecto pronunciado en
audiencia, en contra de la Compañía de Seguros Pepín, S.
A., y el señor Rafael B. Vargas Alonzo; Noveno: La pre-
sente sentencia es común y oponible a la Compañía de Se-
guros Pepín, S. A.; por haber sido hechos conforme a los
preceptos legales; SEGUNDO: Confirma de la decisión
apelada los Ordinales: Segundo, Cuarto. Quinto. Séptimo

Noveno; TERCERO: Condena al prevenido José María
isla al pago de las costas penales de esta alzada y junta-
nte 	 la persona civilmente responsable, Rafael B.
rgas Alonzo a las civiles, las cuales se declaran distraídas
provecho del Dr. Luis Osiris Duquela Morales, quien
na haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
menda impugnada los siguientes medios de casación:

Primer Medio: Violación al artículo 141 del Código de
Procedimiento Civil, por motivación insuficiente, falsa y
oscura en cuanto a la comprobación de los hechos; Segun-
do Medio: Falta de motivos al declarar la sentencia co-
mún y oponible a Seguros Pepín, S. A.;

Considerando, que los recurrentes en sus dos medios
de casación, que por su estrecha relación, se reúnen para
su examen, alegan en síntesis, que el verdadero culpable
del accidente, no lo fué el prevenido, José María Acosta,
sino la víctima, Maximiliano Guzmán Paulino, al cruzar
la carretera, sin ver para cada lado, a ver si venía un ve-
hículo; que esa versión fué dada por el raso Medrano Fa-
bián Sánchez, P. N. y luego confirmada por el conductor
del vehículo; y ello no obstante la Corte a-qua admitió
que el agraviado estaba parado correctamente a su dere-
cha en el paseo que le correspondía, y que el conductor del
vehículo transitaba a exceso de velocidad; que la Corte
a-qua, no da en su fallo, motivos claros y precisos, sobre
la conducta de la víctima y la del otro vehículo y sobre
su influencia en el accidente; que se acusa al prevenido
recurrente de transitar a exceso de velocidad, sin indicar-
se de qué declaración, o expresión se dedujo esto y a qué
velocidad se estimó su marcha, como imprescindible para
dar base legal a la declaración de su falta; por último ale-
gan los recurrentes, que no obstante haberse solicitado en
las conclusiones que la sentencia no podía declararse opo-



níble a la Compañía de Seguros Pepín, por no haberse es-
tablecido que fuese puesta en causa, y por no existir en
todo caso, la comitencia, lá Corte a-qua rechazó dicho pe-
dimento, sin dar los motivos procedentes, por lo que la
sentencia impugnada debe ser casada; pero,

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar úni-
co culpable del accidente de que se trata, a José María
Acosta, mediante la ponderación de todos los elementos
de juicio que fueron regularmente administrados en la
instrucción de la causa, dió por establecido: a) que en ho-
ras de la mañana del- día 26 de abril de 1975, mientras
el prevenido José María Acosta conducía el carro placa
pública No. 213-525, transitando de Norte a Sur por la
carretera San Francisco de Macorís-El Ranchito, al llegar
al kilómetro 7 de la vía, se desvió hacia el paseo y atrope-
lló a bfaximililano Guzmán Paulino, quien resultó con
fractura en ambas piernas y traumatismos diversos, cura-
bles después de 20 das; b) que el accidente se debió al
exceso de velocidad con que el chófer conducía su vehícu-
lo, y al desviarse alcanzó a la víctima, que estaba en el
paseo; c) que el carro que manejaba el prevenido era pro-
piedad de Rafael B. Vargas Alonzo y estaba asegurado
con la Compañía de Seguros Pepín, S. A., con Póliza vi-
gente No. 22253oS;

Considerando, que en la sentencia impugnada consta.
que la Corte a-qua, para confirmar la sentencia del Juez
de primer grado, que fue dada en el mismo sentido, le
atribuyó entero crédito, como pudo hacerlo, a lo declarado
por Juana Tejada, testigo presencial del hecho, quien ex-
plicó que la víctima estaba parada correctamente en el
paseo y fué atropellada por el chófer José María Atesta;
que no haber hecho otra cosa la Corte a-qua, que hacer
uso de su poder soberano de apreciación, sin desnaturali-
zación alguna de los hechos, su apreciación como cuestión
de hecho. escapa a la censura de la casación; que por otra

parte. contrariamente a lo alegado por los recurrentes, la
sentencia impugnada contiene motivos de hecho y de de-
recho que justifican su dispositivo, por lo que los alega-
tos que se examinan carecen de fundamento y deben ser
desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos confi-
guran a cargo del prevenido recurrente, el delito de gol-
pes y heridas por imprudencia, producidos con el manejo
o conducción de un vehículo de motor, previsto en el Art.
49 de la Ley 241, de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, y
sancionado por ese mismo texto legal, en su letra e) con
las penas de 6 meses a 2 años de prisión y multa de RD
$100.00 a RDS500.00, si la enfermedad o imposibilidad
para el trabajo de la víctima, durare 20 días o más, como
sucedió en la especie; que en consecuencia, la Corte a-qua
al condenar al prevenido recurrente a RDS10.00 de mul-
ta, acogiendo circunstancias atenuantes, le aplicó una pe-
na ajustada a la ley;

Considerando, que la Compañía aseguradora alega,
asimismo, que las condenaciones civiles no le podían ser
oponibles porque no fué citada a comparecer a la audien-
cia, en que se conoció del caso, pero, contrariamente a
lo alegado por ella, en el expediente consta que sí fué
citada, y por otra parte, carecería de interés su alegato,
ya que en la sentencia impugnada consta que dicha Com-
pañía se hizo representar legalmente en la mencionada
audiencia, y concluyó al fondo;

Considerando, que la Corte a-qua, estimó que el he-
cho del prevenido había ocasionado daños y perjuicios,
materiales y morales a Maximiliano Guzmán Paulino, cons-
tituido en parte eivil, y evaluó los mismos en la suma de
Un mil quinientos pesos oro; que en consecuencia, al con-
denar a dicho prevenido conjuntam,ente con Rafael B. Var-
gas Alanzo, dueño del vehículo, y como tal su comitente,
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nible a la Compañía de Seguros Pepín, por no haberse es-
tablecido que fuese puesta en causa, y por no existir en
todo caso, la comitencia, lá Corte a-qua rechazó dicho pe-
dimento, sin dar los motivos procedentes, por lo que la
sentencia impugnada debe ser casada; pero,

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar úni-
co culpable del accidente de que se trata, a José María
Acosta, mediante la ponderación de todos los elementos
de juicio que fueron regularmente administrados en la
instrucción de la causa, dió por establecido: a) que en ho-
ras de la mañana del día 26 de abril de 1975, mientras
el prevenido José María Acosta conducía el carro placa
pública No. 213-525, transitando de Norte a Sur por la
carretera San Francisco de Macorís-El Ranchito, al llegar
al kilómetro 7 de la vía, se desvió hacia el paseo y atrope-
lló a Maximili:ano Guzmán Paulino, quien resultó con
fractura en ambas piernas y traumatismos diversos, cura-
bles después de 20 das; b) que el accidente se debió al
exceso de velocidad con que el chófer conducía su vehícu-
lo, y al desviarse alcanzó a la víctima, que estaba en el
paseo; c) que el carro que manejaba el prevenido era pro-
piedad de Rafael B. Vargas Alonzo y estaba asegurado
con la Compañía de Seguros Pepin, S. A., con Póliza vi-
gente No. 22253oS;

Considerando, que en la sentencia impugnada consta,
que la Corte a-qua, para confirMar la sentencia del Juez
de primer grado, que fue dada en el mismo sentido, le
atribuyó entero crédito, como pudo hacerlo, e lo declarado
por Juana Tejada, testigo presencial del hecho, quien ex-
plicó que la víctima estaba parada correctamente en el
paseo y fué atropellada por el chófer José María Acosta;
que no haber hecho otra cosa la Corte a-qua, que hacer
uso de su poder soberano de apreciación, sin desnaturali-
zación alguna de los hechos, su apreciación como cuestión
de hecho, escapa a la censura de la casación; que por otra

---

parte, contrariamente a lo alegado por los recurrentes, la
sentencia impugnada contiene motivos de hecho y de de-
recho que justifican su dispositivo, por lo que los alega-
tos que se examinan carecen de fundamento y deben ser
desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos confi-
guran a cargo del prevenido recurrente, el delito de gol-
pes y heridas por imprudencia, producidos con el manejo
o conducción de un vehículo de motor, previsto en el Art.
49 de la Ley 241, de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, y
sancionado por ese mismo texto legal, en su letra c) con
las penas de 6 meses a 2 años de prisión y multa de RD
$100.00 a RD$500.00, si la enfermedad o imposibilidad
para el trabajo de la víctima, durare 20 días o más, como
sucedió en la especie; que en consecuencia, la Corte a-qua
al condenar al prevenido recurrente a RD$10.00 de mul-
ta, acogiendo circunstancias atenuantes, le aplicó una pe-
na ajustada a la ley;

Considerando, que la Compañía aseguradora alega,
asimismo, que las condenaciones civiles no le podían ser
oponibles porque no fué citada a comparecer a la audien-

'cia, en que se conoció del caso, pero, contrariamente a
lo alegado por ella, en el expediente consta que sí fué
citada, y por otra parte, carecería de interés su alegato,
ya que en la sentencia impugnada consta que dicha Com-
pañía se hizo representar legalmente en la mencionada
audiencia, y concluyó al fondo;

Considerando, que la Corte a-qua, estimó que el he-
cho del prevenido había ocasionado daños y perjuicios,
materiales y morales a Maximiliano Guzmán Paulino, cons-
tituido en parte civil, y evaluó los mismos en la suma do
Un mil quinientos pesos oro; que en consecuencia, al con-
denar a dicho prevenido conjuntamente con Rafael B. Var-
gas Alonzo, dueño del vehículo, y como tal su comitente,
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE FEBRERO DEL 1980

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 10 de abril de 1978.

Materia: Correccional.

gecurentes: Albert Hallguist, Mark Hallguist y Cbmpafila de Se-
guros San Rafael, C. por A.

Intervinlentes: Francisco Lebrón y Emilia Estrella Fernández.
Abogados: de Lebrón: Dra. Nelsy Matos de Pérez de Estrella

Fernández. Dr. Jovino Herrera Arn6.
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hasta prueba en contrario; que no hay constancia de que
se hiciera en el caso, y civilmente responsable, puesta en
causa, al pago de esa suma, más los intereses legales como
indemnización complementaria, y hacer oponibles dachas
condenaciones a la Compañía de Seguros Pepín, S. A.,
también puesta en causa, la Corte a-qua hizo una correc-
ta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Ci-
vil y 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por José María Acosta, Rafael B.
Vargas Alonzo y la Compañía de Seguros Pepín, S. 4i,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
La Vega, el 13 de abril de 1975, en sus atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante.
rior del presente fallo; Segundo: Condena a José María
Acosta, al pago de las costas penales.

FIRMADOS. — Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Betas, Joaquin M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat, —
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, cn la
audiencia núbi.ca del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leida y publicada por mí, Secretario General,
que certifica.— (Fdo.) Miguel Jacobo.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, constituida por los Jueces Néstor Contín Aybar,
Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez
Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo
Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat, y Leonte

Alburquerque, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 3 del mes
de Febrero del año 1980, años 136' de la Independencia y
117' die la Restauración, dicta en audiencia pública, corno
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Alberto A. Hallguist, norteamericano, mayor de
edad, cédula No. 7487, serie 26, domiciliado en la Avenida
México No. 238, de esta ciudad; John Mark Hallguist, nor-
teamericano, mayor de edad, casado, maestro de natación,
domiciliado en la Avenida México No. 238, de esta ciudad,
Y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., domicilia-
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hasta prueba en contrario; que no hay constancia de que
se hiciera en el caso, y civilmente responsable, puesta en
causa, al pago de esa suma, más los intereses legales corno
indemnización complementaria, y hacer oponibles dichas
condenaciones a la Compañía de Seguros Pepín, S. A.,
también puesta en causa, la Corte a-qua hizo una correc-
ta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Ci-
vil y 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por José María Acosta, Rafael B.
Vargas Alonzo y la Compañía de Seguros Pepín, S. A.,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
La Vega, el 13 de abril de 1975, en sus atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante-
rior del presente fallo; Segundo: Condena a José Maria
Acosta, al pago de las costas penales.

FIRMADOS. — Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat, —
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por I is
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia uúbl.ca del día, mes y año en él expresados, y
fué firmada, leida y publicada por mí, Secretario General,
que certifica.— (Fdo.) Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 8 DE FEBRERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
techa 10 de abril de 1978.

Materia: Correccional,

Recurentes: Albert Hallguist, Mark Hallguist y Oompaftia de Se-
guros San Rafael, C. por A.

intervinientes: Francisco Lebrón y Emilia Estrella Fernández.
Abogados: de Lebrón: Dra. Nelsy Matos de Pérez de Estrella

Fernández, Dr. Jovino Herrera Arnó.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, constituida por los Jueces Néstor Contín Aybar,
Presidente: Francisco Elp:dio Beras, Joaquín M. Alvarez
Pendió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo
Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat, y Leonte
R. Alburquerque, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 3 del mes
de Febrero del año 1980, años 136' de la Independencia y
117' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Alberto A. Hallguist, norteamericano, mayor de
edad, cédula No. 7487, serie 26, domiciliado en la Avenida
México No. 238, de esta ciudad; John Mark Hallguist, nor-
teamericano, mayor de edad, casado, maestro de natación,
domiciliado en la Avenida México No. 238, de esta ciudad,
y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., domicilia-
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da en la calle Leopoldo Navarro esquina a la calle San
Francisco de Macorís, de esta ciudad; contra la sentencia
dictada por la Corte de 'Apelación de Santo Domingo, en
sus atribuciones correcionales, el 10 de abril del 1978, cu-
yo dispositivo se copia mgs adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Jovino
Herrera Amó, cédula No. 8376, serie 12, abogado de la in-
terviniente, Emilia Estrella Fernández, dominicana, ma-
yor de edad, soltera, de quehaceres domésticos, cédula No.
5424, serie 31, domiciliada en la casa No. 60 de la calle
Félix María Ruiz, de esta ciudad;

Oída, en la lectura de sus conclus iones, a la Dra. Nel-
sy T. Matos de Pérez, cédula No. 16086, serie 18, abogada
del interviniente Francisco Lebrón, dominicano, mayor de
edad, estudiante, cédula No. 190169, serie lra., domiciliada
en la casa No. 9 de la calle Félix María Ruiz, de esta ciu-
dad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada el
27 de abril del 1978, en la Secretaría de la Corte a-qua, a
requerimiento del Dr. Luis E. Peguero Moscoso, cédula
No. 1391, serie 18, en representación de los recurrentes, en
la cual no se propone ningún medio determinado de casa-
ción;

Visto el escrito de la interviniente Emilia Estrella
Fernández, del 11 de junio del 1979, suscrito por su abo-
gado;

Visto el escrito del interviniente, Francisco Lebrón,
del 11 de junio del 1979, suscrito por su abogado;

BOLELIN JUDICIAL	 207

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 del
1967, sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil, y
1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación:

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en
los documentos, a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ccorrido en
esta ciudad, el 15 de agosto de 1976, en el que una persona
resultó muerta y otra con lesiones corporales, la Segunda
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, dictó el 8 de agosto de 1977, una senten-
cia cuyo dispositivo se transcribe más adelante; b) que
con motivo de los recursos interpuestos intervino la sen-
tencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Admite como regular y válido en
cuanto a la forma los recursos de apelación interpuestos
por: a) Dra. Nelly Matos de Pérez, a nombre y represen-
tación de Francisco Lebrón Mero, en fecha 11 de agosto
de 1977, y b) por el Dr. Jovino Herrera, a nombre y re-
presentación de Emilia Estrella Fernández E., (parte ci-
vil constituida), en fecha 15 de agosto de 1977; contra la
sentencia dictada por la Segunda Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha
8 de agosto de 1977, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Pri-
mero: Se declara el Defecto contra el nombrado Joaquín
Tinco Valdéz, por no haber comparecido a esta audiencia
para la cual estaba legalmente citado; Segundo: Se descar-
ga de toda responsabilidad penal al nombrado Joaquín
Tinco Valdéz, por éste no haber violado la Ley No. 241,
en ninguno de sus aspectos; Tercero: Se declara al nom-
brado John Mark Hallguist, culpable de violar los artícu-
los 49 y 74 de la Ley No. 241, y aplicando el principio del
Do cúmulo de penas, así como tomando circunstancias ate-
nuantes a su favor se condena a pagar RD$200.00 (Dos-
c:entos Pesos Oro) de multa; Cuarto: Se ordena por el

Fi
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da en la calle Leopoldo Navarro esquina a la calle San
Francisco de Macorís, de esta ciudad; contra la sentencia
dictada por la Corte de . Apelación de Santo Domingo, en
sus atribuciones correcionales, el 10 de abril del 1978, cu-
yo dispositivo se copia mgs adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Jovino
Herrera Amó, cédula No. 8376, serie 12, abogado de la in-
terviniente, Emilia Estrella Fernández, dominicana, ma-
yor de edad, soltera, de quehaceres domésticos, cédula No.
5124, serie 31, domiciliada en la casa No. 60 de la calle
Félix María Ruiz, de esta ciudad;

Oída, en la lectura de sus conclusiones, a la Dra. Nel-
sy T. Matos de Pérez, cédula No. 16086, serie 18, abogada
del interviniente Francisco Lebrón, dominicano, mayor de
edad, estudiante, cédula No. 190169, serie lra., domiciliada
en la casa No. 9 de la calle Félix María Ruiz, de esta ciu-
dad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada el
27 de abril del 1978, en la Secretaría de la Corte a-qua, a
requerimiento del Dr. Luis E. Peguero Moscoso, cédula
No. 1391, serie 18, en representación de los recurrentes, en
la cual no se propone ningún medio determinado de casa-
ción:

Visto el escrito de la interviniente Emilia Estrella
Fernández, del 11 de junio del 1979, suscrito por su abo-
gado;

Visto el escrito del interviniente, Francisco Lebrón.
del 11 de junio del 1979, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 del
1967, sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil, y
I., 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en
los documentos, a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocorrido en
esta ciudad, el 15 de agosto de 1976, en el que una persona
resultó muerta y otra con lesiones corporales, la Segunda
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, dictó el 8 de agosto de 1977, una senten-
cia cuyo dispositivo se transcribe más adelante; b) que
con motivo de los recursos interpuestos intervino la sen-
tencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Admite como regular y válido en
cuanto a la forma los recursos de apelación interpuestos
por: a) Dra. Nelly Matos de Pérez, a nombre y represen-
tación de Francisco Lebrón Mero, en fecha 11 de agosto
de 1977, y b) por el Dr. Jovino Herrera, a nombre y re-
presentación de Emilia Estrella Fernández E., (parte ci-
vil constituida), en fecha 15 de agosto de 1977; contra la

,sentencia dictada por la Segunda Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha
8 de agosto de 1977, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Pri-
mero: Se declara el Defecto contra el nombrado Joaquín
Tinco Valdéz, por no haber comparecido a esta audiencia
para la cual estaba legalmente cit ado; Segundo: Se descar-
ga de toda responsabilidad penal al nombrado Joaquín
Tinco Valdéz, por éste no haber violado la Ley No. 241,
en ninguno de sus aspectos: Tercero: Se declara al nom-
brado John Mark Hallguist, culpable de viol3r los artícu-
los 49 y 74 de la	 No. 241, y aplicando el principio del
ro cúmulo de penas, así como tomando circunstancias ate-
nuantes a su favor se condena a pagar RD$200.00 (Dos-
cientos Pesos Oro) de multa; Cuarto: Se ordena por el

1
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término de seis (6) meses a partir de la presente smten-
cia la suspensión de la licencia que para la conducción de
vehículos de motor ampara al señor John Mark Hallguist-
Quinto: Se declara buena y válida en cuanto a la forma
la constitución en parte civil hecha por la nombrada Emi-
lia Estrella Fernández Estrella, a través del Dr. Jovino
Herrara Arnó, por ajustarse a la Ley: Sexto: En cuanto al
fondo die la referida constituc'ón en parte civil se conde-
na al nombrado John Mark Hallguist, en su calidad de con-
ductor y persona civilmente responsable al pago de una
indemnización de RD$5,000.00 (Cinco ma pesos oro) en
favor de la nombrada Emilia Estrella Fernández, como jus-
ta reparación por los daños y perjuicios morales y mate-
Piales sufridos por ella a consecuencia de la muerte de su
hijo menor Ramón Antonio Capellán Estrella, ocurrida en
el accidente de que se trata; Séptimo: Se condena al nom-
brado John Mark Hallguist, al pago de los intereses lega-
les de la suma acordada a partir de la fecha de la deman-
da, hasta la total ejecución de la sentencia, a título de in-
demnización supletoria; Octavo: Se condena al nombrado
John Mark Hallguist, al pago de las costas civiles, con dis-
tracción de las mCsmas en provecho del Dr. Jovino Hare-
ra Arnó, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;
Noveno: Se declara bueno y válido en cuanto a la forma,
la constitución en parte civil hecha por el nombrado Fran-
cisco Lebrón, a través de la Dra. Nely T. Matos de Pérez.
por ajustarse a la Ley;' Décimo: En cuanto al fondo de la
referida constitución en parte civil, se condena al nom-
brado John Mark Hallguist, y Alberto A. Hallguist, al pa-
go solidario de RD$4,000.00 (Cuatro mil pesos oro), en fa-
vor del nombrado Francisco Lebrón, como justa repara-
ción por los daños y perjuicios morales y materiales su-
fridos por él a consecuencia del accidente de que se trata.
así como también al pago de los intereses legales de la su-
ma acordada, a partir de la fecha de la demanda, hasta la

total ejecución de la sentencia, a título de indemnización
supletoria; Décimo Primero: Se declara la presente sen-
tencia común y oponible y ejecutable con todas sus conse-
cuencias legales a la Compañía de Seguros S a n Rafael, C.
por A., por ser esta la entidad asrguradora del vehículo,
asegurado bajo póliza No. A-13392-16, de acuerdo con la
Ley No. 4117 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Mo-
tor"; por haber s'clo hecho de acuerdo con las formalida-
des legales; SEGUNDO: Modifica la senteno:a recurrida,
en sus ordinales Sexto y Décimo, respecto a las indemni-
zaciones acordadas, y la Corte por propia autoridad y con-
trario imperio: Condena al nombrado John Mark Hall -
guist, al pago de la suma de Diez mil pesos oro (RD$10,-
000.00), en provecho de Emilia Estrella Fernández E.; y
al pago de Cinco mil pesos oro (RD$5,000.00) en prove-
cho del nombrado Francisco Lebrón, como justa repara-
ción por los daños y perjuicios morales y materiales, su-
fridos por éstos, en el accidente de que se trata; TERCE-
RO: Condena a John Mark Hablgui'st, al pago de las cos-
tas penales de la presente alzada; CUARTO: Condena a
John Mark Hallguist y Alberto A. Hallguist, al pago de
las costas civiles de la presente instancia, ordenando su
distracción en provecho de los Dres. Jovino Herrera Arnó
y Nelly Matas de Pérez, respectivamente, abogados que
afirman haberlas avanzado en su totalidad; QUINTO: De-
clara esta sentencia común, oponible y ejecutable a la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., por ser la en-
tidad aseguradora del vehículo asegurado";

Considerando, en cuanto a los recursos de c asación in-terpuestos por Alberto A. Hallguist, persona punta en cau-
sa corno o:vilmente responsable, y por la Compañía de Se-
guros San Rafael, C. por A., aseguradora del vehículo queocasionó el accidente; que procede declarar la nulidad de
los mismos en razón de que dichos recurrentes no han ex-
Puesto los medios en que lo fundan, como lo exige, a pena
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término de seis (6) meses a partir de la presente senten-
cia la suspensión de la licencia que para la conducción de
vehículos de motor ampara al señor John Mark Hallguist;
Quinto: Se declara buena y válida en cuanto a la forma
la constitución en parte civil hecha por la nombrada Erni-
lia Estrella Fernández Estrell a , a través del Dr. Jovino
Herrera Arnó, por ajustarse a la Ley; Sexto: En cuanto al
fondo de la referida constitución en parte civil se conde-
na al nombrado John Mark Hallguist, en su calidad de con-
ductor y persona civilmente responsable al pago de una
indemnización de RD$5,000.00 (Cinco mil pesos oro) en
favor de la nombrada Emilia Estrella Fernández, como jus-
ta reparación por los daños y perjuicios morales y mate-
Piales sufridos por ella a consecuencia de la muerte de su
hijo menor Ramón Antonio Capellán Estrella, ocurrida en
el accidente de que se trata; Séptimo: Se condena al nom-
brado John Mark Hallguist, al pago de los intereses lega-
les de la suma acordada a partir de la fecha de la deman-
da, hasta la total ejecución de la sentencia, a título de in-
demnización supletoria; Octavo: Se condena al nombrado
John Mark Hallguist, al pago de las costas civiles, con dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. Jovino Hime-
n Arnó, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;
Noveno: Se declara bueno y válido ten cuanto a la forma,
la constitución en parte civil hecha por el nombrado Fran-
cisco Lebrón, a través de la Dra. Nely T. Matos de Pérez.
por ajustarse a la Ley;' Décimo: En cuanto al fondo de la
referida constitución en parte civil, se condena al nom-
brado John Mark Hallguist, y Alberto A. Hallguist, al pa-
go solidar:o de RDS4,000.00 (Cuatro mil pesos oro), en fa-
vor del nombrado Francisco Lebrón, como justa repara-
ción por los daños y perjuicios morales y materiales su-
fridos por él a consecuencia del accidente die que se trata.
así como también al pago de los intereses legales de la su-
ma acordada, a partir de la fecha de la demanda, hasta la

90LETIN JUDICIAL.	 209

total ejecución de la sentencia, a título de indemnización
supletoria; Décimo Primero: Se declara la presente sen-
tencia común y oponible y ejecutable con todas sus conse-
cuencias legales a la Compañía de Seguros San Rafael, C.
por A., por ser esta la entidad aseguradora del vehículo,
asegurado bajo póliza No. A-13392-16, de acuerdo con la
Ley No. 4117 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Mo-
tor"; por haber s'e) hecho de acuerdo con las formalida-
des legales; SEGUNDO: Modifica la sentencia recurrida,
en sus ordinales Sexto y Décimo, respecto a las indemni-
zaciones acordadas, y la Corte por propia autoridad y con-
trario imperio: Condena al nombrado John Mark Hall -
guist, al pago de la suma de Diez mil pesos oro (RD$10,-
000.00), en provecho de Emilia Estrella Fernández E.; y
al pago de Cinco mil pesos oro (RD$5,000.00) en prove-
cho del nombrado Francisco Lebrón, como justa repara-
ción por los daños y perjuicios morales y materiales, su-
fridos por éstos, en el accidente de que se trata; 'LE/ICE-
RO: Condena a John Mark Hallgu i st, al pago de las cos-
tas penales de la presente alzada; CUARTO: Condena a
John Mark Hallguist y Alberto A. Hallguist, al pago de
las costas civiles de la presente instancia, ordenando su
distracción en provecho de los Dres. Jovino Herrera Arnó
y Nelly Matos de Pérez, respectivamente, abogados que
afirman haberlas avanzado en su totalidad; QUINTO: De-
clara esta sentencia común, oponible y ejecutable a la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., por ser la en-
tidad aseguradora del vehículo asegurado";

terpurtossiderando, en cuanto a los recursos de casación in-
por Alberto A. Hallguist, persona puesta en cau-

sa como o:vilmente responsable, y por la Compañía de Se-
guros San Rafael, C. por A., aseguradora del vehículo queocasionó el accidente; que procede declarar la nulidad de
los mismos en razón de que dichos recurrentes no han ex-
puesto los medios en que lo fundan, como lo exige, a pena
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de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación; que, por tanto, sólo procede 'examinar el recur-
so del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de juicios regularmente adminis-
trados en la instrucción de la causa, para declarar culpa-
ble y condenar al prevenido John Mark Hallguist, por el
delito puesto a su cargo, dió por establecido lo siguiente:*
1) que el 15 de agosto di?. 1976, en horas de la noche, mien-
tras el prevenido John Mark Hallguist conducía su camio-
neta, placa No. 503-901, propiedad de Alberto A. Hall.
guist, de este a oeste, por la calle Félix María Ruiz, ve-
hículo asegurado por póliza No. A2-1339276, de la Com-
pañía de Seguros San Rafael, chocó con el automóvil,
placa No. 92-126, que conducía Joaquín Tinco Valdéz, de
sur a norte, por la calle José Martí, accidente itt?1 que re-
sultó muerto Ramón Capellán, y Francisco Lebrón con
lesiones corporales, quienes se encontraban en el contén'
de la acera de la calle Félix María Ruiz; 2) que el acciden-
te se debió a que el vehículo que conducía el prevenido
se desvió por el exceso de velocidad que llevaba en ese
momento;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes
y heridas, involuntarios, que oca gionaron la muerte, cau-
sados con el manejo de un vehículo de motor, y de golpes
y heridas previstos en el artícu'o 49 de la Ley N° 241, de
1967, y sancionado con la pena más grave en el inciso pri,
mero de dicho texto legal, con dos a cinco años de prisión,
y multa de RD$500.00 a RD$2,000.00; que por tanto. al
condenar al prevenido al pago de una multa de RDS200,-
00, acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-que
le aplicó una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-gua dió por
establecido que el hecho del prevenido, John Mark Hall'

guist había ocasionado a las personas constituidas en
parte civil, daños y perjuicios, materiales y morales, que
evaluó, soberanamente, en la suma total de RDS15,0C0.00;
que al condenar al dicho prevenido y a Alfredo A. Hall-
guist. al pago de esa suma, en la proporción de RE$10,-
09.00 en favor de Emilia Estrella Fernández E., madre de
Ramón Capellán. y de RDS5,000.00 en favor de Francisco
Lebrón, más los intereses legales de esas sumas, a partir
de la demanda, a titulo de indemnización, dicha Corte hizo
una correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo que concierne al prevenido
recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su ca
sación:

Por tales motivos, PRIMERO: Admite corno intervi-
n'entes a Emilia Estrella Fernández E., y a Francisco Le-
brón, en los recursos de casac i ón interpuestos por Alberto
A. Hallguist, John Mark Hallguist y la Compañía de Se-
guros San Rafael, C. por A., contra la sentencia dictada
per la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 10 de abril
del 1978, en sus atribuciones correccionales, cuyo disposi-
tivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
SEGUNDO: Declara nulos los recursos interpuestos por
Alfred A. Ilallguist y la Compañía de Seguros San Ra-
fael, C. por A., contra dicha sentencia; TERCERO: Re-
chaza el recurso interpuesto por el prevenido John Mark
Hallguist, contra la misma sentencia, y le condena al pago
de las costas penales; CUARTO: Condena a éste último y
a Alfredo A. Hallguist, al pago de las costas civiles, con
distracción en provecho de los pres. Jovino Herrera Arnó
Y Nelly T. Matos de Pérez, abogados de los intervinientes,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; ha-
ciéndolas oponibles las del asegurado a la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., dentro de los términos de
la!Póliza.



BOLETIN JUDICIAL	 21121 0	 BOLETIN JUDICIAL

de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de

Casación; que, por tanto, sólo procede examinar el recur-
so del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de juicios regularmente adminis-
trados en la instrucción de la causa, para declarar culpa.
Me y condenar al prevenido John Mark Hallguist, por el

delito puesto a su cargo, dió por establecido lo siguiente:
1) que el 15 de agosto de 1976, en horas de la noche, mien-
tras el prevenido John Mark Hallguist conducía su camio-
neta, placa No. 503-901, propiedad de Alberto A. Hall-4
guist, de este a oeste, por la calle Félix María Ruiz, ve-

hículo asegurado por póliza No. A2-1339276, de la Com-
pañía de Seguros San Rafael, chocó con el automóvil,
placa No. 92-126, que conducía Joaquín Tineo Valdéz, de
sur a norte, por la calle José Martí, accidente clt4 que re-
sultó muerto Ramón Capellán, y Francisco Lebrón con
lesiones corporales, quienes se encontraban en el contén'
de la acera de la calle Félix María Ruiz; 2) que el acciden-
te se debió a que el vehículo que conducía el prevenido
se desvió por el exceso de velocidad que llevaba en ese
momento;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes
y heridas, involuntarios, que ocasionaron la muerte, cau-
sados con el manejo de un vehículo de motor, y de golpes
y heridas previstos en el artícu'o 49 de la Ley N'? 241, de

1967, y sancionado con la pena más grave en el inciso pri-
mero de dicho texto legal, con dos a cinco años de prisión.
y multa de RD$500.00 a RDS2,000.00; que por tanto, al
condenar al prevenido al pago de una multa de RDS200,'
00, acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qui

le aplicó una pena ajustada a la Ley;
Considerando, que asimismo, la Corte a-qtra dió Por

establecido que el hecho del prevenido, John Mark

twist había ocasionado a las personas constituidas en
parte civil, daños y perjuicios, materiales y morales, que
evaluó, soberanamente, en la suma total de RDS15,000.00:
que al condenar al &cho prevenido y a Alfredo A. Hall-
guist. al pago de esa suma, en la proporción de RE'510,-
000.00 en favor de Emilia Estrella Fernández E., madre de
Ramón Capellán. y de RDS5,000.00 en favor de Francisco
Lebrón, más los intereses legales de esas sumas, a partir

í. de la demanda, a título de indemnización, dicha Corte hizo
una corneta aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo que concierne al prevenido
recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su ca
sacón:

Por tales motivos, PRIMERO: Admite como intervi-
nientes a Emilia Estrella Fernández E., y a Francisco Le-
brón, en los recursos de casae . ón interpuestos por Alberto
A. Hallguist, John Mark Hallguist y la Compañía de Se-
guros San Rafael, C. por A., contra la sentencia dictada
per la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 10 de abril
del 1978, en sus atribuciones correccionales, cuyo disposi-
tivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
SEGUNDO: Declara nulos los recursos interpuestos por
Alfred A. Hallguist y la Compañía de Seguros San Ra-
fael, C. por A., contra dicha sentencia; TERCERO: Re-
chaza el recurso interpuesto por cl prevenido John Mark
Hallguist, contra la misma sentencia, y le condena al pago
de las costas penales; CUARTO: Condena a éste último y
a Alfredo A. Hallguist, al pago de las costas civiles, con
distracción en provecho de los Dres. Jovino Herrera Arnó
y Nelly T. Matos de Pérez, abogados de los intervinientes,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; ha-
ciéndolas oponibles las del asegurado a la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., dentro de los términos de
la Póliza.
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FIRMADOS. — Néstor Contín Aybar, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joa quín L
Hernández y Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por Ips
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
?Até firmada, leida y publicada por mí, Secretario General,
que certifica.-- (Fdo.) Miguel Jacobo.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, constituida por los Jueces Néstor Confin Aybar,
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Primer Sus-
tituto de Presidente; Manuel A. Arniama, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, y Joaquín L. Hernández Espai-
Hal, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy dia 8 del mes de Febrero
del año 1980, años 136' de la Independencia y 117' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Indus-
trias Lácteas Dominicanas, S. A., (INDULAC), con zni do-
micilio social en la calle El Conde, No. 403, Edificio Co-
Pel lo, Apto 211 ; de esta Capital; contra la sentencia dic-
tada el 25 de enero de 1977, por la Corte de Apelación de

SENTENCIA DE FECHA 8 DE FEBRERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega,
25 de enero de 1977.

de fecha

Materia: Civil.

Recurren tes: Industrias Lácteas Dominicanas, S. A., (INDULAC).
abogado: Lic. Hedor Sánchez Morcelo.

Recurr ido: Banco Popular Dominicano, C. por A.
abogados: Dres. F. E. Efraín Reyes Duluc, Juan Manuel Pelle-

. rano Gómez y Salvador Jorge Blanco.
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FIRMADOS. — Néstor Contin Aybar, Francisco
dio Betas, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Ogvaldo Perdomo Báez, Joaquín
Hernández y Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por bs
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y

tué firmada, leida y publicada por mí, Secretario General,
que certifica.-- (Fdo.) Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE FEBRERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
25 de enero de 1977.

Materia: Civil.

Recurrentes: Industrias Lácteas Dominicanas, S. A., UNDULA°.
Ahogado: Lic. Héctor Sánchez Moreelo,

Recurrido: Banco Popular Dominicano, C. por A.
Abogados: Drts. F. E. Efraln Reyes Dulue Juan Manuel Pelle-

rano Gómez y Salvador Jorge Blanco.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, constituida por los Jueces Néstor Contín Aybar,
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Primer Sus-
tituto de Presidente; Manuel A. Arniama, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, y Joaquín L. Hernández Espai-
llat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 8 del mes de Febrero
del año 1980, años 136' de la Independencia y 117' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Indus-
trias Lácteas Dominicanas, S. A., (INDULAC), con su do-
micilio social en la calle El Conde, No. 403, Edificio Co-
Peno, Apto 211, de esta Capital; contra la sentencia dic-
tada el 25 de enero de 1977, por la Corte de Apelación de
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La Vega, en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al Alguacil de túrno en la lectura del rol;
Oido el dictamen del Magistrado Procurador Gene•

,al de lb República;
Visto el memorial de casación de la recurrente, del

31 de marzo de 1977, suscrito por el Lic. Flector Sánchez
Mcrcelo, en el que se proponen contra la sentencia impug-
nada los medios que se indican más adelante;

Visto el escrito de defensa del recurrido, Banco Popu-
lar Dominicano, C. por A., del 1ro. de junio de 1977, fir-
mado por los Dres. F.E. Efraín Reyes Duluc, Juan Ma-
nuel Pellerano Gómez y Salvador Jorge Blanco;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los textos legales invocados por la re-
currente, que se mencionan más adelante, y los artículos
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de una demanda incidental en nulidad
de un procedimiento de embargo inmobiliario, trabado
por el Banco Popular Dominicano, C. por A., sobre una
porción de terreno dentro de la Parcela No. 3, del as-
trito Catastral No. 5, del Municipio de La Vega, y la plan-
ta industrial que existe sobre ella, en perjuicio de la In-
dustrias Lácteas Dominicanas, S. A., (INDULAC), inten-
tada por Fiduciaria Barahona, S. A., la Cámara Civ3, Co-
mrcial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de La Vega, dictó en sus atribuciones ci-
viles, el 3 de marzo de 1974, una sentencia cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Se declara inadmisible la
demanda en nulidad de embargo inmobiliario interpuesta
por Fiduciaria Barahona, S. A., en fecha 10 de abril de
1974; SEGUNDO: Da acta a Fiduciaria Barahona, S. A.,
de que se reserva impugnar cualquier alteración unilate-
ral que se compruebe en la carta de garantía solidaria de

INDULAC, extendida al Banco Popular Dominicano, C.
por A.; TERCERO: Ordena la ejecución provisional, sin
fianza de esta sentencia; CUARTO: Condena a Fiduciaria
Barahona, S. A., al pago de las costas del procedimiento";
b) que sobre recurso de apelación interpuesto por la In-
dustrias Lácteas Dominicanas, S. A., (INDULAC), contra
la sentencia indicada anteriormente, intervino el fallo aho-
ra impugnado en casación, cuyo dispositivo es el siguien-
te: "FALLA: PRIMERO: Declara, regular y válido en la
forma, el recurso de apelación interpuesto por Industrias
Lácteas Dominicanas, S. A. (INDULAC), por llenar los re-
quisitos legales; SEGUNDO: Acoge las conclusiones pre-
sentadas por el Banco Popular Dominicano, C. por A., por
reposar en pruebas legales y rechazar por improcedentes
y mal fundadas las conclusiones de Industrias Lácteas Do-
minicanas, S. A., (INDULAC), y Fiduciaria Barahona, S.
A.; TERCERO: Confirma en todas sus partes la sentencia
civil dictada por la Cámara Civa, Comercial y de Trabajo
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judic i al de
La Vega, de fecha 3 de mayo de 1974, marcada con el No.
901, de la cual está textualmente copiado en otro lugar de
la presente su dispositivo; CUARTO: Condena a Industrias
Lácteas Dominicanas, S. A. (INDULAC), al pago de las
costas";

Considerando, que la recurrente, Industrias Lácteas
Dominicanas, S. A., (INDULAC), propone contra la sen-
tencia que impugna, los siguientes medios: Primor Medio:
Omisión de estatuir, falta absoluta de motivos y de base
legal desde diversos ángulos; Segundo Medio: Contradic-
ción de fallos; Tercer Medio: Violación del artículo 83 del
Código de Procedimiento Civil; Cuarto Medio: Violación
del articulo 135 del Código de Procedimiento Civil y fal-
ta de aplicación del artículo 173 de la Ley de Registro de

de defensa
Tierras; Quinto Medio: Violación inexcusable del derecho

y de las disposiciones legales propias del cur-
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La Vega, en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oido el dictamen del Magistrado Procurador Gene.

al de la República;
Visto el memorial de casación de la recurrente, del

31 de marzo de 1977, suscrito por el Lic. Héctor Sánchez
Morcelo, en el que se proponen contra la sentencia impug-
nada los medios que se indican más adelante;

Visto el escrito de defensa del recurrido, Banco Popu-
lar Dominicano, C. por A., del 1ro. de junio de 1977, fir-
mado por los Dles. F.E. Efraín Reyes Duluc, Juan Ma-
nuel Pellerano Gómez y Salvador Jorge Blanco;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los textos legales invocados por la re-
currente, que se mencionan más adelante, y los artículos
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
al que con motivo de una demanda incidental en nulidad
de un proced i miento de embargo inmobiliario, trabado
por el Banco Popular Dominicano, C. por A., sobre una
porción de terreno dentro de la Parcela No. 3, del Dis-
trito Catastral No. 5, del Municipio de La Vega, y la plan-
ta industrial que existe sobre ella, en perjuicio de la In-
dustrias Lácteas Dominicanas, S. A., (INDULAC), inten-
tada por Fiduciaria Barahona, S. A., la Cámara Civil, Co-
mrcial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de La Vega, dictó en sus atribuciones ci-
viles, el 3 de marzo de 1974. una sentencia cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Se declara inadmisible la
demanda en nulidad de embargo inmobiliario interpuesta
por Fiduciaria Barahona, S. A., en fecha 10 de abril de
1974; SEGUNDO: Da acta a Fiduciaria Barahona, S. A.,
de que se reserva impugnar cualquier alteración unilate-
ral que se compruebe en la carta de garantía solidar:a de
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xDULAC, extendida al Banco Popular Dominicano, C.
por A.; TERCERO: Ordena la ejecución provisional, sin
fianza de esta sentencia; CUARTO: Condena a Fiduciaria
Barahona, S. A., al pago de las costas del procedimiento";
b) que sobre recurso de apelación interpuesto por la In-
dustrias Lácteas Dominicanas, S. A., (INDULAC), contra
la sentencia indicada anteriormente, intervino el fallo aho-
ra impugnado en casación, cuyo dispositivo es el siguien-
te: "FALLA: PRIMERO: Declara, regular y válido en la
forma, el recurso de apelación interpuesto por Industrias
Lácteas Dominicanas, S. A. (INDULAC), por llenar los re-
quisaos legales; SEGUNDO: Acoge las conclusiones pre-
sentadas por el Banco Popular Dominicano, C. por A., por
reposar en pruebas legales y rechazar por improcedentes
y mal fundadas las conclusiones de Industrias Lácteas Do-
minicanas, S. A., (INDULAC), y Fiduc i aria Barahona, S.
A.; TERCERO: Confirma en todas sus partes la sentencia
civil dictada por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judic i al de
La Vega, de fecha 3 de mayo de 1974, marcada con el No.
401, de la cual está textualmente copiado en otro lugar de
la presente su dispositivo; CUARTO: Condena a Industrias
Lácteas Dominicanas, S. A. (INDULAC), al pago de las
costas";

Considerando, que la recurrente, Industrias Lácteas
Dominicanas, S. A., (INDULAC), propone contra la sen-
tencia que impugna, los siguientes medios: Primor Medio:
Omisión de estatuir, falta absoluta de motivos y de base
legal desde diversos ángulos: Segundo Medio: Contradic-
ción de fallos; Tercer Medio: Violación del artículo 83 del
Código de Procedimiento Civil; Cuarto Medio: Violación
del artículo 135 del Código de Procedimiento Civil y fal-
ta de aplicación del artículo 173 de la Ley de Registro de
Tierras; Quinto Medio: Violaci ón inexcusable del derechode defensa y de las disposiciones legales propias del cur-
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so procesal de la falsedad incidente, artículo 427, 250 y

251, del Código de Procedimiento Civil, contradicción de
motivos; Sexto Medio: Violacón de los artículos 1166, 1203,
1214, 1225, 2028, 2030, 2032, y 2036, del Código Civil;

Considerando, que en apoyo de su primer medio de
casación, la recurrente alega, en síntesis, que: la recurrente
Industrias Lácteas Dominicanas, S. A., (INDULAC), plan-
teó, ante la Corte a-qua, conclusiones precisas en diversos
aspectos que exigían el condigno pronunciamiento previa
apreciación y análisis en hechos y en derecho; que entre los
puntos sometidos en las conclusiones formales de Indus-
trias Lácteas Dominicanas, S. A., (INDULAC), cabe seña-
lar básicamente.: a) solicitud de sobreseimiento, hasta
que intervenga sentencia sobre la inscripción en falsedad
hecha por la hoy recurrente, contra la sentencia enton-
ces apelada; b) la nulidad de la sentencia recurrida. por
falta de comunicación del expediente al Ministerio Públi-
co; e) la nulidad del embargo inmobiliario trabado en con-
tra de la exponente por el Banco Popular Dominicano, C.
por A.; d) la declaratoria de improcedencia respecto a la
ejecución provisional; y e) la utilidad de la comparecen-
cia personal del Presidente del Banco Popular y de los di-:
rectivos de INDULAC, así corno un informativo testimo-
nial o cualquier otra medida; que a estos pedimentos se

	

adhirió la co-intimada Fiduciaria Barahona, S. A.; que sin 	 ir
	embargo la Corte a-qua se circunscribe a motivar la de- 	 19,'

cisión impugnada partiendo de lo expuesto por ese alto
Tribunal en ocasión del recurso de casación del Banco
Popular Dominicano, C. por A., contra una sentencia rela-
tiva únicamente a suspensión de ejecución, dejando de es-
tatuir sobre las demás cuestines sometídales en las con-
clusiones mencionadas; que tal silencio configura el vicio
de omisión de estatuir que aunado a la falta absoluta de

	

motivos y de base legal sufraga por la total anulación de 	 4,

la sentencia objeto del presente recurso de casación; pero,
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Considerando, que en relación al alegato contenido
en el mód:o que se examina, en el sentido de que la Corte
a-gua, omitió estatuir en lo que rcspceta a las conclusiones
presentadas por la hoy recurrente, cabe señalar, que dichos
pedimentos fueron rechazados por la Corte a-qua, tanto
en la motivación de la sentencia impugnada como en
el dispositivo de la misma, cuando expresa, en los pri-

.. meros, entre otros casos, lo siguiente: "y conforme a ese/í	 'orden de ideas, menos aún podía esta Corte sobreseer el
:conocimiento y fallo de la decisión recurr:da, que deela-.	 .,t
ra inadmisible la demanda en nulidad del embargo in-
mobiliario interpuesto por Fiduciaria Barahona, S. A., has-
:a tanto intervenga sentencia definitiva e irrevocable
sobre la inscripción en falsedad hecha par Industrias Lác-
teas Dominicanac, Si A. (INDULAC), al aplicar los crite-
rios antes expresados, y por consiguiente, sería asiro:smo
improcedentes las conclusiones subsidiaria.% de Industrias
Lácteas Dominicanas, S. A., así como también sería inope-
rante ponderar y estatutir sobre las dsquisiciones jurídi-
cas que se esgrimen por ambas partes", y en el segundo
'rechaza por improcedentes y mal fundadas las conclusio-
nes de Industrias Lácteas Dominicanas, S. A. (INDULAC),
y Fiduciaria Dominicana, S. A."; por lo que, el alegato de
la recurrente, en este aspecto, carece de fundamento y
debe ser desestimado; que, en cuanto al alegato de que la
sentencia impugnada carece de motivos y de base legal, es
oportuno hacer constar, que la Corte a-gua confirmó en
todas sus partes la sentencia civil dictada por la Cámara
Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Ustrito Judicial de La Vega, del 3 de mayo de
1974, que había declarado inadmisible la demanda en nuli-
dad de embargo inmobilliario interpuesto por Fiduciaria
I3arahona, S. A.; que por consiguiente, al ser confirmada
Por la Corte a-qua la sentencia apelada, hizo una adop-
ción implícita de los motivos de la primera; que, los Jue-
ces del fondo, para fallar como lo hicieron, dieron, entre

1
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so procesal de la falsedad incidente, artículo 427, 250 y

251, del Código de Procedimiento Civil, contradicción de
motivos; Sexto Medio: Violacón de los artículos 1166, 1203,
1214, 1225, 2028, 2030, 2032, y 2036, del Código Civil;

Considerando, que en apoyo de su primer medio de
casación, la recurrente alega, en síntesis, que: la recurrente
Industrias Lácteas Dominicanas, S. A., (INDULAC), plan-
teó, ante la Corte a-qua, conclusiones precisas en diversos
aspectos que exigían el condigno pronunciamiento previa
apreciación y análisis en hechos y en derecho; que entre los
puntos sometidos en las conclusiones formales de Indus-
trias Lácteas Dominicanas, S. A., (INDULAC), cabe seña-
lar básicamente; a) solicitud de sobreseimiento, hasta
que intervenga sentencia sobre la inscripción en falsedad
hecha por la hoy recurrente, contra la sentencia enton-
ces apelada; b) la nulidad de la sentencia recurrida-por
falta de comunicación del expediente al Ministerio Públi-
co; e) la nulidad del embargo inmobiliario trabado en con-
tra de la exponente por el Banco Popular Dominicano. C.
por A.; d) !a declaratoria de improcedencia respecto a la
ejecución provisional; y e) la utilidad de la comparecen-
cia personal del Presidente del Banco Popular y de los di-
rectivos de INDULAC, así como un infotmativo testimo-
nial o cualquier otra medida; que a estos pedimentos se
adhirió la co-intimada Fiduciaria Barahona, S. A.; que sin
embargo la Corte a-qua se circunscribe a motivar la de-

cisión impugnada partiendo de lo expuesto por ese alto
Tribunal en ocasión del recurso de casación del Banco •
Popular Dominicano, C. por A., contra una sentencia rela-
tiva únicamente a suspensión de ejecución, dejando de es-
tatuir sobre las demás cuestines sometídales en las con-:
clusiones mencionadas; que tal silencio configura el vicio,'"
de omisión de estatuir que aunado a la falta absoluta de
motivos y de base legal sufraga por la total anulación
la sentencia objeto del presente recurso de casacien; per°,
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Considerando, que en relación al alegato contenido
en el medio que se examina, en el sentido de que la Corte
a-qua, omitió estatuir en lo que respecta a las conclusiones
presentadas por la hoy recurrente, cabe señalar, que dichos
pedimentos fueron rechazados por la Corte a-qua, tanto
en la motivación de la sentencia impugnada como en
el dispositivo de la misma, cuan& expresa, en . los pri-
meros, entre otros casos, lo siguiente: "y conforme a ese
orden de ideas, menos aún podía esta Corte sobreseer el
conocimiento y talio de la decisión recurrida, que decla-
ra inadmisible la demanda en nulidad del embargo in-
mobiliario interpuesto por Fiduciaria Barahona, S. A., has-
:a tanto intervenga sentencia definitiva e irrevocable
sobre la inscripción en falsedad hecha por Industrias Lác-
teas Dominicanac. S. A. (INDULAC), al aplicar los crite-
rios antes expresados, y por consiguiente, sería asimismo
improcedentes las conclusiones subsidiarias de Industrias
Lácteas Dominicanas, S. A., así como también sería inope-
rante ponderar y estatutir sobre las disquisiciones jurídi-
cas que se esgrimen por ambas partes", y en el segundo
- 'rechaza por improcedentes y mal fundadas las conclusio-
nes de Industrias Lácteas Dominicanas, S. A. (INDULAC),
y Fiduciaria Dominicana, S. A."; por lo que, el alegato de
la recurrente, en este aspecto, carece de fundamento y
debe ser desestimado; que, en cuanto al alegato de que la
sentencia impugnada carece de motivos y de base legal, es
Oportuno hacer constar, que la Corte a-qua confirmó en
todas sus partes la sentencia civil dictada por la Cámara
Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Vega, del 3 de mayo de
1974, que había declarado inadmisible la demanda en nuli-
dad de embargo inmobiliario interpuesto por Fiduciaria
Barahona, S. A.; que por consiguiente, al ser confirmada
Por la Corte a-qua la sentencia apelada, hizo una adop-
ción implícita de los motivos de la primera; que, los Jue-
ces del fondo, para fallar como lo hicieron, dieron, entre

I
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otros, los motivos siguientes: "Coniderando: que sola-
mente puede pedir la nulidad del procedimiénto de em-
bargo inmobiliario quieh es parte y son partes, el embar- • ,,
gado, los acreedores quirografarios y los que se preten-
danpropietarios del bien embargado, no estando compro-
metida Fiduciaria Barahona, S. A., entre ninguna de estas .
personas:

Considerando, que en ese sentido Fiduciaria Baraho-
na, S. A., no es acreedora de Industrias Lácteas Domini-
canas, S. A. (INDULAC), condición esencial para el ejer-
cicio de la acción del artículo 1166 del Código Civil y tam-
bién condición báslca para el ejercicio de la acción pre-
via en el articulo 1167 del mismo Código, no habiendo pro-
bado Fiduciaria Barahona, S. A., que es acreedora de In-
dustrias Lácteas Dominicanas, S. A., (INDULAC), sino que
ella y la Industrias Lácteas Dominicanas, S. A., (INDU-
LAC), son deudores solldarios del Banco Popular Domi-
nicano, C. por A., y como tal en derecho de Fiduciaria Ba-
rahona, S. A., constituiría en proponer al Banco Popular
Dominicano, C. por A., las excepciones y medios de defen-
sas por ante el Tribunal en el cual ella ha sido deman-
dada, todo de conformidad con el artículo 1208 del Código
Civil; Considerando, que por todo lo anterior, Fiduciaria
Barahona, S. A., no tiene calidad para la acción en nuli-
dad de embargo, inmobiliario que ha intentado, siendo la
misma inadmisible"; que, de lo transcrito, se evidencia
que la sentencia impugnada contiene motivos suficientes
y pertinentes que justifican su dispositivo, y además, una
completa relación de los hechos y circunstancias de la li-
tis que han permitido a la Suprema Corte de Justicia es-
tablecer que CII la especie se ha hecho una correcta aplt-
cacCón de la Ley, que, en consecuencia, también este ale-
gato carece de fundamento y debe ser desestimado;

,	 Considerando, que en su segundo medio de su memo-
rial, la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que exis-
te una contradicción de fallos entre la sentencia que ha-

bía dictado la Corte de Apelación de La Vega, el 19 de di-
ciembre de 1975, en relación al recurso de apelación in-
tentado por Fiduciaria Barahona, S. A., contra una sen-
tenda del Juzgado de Primera Instancia de La Vega, que
rechazó un incidente de embargo inmobiliario suscitado
por Industrias Lácteas, S. A. (INDULAC), contra el Ban-
co Popular Domnicano, C. por A., que en dicha litis se pre-
sentaba la misma situación procesal relat:va al sobrese-
imiento, la cual ponderó entonces la Corte a-qua, y en la
sentencia ahora recurrida dá un singular viraje, lo que
constituye una flagrante contracción de fallos, que cons-
tituyen una razón pata anular el fallo ahora recurrido en
casación; pero.

C,onsíderando, que de la sentencia impugnada y de
los documentos a que ella se refiere, se evidencia, que las
decisiones que se afirman contradictorias corresponden a
fallos distintos, el primero del 19 de diciembre de 1975,
versa sobre el recurso de apelación interpuesto por Fidu-
e:aria Barahona, S. A., contra una sentencia dictada por
la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de
Primera Instancia de La Vega, del 3 de abril de 1974, y el
segundo. que es objeto del presente recurso de casación,
fue dIctado sobre un recurso de apelación interpuesto por
Industrias Lácteas Dominicanas, S. A., (INDULAC), con-
tra sentencia de la misma Cámara del 3 de mayo de 1974;
por lo que, el segundo medio del recurso carece de funda-
mento y debe ser desestimado;

Considerando, que, en el tercer medio la recurrente
alega, en síntesis, que: el artículo 83 del Código de Proce-
dimiento Civil, exige imperativamente la comunicación al
Fiscal de las causas que conciernen al orden público; que
la om'sión de tal requ:sito procesal entraña la nulidad de
la sentencia intervenida; que la recurrente solicitó en sus
conclusiones subsidiar:as la nulidad de la sentencia del pri-
mer grado porque no se había cumplido tal requisito y la
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otros, los motivos siguientes: "Considerando: que sola-
mente puede pedir la nulidad del procedimiento de em-
bargo inmobiliario quich es parte y son partes, el embar-
gado, los acreedores quirografarios y los que se preten-
dan propietarios del bien embargado, no estando compro- ári,
metida Fiduciaria Barahona, S. A., entre ninguna de estas
personas;

Considerando, que en ese sentido Fiduciaria Baraho-
na, S. A., no es acreedora de Industrias Lácteas Domini-
canas, S. A. (INDULAC), condición esencial para el ejer-
cicio de la acción del artículo 1166 del Código Civil y tam-
bién condición básica para el ejercicio de la acción pre-
via en el artículo 1167 del mismo Código, no habiendo pro-
bado Fiduciaria Barahona, S. A., que es acreedora de In-
dustrias Lácteas Dominicanas, S. A., (INDULAC), sino que
ella y la Industrias Lácteas Dominicanas, S. A., (INDU-
LAC), son deudores solidarios del Banco Popular Domi-
nicano, C. por A., y como tal en derecho de Fiduciaria Ba-
rahona, S. A., constituiría en proponer al Banco Popular
Dominicano, C. por A., las excepciones y medios de defen-
sas por ante el Tribunal .en el cual ella ha sido deman-
dada, todo de conformidad con el artículo 1208 del Código
Civil; Considerando, que por todo lo anterior, Fiduciaria
Barahona, S. A., no tiene calidad para la acción en nuli-
dad de embargo, inmobiliario que ha intentado, siendo la
misma inadmisible"; que, de lo transcrito, se evidencia
que la sentencia impugnada contiene motivos suficientes
y pertinentes que justifican su dispositivo, y además, una
completa relación de los hechos y circunstancias de la li- •
tis que han permitido a la Suprema Corte de Justicia es-
tablecer que en la especie se ha hecho una correcta
caeión de la Ley, que, en consecuencia, también este ale-
gato carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en su segundo medio de su memo-
rial, la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que exis-
te una contradicción de fallos entre la sentencia que ha-

bfa dictado la Corte de Apelación de La Vega, el 19 de di-
ciembre de 1975, en relación al recurso de apelación in-
tentado por Fiduciaria Barahona, S. A., contra una sen-
senda del Juzgado de Primera Instancia de La Vega, que
rechazó un incidente de embargo inmobiliario suscitado
por Industr i as Lácteas, S. A. (INDULAC), contra el Ban-
co Popular Domnicano, C. por A., que en dicha litis se pre-
sentaba la misma situación procesal relativa al sobrese-
imiento, la cual ponderó entonces la Corte a-qua, y en la
sentencia ahora recurrida dá un singular viraje, lo que
constituye una flagrante contracción de fallos, que cons-
tituyen una razón paia anular el fallo ahora recurrido en

• casación; pero,

Considerando, que de la sentencia impugnada y de
los documentos a que ella se refiere, se evidencia, que las
decisiones que se afirman contradictorias corresponden a
fallos distintos, el primero del 19 de diciembre de 1975,
versa sobre el recurso de apelación interpuesto por Fidu-
ciaria Barahona, S. A., contra una sentencia dictada por
la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de
Primera Instancia de La Vega, del 3 de abril de 1974, y el
segundo, que es objeto del presente recurso de casación,
fué dictado sobre un recurso de apelación interpuesto por
Industrias Lácteas Dominicanas, S. A., (INDULAC), con-
tra sentencia de la misma Cámara del 3 de mayo de 1974:
por lo que, el segundo medio del recurso carece de funda-
mento y debe ser desestimado;

Considerando, que, en el tercer medio la recurrente
alega, en síntesis, que: el artículo 83 del Código de Proce-
dimiento Civil, exige imperativamente la comunicación al
Fiscal de las causas que conciernen al orden público; que
la om isión de tal requisito procesal entraña la nulidad de
la sentencia intervenida; que la recurrente solicitó en sus
conclusiones subsidiarias la nulidad de la sentencia del pri-
mer grado porque no se había cumplido tal requisito y la
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avocación del fondo del asunto, que la Corte a-gua nada
ha expresado sobre el particular; que se incurrió en la
violación del referido texto legal al fallar como se hizo,
pese a las circunstancias antes dicha; pero,

Considerando, que en relación al alegato contenido
en el tercer medio que se examina, la sentencia impugna-
da rechazó las conclusiones subsidiarias de la recurrente,
cuando expresó: "y por consigu:ente, sería asimismo im-
ptocedentes las conclusiones subsidiarias de Industrias
Lácteas Dominicanas, S. A., y las de Fiduciaria Barahona,
S. A., así como también sería improcedente ponderar y es-
tatuir sobre las disposiciones jurídicas que se esgrimen
por ambas partes"; que, al fallar como lo hizo, la Corte
a-qua realizó una correcta interpretación del artículo 83
del Cócif go de Procedimiento Civil, el cual hace una enu-
meración limitativa de las causas que deben ser comuni-
cadas al Ministerio Púbbico; por lo que procede desestimar
el medio que se examina por carecer de fundamento;

Considerando, que en su cuarto medio la recurrente
alega, en síntesis, lo que s'igue:que si bien es cierto que
dichos artículos declaran tanto la pertinencia de la ejecu-
ción provisional en determinados casos, como la fuerza eje-
cutor:a de los Certificados de Título, no menos cierto es
que aún en presencia de títulos auténticos dicha ejecu-
ción provisional está supeditada a una serie de contingen-
cias jurídicas entre las que figuran básicamente que el
titule no esté impugnado en esencia y validez; que por
consiguiente los vicios apuntados en el epígrafe se confi-
guraron en el caso ocurrente, toda vez que cursan perse-
cuciones penales por falsedad de uno de los contratos hi-
potecarios anotados en el Certificado de Títulos; que en tal
situación la ejecución provisional no podía ser ordenada
imponiéndose en cambio el sobreseimiento de las decisio-
nes civiles a dictar en relación "a la pertenencia o nulidad
del embargo inmobiliar practicado en tales circunstan-

eias; que asi lo había considerado siempre la doctrina y la
jurisprudencia de la propia Suprema Corte de Justicia,
hasta el 28 de enero de 1976, en que se sostuvo el criterio
relativo a la imposibilidad de suspender la ejecución pro-
visional de un fallo relativo a incidentes de embargo in-
mobiliario, si dicha vía de ejecución se basa en un Certifi-
cado de Títulos; pero,

Considerando, que, a pesar de que el alegato conte-
nido en el ,medio que se examina fué contestado en el des-
arrollo del primer medio de este recurso, es pertinente ha-
cer constar que la Suprema Corte de Justicia mantiene el
criterio relativo al valor ejecutorio y fuerza probatoria de
los Certificados de Títulos; por consiguiente, el medio que
se examina debe ser desestimado por carecer de funda-
mento;

Considerando, que el quinto medio del recurso no es
más que una reiteración del alegato de que en el fallo im-
pugnado no se estatuyó ni se motivó sobre el sobreseimien-
to -en base a una supuesta nulidad de la sentencia del pri-
mer grado, a lo cual se dió contestación y se demostró su
falta de fundamento al examinarse el primer medio; por
lo cual. el quinto medio debe ser desestimado por carecer
de fundamento;

Considerando, que en su sexto y último medlo la re-
currente alega lo siguiente: que la sentencia impugnada
contiene la afirmación de haber fallado en vista, entre
otros, de los artículos arriba señalados, pero en ninguno de
sus motivos se encuentra alusión alguna a dichos textos
legales ni mucho menos se reproducen o adoptan los mo-
tivos-que pudiese haber expuesto el Juez de primer grado;
que la Corte se limita a examinar todo lo relativo al as-
pecto de la ausencia de base del embargo inmobiliario se-
guido por el Banco Popular Dominicano, contra INDU-
LAC, así, como la ejecución provisional dispuesta por la
sentencia objeto del presente recurso; que la Corte a-qua
violó todos y cada uno de los artículos del Código Civil
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avocación del fondo del asunto, que la Corte a-qua nada
ha expresado sobre el particular; que se incurrió en la
violación del referido texto legal al fallar como se hizo,
pese a las circunstancias antes dicha; pero,

Considerando, que en relación al alegato contenido
en el tercer medio que se examina, la sentencia impugna-
da rechazó las conclusiones subsidiarias de la recurrente,
cuando expresó: "y por consiguiente, seda asimismo im-
procedentes las conclusiones s ubeidiarias de Industrias
Lácteas Dominicanas, S. A., y las de Fiduciaria Barahona,
S. A., así corno también sería improcedente ponderar y es-
tatuir sobre las disposiciones jurídicas que se esgrimen
por ambas partes"; que, al fallar como lo hizo, la Corte
a-qua realizó una correcta interpretación del artículo 83
del Códi go de Procedimiento Civil, el cual hace una enu-
meración limitativa de las causas que deben ser comuni-
cadas al Ministerio Público; por lo que procede desestimar
el medio que se examina por carecer de fundamento;

Considerando, que en su cuarto medio la recurrente
alega, en síntesis, lo que sigue:que si bien es cierto que
dichos artículos declaran tanto la pertinencia de la ejecu-
ción provisional en determinados casos, como la fuerza eje-
cutora de los Certificados de Título, no menos cierto es
que aún en presencia de títulos auténticos dicha ejecu-
ción provisional está supeditada a una serie de contingen-
cias jurídicas entre las que figuran básicamente que el
titule no esté impugnado en esencia y validez; que per
consiguiente los vicios apuntados en el epígrafe se confi-
guraron en el caso ocurrente, toda vez que cursan perse-
cuciones penales por falsedad de uno de los contratos hi-
potecarios anotadbs en el Certificado de Títulos; que en tal
situación la ejecución provisional no podía ser ordenada
imponiéndose en cambio el sobreseimiento de las decisio-
nes civiles a dictar en relación ea la pertenencia o nulidad
del embargo inmobiliar practicado en tales circunstan-
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ju
pías; que asi lo había considerado siempre la doctrina y la

.
risprudencia de la propia Suprema Corte de Justicia,

hasta el 28 de enero de 1976, en que se sostuvo el criterio
relativo a la imposibilidad de suspender la ejecución pro-
visional de un fallo relativo a incidentes de embargo in-
mobiliario, si dicha vía de ejecución se basa en un Certifi-
cado de Títulos; pero,

Considerando, que, a pesar de que el alegato conte-
nido en el medio que se examina fué contestado en el des-
arrollo del primer medio de este recurso, es pertinente ha-
cer constar que la Suprema Corte de Justicia mantiene el
criterio relativo al valor ejecutorio y fuerza probatoria de
los Certificados de Títulos; por consiguiente, el medio que
se examina debe ser desestimado por carecer de funda-
mento;

Considerando, que el quinto medio del recurso no es
más q ue una reiteración del alegato de que en el fallo im-
pugnado no se estatuyó ni se motivó sobre el sobreseimien-
to •en base a una supuesta nulidad de la sentencia del pri-
mer grado, a lo cual se dió contestación y se demostró su
falta de fundamento al examinarse el primer medio; por
lo cual, el quinto medio debe ser desestimado por carecer
de fundamento;

Considerando, que en su sexto y último medio la re-
currente alega lo siguiente: que la sentencia impugnada
contiene la afirmación de haber fallado en vista, entre
otros, de los artículos arriba señalados, pero en ninguno de
sus motivos se encuentra alusión alguna a dichos textos
legales ni mucho menos se reproducen o adoptan los mo-
tivos que pudiese haber expuesto el Juez de primer grado,
que la Corte se limita a examinar todo lo relativo al as.
porto de la ausencia de base del embargo inmobiliario se-
guido por el Banco Popular Dominicano, contra INDU-
LAC, así, como la ejecución provisional dispuesta por la
sentencia objeto del presente recurso; que la Corte a-qua

ló todos y cada uno de los artículos del Código Civil



Botrite JUDICIAL	 223222	 DOLETINT JUDICIAL

preseñalados, y ello sin el menor examen de dichos tex-
tos legales, que de haberse hecho demandaba una solu-
ción totalmente distinta a La adoptada; pero,

Considerando, que, a pesar de que la Corte a-qua
hace constar en la sentencia impugnada, que ha tenido a
la vista los indicados artículos del Código Civil, sin haber-
los aplicados, porque los mismos versan sobre cuestiones
de fondo y lo que la Corte a-qua falló fué declarar inad-
misible la dcmanda en nulidad de Fiduciaria Barahona,
S. A., basada en el fundamento antes señalado, no tiene
incidencia en la validez de la sentencia impugnada, por-
que la m:sma hace alusión también a los artículos 1166 y
1167, del Código Civil, que fueron los que real y efectiva-
mente aplicó,, en pertinente, la Corte para real:zar dicha
demanda en nulidad; por todo lo expuesto, el sexto y úl-
timo medio también debe ser desestimado por carecer de
fundamento;

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por la Industrias Lácteas Dominica-
nas, S. A., (INDULAC), contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de La Vega, en sus atribuc:ones civi-
les, el 25 de enero de 1977, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO: Condena
a la Industrias Lácteas Dominicanas, S. A., (INDULAC),
al pago de las costas.

FIRMADOS. — Néstor Contin Aybar, Fernando E. Ra-
velo de la Fuente, Manuel A. Amiaina, Francisco Elp:dio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perellé, Juan Bautista Rojas
Almá-zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentercia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que tguran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
Lié firm:,da, leída y publicada por mí, Secretario Gane-
ral, que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECIIA 13 DE FEBRERO DEL 1980

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 23 de mayo de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Eladio Nicolás Díaz, Luis Arcadio Mejía y la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., (SEDOMCM.

1nterviniente: Andrea Méndez.
Abogado: Dr. Otto Carlos González Méndez.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, constituida por los Jueces Néstor Contín Aybar,
Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez
['melló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo
Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Esiraillat y Leonte
Rafael Alburquerque Castillo, as:stidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacicnal, hoy
día 13 de febrero del 1980, años 136' de la Independencia
y 117' de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjun-
tamente por Eladio o Elaaio Nicolás Díaz, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, domiciliado en la calle 8, casa Núm.
198 del Ensanche Espaillat, de esta ciudad; Luis Arcadio
Mejía, domiciliado en la calle Seibo, No. 148, también de
esta ciudad; y la Compañía Dcmrnicana de Seguros, C. por
A., (SEDOMCA), con su domicilio social en la Avenida
Independencia No. 55, también de esta capital, contra la
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preseñalados, y ello sin el menor examen de dichos tex-
tos legales, que de haberse hecho demandaba una solu-
ción totalmente distinta a la adoptada; pero,

Considerando, que, a pesar de que la Corte a-qua
hace constar en la sentencia impugnada, que ha tenido a
la vista los indicados artículos del Código Civil, sin haber-
los aplicados, porque los mismos versan sobre cuestiones
de fondo y lo que la Corte a-qua falló fué declarar inad-
misible la demanda en nulidad de Fiduciaria Barahona,
S. A., basada en el fundamento antes señalado, no tiene
incidencia en la validez de la sentencia impugnada, por-
que la misma hace alusión también a los artículos 1166 y
1167, del Código Civil, que fueron los que real y efectiva-
mente aplicó,, en pertinente, la Corte para real:zar dicha
demanda en nulidad; por todo lo expuesto, el sexto y úl-
timo medio también debe ser desestimado por carecer de .
fundamento;

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por la Industrias Lácteas Dominica-
nas, S. A., (INDULAC), contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de La Vega, en sus atribuciones civi-
les, el 25 de enero de 1977, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO: Condena
a la Industrias Lácteas Dominicanas, S. A., (INDULAC),
al pago de las costas.

FIRMADOS. — Néstor Contín Aybar, Fernando E. Ra-
velo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidlo
Berz:s, Joaquín M. Alvarez Perol"), Juan Bautista Rojas
Ahnárzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L Her-
nández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentercia ha sido dada y firmada por los
SCii•JICS Jueces que Lguran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firny,da, leída y publicada por mí, Secretario a-Me-
ra!, que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 13 DE FEBRERO DEL 1980

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 23 de mayo de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Eladio Nicolás Díaz, Luis Arcadio Mejía y la Com-
pañia Dominicana de Seguros, C. por A., (SEDO.NICA).

Interviniente: Andrea Méndez.
Abogado: Dr. Otto Carlos González Méndez.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, constituida por los Jueces Néstor Contín Aybar,
Presidente: Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo
Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat y Leonte
Rafael Alburquerque Castillo, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 13 de febrero del 1980, años 136' de la Independencia
y 117' de la Restauración, dicta en mulencia pública, co-
mo Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjun-
tamente por Eladio o Elaco Nicolás Díaz, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, domiciliado en la calle 8, casa Núm.
198 del Ensanche Espaillat, de esta ciudad; Luis Arcadio
Mejía, domiciliado en la calle Seibo, No. 148, también de
esta ciudad; y la Compañía Dointnicana de Seguros, C. por
A., (SEDOMCA), con su domicilio social en la Avenida
Independencia No. 55, tamb:én de esta capital, contra la
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sentencia dictada el 23 de mayo de 1977, en sus atribucio-
nes correccionales por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oido al Dr. Otto Carlos González Méndez, abogado del
interviniente, cédula No. 10477, serie 22, interviniente que
es Andrea Méndez, dominicana, mayor de edad, soltera,
de juehaceres del hogar, domiciliada en la calle José de
Jesús Ravelo No. 40, (parte atrás), cédula 150825, serie
primera, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen de l Magistrado Procurador Gene-
ral de la República:

Vistas las Actas de los recursos de casación, del 4 de
mayo y 16 de julio de 1977, levantadas en la Secretaría
de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Luis R. Casti-
llo Mejía, cédula 18933, serie 3, en las cuales no se propo-
ne contra la sentencia impugnada ningún medio determi-
nado de casación;

Visto el suscrito de la interviniente, del 15 de junio
del 1979, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241,
del 1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1, 37, 62 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que; con motivo de un incidente de tránsito ocurrido
en esta ciudad el 24 de octubre de 1975 al medio día, en

el cual resultó una persona con lesiones corporales, la
Quinta Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional dictó el 2 de abril de 1976
una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante, in-

Sido en el de la ahora impugnada; b) que sobre apela-
ción de los ahora recurrentes en casación, intervino el 23
de mayo de 1977 la sentencia impugnada en casación, cuyo
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite como
regular y válido el recurso de apelación interpuesto por
el Dr. Luis Randolfo Castillo Mejía, el 7 de abril de 1976,
a nombre y representación de Eladio Nicolás Día; Luis
Arcadio Mejía y de la Compañía de Seguros Dominicana

it

::..

.	 de Seguros, C. por A., (Sedomca), contra sentencia die-
: - tada por la Quinta Cámara de lo Penal del Juzgado de Pri-

mera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 2 de abril
de 1976, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: De-
clara al nombrado Eladio Nicolás Díaz, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, cédula personal de . identidad Núm.
10422, serie 45, residente en la calle 8, casa No. 198, del
Ensanche Espaillat, de esta ciudad, culpable del delito de
violación al artículo 49, letra e) de la ley 241, sobre Trán-
sito de Vehículos (golpes y heridas involuntarios causa-
dos con el manejo o conducción de vehículo de motor), cu-
rables después de 90 y antes de 120 días, en perjuicio de
la señora Andrea Méndez, y en consecuencia se condena
al pago de una multa de Veinticinco pesos oro (RD$25,00),
acogiendo circunstancias atenuantes a su favor y al pago
de las costas penales causadas; Segundo: Declara buena y
válida en cuanto a la forma, la constitución en parte ci-
vil hecha en audiencia por la señora Andrea Méndez, por
conducto de su abogado Dr. Otto Carlos González Mén-
dez, en contra del señor Luis Arcadio Mejía, en su ca-
lidad de perstna civilmente responsable, y la declara-
ción de la puesta en causa de la Compañía Dominicana de
Seguros, C. por A., (Sedomca), en su calidad de entidad
aseguradora del vehículo productor del accidente, por ha-
ber sido hecho de acuerdo a la Ley; Tercero: En cuanto
al fondo de dicha constitución en parte civil, se condena
a Luis Arcadio Mejía, en su calidad de persona civilmen-
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sentencie dictada el 23 de mayo de 1977, en sus atribucio-
nes correccionales por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oido al Dr. Otto Carlos González Méndez, abogado del
interviniente. cédula No. 10477, serie 22, interviniente que
es Andrea Méndez, dominicana, mayor de edad, soltera,
de juehaceres del hogar, domiciliada en la calle José de
Jesús Ravelo No. 40, (parte atrás), cédula 150825, serie
primera, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen de , Magistrado Procurador Gene-
ral de la República;

Vistas las Actas de los recursos de casación, del 4 de
mayo y 16 de julio de 1977, levantadas en la Secretaría
de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Luis R. Casti-
llo Mejía, cédula 18933, serie 3, en las cuales no se propo-
ne contra la sentencia impugnada ningún medio determi-
nado de casación;

Visto el suscrito de la interviniente, del 15 de junio
del 1979, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241,
del 1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1, 37, 62 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que; con motivo de un incidente de tránsito ocurrido
en esta ciudad el 24 de octubre de 1975 al medio día, en
el cual resultó una persona con lesiones corporales, la
Quinta Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional dictó el 2 de abril de 1976
una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante, in-

r ,) en el de la ahora impugnada; b) que sobre apela-
r. e.1 de los ahora recurrentes en casación, intervino el 23
de mayo de 1977 la sentencia impugnada en casac i ón, cuyo
dispositivo dice así: 'FALLA: PRIMERO: Admite como
regular y válido el recurso de apelación ;interpuesto por
el Dr. Luis Randolfo Castillo Mejía, el 7 de abril de 1976,
a nombre y representación de Eladio Nicolás Díaz, Luis
Arcadio Mejía y de la Compañía de Seguros Dominicana
de Seguros, C. por A., (Sedomca), contra sentencia die-
tada por la Quinta Cámara de lo Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 2 de abril
de 1976, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: De-
clara al nombrado Eladio Nicolás Díaz, dominicano, ma-
yor de edad, soltero, cédula personal de • identidad Núm.
10422, serie 45, residente en la calle 8, casa No. 198, del
Ensanche Espaillat, de esta dudad, culpable del delito de
violación al artículo 49, letra c) de la ley 241, sobre Trán-
sito de Vehículos (golpes y heridas involuntarios causa-
dos con el manejo o conducción de vehículo de motor), cu-
rables después de 90 y antes de 120 días, en perjuicio de
la señora Andrea Méndez, y en consecuencia se condena
al pago de una multa de Veinticinco pesos oro (RD$25,00),
acogiendo circunstancias atenuantes a su favor y al pago
de las costas penales causadas; Segundo: Declara buena y
válida en cuanto a la forma, la constitución en parte ci-
vil hecha en audiencia por la señora Andrea Méndez, por
conducto de su abogado Dr. Otto Carlos González Mén-
dez , en contra del señor Luis Arcadio Mejía, en su ca-
lidad de persona civilmente responsable, y la declara-
ción de la puesta en causa de la Compañía Dominicana de
Seguros, C. por A., (Sedomca), en su calidad de entidad
aseguradora del vehículo productor del accidente, por ha-
ber sido hecho de acuerdo a la Ley; Tercero: En cuanto
al fondo de dicha constitución en parte civil, se condena
a Luis Arcadio Mejía, en su calidad de persona civilmen-
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te responsable, al pago: a) de una indemnización de Tres
mil pesos oro (RD$3,000.00), a favor de la señora Andrea
Méndez, como justa reparación por los daños materiales
y morales por ésta sufridos a consecuencia del hecho anti-
jurídico cometido par el prevenido Eladio Nicolás Díaz;
b) de los intereses legales de la suma acordada, computa-
dos a partir de la fecha de la demanda y hasta la total eje-
cución de la presente sentencia a título de indemnización
complementarla; y e) de las costas civiles, con distracción
de las mismas en provecho del Dr. Otto Carlos González
Méndez, abogado de la parte civil constituida, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad: Cuarto: Declara la
presente sentencia oponible en el aspecto a:vil a la Compa-
ñía Dordnicana de Seguros, C. por A., por ser ésta la en-
tidad aseguradora del automóvil placa No. 91-920, causan-
te del accidente, mediante póliza No. 31063, con vigencia
del 28 de mayo de 1975 al 28 de mayo de 1976, de confor-
midad con lo dispuesto por el artículo 10, mod ficado de
la ley No. 4117, sobre seguro obligatorio de vehículos de
motor". Por haber sido hecho dentro del plazo y demás
formalidades legales; SEGUNDO: Pronuncia el defecto,
centra el prevenido Eladio Nicolás Díaz, por no haber com-
parecido a la audiencia, no obstante haber sido c‘tado le-
galmente; TERCERO: Confirma la sentencia recurrida;
CUARTO: Condena a Eladio ó Elacio Nicolás Díaz al pago
de las costas penales; QUINTO: Condena a los recunen-
tes al pago de las costas civiles con distracción de als mis-
mas en provecho del Dr. Otto Carlos González Méndez.
abogado que afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que, ni la persona ptresta en causa co-
mo civilmente responsable, Luis Arcadio Mejía, ni su ase-
guradora, la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
han expuesto los fundamentos de sus recursos, como lo exi-
ge a pena de nulidad el artículo 37 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación a todo rcurrente que no sea con-

denado penalmente; que por tanto sólo se examinará el
recurso del prevenido recurrente Díaz;

Considerando, que para declarar culpable a Elacio 6
Eladio Nicolás Pérez, la Corte a-qua dió por establecido
lo siguiente: en base a los elementos de juief o que le fue-
ron aportados: a) que al medio día del 24 de octubre de
1975, mientras transitaba' por la avenida Máximo Gómez,
de esta ciudad, de Sur a Norte, el carro placa N991-920-, con-
ducido por Elacio ó Eladio Día; propiedad de Luis Arcadio
Mejía, con Póliza vigente No. 31063, de la Compañía Do-
minicana de Seguros, C. por A., al llegar a su cruce con
la calle América Lugo, atropelló a Andrea Méndez, cau-
sándole liones corporales curables después de 90 y an-
tes de les 120 día; b) que el accidente ocurrió por impru-
denc:a del prevenido, consistente en haber seguido su
marcha a pesar de que el semáforo del cruce de las vías
ya indicado- estaba en rojo;

Considerando, que el hecho del prevenido Díaz con-
figura el delito de causar heridas y golpes a una persona
con el manejo de un vehículo de motor previsto en el Art.
49 de la Ley No. 241, de 1967, sobre Tránsito y Vehícu-
los, sancionado en su letra c) del m'smo texto legal con
las penas de 6 meses a 2 años de prisión y multa de RE:1$-
100.00 a RD$500.00 cuando las lesiones de la víctima re-
quieran 20 días o más para su curación, como ocurrió en
el caso que se examina; que, por tanto, al condenar al pre-
venido Díaz a la pena de RD$25.00 de multa, acog'endo en
su favor circunstancias atenuantes, confirmando lo deci-
dido en primera Instancia, la Corte a-qua le aplicó una
pena ajustada a la ley;

Cons'derando, que, asimismo, la Corte a-qua, después
de evaluar soberanamente los daños sufridos por la agra-
viada Méndez en la suma de RDS3,000.00, aplicó con-ceta-
mente el artículo 1383 del Código Civil al conceder a la
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te responsable, al pago: a) de una indemn i zación de Tres
mil pesos oro (RD$3,000.00), a favor de la señora Andrea
Méndez, como justa reparación por los daños materiales
y morales por ésta sufridos a consecuencia del hecho anti-
jurídico cometido por el prevenido Eladio Nicolás Din;
b) de los intereses legales de la suma acordada, computa-
dos a partir de la fecha de la demanda y hasta la total Ce-
cución de la presente sentencia a título de indemnización
complementaria; y c) de las costas civiles, con distracción
de las mismas en provecho del Dr. Otto Carlos González
Méndez, abogado de la parte civil constituida, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad: Cuarto: Declara la
presente sentencia oponible en el aspecto civil a la Compa-
ñía Dominicana de Seguros, C. por A., por ser ésta la en-
tidad aseguradora del automóvil placa No. 91-920, causan-
te del accidente, mediante póliza No. 31063, con vigencia
del 28 de mayo de 1975 al 28 de mayo de 1976, de confor-
midad con lo dispuesto por el artículo 10, modificado de
la ley No. 4117, sobre seguro obligatorio de vehículos de
motor". Por haber sido hecho dentro del plazo y demás
formalidades legales; SEGUNDO: Pronuncia el defecto,
centra el prevenido Eladio Nicolás Díaz, por no haber com-
parecido a la audiencia, no obstante haber sido citado le-
galmente; TERCERO: Confirma la sentencia recurrida;
CUARTO: Condena a Eladio ó Elacio Nicolás Díaz al pago
de las costas penales; QUINTO: Condena a los recunen-
tes al pago de las costas civiles con distracción de als mis-
mas en provecho del Dr. Otto Carlos González Méndez,
abogado que afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Cons i derando, que, ni la persona puesta en causa co-
mo civilmente responsable, Luis Arcadio Mejía, ni su ase-
guradora, la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
han expuesto los fundamentos de sus recursos, como lo exi-
ge a pena de nulidad el artículo 37 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación a todo rcurrente que no sea con-

denado penalmente; que por tanto sólo se examinará el
recurso del prevenido recurrente Díaz-

Considerando, que para declarar culpable a Elacio
Eladio Nicolás Pérez, la Corte a-qua dió por establecido
lo siguiente: en base a los elementos de juicio que le fue-
ron aportados: a) que al medio día del 24 de octubre de
1975, mientras transitaba. por la avenida Máximo Gómez,
de esta ciudad, de Sur a Norte, el carro placa N o 91-920; con-
ducido por Elacio ó Eladio Díaz, propiedad de Luis Arcadio
Mejía, con Póliza vigente No. 31063, de la Compañía Do-
minicana de Seguros, C. per A., al llegar a su cruce con
la calle Américo Lugo, atropelló a Andrea Méndez, cau-
sándole lesiones corporales curables después de 90 y an-
tes de les 120 día-,-; b) que el accidente ocurrió por impru-
dencia del prevenido, consistente en haber seguido su
marcha a pesar de que el semáforo del cruce de las vías
ya indicado estaba en rejo;

Considerando, que el hecho del prevenido Díaz con-
figura el del i to de causar heridas y golpes a una persona
con el manejo de un vehículo de motor previsto en el Art.
49 de la Ley No. 241, de 1967, sobre Tránsito y Vehícu-
los, sancionado en su letra e) del m ismo texto legal con
las penas de 6 meses a 2 años de prisión y multa de RDS-
100.00 a RD$500.00 cuando las lesiones de la víctima re-
quieran 20 días o más para su curación, como ocurrió en
el caso que se examina; que, por tanto, al condenar al pre-
venido Díaz a la pena de RD$25.00 de multa, acog iendo en
su favor circunstancias atenuantes, confirmando lo deci-
dido en primera instancia, la Corte a-qua le aplicó una
pena ajustada a la ley;

Cons i derando, que, asimismo, la Corte a-qua, después
de evaluar soberanamente los daños sufridos por la agra-
viada Méndez en la suma de RDS3,000.00, aplicó correcta-
mente el artículo 1383 del Código Civil al conceder a la
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agraviada esa suma a título de reparación principal, más
los intereses legales a contar de la demanda;

Considerando, que, examinada la sentencia impugna-
da en lo concerniente al prevenido recurrente, no presen-
ta vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
M'a Andrea Méndez en los recursos interpuestos pir Eladio

Elacio Nicolás Díaz., Luis Arcadio Mejía, y la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., contra la sentencia dic-
tada el 23 de mayo de 1977 en sus atribuciones correccio-
nales por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Declara nulos los recursos de casación de
Luis Arcadio Mejía y la Aseguradora ya mencionada; Ter-
cero: Rechaza el recurso de Eladio 6 Elacio Nicolás Díaz
contra la misma sentencia y lo condena al pago de las cos-
tas penales, y Cuarto: Condena a Luis Arcadio Mejía al pa-
go de las costas civiles y las distrae en provecho del Or. Ot-,
te Carlos González Méndez, abogado de la interviniente,
quien afirma haberles avanzado en su totaliadd, y las hace
oponibles a la aseguradora ya mencionada, dentro de los
términos de la Póliza.

FIRMADOS. — Néstor Contín Aybar, Francisco E1pi-
dio Seres, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista R.,»
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L.
Hernández y beonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y ario, en él expresados, y
fué firmada. leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE FERRERO DEL 1980

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
18 de mayo de 1977.

. Ccreceional.

Recurrentes: Luciano R. Reynoso y Bienvenida Milagros Rojas de
1Iernández.

Abogado: Dr. Luis A. Bireann Rojas.
—

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpildio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat. asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 13 de febre-
ro de 1980, años 136' de la Independencia y 117' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
scaión, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Luci.ano E. Reynosa y Bienvenida Rojas de Her-
nández, dominicanos, mayores de edad, chófer y propieta-
rio, respectivamente, domiciliados en la Sección de San
Francisco Abajo, Jurisdicción de Moca, y Licey al Medio.
Jurisdicción de Santiago; y la Seguros Pepín, S. A., con
domicilio social en la tercera planta del edifcio No. 122
de la calle Restauracón. de la ciudad de Santiago, contra
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agraviada esa suma a título de reparación principal, más
los intereses legales a coptar de la demanda;

Considerando, que, examinada la sentencia impugna-
da en lo coneerniente al prevenido recurrente, no presen-
ta vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Prinaero: Admite como intervinien-
te . a. Andrea Méndez en los recursos interpuestos pir Eladio
ó Elacio Nieolás Díaz, Luis Arcadio Mejía, y la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., contra la sentenela dic-
tada el 23 de mayo de 1977 en sus atribuaiones correccio-
nales por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo
dispasitivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Declara nulos los recursos de casación de
Luis Arcadio Mejía y la Aseguradora ya mencionada; Ter-
cero: Rechaza el recurso de Eladio ó Elacio Nicolás Díaz
contra la misma sentencia y lo condena al pago de las cos-
tas penales, y Cuarto: Condena a Luis Arcadio Mejía al pa-
go de las costas civiles y las distrae en provecho del Or. Ot-
to Carlos González Méndez, abogado de la interviniente,
quien afirma haberlas avanzado en su totaliadd, y las hace.
oponibles a la aseguradora ya mencionada, dentro de los
términos de la Póliza.

F1RMADOS. — Néstor Contín Aybar, Franedsco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joa quín L.
Hernández y Leonte R. Alburquerque Castillo.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señeres Jucces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario

que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 13 DE FEBRERO DEL 1980

senjencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
18 de mayo de 1977.

materia: Correccional.

Recurrentes: Luciano R. Reynoso y Blenvenida Milagros Ftojas de
I lernandez.

Abegado: Dr. Luis A. Bireann Rojas.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Néstor
Contín Aybar, .Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Sc-
gundo Sust.ituto de Presidente; Francisco Elpdio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista R,ojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perclomo Báez y Joa quín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Seeretario General, en la Sala
donde celebra sus audienalas, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 13 de febre-
ro de 1980, años 136' de la Independencia y 117' de la Res-
tauración, dicta en audiencia púbhica, como corte de ca-
scalón, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Lua:ano E. Reynoso y Bienvenida Rojas de Her-
nández, dominicanos, mayores de edad, chófer y propieta-
rio, respectivamente, domicillados en la Sección de San
Franeisco Abajo, Jurisdieción de Moca, y Licey al Medio.
Jurisdieción de Santiago; y la Seguros Pepín, S. A., con
demicilio social en la tercera planta del edifeio No. 122
de la calle Restauracón, de la ciudad de Santiago, contra
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la sentencia dietada el 18 de mayo de 1977, en sus atribu-
clones correccionales, por la Corte de Apaación de La Ve
ga, cuyo dispositivo se .copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genc:-
ral de la República;

Vista el acta del recursa de easac'ón levantada en la
Seeretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Gre-
gor:o de Jesús Batista Gil, actuando en representación de
los recurrentes, en la que no se propone ningún medio de-
terminado de casación;

V:sto el memorial de los recurrentes del 6 de febrero
de 1978, firmado por el Dr. Luis A. Bircann Rojas, cédula
No. 43324, ser.e 31, en el que se proponen los medios de
casación que se indican;

La Suprema Corte de Justicia, dcspués de haber de-
liberado y vistes los textos legales invocados por los re-
eurre.ntes, que se enuncian más adelante; y los artículos
49 y 52 de la Ley 241 de 1967; 1383 y 1384, del Ced go
Civil; 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955; y 1 y 65 de la Lcy so-
bre Procedimiento de Casación;

Considerando, que cn la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un accidente de tránsIto ocurrido en la carretcra
Duarte, tramo L:cey-Moca, el 20 de dicrembre de 1978, en
que resultaron dos p ersonas muertas y otras heridas, el
Juzgado de Primera Irstanc:a del Distrito Judicial de Es-
paillat, dictó el 8 de junio de 1976, una sentencia cuyo dis-
paítivo aparece en el de la ahora impugnada; b) que con
mot:vo de las apelaciones interpuestas, intervino la sen-
tencia aliora impugnada en casación, cuyo dispos:tivo dice
así: "FALLA: PRIMERO: Declara reg,ulares y válidos en
la forma, los recursos de apelación interpuestos por el Ma-
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p gistrado Procurador Fiscal del D:strito Judicial de Espai-
,. . : ilat, Lic. Rodolfo aspalllat Bencosme, el prevenido Lucia-

ds no R. Reynoso, la persona civilmente responsable Bienve-
ttrIcla Milagros Rojas de Ifernández y la Compañía de Segu-

:.n ros Pepín, S. A., contra sentencia correccional No. 377, die-
tada por el Juzgado de Prinera Instancia del Distrito Ju-

' dicial de Espa'llat, de fecha 8 de junio de 1976, la cual
tiene el dispositivo sigu:ente: "Falla: Printero: Que debe
declarar, como al efecto declara al nombrado Luc'ano R.
Reynoso Rodríguez, de gemerales que constan, culpable de
violar las disposic:ones de los artículos 49, apartado 1 y
65 de la Ley 211 scbre tránsito de vehículos y en consc-
cuencia se condena al pago de .una multa de RD$500.00,aa	 (Quinientos pesos oro); Segundo: Se condena al señor Lu-
ciano R. Reynoso Rcdríguez, al pago de las costas penales:
Tercero: En cuanto a la forma se declara y vákda la cons-
titue ón en parte civil hecha por les señeres Colón Carna-
cho y Fulgencio García Arias, en su calidad de espases de
las víctimas, señoras Ana Brunilda Rodríguez y Modesta
Germosén R:vas, contra Luc:ano It Reynoso Rodríguez,
Bienvenida Milagros Rojas de Hernández y la Compañía
Seguros Pepin, S. A., a través de su abogado constituído y
apoderado especial, Dr. Juan Alberto Peña Lebrón, por ha-
ber sido realizada de acuerdo a las formalidades legales;
Cuarto: Se condena a los señores Luc:ano R. Reynoso y
Blenwnida Rojas de Hernández conjunta y soliciariamen-
te al pago inmediato de RD$5,000.00 (Cinco mil pesos oro)
en favor de Colón Camacho y RD$5,000.00 (Cinco mil pc-
sos oro) en favor de Fulgencio García Arias, como justa
reparación por los daños morales y mater:ales sufridos
Por éstos a consecuencia de dicho accidente y en su cali-
dad de esposos de la víctima; Quinto: Condena a Luciana
rt. Reynoso Rodríguez y Bienverida M lagros Rojas de
Rernández, al pago de los intereses legales de dicha suma
a partir de la demanda en justicia; Soxt,o: Se condena a
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la sentencia dietada el 18 de mayo de 1977, en sus atribu-
cones correccionales, por la Corte de Apaación de La Ve
ga, cuyo dispositivo se .copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-
ral de la República;

Vista el acta del recurso de casac'ón levantada en
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Gre-
gor . o de Jesús Batista Gil, actuando en representación de
los recurrentes, en la que no se propone ningún medio de-
terminado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes del 6 de febrero
de 1978, firmado por el Dr. Luis A. Bircann Rojas, cédula
No. 43324, ser:e 31, en el que se proponen las medios de
casación que se indican;

La Suprema Corte de Justicia, dcspués de haber de-
liberado y vistcs los textos legales invocados por los re-
currentes, que se enuncian más adelante; y los artículos
49 y 52 de la Ley 241 de 1967; 1383 y 1384, del Céd go
Civil; 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955; y 1 y 65 de la Ley sc-
bre Procedim:ento de Casación;

Considerando, que cn la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un accidente de tránsito ocurrido en la carretera
Duarte, tramo Ucey-Moca, el 20 de diciembre de 1978, en
que resultaron dos p ersonas muertas y otras heridas, el
Juzgado de Primera Irstanc:a del Distrito Judacial de Es-
paillat, dictó el 8 de junio de 1976, una sentencia cuyo dis-
posIivo aparecc en el de la ahora impugnada; b) que con
mot:vo de las apelaciones interpuestas, intervino la sen-
tencia ahora impugnada en casación, cuyo dispos:tivo dice
así: "FALLA: PRI31ERO: Declara reg,ulares y válidos en
la forma, los recursos de apelación interpuestos por el Ma-

gistrado Procurador Fiscal del D:strito Judicial de Espai-
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no R. Reynoso, la persona civilmente responsable Bienve-1
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.	 .	 ItIcla Milagros Rojas de Hernández y la Compañía de Segu-

	

'	 ros Pepín, S. A., contra sentencia correccional No. 377, dic-
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tiene el dispositivo sigu:ente: "Falla: Primero: Que debe

	

'	 declarar, como al efecto declara al nombrado Luc'ano E.
Reynoso Rodríguez, de generales que constan, culpable de
violar las disposic:cncs de los artículos 49, apartado 1 y
65 de la Ley 211 scbre tránsito de vehículos y en consc-
cuencia se condena al pago de •una multa de RD$500.00,
(Quinientos pesos oro); Segundo: Se condena al señor Lu-
ciano 12 Reynoso Rodríguez, al pago de las costas penales;
Tercero: En cuanto a la forma se declara y vákda la cons-
titue On en parte civil hecha por Ics señores Colón Cama-
Cho y Fulgencio García Arias, en su calidad de espasos de
las víctimas, señoras Ana 13runilda Rodríguez y Modesta
Germosén R:vas, contra Luc:ano R. Reynoso Rodríguez,
Bienvenida Milagros Rojas de Hernández y la Compañia
Se.guros Pepin, S. A., a través de su abogado constituído y
apoderado especial, Dr. Juan Alborto Peña Lebrón, por ha-
ber sido realizada de acuerdo a las formalidades legales;
Cuarto: Se condena a los señores Luelano R. Reynoso y
Blenvenida Rojas de Hernández conjunta y soliciariamen-
te al pago inmediato de RD$5,000.00 (Cinco mil pCSOS oro)
en favor de Colón Camacho y RD$5,000.00 (Cinco mil pe-
SOS oro) en favor de Fulgencio García Arias, como justa
reparación por los daños morales y mater:ales sufridos
Por éstos a consecuencia de dicho accidente y en su cali-
dad de esposos de la víctima; Quinto: Condena a Luciano
R. Reynoso Rodríguez y Bienven'da M lagros Rojas de
Hernández, al pago de los interescs legales cle dicha suma
a Partir de la demanda en justicia; Seacto: Se condena a
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Luciano R. Reynoso Rodriguez y Bienvenida Milagros Re.
jas de Hernández, al pago de las costas civiles del proce-
dimiento, con distracción de las mismas en favor del Dr.
Juan Alberto Peña Lebrón, abogado, quien afirma estar-
las avanzando en su mayor parte; Séptimo: Se declara esta
sentencia común, ejecutoria y oponible a la Compañia de
Seguros Pepín, S. A., en su calidad de entdad asegurado-
ra de la responsabilidad civil de Bienvenida Milagros Ro-
jas de Hernández; por haber sIdo hechos de conformidad
a la Ley: SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra la per.
sona eivilmente responsable Bienvenida Milagros Rojas de
Hernández, por no haber comparecido, no obstante haber
sido citada legalmente; TERCERO: Confirma de la deci-
sión recurrida los ordinales: Primero, Tercero, Cuarto,
Quinto y Séptimo; CUARTO: Condena al prevenido Lu-
diano R. Reynoso al pago de la.s costas penales de esta al-
zada y condena a éste conjuntamente con la persona civil-
mente responsable Bienvenida Milagros Rojas de Hernán-
(lez, al pago de las costas eiviles de esta instancla, con dis-
tracción de las mismas en favor del Dr. Juan Alberto Pe-
ña Lebrón, quien afirma haberlas avanzado en su totali-
dad";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada, los siguientes meclios de casación:
Primer Medio: Falta de motivos sobre la influencia de las
víctimas en el accidente; Segundo Medio: Falta de moti-
vos sobre pedimentos formales de conclusiones;

Considerando, que en el desarrollo de sus medios de
cas-ación, que por su estrecha! relación se reúnen para su
examen, los recurrentes alegan en síntesis, que tanto en
primera instancia como en apelación los hoy recurrentes
alegaron que el accidente ocurrió porque las víctimas in-
tentaron cruzar la carretera, sin cerciorarse antes si per
dían hacerlo, y sin embargo la Corte a-qua, no ponderó es-
ta eireunstandia, y por ello atribuyó toda la eulpabilidad
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al prevenido recurrente; continúan alegando los recurren-
. tes, que aunque las conclusiones subsidiarias que ellos pro-f

dujeron, no tuvieron sentido inteligible, para acogerlas o
rechazarlas, y no lo hizo, por todo lo cual la sentencia im-
pugnada debe ser casada: pero.

Considerando, que la Corte a-qua para considerar úni-
co culpable del accidente cle que se trata al prevenido, Lu-
ciano R. Reynoso, mediante la ponderación de los elemen-
tos de juictio, que fueron regularmente administrados en
la instrucción de la causa dió por establecido: a) que sien-
do más o menos las 8 de la noche del 20 de diciembre de
1975, mientras el prevenido Luoiano E. Reynoso conducía
el carro placa pública 210-252, transitaba de Norte a Sur
por la carrotera Duarte, tramo Licey-Moca, al Ilegar fren-
te a la fábrica de refrescos Imperio, ciudad de Moca, atro-
pelló a Arcadia Modesta Germosén y Ana Brunilda Ro-
dríguez de Camacho, quienes resultaron muertos instanta-
neamente, por los golpes recibidos, y heridos Joaquín Her-
nández y Francisco Gutiérrez, pasajeros del carro; b) que
el carro no obstante haber alli una curva muy pronuncia-
da, transitaba a urta velocidad no permitida por la Ley,
lo que hizo que dicho vehículo se desviara de su pista nor-
mal, precipitándose al pasco de la misma, donde atropelló
a las victimas, que con la violencia del impacto fueron pro-
yeetados por encima de las verjas, cayendo dentro del pa-
tio de la fábrica de refrescos Imperio, de la ciudad de Mo-
ca; c) q ue el cazTo que conducía er chófer Reynoso, único
culpable ciel hccho, era propiedad de Bienvenicla Milagros
Rojas cle Hernández y estaba asegurado con la Compañía
de Seguros Pepín, S. A., mediante póliza vigente Núm. A-
22662-S;

Considerando, que lo que antecede pone de manifies-
to, que la Corte -a-qua, dió motivos suficientes y pertinen-
tes, para justificar su fallo, pero, contrariamente a lo ale-
gado por los recurrentes no tenía que dar motivos especia-
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Luciano R. Reynoso Rodríguez y Bienvenida Milagros
jas de Hernández, al pago de las costas civiles del proce-
dimiento, con distracci‘n de las mismas en favor del Dr,
Juan Alberto Peña Lebrón, abogado, quien afirma estar-
las avanzando en su mayor parte; Séptirno: Se declara esta
sentencia común, ejecutoria y oponible a la Compañía de
Seguros Pepín, S. A., en su calidad de entdad asegurado-
ra de la responsabilidad eivil de Bienvenida Milagros Ro-
jas de Hernández; por haber tdo hechos de conformidad
a la Ley: SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra la per-
sona civilmente responsable Bienvenida Milagros Rojas de
Hernández, por no haber comparecido, no obstante haber
sido ditada legalmente; TERCERO: Confirma de la deci-
sión recurrida los ordinales: Primero, Tercero, Cuarto,
Quinto y Séptimo; CUARTO: Condena al prevenido Lu-
(lano R. Reynoso al pago de las costas penales de esta al-
zada y condena a éste conjuntamente con la persona civil-
mente responsable Bienvenida Milagros Rojas de Hernán-
dez, al pago de las costas civiles de esta instanclia, con dis-
tracción de las mismas en favor del Dr. Juan Alberto Pe-
ña Lebrón, quien afirma haberlas avanzado en su totali-
dad";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada, los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Falta de motivos sobre la influencia de las
víctimas en el accidente; Segundo Medio: Falta de, moti-
vos sobre pedimentos formales de conclusiones;

Considerando, que en el desarrollo de sus medios de
casación, que por su cstrechal relación se reúnen para su
examen, los recurrentes alegan en síntesis, que tanto on
primera instancia como en apelación los hoy recurrentes
alegaron que el accidente ocurrió porque las víctimas in

-tentaron cruzar la carretera, sin cerciorarse antes si p0-

dían hacerlo, y sin embargo la Corte a-qtta, no ponderó
ta eiretinstandia, y por ello atribuyó toda la culpabilidad

al prevenido recurrente; continúan alegando los recurren-
tes, que aunque las conclusiones subsidiarias que ellos pro-
dujeron, no tuvieron sentido inteligible, para acogerlas o
rechazarlas, y no lo hizo, por todo lo cual la sentencia im-
pugnada debe ser casada: pero.

Considerando, que la Corte a-qua para considerar úni-
co culpable del accidente de que se trata al prevenido, Lu-
ciano R. Reynoso, mcdiante la ponderación de los elemen-
tos de juicio, que fueron regularmente administrados on
la instrucción de la causa dió por establecido: a) que sien-
do más o menos las 8 de la noche del 20 de diciembre de
1975, mientras el prevenido Luoiano E. Reynoso conducía
el carro placa pública 210-252, transitaba de Norte a Sur
por la wrretera Duarte, tramo Licey-Moca, al llegar fren-
te a la fábrica dc refrescos Imperio, ciudad de Moca, atro-
pelló a Arcadia Modesta Germosén y Ana 13runilda Ro-
driguez de Camacho, quienes resultaron muertos instanta-
neamente, por los golpes nxibidos, y heridos Joaquín Her-
nández y Francisco Gutiérrez, pasajeros del carro; b) quo
el carro no obstante haber allí una curva muy pronuncia-
da, transitaba a una velocidad no permitida por la Ley,
lo que hizo que dicho vehículo se desviara de su pista nor-
mal, precipitándose al paseo de la misma, donde atropelló
a las víctimas, que cOn la violencia del impacto fueron prO-
yeetados por encima de las verjas, cayendo dentro del pa-
110 de la fábrica de refrescos Imperle, de la ciudad de Mo-
ca; e) que el carro que conducía eY chófer Reynoso, imico
culpable del hecho, era propiedad de Bienvenida Milagros
Rojas de Hernandez y estaba asegurado con la Compañía
de Seguros Pepín, S. A., mediante póliza vigente Núm. A-
22662-5;

Considerando, que lo que antecede pone de manifits-
to, que la Corte a-qua, dió motivos suficientes y pertinen-
tes, para justificar su fallo, pero, contrariamente a lo ale.-
gado por los recurrentes Iler tenía que dar motivos especia-
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les, para el rechazamlento de un pedimento hccho en con-
clus:ones susidiarias, que ellos mismos han calificado de

que así mistno, la sentencia impugnada con-
tiene una exposición de hechos y de derechos, que ha pe.r-
mitido determinar que la ley ha sido blen aplicada, por lo
que los alegatos de los recurentes carecen de fundamento
y deben ser desstitnados;

Conslderando, otte los hechcs así establectdos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de haber
ocaslonado la m.uerte involuntariamente a clos personas y
hericlas a otras mas, con el manejo a conducción de un ve-
hículo de motor previsto en el articulo 49 de la Ley 241
de 1957, y sancionado con la pena más grave en el inciso
primero de dicho texto legal, con prisión de des (2) a aln-
co (5) años y multa de quinientos pesos oro RD$500.00 a
dos mil pesos oro (RD$2,000.00), si el accidente ocasiona-
re la muerte a una o más personas, como ocurrió en la es-
pecie; que en consccuencia, la Corte a-qua al condenar al
prevenido mmirrente a una multa de quin:entos pesos oro
(RD$500.00), acogiendo circunstanclas atenuantes, le apli-
có una pena ajustada a la ley;

Considerando, que así mismo, la Corte a-gtta apreció
soberanamente, que el hecho del prevenido había ocasio-
nado daños y perjuicios mater:ales y merales a las perso-
nas constituídas en partes civiles, y cvaluó dichos daños
en RD$5,000.00 en favor de Colón Camacho; RD$5,000.00
en favor cle Fulgenclo García Arias; que en consecuencia,
al condenar a Luc:ano R. Fteynos-o Rodríguez y Bienvzmi-
da Rojas de Hernández, al pago de csas sumas en favor de
Colón Camacho y Fulgencio García Aria.s, constituídos en
parte civil, más los interescs legales de dtchas sumas a
partir de la demanda, como indemnizacaión complementa-
ria, haciendo oporilles dichas condenaciones a la Compa-
ñía aseguradora, la Corte a-qua, hizo una correcta aplica-

cién de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y 1 y 10
de la lcy 4117 de 1955, sobre Seguro Obligaton:o de Ve-
hículos de Moter;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en cuanto pueda interesar al preve-
nido recurrente, no presenta vic:o alguno que justilLoue su
casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza lcs recursos de
casación interpuestos por los recurrentes Luciano R. Rey-
noso, Bienvenida Milagros Ftojas de. Hernández y la Com-
pañía de Seguros Pepin, S. A., contra la sentenc:a dictada
por la Corte de Apelación de La Vega, el 18 de mayo de
1977, cuyo díspositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Condena al prevenido Luclano
R. Reynoso, al pago de las costas.

FIRMADOS. — Néstor Contín Aybar, Fernando E. Ra-
velo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Franctsco
Beras, .Y(..,t q uín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
Almanzar, Felipe Osvaldo Perdorno Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat.— Miguel Jacobo, Seeretario General.
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
atuitencia pública del día, mes y año, en cl expresadas, y
fué firmada leída y publicada por mí, Secretario Gen4:-
ral, que certifico.— (Fdo.) 1V1iguel Jacobo.
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les, para el rechazarn:ento de un pedimento hecho en con-
clus:ones susidiarias, que ellos mismos han calificado de

que así mistno, la sentencia impugnada con-
tiene una exposiclen de hechos y de derechcs, que ha per-
mitido determinar que la ley ha sido b:en aplicada, por lo
que los alegatos de los recurrentes carecen de fundamento
y deben ser desstimados;

ConsIderando, que los hechos así establec idos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de haber
ocas:onado la muerte involuntariamente a dos personas y
heridas a otras más, con el manejo a conducción de un ve-
hículo de motor previsto en el artículo 49 de la Ley 241
de 1957, y sancionacio con la pena más grave en el inciso
primero de dicho texto legal, con prisión de dcs (2) a eln-
C() (5) años y multa de quinientos pesos oro RD$500.00 a
dos mil peses oro (RD$2,000.00), si el accidente ocasiona-
re la muerte a una o más personas, como ocurrió en la es-
pecie; que en consccuencia, la Cort,e a-gua al condenar al
prewnido recurrente a una multa de quin:entos pesos oro
(RD$500.00), acogiendo circunstancias atenuantes, le apli-
có una pena ajustada a la ley;

ConsIderando, que así mismo, la Corte a-gua apreció
soberanamente., que el hecho del prevenido había ocasio-
nado daños y perjuicios mater:ales y morsdes a las perso-
nas constituídas en partes civilcs, y evaluó dichos daños
en RD$5,000.00 en favor de. Colón Camacho; RD$5,000.00
en favor cle Fulgencio García Arias; que en consecuencia,
al condenar a Luclano R. Reynoso Rodríguez y Bienveni-
da P.ojas de Hernández, al pago de esas sumas en favor de
Colón Camacho y Fulgencio García Arias, constituídos en
parte civil, más los intereses legales de diehas sumas a
partir de la demanda, como indemnizacaión complementa-
rin, haciendo oponlbles dichas condenaciones a la Compa-
ñía aseguradora, la Corte a-gtta, hizo una correcta aplica-

ción de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y 1 y 10
de la ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatoro de Ve-
hículos de Motor;

Considerando, que exarninada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en cuanto pueda interesar al preve-
nido recurrente, no presenta vic:o alguno que jusbigue su
casación;

Por tales motivos, Printero: Rechaza lcs recursos de
casación interpuestos por las recurrentes Luciano R. Rey-
noso, Bienvenida Milagros Rojas de Hernández y la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., contra la sentenc:a dictada
por la Corte de Apelación de La Vega, el 18 de mayo de
1977, cuyo cifspositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Condena al prevenido Luciano
R. Reynoso, al pago de las costas.

F1RMADOS. — Néstor Contín Aybar, Fernando E. Ra-
vela de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Beras, .h.tt quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
Almanzar, Felipe Osvaldo Perclomo Báez, Joaquín L. Her-
aández Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
auCuencia pública del día, mes y aiío, en cl expresados, y
fué firmada lcída y publicada per mí, Secretario

que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE FEBRERO DEL :19SO

Sentencia impugnada: Corté de Apelación de San Francisco de
Macorís. de fecha 7 de diciembre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrente: José de la Cruz Santana.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 13 del mes de Febrero del año 1979, años
136' de la Independencia y 117' de la Restauración, dieta
en aucifencia pública, como Corte de Casación, la siguien-
te sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José de
la Cruz Santana, dominicano, mayor de edad, casado, do-
miciliado y residente en la calle Flostos No. 167, de la ciu-
dad de San Francisco de Macorís, cédula No. 2932, serie
56, contra la sentencia dictada el 7 de diciembre de 1975,
en sus atribuciones correccionales, por la Corte de Apela-
ción de San Francisco de Macorís, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-

ral de la República;
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Vista el acta del recurso, levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua, el 31 de enero de 1977, a requerimiento
del prevenido recurrente, en la cual se expresa que se in-
terpuso "por no estar conforme con la sentencia y no ha-
ber recibido la citación a causa, como lo comprueba el ofi-

, No. 1405, del Procurador General de 13/10/1976, f ir-
Jdo al pié por el Alguacil";

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
beradó y vistos los artículos 188 del Código de Procedi.-
miento Criminal y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una querella presentada por Rufino
Polanco contra José de la Cruz Santana, por violación a
la Ley de Cheques, No. 2859, del 1951, en su perjuicio,
después de varios reenvíos, la Segunda Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duar-
te, dictó en sus atribuciones correccionales, el 15 de mayo
de 1973, una sentencia con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: Primero: Declarar y declara buena y válida la cons-
titución on parte civil hecha por el agraviado; Rufino Po-
lanco, por mediación de su abogado constituido Dr. Da-
niel Estrada Santamaría, contra el prevenido José de la
Cruz Santana; por haber sido hecha en tiempo hábil y de
acuerdo a la Ley; Segundo: Pronunciar y pronuncia el de-
fecto Contra el prevenido, José de la Cruz Santana, de ge-
nerales ignoradas, por no haber comparecido, no obstan-
te estar legalmente citado; Tercero: Declarar y declara,
al prevenido José de la Cruz Santana, de generales igno-
radas, culpable del hecho puesto a su cargo, Violación a
la Ley de Cheques. en perjuicio del señor Rufino Polanco,
hecho ocurrido en esta ciudad, y en consecuencia se le
condena a sufrir la pena de Tres (3) meses de prisión co-
rreccional y al pago de las costas penales; Cuarto . Conde-
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE FEBRERO DEI, 1939

Sentencia impugnada: Corté de Apelación de San Francisco de

lUacoris. de fecha 7 de diciembre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrente: José de la Cruz Santana.
•	 	

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constatuída por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 13 del mes de Febrero del año 1979, años
136' de la Independencia y 117' de la Restauración, dicta
en audiencia pública. como Corte de Casación, la siguien-
te sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José de
la Cruz Santana, dominicano, mayor de edad, casado, do-
miciliado y residente en la calle Hostos No. 167, de la ciu-
dad de San Francisco de Macorís, cédula No. 2932, serie
56, contra la sentencia dictada el 7 de diciembre de 1976,
en sus atribuciones correccionales, por la Corte de Apela-
ción de San Francisco de Macorís, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-

ral de la República;

Vista el acta del recurso, levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua, el 31 de enero de 1977, a requerimiento
del prevenido recurrente, en la cual se expresa que se in-
terpuso "por no estar conforme con la sentencia y no ha-
ber recibido la citación a causa, como lo comprueba el of i-

cio No. 1405, del Procurador General de 13/10/1976, fir-
mado al pié por el Alguacil";

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
beradó y vistos los artículos 188 del Código de Proceda
miento Criminal y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a qtte ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una querella presentada por Rufino
Polanco contra José de la Cruz Santana, por violación a
la Ley de Cheques, No. 2859, del 1951, en su perjuicio.
después de varios reenvíos, la Segunda Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duar-
te, dictó en sus atribuciones correccionales, el 15 de mayo
de 1973, una sentencia con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: Primero: Declarar y declara buena y válida la cons-
titución en parte civil hecha por el agraviado; Rufino Po-
lanco, por mediación de su abogado constituido Dr. Da-
niel Estrada Santamaría, contra el prevenido José de la
Cruz Santana; por haber sido hecha en tiempo hábil y de
acuerdo a la Ley; Segundo: Pronunciar y pronuncia el de-
fecto contra el prevenido, José de la Cruz Santana, de ge-
nerales ignoradas. por no haber comparecido, no obstan-
te estar legalmente citado; Tercero: Declarar y declara.
al prevenido José de la Cruz Santana, de generales igno-
radas, culpable del hecho puesto a su cargo, Violación a
la Ley de Cheques, en perjuicio del señor Rufino Polanco,
hecho ocurrido en esta ciudad, y en consecuencia se le
condena a sufrir la pena de Tres (3) meses de prisión co-
rreccional y al pago de las costas penales; Cuarto: Conde-
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nar y condena a d icho prevenido José de la Cruz Santana
al pago de una indemnización ascendente a la suma de
RDS300.00 (Quinientos pesos oro), en favor del agraviado
Rufino Polanco, como justa reparación por los daños mo-
rales y materiales sufridos por él, a causa del hecho delic-
tuoso cometido por dicho prevenido José de la Cruz San-
tana, con la expedición del Cheque sin fondo a su favor;
Qu'nto: Condenar y condena al prevenido José de la Cruz
Santana al pago de la suma adeudada al señor Ruf.no Po-
lanco, ascendente a RD$315.00 (Trescientos quince pesos
oro), de acuerdo al Cheque que figura en el expediente de-
bidamente protestado; Sexto: Condenar y condena al pre-
venido José de la Cruz Santana al pago de las costas civi-
les, con distracción de ellas en favor del Dr. Daniel Estra-
da Santamaría, quién afirma haberlas avanzado en su to-
talidad"; b) que sobre oposición del prevenido la referida
Cámara Penal dictó el 11 de marzo de 1974, una sentenda
mediante la cual, después de declarar bucno y válido el re-
curso, en la forma confirma su anterior sentencia; c) que
sobre el recurso de apelación del prevenido, la Corte de
Apelación de San Francisco de Macorís, después de suce-
sivos reenvíes, dictó una sentencia, el 23 de mayo de 1975,
mediante la cual, después de declarar regular y válido el
recurso de apelación interpuesto por el prevenido José de
la Cruz Santana, por ajustarse a las normas procesales y
pronunciar el defecto contra dicho prevenido, cont rmó
en todos sus aspectos la sentencia impugnada y condenó
al apelante al pago de las costas; d) que sobre oposición
del referido prevenido, la Corte de Apelación de San Fran-
cisco de Macorís, después de varios reenvíos, dictó la sen-
tencia ahora impugnada, cuyo disposit..vo es el siguiente;
FALLA: PRIMERO: Declara nulo recurso de oposición
interpuesto por el prevenido José de la Cruz Santana, in-
culpado de violación a la ley No. 2859, por no haber com-
parecido no obstante estar legalmente citado; SEGUNDO:
Condena al prevenido al pago de las costas;

Considerando, que el recurrente al interponer su re-
curso expresó que lo hacía por "no haber recibido la cita-
ción a causa como lo comprueba el oficio No. 1405, del Pro-

irador General de 13/10/1976, firmado al pié por el Al-
n uacil; pero,

Considerando, que el examen del expediente revela
que la nota que aparece al pie del citado ofido No. 1405
del Procurador General de la Corte de Apelación de San
Francisco de Macorís, en relación con la citación del pre-
venido Jcsé de la Cruz Santana, contrariamente a lo alega-
do por éste, no se refiere a su persona, sino a la de Rufino
Polanco. constitu'do en parte civil; que, por otra paree, en el
expediente figura el acto de citación del prevenido de fe-
cha 13 de noviembre de 1976, para comparecer el día 7 de
diciembre de 1976, a las nueve horas de la mañana, por
ante la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís,
para ser juzgado por el delito de violación a la Ley 2859,
(Ley de Cheques), en perjuicio de Rufino Polanco, el cual
fué instrumentado por el Alguacil de Estrados de la Ccrte
de Apelación de San Francisco de Macorís, César Javier
L.; que, por tanto el med r o de casación propuesto por el
prevenido, al interponer su recurso, carece de fundamento
y debe por tanto, ser desestimado;

Considerando, que el recurso del prevenido tiene siem-
pre un carác:tcr general, por lo que, aunque señ ie medies
en que lo fundamente, al interponerlo, como ha ocurrido
en la especie, no por esto Verde dicho recurso el indicado
carácter; por lo que procede examinar la sentencia impug-
nada, en todo cuanto concierne al recurrente;

Consideran,do, que dicho examen revela que la Corte
a-qua, estableció: a) que frente al recurso de apelación del
prevenido José de la Cruz Santana contra la sentencia co-
rreccional del 11 de marzo de 1974, d ; ctacla por la Segunda
Cámara Penal del Distr:to Judicial de Duarte, cuyo dis-
positivo ya ha sIdo transcrito, la Corte de Apelación de
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nar y condena a d icho prevenido José de la Cruz Santana
al pago de una indemnización ascendente a la suma de
RDS500.00 (Quinientos pesos oro), en favor del agraviado
Rufino Polanco, como justa reparación por los daños mo-
rales y inaterialcs sufridos por él, a causa del hecho delic-
tuoso cometido por dicho prevenido José de la Cruz San-
tana, con la expedición del Cheque sin fondo a su favor;
Qu i nto: Condenar y condena al prevenido José de la Cruz
Santana al pago de la suma adeudada al señor Ruf.no Po-
lanco, ascendente a RD$315.00 (Tresc ientos quince pesos
oro), de acuerdo al Cheque que figura en el expediente de-
bidamente protestado; Sexto: Condenar y condena al pre-
venido José de la Cruz Santana al pago de las costas civi-
les, con distracción de ellas en favor del Dr. Daniel Estra-
da Santamaría, quién afirma haberlas avanzado en su to-
talidad"; b) que sobre oposición del prevenido la referida
Cámara Penal dictó el 11 de marzo de 1974, una sentencia
mediante la cual, después de declarar bueno y válido el re-
curso, en la forma confirma su anterior sentencia; c) que
sobre el recurso de apelación del prevenido, la Corte de
Apelación de San Francisco de Macorís, después de suce-
sivos reenvíes, dictó una sentencia, el 23 de mayo de 1975,
mediante la cual, después de declarar regular y válido el
recurso de apelación interpuesto por el prevenido José de
la Cruz Santana, por ajustarse a las normas procesales y
pronunciar el defecto contra dicho prevenido, conf rmó
en todos sus aspectos la sentencia impugnada y condenó
al apelante al pago de las costas; d) que sobre oposición
del referido prevenido, la Corte de Apelación de San Fran-
cisco de Macorís, después de varios reenvíos, dictó la sen-
tencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente;
FALLA: PRIMERO: Declara nulo recurso de aposición
interpuesto por el prevenido José de la Cruz Santana, in-
culpado de violación a la ley No. 2859, por no haber com-
parecido no obstante estar legalmente citado; SEGUNDO:
Condena al prevenido al pago de las costas;

Considerando, que el recurrente al interponer su re-
curso expresó que lo hacía por "no haber recibido la cita-
ción a causa como lo comprueba el oficio No. 1405, del Pro-
curador General de 13/10/1976, firmado al pié por el Al-
guacil; pero,

Considerando, que el examen del expediente revela
que la nota que aparece al pie del citado ofici o No. 1405
del Procurador General de la Corte de Apelación de San
Francisco de Macorís, en relación con la citación del pre-
venido Jcsé de la Cruz Santana, contrariamente a lo alega-
do por éste, no se refiere a su persona, sino a la de Rufino
Polanco, constittildo en parte civil: que. por otra par;e, en el
expediente figura el acto de citación del prevenido de fe-
cha 13 de noviembre de 1976, para comparecer el día 7 de
diciembre de 1976, a las nueve horas de la mañana, por
ante la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís,
para ser juzgado por el delito de violación a la Ley 2839,
(Ley de Cheques), en perjuicio de Rufino Polanco, el cual
fué instrumentado por el Alguacil de Estradcs de la Ccrte
de Apelación de San Francisco de Macorís, César Javier
L.; que, por tanto el med:o de casación propuesto por el
prevea do, al interponer su recurso, carece de fundamento
y debe por tanto, ser desestimado;

Considerando, que el recurso del prevenido tiene siem-
pro un carácter general, por lo que. aunque szñ ie medies
en que lo fundamente, al interponerlo, como ha ocurrido
en la especie, no por esto plerde dicho recuno el indicado
carácter; por lo que procede examinar la sentencia impug-
nada, en todo cuanto concierne al recurrente;

Consideran,do, que dicho examen revela que la Corte
a-qua, estableció: a) que frente al recurso de apelación del
prevenido José de la Cruz Santana contra la sentencia co-
rreccional del 11 de marzo de 1974, d ; ctada por la Scgunda
Cámara Penal del Distrito Judicial de Duarte, cuyo dis-
positivo ya ha sido transcrito, la Corte de Apelación de
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San Francisco de Macorís, por sentencia del 23 de mayo
de 1975, confirmó la sentencia impugnada en defecto; b)
que dicho prevenido interpuso recurso de oposición con-
tra la referida sentencia; c) que el día fijado para cono-
cer su recurso, el prevenido no compareció, no obstante
estar legalmente citado; d) que el Magistrado Procurador
General de la Corte pidió que el recurso de oposición fue-
ra declarado nulo e inadmisible;

Considerando, que cuando el Ministerio Público pide
la nulidad o inadmisibilidad del recurso de oposición, una
vez comprobada la no comparecencia del prevenido opo-
nente, no obstante haber sido legalmente citado, el Tribu-
nal o Corte debe limitarse a pronunciar la nulidad de la
oposición, como ocurrió en la especie; que por tanto, la
Corte a-qua hizo una correcta aplicación del artículo 183
del Código de Procedimiento Criminal, por lo que el re-
curso del prevenido debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José de la Cruz Santana, contra la
sentencia dictada el 7 de diciembre de 1976, en sus atri-
buciones correccionales, por la Corte de Apelación de San
Franuelsco de Macorís. cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al
recurrente al pago de las costas.

FIRMADOS. — Néstor Contín Aybar, Fernando E. Ra-
velo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez. — Miguel Jacobo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en ól expresados, y
fué firmada. leída y publicada por mí, Secretario Gme-
ral, que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.
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st,XTENCIA DE FECHA 13 DE FEBRERO DEL 1980

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
coris, de fecha 8 de junio de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Miguel Japa y la Compañía de Seguros San Rafael,
C. por A.

Abogados: Dr. Luis Silvestre Nina Mota;

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, y Joaquín L. Her-
nández Espaillat, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distn:to Nacional, hoy día 13 del
mes de febrero del año 1980, años 136' de la Independen-
cia, y 117' de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Miguel Japa, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, comerciante, domiciliado en Los Chicharrones-Las
Cayas, Municipio de Hato Mayor, cédula No. 7872, serie
23 y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., con
su domicilio en la calle Leopoldo Navarro esquina San
Francisco de Macorís, de esta ciudad; contra la sentencia
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San Francisco de Macorís, por sentencia del 23 de mayo
de 1975, confirmó la sentencia impugnada en defecto; b)
que dicho prevenido interpuso recurso de oposición con-
tra la referida sentencia; c) que el día fijado para cono-
cer su recurso, el prevenido no compareció, no obstante
estar legalmente citado; d) que el Magistrado Procurador
General de la Corte pidió que el recurso de oposición fue-
ra declarado nulo e inadmisible;

Considerando, que cuando el Ministerio Público pide
la nulidad o inadmisibilidad del recurso de oposición, una
vez comprobada la no comparecencia del prevenido opo-
nente, no obstante haber sido legalmente citado, el Tribu-
nal o Corte debe limitarse a pronunciar la nulidad de b
oposición, corno ocurrió en la especie; que por tanto, la
Corte a-qua hizo una correcta aplicación del artículo 183
del Código <le Procedimiento Criminal, por lo que el re-
curso del prevenido debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José de la Cruz Santana, contra la
sentencia dictada el 7 de diciembre de 1976, en sus atri-
buciones correccionales, por la Corte de Apelación de San
Franucisco de Macorís. cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al
recurrente al pago de las costas.

FIRMADOS. — Néstor Contín Aybar, Fernando E. Ra-
velo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joa quín M. Al-
varez Perelló. Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez. — Miguel Jacobo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada pdr los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada. leída y publicada por mí, Secretario Gon y

-ral, que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.
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SIXTENC1A DE FECHA 13 DE FEBRERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
.	 corfs, de fecha 8 de junio de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Miguel Japa y la Compañía de Seguros San Rafael,
C. por A.

Abogados: Dr. Luis Silvestre Nina Mota;

Dios. Patria y Libertad,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, y Joaquín L. Her-
nández Espaillat, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo

mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 13 del
es de febrero del año 1980, años 136' de la Independen-
a, y 117' de la Restauración, dicta en audiencia pública,

. como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Miguel Japa, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, comerciante, domiciliado en Los Chicharrones-Las
Cayas, Municipio de Hato Mayor, cédula No. 7872, serie
23 y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., con
su domicilio en la calle Leopoldo Navarro esquina San
Frarteisco de Macorís, de esta ciudad; contra la sentencia
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dictada por la Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís, en sus atribuciones correccionales, el 8 de junio de
1976, cuyo dispositivo se copia más adelante:

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Mauriolo E. Acevedo, en representación
del Dr. Luis S Ivestre Nina Mota, cédula No. 22398, serse
23, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-
ral de la República;

Vista el acta de casación, levantada en la Secretaria
de la Corte a-qua, el 25 de junio de 1976, a requerimiento
del Dr. Mauricio E. Acevedo Salomón, cédula No. 114282,
serie primera, en representación del Dr. Luis Silvestre
Nina Meta, ahogado de los recurrentes, acta en la cual
no se prepone contra la sentencia impugnada ningún me-
dio determinado de casación;

Visto el mcmorial de los recurrentes y el escrito de
ampliación de fechas 13 y 14 de febrero de 1978, suscrito
por su abogado, en los que se proponen contra la senten-
cia impugnada el medio que se indica más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los textos legales invocados por los re-
currentes, que se mencionan más adelante, y los artículos
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentes a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)

que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la
Autopista Guayacanes-San Pedro de Macorís, el 20 de di-
ciembre de 1970, en el cual una persona resultó muerta, el
Juzgado de Primera Instancia de San Pedro de Macaris,
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dictó el 23 de mayo de 1973, una sentencia cuyo dispositivo
es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se pronuncia el de-
tecto contra Eligio Rodríguez y Rodríguez, por no haber
comparecido, no obstante haber sido legalmente citado;
SEGUNDO: Se declara a Rafael Emilio Ccrporán y

Rodríguez y Rodríguez, culpables del delito de ho-
micidio involuntario ocasionado con el manejo de un ve-
hiculo de motor, hecho previsto y sancionado per el ar-
ticulo 49 inciso 1ro. de la Ley No. 241 de 1967; TERCE-

.1-: RO: Se condena a Rafael 	 Corporán a 6 meses dehow;
prisión y RD$50.00 de multa, acogiendo en su favor c:r-
cunstanc:as atenuantes; y a Eigio Rodríguez y Rodrí-
guez a 2 años de prisión y RD$500.00 de multa; CUAR-
TO: Se condenan al pago de las costas; QUINTO: Se pro-
nuncia el defecto contra la parte civil constituida, por
falta de coneltu:r"; b) que sobre las apelaciones interpues-
tas, intervino el 8 de junio de 1976, el fallo ahora im-
pugnado en casación, cuyo d apositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Admite como regulares y válidos, en cuan-
to a la forma, los recursos de	 ape'aeión interpuestos
por Rafael Emilio Corporán y Altagracia Girón, inculpa-
do y parte civil constituída, respectivamente, contra sen-
tencia dictada, en atribuciones correccionales y en fecha
23 de mayo de 1973, por el Juzgado de Primera Instancia
del Distn:to Judicial de San Pedro de Macorís, que conde-
nó al referido inculpado Rafael Emilio Corporán, a sufrir
la pena de seis meses de prisión, a pagar una multa de cin-
cuenta pesos (RD$50.00) y las costas, acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes, por el delito de violación
a la Ley No. 241 de tránsito de vehículos de motor, en per-
Inicio de Héctor Julio Girón (fallecido) y pronunció defec-
to contra dicha parte civil constituída por falta de con-
cluir; SEGUNDO: Ratifica el defecto pronunciado en la
audiencia celebrada en fecha 5 de marzo de 1976, contra
Eligio Rodríguez y Rodríguez, por falta de comparecer,
no obstante haber sido legalmente citado; TERCERO: Ad-
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dictada por la Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís, en sus atribuciones correccionales, e4 8 de junio de
1976, cuyo dispositivo se copia más adelante:

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Mauriolo E. Acevedo, en representación
del Dr. Luis S.Ivestre Nina Mota, cédula No. 22398, serse
23, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus
clusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene-
ral de la República;

Vista el acta de casación, levantada en la Secretaria
de la Corte a-qua, el 25 de junio de 1976, a requerimiento
del Dr. Mauricio E. Acevedo Salomón, cédula No. 114282,
serie primera, en representación del Dr. Luis Silvestre
Nina Mota, ahogado de los recurrentes, acta en 'a cual
no se prepone contra la sentencia impugnada ningún me-
dio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes y el escrito de
ampliación de fechas 13 y 14 de febrero de 1978, suscrito
por su abogado, en los que se proponen contra la senten-
cia impugnada el medio que se Indica más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los textos legales invocados por los re-
currentes, que se mencionan más adelante, y los artículos
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentes a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la
Autopista Guayacanes-San Pedro de Macorís, el 20 de di-

ciembre de 1970, en el cual una persona resultó muerta, el
Juzgado de Primera Instancia de San Pedro de Macorís,

dictó el 23 de mayo de 1973, una sentencia cuyo dispositivo
es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se pronuncia el de-
Ucto contra Eligio Rodríguez y Rodríguez, por no haber
comparecido, no obstante haber sido legalmente citado;
SEGUNDO: Se declara a Rafael Em:lio Corporán y Eli-
g!o 	 y Rodríguez, culpables del delito de ho-
micidio involuntario ocasionado con el manejo de un ve-
hículo de motor, hecho previsto y sancicnado per el ar-
tículo 49 inciso 1ro. de la Ley No. 241 de 1967; TERCE-
RO: Se condena a Rafael Emilio Corporán a 6 meses de
prisión y RD$50.00 de multa, acogiendo en su favor c:r-
cunstancias atenuantes; y a rigio Rodríguez y Rcdrí-
guez a 2 años de prisión y RD$500.00 de multa; CUAR-
TO: Se condenan al pago de las costas; QUINTO: Se pro-
nunc:a el defecto contra la parte civil constituida, por
falta de concluir'; b) que sobre las apelaciones interpues-
tas, intervino el 8 de junio de 1976, el fallo ahora im-
pugnado en casación, cuyo d spositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Admite como regulares y válidos, en caan-
to a la forma, los recursos de ape'ación interpuestos
por Rafael Emilio Corporán y Altagracia Girón, inculpa-
do y parte civil constituída, respeervamente, contra sen-
tencia dictada, en atribuciones correccionales y en fecha
23 de mayo de 1973, por el Juzgado de Primera Instancia
del Distn:to Judicial de San Pedro de Macorís, que conde-
nó al referido inculpado Rafael Emilio Corporán, a sufrir
la pena de seis meses de prisión, a pagar una multa de cin-
cuenta pesos (RD$50.00) y las costas, acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes, por el delito de violación
a la Ley No. 241 de tránsito de vehículos de motor, en per-
juicio de Héctor Julio Girón (fallecido) y pronunció defec-
to contra dicha parte civil constituida por falta de con-
cluir; SEGUNDO: Ratifica el defecto pronunciado en la
audiencia celebrada en fecha 5 de mano de 1976, contra
Eligio Rodríguez y Rodríguez, por falta de comparecer,
no obstante haber sido legalmente citado; TERCERO: Ad-
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mite como regular y válida, en cuanto a la forma, en su
condición de madre del finado Héctor Jultio Girón, contra
Eligio Rodríguez y Rodríguez, por su hecho personal y
Miguel Japa, en su calidad de comitente de Eligio Rodri-
guez y Rodríguez, y la San Rafael, C. por A., entidad ase-
guradora del vehículo propiedad del aludido Miguel Japa;
CUARTO: Confirma la mencionada sentencia recurrida en
cuanto concierne al prevenido Rafael Emilio Corporán;
QUINTO: Condena a Eligio Rodríguez y Rodríguez y a
Miguel Japa, al pago solddario de una indemnización de
cinco mil pesos RD$5,000.00), en beneficio de Altagracia
Girón, parte civil constituida, como justa reparación por
los daños y perjuicios morales y materiales sufridos, te-
niendo en cuenta la falta de los conductores Rafael Emi-
lio Corporán y Eligio Rodríguez y Rodríguez, en iguales
proporciones; SEXTO: Condena al repetido inculpado Ra-
fael Emilio Corporán, al pago de las costas penales; SEP-
TIMO: Condena a los inculpados Eligio Rodríguez y Ro-
dríguez, así como a Miguel Japa, al pago de las costas ci-
viles de esta instancia, con distracción de las mismas en
proyecho del Doctor Manuel Antonio Nolasco Guzmán,
por afirmar haberlas avanzado en su totalidad; OCTAVO:
Declara la presente sentenela común y oponible en su as-
pecto civil a la San Rafael, C. por A., en su calidad de Com-
pañía Aseguradora del vehículo propiedad de Miguel Ja-
pa";

Considerando, que los recurrentes proponen, contra la
sentencia impugnada, el siguiente medio único de casa-
ción; Falsa aplicación de los artículos 1384 del Código Ci-
vil y 23 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que los recurrentes, Miguel Japa, pues-
to en causa como civilmente responsable, y la Compañía
de Seguros San Rafael, C. por A., alegan, en síntesis, lo
que sigue: que para la Corte a-qua el accidente tuvo por
causa eficiente y adecuada, la conducción imprudente de

Rafael Emilio Corporán, en vista dé que éste reconoció
que a pesar de haber sido cegado por las luces de un ve-
hícul o que iba en sentido contrario, no detuvo su vehículo;
que el vehículo de Miguel Japa, que manejaba Eligio Ro-
dríguez y Rodríguez, estaba debidamepte estacionado en
el paseo y a su derecha, por lo que, no estaba obstaculizan-
do el tránsito de ningún vehículo en la carretera o sobre
el pavimento, que la falta retenida a cargo de Eligio Ro-
dríguez y Rodríguez, de no haber dejado una luz encen-
dida en la camioneta cuando la abandonó, no es causa efi-
ciente y adecuada del accidente, y siquiera puede afirmar-
se que contribuyó a dicho accidente: que no tiene base ju-
rídica la condenación de Eligio Rodríguez y Rodríguez y de
Miguel Japa, en el aspecto civil; que está plenamente es-
tablecido que la camioneta de Miguel Japa estaba debida-
mente estacionada en el paseo, fuera del pavimento por
donde transitaban los vehículos, que no constituía ningún
cbstáculo para el libre transito de los vehículos y no era
necesario que se encendieran las luces; que así las cosas,
resulta evidente que, al juzgarse a Miguel Japa como civil-
mente responsable de los daños y perjuicios sufridos por
Altagracia Girón, por aplicación de las disposiciones del
articulo 1384 del Código Civil, se ha hecho una falsa apli-
cación de estas disposiciones legales, habida cuenta de que,
el único hecho imputado a su proposé, no finé causa efi-
ciente y adecuada de los daños y perjuicios cuya repara-
ción reclama Altagracia Girón; que al condenarse civil-
mente a Eligio Rodriguez y Rodríguez y a Miguel Japa a
la reparación de los daños y perjuidos sufridos por Alta-
gracia Girón, se ha incurrido, además de la violación al
artículo 1384 del Código Civil, en la violación de las dis-
posiciones del inciso quinto del artículo 23 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, por cuanto la sentencia no
contiene motivos suficientes para justificar su dispositivo,
en cuanto condena civilmente a los recurrentes, por lo que
procede casar la sentencia 'impugnada; pero,
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mite como regular y válida, en cuanto a la forma, en su
condición de madre del finado Héctor Jullo Girón, contra
Eligio Rodríguez y Rodríguez, por su hecho personal y
Miguel Japa, en su calidad de comitente de Eligio Rodrí-
guez y Rodríguez, y la San Rafael, C. por A., entidad ase-
guradora del vehículo propiedad del aludido Miguel Japa;
CUARTO: Confirma la mencionada sentencia recurrida en
cuanto concierne al prevenido Rafael Emilio Corporán; ,
QUINTO: Condena a Eligio Rodríguez y Rodríguez y a

Miguel Japa, al pago sokdario de una indemnización de
cinco mil pesos RD$5,000.00), en beneficio de Altagracia
Girón, parte civil constituida, como justa reparación por
los daños y perjuicios morales y materiales sufridos, te-
niendo en cuenta la falta de los conductores Rafael Emi-
lio Corporán y Eligio Rodríguez y Rodríguez, en iguales
proporciones; SEXTO: Condena al repetido inculpado Ra-
fael Emilio Corporán, al pago de las costas penales; SEP-
TIMO: Condena a los inculpados Eligio Rodríguez y Ro-
dríguez, así como a Miguel Japa, al pago de las costas ci-
viles de esta instancia, con distracción de las mismas en
provecho del Doctor Manuel Antonio Nolasco Guzmán,.
por afirmar haberlas avanzado en su totalidad; OCTAVO:
Declara la presente sentenela común y oponible en su as-
pecto civil a la San Rafael, C. por A., en su calidad de Com-
pañía Aseguradora del vehículo propiedad de Miguel Ja-
pa";

Considerando, que los recurrentes proponen, contra la
sentencia impugnada, el siguiente medio único de casa-
ción; Falsa aplicación de los artículos 1384 del Código Ci-
vil y 23 de la Ley sobre Procedgmiento de Casación;

Considerando, que los recurrentes, Miguel Japa, pues-
to en causa como civilmente responsable, y la Compañía
de Seguros San Rafael, C. por A., alegan, en síntesis, lo
que sigue: que para la Corte a-qua el accidente tuvo por
causa eficiente y adecuada, la conducción imprudente de
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Rafael Emilio Corporán, en vista dé que éste reconoció
que, a pesar de haber sido cegado por las luces de un ve-
hículo que iba en sentido contrario, no detuvo su vehículo;
que e] vehículo de Miguel Japa, que manejaba Ehgio Ro-
drlguez y Rodríguez, estaba debidamente estacionado en
el paseo y a su derecha, por lo que, no estaba obstaculizan-
do el tránsito de ningún vehículo en la carretera o sobre
el pavimento; que la falta retenida a cargo de Eligio Ro-
dríguez y Rodríguez, de no haber dejado una luz encen-
dida en la camioneta cuando la abandonó, no es causa efi-
ciente y adecuada del accidente, y siquiera puede afirmar-
se que contribuyó a dicho accidente; que no tiene base ju-
rídica la condenaalón de Eligio Rodríguez y Rodríguez y de
Miguel Japa, en el aspecto civil; que está plenamente es-
tablecido que la camioneta de Miguel Japa estaba debida-
mente estacionada en el paseo. fuera del pavimento por
donde transitaban los vehículos, que no constituía ningún
obstáculo para el libre tránsitó de los vehículos y no era
necesario que se encendieran las luces; que así las cosas,
resulta evidente que, al juzgarse a Miguel Japa como civil-
mente responsable de los daños y perjuicios sufr,:dos por
Altagracia Girón, por aplicación de las disposiciones del
,
'
artículo 1384 del Código Civtil, se ha hecho una falsa apli-
eación de estas disposiciones legales, habida cueñta de que,
el único hecho imputado a su propasé, no futé causa efi-
ciente y adecuada de los daños y perjuicios cuya repara-
ción reclama Altagracia Girón; que al condenarse civil-
mente a Eligio Rodríguez y Rodríguez y a Miguel Japa a
la reparación de los daños y perjuidos sufridos por Alta-
gracia Girón, se ha incurrido, además de la violación al
artículo 1384 del Código Civil, en la violación de las dis-
posiciones del inciso quinto del artículo 23 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, por 	 cuanto la sentencia no
contiene motivos suficientes para justificar su dispositivo,
en cuanto condena civilmente a los recurrentes, por lo que
Procede casar la sentencia impugnada, pero,

1
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Considerando, que la Corte a-qua, para declarar que
Eligio Rodr6guez y Rodríguez había cometido faltas que
incidieron en el accidente en• el que perdió la vida Héctor
JuVo Girón y fallar como lo hizo, dió por establec do: que
el 20 de diciembre de 1970, en horas de la noche, ocurrió
un accidente de tránsito en la Autopista Guayacanes-San
Pedro de Macorís, en el cual la guagua placa pública No.
68954, prop i edad de Elsa María León Girón, conducida de
este a oeste por la referida carretera, por Rafael Emilio
Corperán, chocó, por la parte trasera izquierda, la camio-
neta placa No. 87033, propiedad de Miguel Japa, asegurada
con la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., la que
había sido dejada estacionada, a la derecha de la mencio-
nada carretera, por su conductor Eligio Rodríguez y Ro-

dríguez; que en el accidente resultó muerto Héctor Julio
Girón, a causa de los golpes recibidos; que Eligio Rodrí-
guez y Rodríguez, cometió faltas que incidieron en el ac-
cidente, al dejar estacionadala carn'oneta que las dos rue-
das derechas en el paseo y las dos de la izquierda sobre la
carretera; que el espacio que ocupaba en la vía impedía
pasar libremente, a un vehículo por la mitad que corres-
ponde a la derecha de Oeste a Ecte; que la camioneta no
tenía ninguna luz encendida, 	 ninguna otra señal, ni ha-
bía alumbrado público en la carretera; que la camioneta
que manejaba Eligio Rodríguez y Rodríguez era propiedad
de Miguel Japa y que el primero estaba al servicio y bajo
las órdenes del segundo; que, en consecuenda, al condenar
a Miguel Japa, puesto en causa como civilmente respon-
sable, al pago de una indemnización de RD$5,000.00, en
favor de Altagracia Girón, parte civil constituida, como re-
paradón por los daños y perjuicios materiales y morales,
por ella experimentados, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación del artículo 1384 del Código Civil, y dió moti-
vos suficientes que justIfican el dispositivo de la senten-
cia impugnada; por todo lo cual, los alegatos de los recu-
rrentes carecen de fundamentos y deben ser desestimados;

Por tales motivos, U N I C  Rechaza los recursos de
casación intarpuestos por Miguel Japa y la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., contra la sentencia d:ctada
por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en sus
atribuciones correce.onales, el 8 de junio del 1976, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo.

FIRMADOS. — Néstor Contín Aybar, F. E. Ravelo de
la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco 	 Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautitsa Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezami'into, en la
audiencia públ ca del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
ue certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.
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Considerando, que la Corte a-qua, para declarar que
Eliglo Rodrriguez y Rodríguez había cometido faltas que
incidieron en el accidente en el que perdió la vida Héctor
Julio Girón y fallar como lo hizo, dió por establcc do: que
el 20 de diciembre fle 1970, en horas de la noche, ocurrió
un accidente de tránsito en la Autopista Guayacanes-San
Pedro de Macoris, en el cual la guagua placa pública No.
68954, prop i edad de Elsa María León Girón, conducida de
este a reste por la referida carretera, por Rafael Emilio
Corporán, chocó, por la parte trasera izquierda, la camio-
neta placa No. 87033, propiedad de Miguel Japa, asegurada
con la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., la que
había sido dejada estacionada, a la derecha de la menclo-
nada carretera, por su conductor Eligio Rodríguez y Ro-
dríguez; que en el accidente resultó muerto Héctor Julio
Girón, a causa de los golpes recibidos; que Eligio Rodrí-
guez y Rodríguez, cometió faltas que incidieron en el ac-
cidente, al dejar estacionadala cami oneta que las dos rue-
das derechas en el paseo y las dos de la izquierda sobre la
carretera; que el espacio que ocupaba en la vía impedía
pasar libremente, a un vehículo por la mitad que corres-
ponde a la derecha de Oeste a Ecte; que la camioneta no
tenía ninguna luz encendida, nii ninguna otra señal, ni ha-
bía alumbrado público en la carretera; que la camioneta
que manejaba Eligio Rodríguez y Rodríguez era propiedad
de Miguel Japa y que el primero estaba al servicio y bajo
las órdenes del segundo; que, en consecuenea, al condenar
a Miguel Japa, puesto en causa como civilmente respon-
sable, al pago de una indemnización de RD$5,000.00, en
favor de Altagracia Girón, parte civil constituida, como re-
parace ón por los daños y perjuicios materiales y morales,
por ella experimentados, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación del artículo 1384 del Código Civil, y dió moti-
vos suficicntes que justifican el dispositivo de la senten-
cia impugnada; por todo lo cual, los alegatos de los recu-
rrentes carecen de fundamentos y deben ser desestimados;

Por tales motivos, U N I C O: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Miguel Japa y la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., contra la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en sus
atribuciones correce onales, el 8 de junio del 1976, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo.

FIRMADOS. — Néstor Contín Aybar, F. E. Ravelo de
la Fuente, Manuel A. Amiema, Francisco	 Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautitsa Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Fspaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia públ i ca del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.

ti
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE FEBRERO DEL 138o

Sentencia impugnada: Corone de Apelación de La Vega, de fecha
22 de febrero de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente: Raúl Gómez Luis.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 13 del mes de Fe-
brero, del año 1980, años 136' de la Independencia y 117'
de la Restauración, dieta en audiencia pública, como Cor-
te de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Raúl Gó-.
mez Luis, dominicano, mayor de edad, agricultor, cédula
No. 1566, serie 47; domiciliado y residente en la Sección
Jumunucú, paraje La Guama, municipio de La Vega, en
la causa seguida a Eugenio Gutiérrez Flores, contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales, por la Cor-
te de Apelación del Departamento Judicial de La Vega, en:
fecha 22 de febrero de 1977, cuyo dispositivo dice así: "FA
LLA: Primero: Declara la vía de procedencia de las cons-
tancias de citación del prevenido y civilmente responsable

Eugenio Gutiérrez Flores, la Compañía unión de Seguros,
por A., de la parte civil constituida Raúl ó Rafael Gó-

mez Luis, el agraviado Francisco Isaías Gómez Luis y los
testigos Daisy González, Rosario Alvarez y Leonardo An-
tonio González, para integrar el expediente, al través del
abogado de la parte civil constituida Dr. José Enrique Me-
jía, tal como lo ha manifestado en esta audiencia y no por
órgano del Magistrado Procurador General de esta Corte,
que es la vía normal, ya que dichas citaciones se han satis-
fecho a requerimiento del dicho Magistrado y no a expen-
sas y por diligencias privadas de la parte civil constituida,
por lo que esta Corte, entiende que con este procedimiento
se viola el mecanismo normal de satisfacer un expediente
y presentarlo a audiencia y el derecho de defensa; en con-
secuencia, reenvía la causa para una próxima audiencia, a
fin de -que sean nuevamente citadas todas las partes";

Segundo: Reserva las costas";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría
de la Corte a-que, a requerimiento del Dr. José Enrique
Mejía R., cédula 38336, serie 47, a nombre y representación
del recurrente, en fecha 22 de febrero cíele 1977, en la cual
no se invoca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
F berado y vistes los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre

Procedimiento de Casación;

Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea
i nterpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil
constituida o por la persona civilmente responsable, el de-
pósito de un memorial con la exposición de los hechos en
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE FEBRERO DEL 1980

Sentencia Impugnada: Corle de Apelación de La Vega, de fecha
22 de febrero de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente: Raúl Gómez Luis.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Arniama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M Alvarez Perelló, Juan Bautista Rajas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdones Báez y Joaquín Hernández
Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 13 del mes de Fe-
brero, del año 1980, años 136' de la Independencia y 117'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Cor-
te de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Raúl Gó-
mez Luis, dominicano, mayor de edad, agricultor, cédula
No. 1566, serie 47; domiciliado y residente en la Sección
Jumunucú, paraje La Guama, municipio de La Vega, en
la causa seguida a Eugenio Gutiérrez Flores, contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales, por la Cor-
te de Apelación del Departamento Judicial de La Vega, en.
fecha 22 de febrero de 1977, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA . Primero: Declara la vía de procedencia de las cons-
tancias de citación del prevenido y civilmente responsable!

Eugenio Gutiérrez Flores, la Compañía Unión de Seguros,
C. por A., de la parte civil constituída Raúl ó Rafael Gó-
mez Luis, el agraviado Francisco Isaías Gómez Luis y los
testigos Daisy González, Rosario Alvarez y Leonardo An-
tonio González, para integrar el expediente, al través del
abogado de la parte civil constituida Dr. José Enrique Me-
jía, tal como lo ha manifestado en esta audiencia y no por
órgano del Magistrado Procurador General de esta Corte,
que es la vía normal, ya que dichas citaciones se han satis-
fecho a requerimiento del dicho Magistrado y no a expen-
sas y por diligencias privadas de la parte civil constituída,
por lo que esta Corte, entiende que con este procedimiento
se viola el mecanismo normal de satisfacer un expediente
y presentarlo a audiencia y el derecho de defensa; en con-
secuencia, reenvía la causa para una próxima audiencia, a
fin de .que sean nuevamente citadas todas las partes";

Segundo: Reserva las costas";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. José Enrique
Mejía R., cédula 38336, serie 47, a nombre y representación
del recurrente, en fecha 22 de febrero dele 1977, en la cual
no se invoca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea
interpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil
constituída o por la persona civilmente responsable, el de-
pósito de un memorial con la exposición de los hechos en
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GuarionexRecurrentes: Héctor Bienvenido Tejada Lara, Tulio
y la Comparda de Seguros Pepin, 5. A.

Abogado: Dr. Félix A. Brito Mata.

que se funda, será obligatoria a pena de nulidad, si no se
ha motivado el recurso en la declaración correspondiente;
lo cual es extensivo a la entidad aseguradora;

Considerando, que en la especie, ni en el momento de
declarar su recurso, ni posteriormente, por medio de un
memorial este recurrente, Raúl Gómez Luis, parte civil
ccmsituída, no ha expuesto los fundamentos del mismo;
que en esas condiciones, dicho recurso resulta nulo al te-
nor del artículo 37 antes citado;

Considerando, que no procede estatuir sobre las cos-
tas civiles porque la parte con interés contrario no se ha
presentado en esta instancia de casación a solicitarlas;

•	 Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por Raúl Gómez Luls, contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones correezionales por la
Corte de Apelación del Departamento Judic:al de La Ve-
ga, de fecha 22 de febrero de 1977, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior del presente fallo; y Segundo:
Condena al recurrente al pago de las costas.

FIRMADOS. — Néstor Contín Aybar, Fernando E. Ra-
velo de la Fuente, Francisco Elp : dio Beras, Joaquín M. Al-
varez Pcrelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín Hernández Espaillat. — Mi-
guel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señeros Jueces que figuran en su encabezarniento, en la
audiencia públ:ca del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certif.co.— (Fdo.) Miguel Jacobo.

SFMENCIA DE FECHA 15 DE FEBRERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de
fecha 24 de febrero de 1977.

Materia: Correccional.

Interviniente: Rafael A. Araújo.
Abagado: Dr. Héctor Rafael Lora Acevedo.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
tio:a, regularmente constituida por los Jueces Néstor

Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elp‘dio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 15 del mes de
febrero del año 1980, años 136' de la Independencia y 117'
de la Restauración, dicta en audiencia públ:ca, como Cor-
te de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Héc-
tor Bienvenido Tejada Lora, dominicano, mayor de edad,
soltero, empleado público, cédula 24863, serie 3ra., domi-
ciliado y residente en Nigua; Tulio Guarionex Andújar,
dominicano, mayor de edad, cédula 17031, serie 3ra., de
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que se funda, serta obligatoria a pena de nulidad, si no se
ha mctivado el recurso en la declaración correspondiente;
lo cual es extensivo a la entidad aseguradora;

Considerando, que en la especie, ni en el momento de
declarar su recurso, ni posteriormente, por medio de un
memorial este recurrente, Raúl Gómez Luis, parte civil
cunsituída, no ha expuesto los fundamentos del mismo;
que en esas condiciones, d:cho recurso resulta nulo al te.
nor del artículo 37 antes citado;

Considerando, que no procede estatuir sobre las cos-
tas civiles porque la parte con interés contrario no se ha
presentado en esta instancia de casación a solicitarlas;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por Raúl Gómez Luis, contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones correcelonales por la
Corte de Apelación del Departamento Judicial de La Ve-
ga, de fecha 22 de febrero de 1977, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior del presente fallo; y Segundo:
Condena al recurrente al pago de las costas.

FIRMADOS. — Néstor Contín Aybar, Fernando E. Ra-
velo de la Fuente, Francisco Elp:dio Beras, Joa quín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín Hernández Espaillat. —

Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 15 DE FEBRERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de
fecha 24 de febrero de 1977.

Materia: Contecional

Recurrentes: Héctor Bienvenido Tejada Lara, Tulio Guarionex
y la Compañía de Seguros Pepin, S. A.

Abogado: Dr. Félix A. Brito Mata.

Interviniente: Rafael A. Araújo.
Abogado: Dr. Héctor Rafael Lora Acevedo.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elp"dio Beras,
Joaquín 111. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 15 del mes de
febrero del año 1980, años 136' de la Independencia y 117'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Cor-
te de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Héc-
tor Bienvenido Tejada Lora, dominicano, mayor de edad,
soltero, empleado público, cédula 24863, serie 3ra., domi-
ciliado y residente en Nigua: Tulio Guarionex Andújar,
dominicano, mayor de edad, cédula 17031, serie 3ra., de
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igual domicilio y residencia que el anteriormente citado;
y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., con su domicilio
social en el No. 155 de la calle Isabel la Católica, de esta
ciudad, contra la sentencia dictada en atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de San Cristóbal,
el 24 de febrero de 1977, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Héctor Rafael Lora Acevedo, cédula No.

114375, serie lra., abogado del intervenido Rafael Antonio
Araújo, cédula 23755, serie 2da., en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secreta-.

ria de la Corte a-qua el 4 de marzo de 1977; a requerimien-
to del Dr. Rafael S. Ruiz Báez, cédula 18082, serie 2da.,
acta en la que no se propone ningún medio determinado
de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, sus-
crito por su abogado, Dr. Félix Antonio Brito Mata, cédula
29194, serie 47, el 30 de enero de 1978; memorial en el que
se proponen contra la sentncia impugnada los medios que
se indican más adelante;

Visto el escrito del interviniente Rafael Antonio
Araújo. del 30 de enero de 1978, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241, de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos; 141 y 1384 del Código Civil,
y 1, 20, 43, 62 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Ca-
sagión;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)

que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la
carretera Sánchez, en el tramo Santo Domingo-San Cristó-
bal, en el cual una persona resultó con lesiones corporales.
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
San Cristóbal. dicté el 26 de junio de 1975 una sentencia
cuyo dispositivo se transcribe en el de la ahora impugna-
da; b) quo sobre los recursos interpuestos, la Corte de
Apelación de San Cristóbal dictó e! 24 de febrero de 1977
el fallo ahora impugnado en casación, del que es el dispo-
sitivo que sigue: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y
válido el recurso de apelación intentado por el Dr. Rafael
Ruiz Báez, a nombre y representación del prevenido Héc-
tor Bienvenido Tejeda Lara, Tulio Guarionex Andújar,
persona civilmente responsable, y de la Compañía Segu-
ris Pepín, S. A., contra la sentencia dictada por el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristó-
bal, de fecha 26 del mes de junio del año 1975, cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: Primero: Se declara buena y vá-
lida la constitución en parte civil hecha por el señor Ra-
fael Arturo Araújo, en contra de Tulio Guarionex Andú-
jar, propietario de la motocicleta causante del accidente.
por ser justa y reposar en prueba legal; Segundo: Se pro-
nuncia el defecto contra el nombrado Héctor Bienvenido
Tejeda Lara, por haber sido citado legalmente y no ha-
ber comparecido a la audiencia; Tercero: Se declara al
nombrado Héctor Bienvenido Tejeda Lara, culpable de vio-
laeión a la ley 241, en perjuicio de Rafael Arturo Araújo.
y en conecuencia se le condena a dos (2) meses de prisión
correccional y RDS100.00 (Cien pesos oro) de multa; Cuar-
to: Se condena a Tulio Guarionex Andújar, en su calidad
expresada, a pagar una indemnización de RD$2,000.00 (Dos
mil pesos oro) en favor del señor Rafael Arturo Araújo,
como justa reparación por los daños ocasionados como
consecuencia del accidente; Quinto: Se rechaza el pedimen-
to de la Compañía de Seguros Pepín, S. A., en el sentido
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que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la
carretera Sánchez, en el tramo Santo Domingo-San Cristó-
bal, en el cual una persona resultó con lesiones corporales,
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
San Cristóbal, dictó el 26 de junio de 1975 una sentencia
cuyo dispositivo se transcribe en el de la ahora impugna-
da; b) que sobre los recursos interpuestos, la Corte de
Apelación de San Cristóbal dictó el 24 de febrero de 1977
el fallo ahora impugnado en casación, del que es el dispo-
sitivo que sigue: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y
válido el recurso de apelación intentado por el Dr. Rafael
itulz Báez, a nombre y representación del prevenido Héc-
tor Bienvenido Tejeda Lara, Tulio Guarionex Andújar,
persona civilmente responsable, y de la Compañía Segu-
res Pepín, S. A., contra la sentencia dictada por el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristó-
bal, de fecha 26 del mes de junio del año 1975, cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: Primero: Se declara buena y vá-
lida la constitución en parte civil hecha por el señor Ra-
fael Arturo Araújo, en contra de Tulio Guarionex Andú-
jar, propietario de la motocicleta causante del accidente,
por ser justa y reposar en prueba legal; Segundo: Se pro-
nuncia el defecto contra el nombrado Héctor Bienvenido
Tejeda Lara, por haber sido citado legalmente y no ha-
ber comparecido a la audiencia; Tercero: Se declara al
nombrado Héctor Bienvenido Tejeda Lara, culpable de vio-
lación a la ley 241, en perjuicio de Rafael Arturo Araújo,
y en conecuencia se le condena a dos (2) meses de prisión
correccional y RD$100.00 (Cien pesos oro) de multa; Cuar-
to: Se condena a Tulio Guarionex Andújar, en su calidad
expresada, a pagar una indemnización de RD$2,000.00 lDos
mil pesos oro) en favor del señor Rafael Arturo Araújo,
como justa reparación por los daños ocasionados como
consecuencia del accidente; Quinto: Se rechaza el pedimen-
to de la Compañía de Seguros Pepin, S. A., en el sentido
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igual domicilio y residencia que el anteriormente citado;
y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., con su domicilio
social en el No. 155 de la calle Isabel la Católica, de esta
ciudad, contra la sentencia dictada en atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de San Cristóbal,
el 24 de febrero de 1977, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Héctor Rafael Lora Acevedo, cédula No

114375, serie 1ra., abogado del intervenido Rafael Antonio
Araújo, cédula 23755, serie 2da., en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secreta-
ría de la Corte a-quo el 4 de marzo de 1977; a requerimien-
to del Dr. Rafael S. Ruiz Báez, cédula 18082, serie 2da.,
acta en la que no se propone ningún medio determinado
de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, sus-
crito por su abogado, Dr. Félix Antonio Brito Mata, cédula
29194, serie 47, el 30 de enero de 1978; memorial en el que
se proponen contra la sentncia impugnada los medios que
se indican más adelante;

Visto el 'escrito del interviniente Rafael Antonio
Araújo. del 30 de enero de 1978, suscrito por su abogado:

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241, de 1967.
sobre Tránsito y Vehículos; 141 y 1384 del Código Civil,
y 1, 20, 43, 62 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Ca-
saoión;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere. consta lo siguiente: a)
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de reenviar el presente proceso en vista de que el señor
Héctor Bienvenido Tejada Lara, no estaba citado legal-
mente; Sexto: Se condena' a Héctor Bienvenido Tejeda
Lara, Tulio Guarionex Andújar y Compañía de Seguros
Pepín, S. A., al pago de las costas civiles y penales, las ci-
viles a favor del Dr.Héctor Rafael Lora Acevedo, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad; Séptimo: Se de-
clara esta sentencia, común y oponible en todas sus con-
secuencias a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por ser
la entidad aseguradora del vehículo causante del accidente
en el mismo día de la ocurrencia del hecho; por haberlo
interpuesto en ternpo hábil y de acuerdo con las formali-
dades legales; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el
prevenido Héctor Bienven:do Tejeda Lara, y la persona
civilmente responsable puesta en causa, señor Tulio Gua-
r;onex Andújar, por no haber comparecido a la audiencia,
estando legalmente citado y emplazado, respectvamente;
TERCERO: Declara que el prevenido Héctor Binvenido
Tejeda Lara, es culpable del delito de golpes y heridas in-
voluntarias, en perjuic:o de Rafael Arturo Araújo, quien
recibió lesiones, curables después de veinte días (4 meses),
en consecuencia, modifica la sentencia y condena al men-
cionado prevenido a pagar una multa de cien pesos (RD$
100.00); CUARTO: Admite la constitución en parte civ.11
del señor Rafael Arturo Araújo, por ser procedente y es-
tar bien fundada, en consecuencia, condena a la persona
civilmente responsable a pagar la cantidad de Un mil qui-
nientos pesos (RD$1,500.00), en favor de dicha parte ci-
vil constituida por concepto de los daños morales y ma-
teriales que ha recibido con motivo del accidente; QUIN-

TO: Condena al prevenido al pago de las costas penales;
SEXTO: Condena a Héctor Bienvenido Tejeda Lara, y a
Tulio Guarionex Andújar, al pago de las costas civiles, y
ordena que sean distraídas en provecho del Dr. Héctor Ra-
fael Lora Acevedo, quién ha afirmado estarlas avanzando

en su totalidad; SEPTIMO: Declara la presente sentencia,
oponible en el aspecto civil, a la compañía aseguradora
Seguros Pepín, S. A.;

-Considerando, que en su memorial los recurrentes
proponen los siguientes medies de casación: Primer Medio:
Desnaturalización de los hechos, motivos errados y falta
de base legal. Segundo Medio: Falta de base legal. Falta
de motivos, en otro aspecto. Torcer Medio: Falta de moti-
vos al asignar los daños y periu,:eios;

Considerando, que en los tres medios de su memo-
rial, reunidos los recurrentes exponen y alegan, en sínte-
sis, que las declaraciones dadas por la víctima del acciden-
te, Rafael Anton'o Araújo, por ante la jurisdicción de pri-
mera instancia, y luego por ante la Corte a-qua, son de tal
modo contradictorias que no pud'eron servir de fundamen-
to a ésta última para dictar su fallo; que ello en sí debido
a que mientras de una parte d:ce que el motorista Te;eda
Lara, rebasó por la derecha el camión en donde aquél era
transportado, de la otra declaró que fue atropellado por
Tejeda Lara, al momento de desmontarse de él, Araújo,
del camión, que no se había detenido a su derecha, pega-
do al contén de la acera, cuando iba a penetrar a su casa;
contradicción que también se observa en las declarado-
nes del testigo Aníbal Br'oso; que por otra parte, la Corte
a-qua, para declarar la culpabilidad del prevenido se basó
en que éste, al rebasar el camión, iba muy rápido y tam-
poco tocó bocina; pero dejó de ponderar que Araújo de-
claró que desde el asiento que ocupaba en el camión, ha-
bía visto que el motociclista venía detrás de aquél, y que,
no obstante, bajó del camión sin tcm3r ninguna precau-
ción, lo que fué la verdadera causa del accidente; que,
por último, la Corte a-qua, al fijar en la suma de RD$1,-
500.00, la indemnización acordada a la víct i ma del atro-
pello, se limitó a expresar que lo era en consideración de
los daños y perjuicios irrogados a la parte civil canstituí-
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de reenviar el presente proceso en vista de que el señor
Héctor Bienvenido Tejada Lara, no estaba citado legal-
mente; Sexto: Se condena' a Héctor Bienvenido Tejeda
Lara, Tulio Guarionex Andújar y Compañía de Seguros
Pepín, S. A., al pago de las costas civiles y penales, las

a favor del Dr.Héctor Rafael Lora Acevedo, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad; Séptimo: Se de-
clara esta sentencia, común y oponible en todas sus con-
secuencias a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por ser
la entidad aseguradora del vehículo causante del accidente
en el mismo día de la ocurrencia del hecho; por haberlo
interpuesto en tempo hábil y de acuerdo con las formali-
dades legales; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el
prevenido Héctor Bienverúdo Tejeda Lara, y la persona
civilmente responsable puesta en causa, señor Talo Gua-
rionex Andújar, por no haber comparecido a la auclencia,
estando legalmente citado y emplazado, respectivamente;
TERCERO: Declara que el prevenido Héctor Binvenido
Tejeda Lara, es culpable del delito de golpes y heridas in-
voluntarias, en perjuicio de Rafael Arturo Araújo, quien
recibió lesiones, curables después de veinte días (4 meses),
en consecuencia, modifica la sentencia y condena al men-
cionado prevenido a pagar una multa de cien pesos (RD$
100.00); CUARTO: Admite la constitución en parte civil
del señor Rafael Arturo Araújo, por ser procedente y es-
tar bien fundada, en consecuencia, condena a la persona
civilmente responsable a pagar la cantidad de Un mil qui-
nientos pesos (RD$1,500.00), en favor de dicha parte ci-
vil constituida por concepto de los daños morales y ma-
teriales que ha recibido con motivo del accidente; QUIN-

TO: Condena al prevenido al pago de las costas penales;
SEXTO: Condena a Héctor Bienvenido Tejeda Lara, y a
Tulio Guarionex Andújar, al pago de las costas civiles, y
ordena que sean distraídas en provecho del Dr. Héctor Ra-
fael Lora Acevedo. quién ha afirmado estarlas avanzando

en su totalidad; SEPTIMO: Declara la presente sentencia,
oponible en el aspecto civil, a la compañía aseguradora
Seguros Pepín, S. A.;

-Considerando, que en su memorial los recurrentes
proponen los siguientes med;os de casación: Primer Medio:
Desnaturalización de los hechos, motivos errados y falta
de base legal. Segundo Medio: Falta de base legal. Falta
de mot:vos, en otro aspecto. Torcer Medio: Falta de moti-
vos al as:Ignar los daños y perjuicios;

Considerando, que en lós tres medios de su memo-
rial, reunidos los recurrentes exponen y alegan, en sínte-
sis, que las declaraciones dadas por la víctima del acciden-
te, Rafael Anton io Araújo, por ante la jurisdicción de pri-
mera instancia, y luego por ante la Corte a-qua, son de tal
modo contradictorias que no pud'eron servir de fundamen-
to a ésta última para dictar su fallo; que ello en sí debido
a que mientras de una parte dice que el motorista Te;eda
Lara, rebasó por la derecha el camión en donde aquél era
transportado, de la otra declaró que fue atropellado por
Tejeda Lara, al momento de desmontarse de él, Araújo,
del camión, que no se había detenido a su derecha, pega-
do al contén de la acera, cuando iba a penetrar a su casa;
contradicción que también se observa en las declaracio-
nes del testigo Aníbal Br'oso; que por otra parte, la Corte
a-qua, para declarar la culpabilidad del prevenido se basó
en que éste, al rebasar el camión, iba muy rápido y tam-
poco tocó bocina; pero dejó de ponderar que Araújo de-
claró que desde el asiento que ocupaba en el camión, ha-
bía visto que el motociclista venía detrás de aquél, y que,
no obstante, bajó del camión sin tcrnar ninguna precau-
ción, lo que fué la verdadera causa del accidente; que,
Por último, la Corte a-qua, al fijar en la suma de RDS1,-
500.00, la indemnización acordada a la víct i ma del atro-
pello, se limitó a expresar que lo era en consideración de
los daños y perjuicios irrogados a la parte civil constituí-
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da, pero sin determinar en qué consistían los mismos, que
por todo cuanto ha sido expuesto, la sentencia impugnada
debe ser casada; pero,

Considerando, que si bien en una de sus declaracio-
nes, Araújo, había declarado que el motociclista Lara ha-
bía "rebasado" el camión, no lo es menos que en otras par-
tes de dichas declaraciones, precisó que el accidente en que
fué atropellado por el motociclista, se produjo al él, Araú-
jo, descender del camión detenido, para penetrar en su
casa; a lo que la Corte a-qua pudo darle todo crédito, co-
mo en efecto se lo atribuyó, tratándose de una cuestión
de hecho abandonada a su soberana apreciación; que, por
otra parte, no obstante que Araújo hubiese vésto que el
motociclista venía detrás del camión, y que a pesar de
ello, hubiese bajado del camión, de lo que existe constan-
cia en el fallo impugnado, de ello no podía la Corte a•qua
concluir, necesariamente, en que Araújo hubiese incurri-
do también en falta, ya que como se verá más adelante,
no solamente el conductor del camión hizo la señal de
parada, sino que detuvo el camión contiguamente al paseo
de la carretera, y a su derecha, siendo alcanzado la vícti-
ma por el motociclista, al ir a penetrar aquella a su casa;
que, por último, en el fallo impugnado se consigna que la
Corte a-qua, al disponer en favor de Araújo la indemniza-
ción que le fué acordada, lo hizo tomando en considera-
ción que a consecuencia del accidente, Araújo resultó con
traumatismos que le produjeron fractura de la pierna de-
recha, "curables después de 3 meses y antes de 4"; que por
todo lo anteriormente expuestto, los medios del memorial
se desestiman por carecer de fundamento;

En cuanto al recurso del prevenido

Considerando, que la Corte a que dió por establecido
mediante la ponderación de los elementos de juácio que

on administrados regularmente en la instrucción de
la causa, lo siguiente: a) que el 28 de julio de 1974, tran-
sitaba de Sur a Norte por la carretera Sánchez, el preve-
nido Bienvenido Tejada Lara, quien conducía la motoci-
cleta placa 32277. propiedad de Tulio Guarionex Andújar,
con póliza A-37227, de la Compañía de Seguros Pepín, S.
A., b) que al llegar a la altura del kilómetro. 8 de la cita-
da carretera, Tejada Lara atropelló a Rafael Arturo Araú-
jo, quien resultó con la fractura de la pierna derecha y
otras lesiones traumáticas curables después de 20 días, al
descender Araújo de un camión que lo transportaba, y que
se había detenido a su derecha, junto al paseo de la carre-
tera, y frenrte a su casa; c) que el hecho se debió a que el
prevenido, quien transitaba detrAs del camión, no obs-
tante la señal de parada que hizo el conductor : del mismo,
intentó rebasarlo por su lado derecho. sin tocar bocina ni
reducir la velocidad a que transitaba, ni tomar ninguna
otra medida de precaución que le hubiese permitido dete-
ner la marcha del vehículo que conducía;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes
y heridas causadas por imprudencia con el manejo de un
vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No.
241, de 1967, y sancionado por dicho texto legal, en su le-
tra c) con prisión de seis (6) meses a dos (2) años y mul-
ta de cien (RD$100.00) a quinientos (RD$500.00) pesos si
la enfermedad o imposibilidad para dedicarse a su traba-

• jo personal durase veinte días o más, como ocurrió en la
especie; que por tanto, al condenar al prevenido Tejada
Lara al pago de una multa de RD$100.00, acogiendo en su
favor circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó
una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dió por
establecildo que el hecho del prevenido había ocasionado
a la persona constituida en parte civil, Rafael Antonio
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da, pero sin determinar en qué consistían los mismos; que
por todo cuanto ha sido expuesto, la sentencia impugnada
debe ser casada; pero,

Considerando, que si bien en una de sus declaracio-
nes, Araújo, había declarado que el motociclista Lara ha-•
bía 'rebasado" el camión, no lo es menos que en otras par-
tes de dichas declaraciones, precisó que el accidente en que
fué atropellado por el motociclista, se produjo al él, Araú-
jo, descender del camión deténido, para penetrar en su
casa; a lo que la Corte a-qua pudo darle todo crédIto, co-
mo en efecto se lo atribuyó, tratándose de una cuestión
de hecho abandonada a su soberana apreciación; que, por
otra parte, no obstante que Araújo hubiese visto que el
motociclista venía detrás del camión, y que a pesar de
ello, hubiese bajado del camión, de lo que existe constan-
cia en el fallo impugnado, de ello no podía la Corte a-qua
concluir, necesariamente, en que Araújo hubiese incurri-
do también en falta, ya que como se verá más adelante,
no solamente el conductor del camión hizo la señal de
parada, sino que detuvo el camión contiguamente al paseo
de la carretera, y a su derecha, siendo alcanzado la vícti-
ma por el motociclista, al ir a penetrar aquella a su casa;
que. por últ;:mo, en el fallo impugnado se consigna que la
Corte a-qua, al disponer en favor de Araújo la indemniza-
ción que le fué acordada, lo hizo tomando en considera-
ción que a consecuencia del accidente, Araújo resultó con
traumatIsmos que le produjeron fractura de la pierna de-
rec.ha, "curables después de 3 meses y antes de 4"; que por
todo lo anteriormente expuestto, los medios del memorial
se desestiman por carecer de fundamento;

En cuanto al recurso del prevenido

Considerando, que la Corte a que dió por establecido
mediante la ponderación de los elementos de juacio que

fueron administrados regularmente en la instrucción de
la causa, lo siguiente: a) que el 28 de julio de 1974, tran-
sitaba de Sur a Norte por la carretera Sánchez, el preve-
nido Bienvenido Tejada Lara, quien conducía la motoci-
cleta placa 32277, propiedad de Tulio Guarionex Andújar,
con póliza A-37227, de la Compañía de Seguros Pepín, S.
A., b) que al llegar a la altura del kilómetro. 8 de la cita-
da carretera, Tejada Lara atropelló a Rafael Arturo Araú-
jo, quien resultó con la fractura de la pierna derecha y
otras lesiones traumáticas curables después de 20 días, al
descender Araújo de un camión que lo transportaba, y que
se había detenido a su derecha, junto al paseo de la carre-
tera, y frenrte a su casa; c) que el hecho se debió a que el
prevenido, quien transitaba detrás del camión, no obs-
tante la señal de parada que hizo el conductor : del mismo,
intentó rebasarlo por su lado derecho, sin tocar bocina ni
reducir la velocidad a que transitaba, ni tornar ninguna
otra medida de precaución que le hubiese permitido dete-
ner la marcha del vehículo que conducía;

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes
y heridas causadas por imprudencia con el manejo de un
vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No.
241, de 1967, y sancionado por dicho texto legal, en su le-
tra c) con prisión de seis (6) meses a dos (2) años y mul-
ta de cien (RD8100.00) a quinientos (RD$500.00) pesos si
la enfermedad o imposibilidad para dedicarse a su traba-
jo personal durase veinte días o más, como ocurrió en la
especie; que por tanto, al condenar al prevenido Tejada
Lara al pago de una multa de RD$100.00, acogiendo en su
favor circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó
una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dió por
cstableoildo que el hecho del prevenido había ocasionado
a la persona constituida en parte civil, Rafael Antonio
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Araújo, daños materiales y morales, cuyo	 monto evaluó
en mil quinientos pesos (RD$1,500.00); que por tanto, al
condenar a Tulio Guarion'ex Andújar, persona puesta en
causa civilmente responsable, al pago de dicha suma, a tí-
tulo de indemnización, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación del artículo 1384 del Código Civil y 1 y 10 de
la Ley 4117, de P307, sobre Seguro Obligatorio de Vehícu-
los de Motor, al hacer dicha condenaolón oponible a la Se-
guros Pepín, S. A.;

Considerando, que el examen del fallo impugnado re-
vela que en su dispositivo, no obstante que sobre el preve-
nido no recayó más condenación que la 	 carácter penal
que le fué impuesta, se le condenó, sin embargo, juntamen-
te con la persona puesta en causa como civilmente respon-
sable, al pago de las costas civiles, por lo que la sentencia
impugnada, en este punto solamente, debe ser casada por
vía de supresión y sin envío;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
la sentencia impugnada no contiene, en cuanto al preve-
nido recurrente, vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como •nten-iMen-
te a Rafael Antonio Araújo, en los recursos de casación
interpuestos por Héctor Bienvenido Tejada Lara, Tulio
Guarionex Andújar, y la Seguros Pepín, S. A., contra la
sentencia dictada en atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de San Cristóbal, el 24 de febrero de
1977, cuyo dispositivo se ha transcnito en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Casa dicha sentencia, por vía
de supresión t sin envío, en cuanto a la condenación de
las costas civiles impuestas al prevenido recurrente, y re-
chaza en sus demás aspectos los recursos de casación in-
puestos contra la misma; Tercero: Condena al prevenido
recurrente, Héctor Bienvenido Tejada Lara, al pago de las
costas penales, y a Tulio Guarionex Andújar, al pago de
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las costas civiles, cuya distracción se dispone en provecho
del Dr. Héctor Rafael Lora Acevedo, abogado del intervi-
niente. por afirmar haberlas avanzado en su totalidad, con
oponibilidad de las mismas a la Seguros Pepín, S. A., den-
tro de los términos de la Póliza.

FIRMADOS. — Néstor Contin Aybar, Fernando E. Ra-
velo de la Fuente, Francisco 	 Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat. —
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados,
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.

F.Qf á



Araújo, daños materiales y morales, cuyo monto evaluó
en mil quinientos pesos (RD$1,500.00); que por tanto, al
condenar a Tulio Guarion'ex Andújar, persona puesta en
causa civilmente responsable, al pago de dicha suma, a tí-
tulo de indemnización, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación del artículo 1384 del Código Civil y 1 y 10 de
la Ley 4117, de í967, sobre Seguro Obligatorio de Vehícu-
los de Motor, al hacer dicha condenación oponible a la Se-
guros Pepín, S. A.;

Considerando, que el examen del fallo impugnado re-
vela que en su dispositivo, no obstante que sobre el preve-
nido no recayó más condenación que la de carácter penal
que le fué impuesta, se le condenó, sin embargo, juntamen-
te con la persona puesta en causa como cimilmente respon-
sable, al pago de las costas civiles, por lo que la sentencia
impugnada, en este punto solamente, debe ser casada por
vía de supresión y sin envío;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
la sentoncia impugnada no conifene, en cuanto al preve-
nido recurrente, vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como 1ntervinien-
te a Rafael Antonio Araújo, en los recursos de casación
interpuestos por Héctor Bienvenido Tejada Lara, Tulio
Guarionex Andújar, y la Seguros Pepín, S. A., contra la
sentencia dictada en atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de San Cristóbal, el 24 de febrero de
1977, cuyo dispositivo se ha transcnito en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Casa dicha sentencia, por vía
de supresión q sin envío, en cuanto a la condenación de
las costas civiles impuestas al prevenido recurrente, y re-
chaza en sus demás aspectos los recursos de casación in-
puestos contra la misma; Tercero: Condena al prevenido
recurrente, Héctor Bienvenido Tejada Lara, al pago de las

costas penales, y a Tulio Guarionex Andújar, al pago de

las costas civiles, cuya distracción so dispone en provecho
del Dr. Héctor Rafael Lora Acevedo, abogado del intervi-
Mente. por afirmar haberlas avanzado en su totalidad, con
oponibilidad de las mismas a la Seguros Pepín, S. A., den-
tro de los términos de la Póliza.

FIRMADOS. — Néstor Contín Aybar, Fernando E. Ra-
velo de la Fuente, Francisco Elp:dio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Os-
valdo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat. —
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y"
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.

11
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE FEBRERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de
fecha 18 de marzo de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Aleibiades Alvarez Maldonado y Compartes.
Abogado: Dr. César R. Pina Toribio.

Interviniente: Ana Valdez de Mackiney.
Abogado: Dr. Vicente Pérez Perdomo.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente consttuída por los señores Jueces Nés-

tor Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Arnia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
Almánzar y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la cludad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 15 del mes de febrero del año 1980, años
136' de la Independencia y 117' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los *recursos de casación interpuestos conjun-
tamente por Alcibiades Alvarez Maldonado, dominicano,
mayor de edad, casado, mecánico. domiciliado en la calle
Francisco Villaespesa, No. 106, de esta ciudad, cédula No.
1190, serie 82; Abelardo Arias, domiricano, mayor de edad,
casado, domiciliado en la calle Francisco Villaespesa No.

159, altos, de esta capital, cédula No. 42075, serie lra., y
la Compañía de Seguros Pepín, S. A., con su domicilio en
la calle Palo Hincado No. 67, altos, de esta ciudad, contra
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, en sus atribuciones correccionales, el 18 de marzo do
1977, cuyo disponitivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno cn la lectura del rol;

Oído ala Dra. María de Guerrero, en representación
del Dr. Vicente Pérez Perdomo, cédula No. 8889, serie 22,
abogado de la interviniente Ana Valdez de Mackiney, do-

'. minicana, mayor de edad, casada, domiciliada en la calle
Presidente Billini No. 9, esquina Mella, de la ciudad de
Baní, cédula No. 384, serie 82, en la lectura de sus conclu-

•siones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaria
de la Corte a-qua el 29 de marzo de 1977, a requerimien-
to del Dr. Milcíades Castillo Velásquez, cédula No. 10852,
serie 3, en representación de los recurrentes, en la cual
no se propone contra la sentencia ningún medio determi-
nado de casación:

Visto el memorial de los recurrentes, del 6 de febre-
ro de 1978, suscrito por el Dr. César R. Pina Toribio, cé-
dula No. 118435, serie primera, en el cual se proponen los
medies de casación que se indican más adelante;

Vistes los escritos de la interviniente, de fechas 6 y 10
de febrero de 1978, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos
49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y V2-
hictIloS; 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE FEBRERO DEL 1980

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de
fecha 18 de mano de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Alcibíades Alvarez Maldonado y Compartes.
Abogado: Dr. César R. Pina Toribio.

interviniente: Ana Valdez de Mackiney.
Abogado: Dr. Vicente Pérez Perdomo.

Dios, Patria y Libertad,
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente const'tuída por los señores Jueces Nés-
tor Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
Almánzar y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 15 del mes de febrero del año 1980, años
136' de la Independencia y 117' de la Restauraoión, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los 'recursos de casación interpuestos conjun-
tamente por Alcibíades Alvarez Maldonado, dominicano,
mayor de edad, casado, mecánico. domiciliado en la calle
Francisco Villaespesa, No. 106, de esta ciudad, cédula No.
1190, serie 82; Abelardo Arias, dominicano, mayor de edad,
casado, domiciliado en la calle Francisco Villaespesa No.
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159, altos, de esta capital, cédula No. 42075, serie lra., y
la Compañía de Seguros Pepín, S. A., con su domiclio en
la calle Palo Hincado No. 67, altcs, de esta ciudad, contra
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, en sus atribuciones correccionales, el 18 de marzo do
1977, cuyo dispou'rtivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído ala Dra. María de Guerrero, en representación
del Dr. Vicente Pérez Perdomo, cédula No. 8889, serie 22,
abogado de la interviniente Ana Valdez de Mackiney, do-.
minicana, mayor de edad, casada, domioaiada en la calle
Presidente Billini No. 9, esquina Mella, de la ciudad de
Baní, cédula No. 384, serie 82, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua el 29 de marzo de 1977, a requerimien-
to del Dr. Milcíades Castillo Velásquez, cédula No. 10852,
serie 3, en representación de los recurrentes, en la cual
no se propone contra la sentencia ningún medio determi-

4,t•nado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 6 de febre-
rp de 1978, suscrito por el Dr. César R. Pina Toribio, cé-
dula No. 118435, serie primera, en el cual se proponen los
medios de casación que se indican más adelante;

Vistos los escritos de la interviniente, de fechas 6 y 10
de febrero de 1978, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrente;, que se mencionan más adelante, y los artículos
43 y 52 de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y Ve-
hículos; 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117



262
	

DDI.ETTN JUDICIAL

de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor,
y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la ca-
rretera Baní-San Cristóbal, el 18 de enero de 1976, en el
cual una persona resultó con les i ones corporales, el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Pera-
via dictó, en sus atribuciones correccionales, el 15 de junio
de 1976, una sentencia cuyo dispositivo se copia más ade-
lante, inserto en el de la ahora impugnada; b) que sobre
las apelaciones interpuestas, intervino el 18 de marzo de
1977, el fallo ahora impugnado en casación, cuyo disposi-
tivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y
válidos los recursos de casación interpuestos por el doc-
tor Milcíades Castillo Velásquez, actuando a nombre y
representación del prevenido, Alcibíades Alvarez Maldona-
do, de la persona civilmente responsable puesta en causa
y de la Compañía de Seguros Pepín, S. A., contra la sen-
tencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Peravia, de fecha 15 de junio de 1976, cu-
yo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declarar, buena
y válida la constitución en parte civil techa por la nom-
brada Ana Valdez de Mackiney, por órgano de su abogado,
Dr. Vicente Pérez Perdomo, por ser regular en cuanto a la
forma y justa en cuanto al fondo; Segundo: Se pronuncia
el defecto contra el nombrado Alcibíades Alvarez Maldo-
nado, por no haber comparecido, no obstante haber sido
citado; Tercero: Condenar al nombrado Alcibíades Alvarez
Maldonado a sufrir la pena de un (1) mes de prisión co--
rreccional y al pago de una multa de RD$25.03 (Veinticin-
co pesos oro) por violación a la Ley 211, en perjulcio de
Ana Valdez de Mackiney y Doctor Jesús IVIackiney, aco-
giendo circunstancias atenuantes a su favor; Cuarto: Se
condena al nombrado Abelardo Arias, al pago de una in-
demnización de RDS2,000.00 (Dos mil pesos oro), en fa-
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vor de la señora Ana Valdez de Mackiney, por los daños
causados por su hecho culpezo y condenarlo al pago de los
intereses legales de la suma acordada a título de indem-
nización suplementaria y al pago de las costas civiles con
distracc:ón en favor del Dr. Vicente Pérez Perdomo, quien
afirma haberlas avanzado en su mayor parte y que dicha
sentencia sea oponible y ejecutada a la Seguros Pepín, S.
A., en calidad de Compañía Aseguradora del vehículo y se
condena al señor Alcibíades Alvarez Maldonado al pago de
las costas penales"; por haberlo intentado en tiempo hábil
y de acuerdo con las final:dades legales; SEGUNDO Decla-
ra que el prevenido Alcibíades Alvarez Maldonado, es cul-
pable dal delito de golpes y heridas causados involuntaria-
mente con vehículo de motor, en perjuicio de Ana Val-
dez de Mackiney, lesiones que curaron después de veinte
y antes de treinta días, en consecuencia, modifica la sen-
tencia apelada y condena al mencionado prevenido a pa-
gar una multa de veinticinco pesos, (RD$25,00), acogien-
do en su favor circunstancias atenuantes; TERCERO: De-
clara regular y válida la constitución en parte civil y con-

.., dena a la persona civilmente responsable puesta en causa,
señor Abelardo Arias, a pagar la cantidad de un mil pesos
oro (RD$1,000.00) por concepto de daños y perjuicios mo-
rales y materiales ocasionados a la agraviada Ana Valdez
de Mackiney, más los intereses legales de dicha cantidad
a título de inderanizade'n supletoria; CUARTO: Condena al
prevenido Alcibíades Alvarez Maldonado, al pago de las
costas penales; QUINTO: Condena a Abelardo Arias, al pa-
go de las costas civiles y ordena que éstas sean distraídas
en provecho del doctor Vicente Pérez Perdomo, por afir-
mar haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO: Declara la
presente sentencia oponible a la Compañía de Segures Pe-

S. A., por ser la entidad aseguradora del vehículo que
::casionó el accidente;

Considerando, que los recurrentes proponen, contra la
sentencia que impugnan, los siguientes med.os de casa-
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de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor,
y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la ca-
rretera Baní-San Cristóbal, el 18 de enero de 1976, en el
cual una persona resultó con lesi ones corporales, el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Jucicial de Pera-
via dictó, en sus atribuciones correccionales, el 15 de junio
de 1976, una sentencia cuyo d ispositivo se copia más ade-
lante, inserto en el de la ahora impugnada; b) que sobre
las apelaciones interpuestas, intervino el 18 de marzo de
1977, el fallo ahora impugnado en casación, cuyo disposi-
tivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y
válidos los recursos de casación interpuestos por el doc-
tor Milcíades Castillo Velásquez, actuando a ncmbre y
representación del prevenido, Alcibíades Alvarez Maldona-
do, de la persona civilmente responsable puesta en causa
y de la Compañía de Seguros Pepín, S. A., contra la sen-
tencia d:ctada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Peravia, de fecha 15 de junio de 1976, cu-
yo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declarar, buena
y válida la constitución en parte civil hecha por la nom-
brada Ana Valdez de Mackiney, por órgano de su abogado,
Dr. Vicente Pérez Perdomo, por ser regular en cuanto a la
forma y justa en cuanto al fondo; Segundo: Se pronuncia
el defecto contra el nombrado Alcibíades Alvarez Maldo-
nado, por no haber comparecido, no obstante haber sido
citado; Tercero: Condenar al nombrado Alcibíades Alvarez
Maldonado a sufrir la pena de un (1) mes de prisión co-
rreccional y al pago de una multa de RD$25.00 (Veinticin-
co pesos oro) por violación a la Ley 211, en perjuicio de
Ana Valdez de Mackiney y Doctor Jesús Mackiney, aco-
giendo circunstancias atenuantes a su favor; Cuarto: Se
condena al nombrado Abelardo Arias, al pago de una in-
demnfización de RDS2,000.00 (Dos mil pesos oro), en fa'

vor de la señora Ana Valdez de Mackiney, por los daños
causados por su hecho culposo y condenarlo al pago de los
intereses legales de la suma acordada a título de indem-
nización suplementaria y al pago de las costas civiles con
distracc:ón en favor del Dr. Vicente Pérez Perdomo, quien
afirma haberlas avanzado en su mayor parte y que dicha
sentencia sea oponible y ejecutada a la Seguros Pepín, S.

.A., en calidad de Compañía Aseguradora del vehículo y se
condena al señor Alcibíades Alvarez Maldonado al pago de
las costas penales"; por haberlo intentado en tiempo háb:1
y de acuerdo con las final:dades legales; SECUNDO Decla-
ra que el prevenido Alcibíades Alvarez Maldonado, es cul-
pable del delito de golpes y heridas causados involuntaria-
mente con vehículo de motor, en perjuicio de Ana Val-
dez de Mackiney, lesiones que, curaron después de veinte
y antes de treinta días, en consecuencia, modifica la sen-
tencia apelada y condena al mencionado prevenido a pa-
gar una multa de veinticinco pesos, (RD$25,00), acogien-
do en su favor circunstancias atenuantes; TERCERO: De-
clara regular y válida la constitución en parte civil y con-

. dena a la persona civilmente responsable puesta en causa,
• setior Abelardo Arias, a pagar la cantidad de un ma pesos

oro (RD$1,000.00) por concepto de daños y perjuicios mo-
rales y materiales ocasionados a la agraviada Ana Valdez
de Mackiney, más los intereses legales de dicha cantidad

título de indcmnizac;¿n supletoria; CUARTO: Condena al
prevenido Alcibíades Alvarez Maldonado, al pago de las
eostas penales; QUINTO: Condena a Abelardo Arias, al pa-
go de las costas civiles y ordena que éstas scan distraídas
en provgeho del doctor Vicente Pérez Perdomo, por afir-
mar haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO: Declara la
presente sentencia oponible a la Compañía de Segures Pe-
pín, S. A., por ser la entidad aseguradora del vehículo que
ocasionó el accidente;

Considerando, que los recurrentes proponen, contra La
Sentencia que impugnan, los siguientes med.os de casa-
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ción; Primer Modio: Falta absoluta de motivos en la sen-
tenela impugnada; Insuficiencia en la anunciación y des-
cripción de los hechos d'e la causa; Violación a los artícu-
los 195 del Código de Procedimiento Criminal y 27 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación; Segundo Medio;
Desnaturalización de los hechos; Falta de base legal;

Considerando, que en sus dos medios de casación, que
por su estrecha relación entre sí se reúnen, los recurren-
tes alegan, en síntesis, lo que sigue: que de conformidad
con los artículos 195 del Código de Procedimiento Crimi-
nal y 27 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación, toda
decisión en materia correccional debe contener los moti-
vos que dieron lugar a la misma en ferina clara y precisa;
que estos textos legales reproducen la obtgación conte-
nida en el artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil, para la materia Civil; que esa exigencia está llamada
a permitir que la Suprema Corte de Justicia determine
si la Ley ha sido bien o mal aplicada al caso de la espe-
cie; que la Corte a-qua no ha satisfecho plenamente el vo-
to de la Ley, pues la motivación dada no es lo suficiente-
mente amplia y pretiza para que la Suprema Corte de
Justicia pueda determinar si la Ley ha sido bien o mal
aplicada; que la desnaturalización constituye un vicio
que obliga a la anulación de la sentencia, pues ella al des-
naturalizar los hechos carece en consecuencia de base le-
gal, ello así por cuanto una falsa calificación de los he-
chos supone una inexacta aplicación de la Ley; que la Cor-
te a-qua no hizo una correcta interpretación de los hechos
de la causa, según son reveladcs por la propia sentencia,
desnaturalizando así dichos hechos, dándole un sentido
totalmente distinto que compromete la suerte del fondo
del derecho; que en tales circunstancias, se impone la ca-
sación de la sentencia impugnada; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impug
-nada pone de manifiesto que la Corte a-pm para declarar
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que Alcibíades Alvarez Maldonado había incurrido en fal-
tas que fueron las determinantes en la ecm:sión del hecho
delictuoso que se le imputaba y fallar como lo hizo, dió
por establecido, mediante la ponderación de los elemen-
tos de juicio que fueron regularmente administrados en
la instrucción de la causa, lo sigtiente: 1) que el 18 de
enero de 1976, en horas de la tarde, ocurrió un accidente
de tráns i to en la carretera Sánchez, tramo San Cristóbal-
Bani, en el cual la camioneta placa No. 511-903, propie-
dad de Abelardo Arias, asegurada con Póliza No. A-48485,
de la Compañía de Seguros Pepín, S. A., condudida de Ces-
te a Este por la referida vía por Alcibíades Alvarez Mal-
donado, chocó por la parte trasera, al carro placa No. 140-
292, conducido por su propietario Jesús Mackiney S., de-
lante del primero; 2) que en el accidente resultó con les:o-
nes corporales Ana Valdez de Mackiney, pasajera del ca-
rro delantero, curables después de 20 y antes de 30 días;
y 3) que el accidente se produjo por las faltas cometidas
por Alcibíades Alvarez Maldonado al conducir su vehículo
a una velocidad excesiva, al aproximarse al puente José
Maria Cabral; no guardar la distancia prudente y necesa-
ria del carro que iba de ante, el cual al detenerse fue cho-
cado por éste, y conducir su vehículo a sabienda de que los
frenos del mismo no estaban en perfecto estado de funcio-
namiento: que, por todo lo expuesto, es evidente que la sen-
tencia impugnada contiene motivos suficientes y pertinen-
tes que justifican su dispositivo, y una relación de los he-
chos y circunstancias de la causa que han perm tido a la
Suprema Corte de Justicia establecer que en la especie la
Ley ha sido bien aplicada; que en cuanto a la desnatura-
lización alegada, los recurrentes no señalan en qué con-
siste ésta, y se limitan a hacer un examen crítico de la
sentencia impugnada; por lo que proccde desestimar los
medies del recurso por carecer de fundamento;

Considerando, que los hechos establecidos constitu-
yen a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes
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ción; Primer	 Falta absoluta de motivos en la sen-
tenda impugnada; Insuficiencia en la anunciación y des-
cripción de los hechos dé la causa; Violación a los artícu-
les 195 del Código de Procedimiento Criminal y 27 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación; Segundo Medio:
Desnaturalización de los hechos; Falta de base legal;

Considerando, que en sus dos medios de casación, que
por su estrecha relación entre sí se reúnen, los recurren-
tes alegan, en síntesis, lo que sigue: que de conformidad
con los artículos 195 del Código de Procedimiento Crimi-
nal y 27 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación, toda
decisión en materia correccional debe contener los moti-
vos que dieron lugar a la misma en forma clara y precisa;
que estos textos legales reproducen la obIgación conte-
nida en el artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil, para la materia Civil; que esa exigencia está llamada
a permitir que la Suprema Corte de Justicia determine
si la Ley ha sido bien o mal aplicada al caso de la espe-
cie; que la Corte a-qua no ha satisfecho plenamente el vo-
to de la Ley, pues la motivación dada no es lo suficiente-
mente amplia y predsa para que la Suprema Corte de
Justicia pueda determinar si la Ley ha sido bien o mal
aplicada; que la desnaturalización constituye un vicio
que obliga a la anulación de la sentencia, pues ella al des-
naturalizar los hechos carece en consecuencia de base le-
gal, ello así por cuanto una falsa calificación de los he-
chos supone una inexacta aplicación de la Ley; que la Cor-
te thqua no hizo una correcta interpretación de los hechos
de la causa, según son revelados por la propia sentencia,
desnaturalizando asi crchos hechos, dándole un sentido
totalmente distinto que compromete la suerte del fondo
del derecho; que en tales circunstancias, se impone la ca-
sación de la sentencia impugnada; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que la Corte a-qua para declarar
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Alcibíades Alvarez Maldonado había incurrido en fal-
que fueron las determinantes en la com isión del hecho
:ctuoso que se le imputaba y fallar como lo hizo, dió
establecido, med:ante la ponderación de los elemen-
de juicio que fueron regularmente administrados en

Instrucción de la causa, lo sigliente: 1) que el 18 de
enero de 1976, en horas de la tarde, ocurrió un accidente
de tránslo 'en la carretera Sánchez, tramo San Cristóbal-
Baní, en el cual la camioneta placa No. 511-903, propie-
dad de Abelardo Arias, asegurada con Póliza No. A-48485,
de la Compañía de Seguros Pepín, S. A., condudda de Ces-
te a Este por la referida vía por Alcibíades Alvarez Mal-
donado. chocó por la parte trasera, al carro placa No. 140-
292, conducido por su propietario Jesús Mackiney S., de-
lante del primero; 2) que en el accidente resultó con les:o-
nes corporales Ana Valdez de Mackiney, pasajera del ca-
rro delantero, curables despuís de 20 y antes de 30 días;
y 3) que 'el accidente se produjo por las faltas cometidas
por Alcibíades Alvarez Maldonado al conducir su vehículo
a una velocidad excesiva, al aproximarse al puente José
Maria Cabral; no guardar la distancia prudente y necesa-
ria del carro que iba de . ante, el cual al detenerse fue elto-
eado por éste, y conducir su vehículo a sabienda de que los
frenos del mismo no estaban en perfecto estado de funcio-
namiento; que, por todo lo expuesto, es evidente que la sen-
tencia impugnada contiene motivos sufidentes y pertinen-
tes que justifican su dispositivo, y una relación de los he-
chos y circunstancias de la causa que han perm tido a la
Suprema Corte de Justicia establecer que en la especie la
Ley ha sido bien aplicada; que en cuanto a la dcsnatura-
lizacién alegada, los recurrentes no señalan en qué con-
siste ésta, y se limitan a hacer un examen crítico de la
sentencia impugnada; por lo que procede desestimar los
medies del recurso por carecer de fundamento;

Considerando, que los hechos establecidos constitu-
yen a cargo del prevenido recurrente, el delito de golpes
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y heridas por imprudencia causados con la conducción de
un vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley
No. 241, de 1967, y sancionádo en la letra c) de dicho tex-
to legal, con prisión de 6 meses a 2 años y multa de RD$
100.00 a RD$500.00. cuando la enfermedad o

de la víctima para su trabajo durare 20 días o más, co-
mo ocurrió en la especie; que, en consecuencia, al conde-
nar a Alcibíades Alvarez Maldonado a una multa de RD$
25.00, acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua
le aplicó una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua citó por
establecido que el hecho del prevenido recurrente había
causado a Ana Valdez de Mackiny, parte civil constituida,
daños y perjuicios materiales y morales, que evaluó sobe-
ranamente en la suma de RD$1,000.00; que al condenar a
Abelardo Arias, puesto en causa como civilmente respon-
sable, al pago de esa suma, y de los intereses legales, a tí-
tulo de indemnización complementaria solicitada, la Cor-
te a-qua hizo una correcta aplicación del artículo 1384 del
Código Civil, y del 1 y 10 de la Ley No. 4117, sobre Segu-
ro Obligatorio de Vehículos de Motor al declarar oponi-
bles a la Segures Pepín, S. A., estas condenaciones:

Considerando, que examinada la sentencia impugna-
da, en sus demás aspectos, en lo concerniente al prevenido
recurrente, no presenta violo alguno qtie justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, PRLMERO: Admite cómo intervi-
niente a Ana Valdez de Mackiney, en les recursos de ca-
sación interpuestos por Alcibíades Alvarez Maldonado,
Abelardo Anias y 1a Seguros Pepín, S. A., contra la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de San Cristó-
bal, en sus atribuciones correccionales, el 18 de marzo de
1977, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; SEGUNDO: Rechaza los referidos recur-
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• sos; TERCERO: Condena al prevenido Alcibíades Alvarez

Maldonado al pago de las costas penales; CUARTO: Con-
dena a Abelardo Arias al pago de las costas civiles, y las
distrae en provecho del Dr. Vicente Pérez Perdomo, abo-

: gado de la interviniente, quien afirma haberlas avanzado
en su mayor parte, y las hace oponibles a la Seguros Pe-
pM, S. A., dentro de los términos de la Póliza.

FIRMADOS. — Néstor Contín Aybar, F. E. Ravelo de
la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco	 Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.-- (Fdo.) Miguel Jacobo.

267
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y heridas por imprudencia causados con la conducción de
un vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley
No. 241, de 1967, y sancionado en la letra c) de dicho tex-
to legal, con prisión de 6 meses a 2 años y multa de RD$
100.00 a RD$500.00. cuando la enfermedad o

de la víctima para su trabajo durare 20 días o más, co-
mo ocurrió en la especie; que, en consecuencia, al conde-
nar a Alcibíades Alvarez Maldonado a una multa de RD$
25.00, acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua
le aplicó una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dió pz
establecido que el hecho del prevenido recurrente habite
causado a Ana Valdez de :Mackiny, parte civil constituida,
daños y perjuicios materiales y morales, que evaluó sobe-
ranamente en la suma de RD$1,000.00; que al condenar a
Abelardo Arias, puesto en causa como Civilmente respon-
sable, al pago de esa suma, y de los intereses legales, a tí-
tulo de indemnización complementaria solicitada, la Cor-
te a-qua hizo una correcta aplicación del artículo 1384 del
Código Civil, y del 1 y 10 de la Ley No. 4117. sobre Segu-
ro Obligatorio de Vehículos de Motor al declarar oponi-
bles a la Seguros Pepín, S. A., estas condenaciones:

Considerando, que examinada la sentencia impugna-
da, en sus demás aspectos, en lo concerniente al prevenido
recurrente, no presenta vio:o alguno qué justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, PRLMERO: Admite cómo intervi-
niente a Ana Valdez de Mackiney, en les recursos de ca-
sación interpuestos por Alcibíades Alvarez Maldonado.
Abelardo Antas y Ja Seguros Pepín, S. A., contra la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de San Cristó-
bal, en sus atribuciones correccionales, el 18 de marzo de
1977, cuyo disposaivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; SEGUNDO: Rechaza los referidos recur-

sos; TERCERO: Condena al prevenido Alcibíades Alvarez
Maldonado al pago de las costas penales; CUARTO: Con-
dena a Abelardo Arias al pago de las costas civiles, y las
distrae en provecho del Dr. Vicente Pérez Perdomo, abo-
gado de la interviniente, quien afirma haberlas avanzado
en su mayor parte, y las hace oponibles a la Seguros Pc-
pín, S. A., dentro de los términos de la Póliza.

FIRMADOS. — Néstor Contín Aybar, F. E. Ravelo de
la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elp dio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Joaquín L. Ilernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada par los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.-- (Fdo.) Miguel Jacobo.



268	 BOLETLN JUDICIAL	 Bour.rr,. J. MCIAL	 269

SENTENCIA DE FECHA 15 DE FEBRERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte -de Apelación de Santiago, de fecha
19 de enero de 1977.

Mnteria: CoFreecional.

Recurrentes: Gustavo Adolfo Gottcholik y la Compañía de Segu-
ros Unión C. por A. Isicl,

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia. regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Présidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente: Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del
Secretar:o General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Ditrito
Nacional, hoy día 15 de febrero del 1980, años 136' de la
Independencia y 117' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como Corte de Casación, la siguiente senten-
cia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Gustavo Adolfo Gottscholik Domínguez, domi-
nicano, mayor de edad, soltero, oficinista, domiciliado en
la Avenida Duarte de Villa ETsonó, de la Provincia de
Santiago, cédula 3484, serie 53, y la Compañía de Segu-
ros Unión, C. por A. (sic), contra la sentencia dictada el 19
de marzo de 1977 en sus atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de Santiago, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído cl dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua el 7 de febrero de 1977, a
requerimiento del Dr. Manuel de Js. Disla Suárez, cédula
39720, serie 31, en representación de los recurrentes ya
nombrados, acta en la cual no se propone contra la sen-
tenc:a que impugnan ningún medio det_rminado de casa-
ción;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley sobre Trán-
sito y Vehículcs, No. 241 de 1967; 1383 del Código Civil:
1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligato-
rio de Vehículos de Motor; y 1, 37 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que, con motivo de un accidente de trannito ocurrido el 17
de agosto de 1975 en la noche, en el tramo de carretera de
Villa Bisonó-Navarrete, de la Provincia de Santiago, en
el cual una persona resultó con lesiones corporales, la Ter-
cera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrae Judicial de Santiago, dictó el 17 de nm. ,:ernbre de
1975, en sus atribuciones correccionales una sentencia cu-
yo dispositivo aparece más adelante, incluido en el de la
ahora impugnada; b) que, sobre recursos de la agraviada,
constituida en parte civil, Yanet del Carmen Ferreira, in-
tervino cl 19 de enero de 1977 la sentencia ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Declara bueno y válido en cuanto a la forma, el
recurso de apelación interpuesto por el Dr. Jame Cruz
Tejada a nombre y representación de la señora Yanet del
Carmen Ferreiras, parte civil constituida, contra senten-
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE FEBRERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte	 Apelación de Santiago, de fecha
19 de enero de 1977.

Metería: Correccional.

Recurrentes: Gustavo Adolfo Gotteholik y la Compañía de Segu-
ros Unión C. por A. (siel.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En N&nbre de la República, la Suprema Corte de
Justicia. rcgularmente constituida por los Jueces Néstor
Contén Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Pri:mer Sustituto de Presidente; Manuel A. Arniama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Ditrito
Nacional, hoy día 15 de febrero del 1980, años 136' de la
Independencia y 117' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como Corte de Casación, la siguiente senten-
cia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Gustavo Adolfo Gottscholik Domínguez, domi-
nicano, mayor de edad, soltero, oficinista, domiciliado en
la Avenida Duarte de Villa Ellsonó, de la Provincia de
Santiago, cédula 3484, serie 53, y la Compañía de Segu-
ros Unión, C. por A. (sic), contra la sentencia dictada el 19
de marzo de 1977 en sus atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de Santiago, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de les recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua el 7 de febrero de 1977, a
requerimiento del Dr. Manuel de Js. Disla Suárez, cédula
39720, serle 31, en representación de los recurrentes ya
nombrados, acta en la cual no se propone contra la sen-
tencia que impugnan ningún medio detainado de casa-

' ción;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley sobre Trán-
sito y Vehicules, No. 241 de 1967; 1383 del Código Civil:
1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligato-
rio de Vehículos de Motor; y 1, 37 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que, con motivo de un accidente de transito ocurrido el 17
de agosto de 1975 en la noche, cn el tramo de carretera de
Villa Bisonó-Navarrete, de la Provincia de Santiago, en
el cual una persona resultó con lesiones corporales, la Ter-
cera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrao Judicial de Santiago, dictó el 17 de noviembre de
1975, en sus atribuciones correccionales una sentencia cu-
yo dispositivo aparece más adelante, incluido en el de la
ahora impugnada: b) que, sobre recursos de la agraviada,
constiftída en parte civil, Yanet del Carmen Ferreira, in-
terv:no cl 19 de enero de 1977 la sentencia ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Declara bueno y válido cn cuanto a la forma, el
recurso de apelación interpuesto por el Dr. Jai me Cruz
Tejada a nombre y representación de la señora Yanet del
Carmen Ferreiras, parte civil constituida, contra senten-
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cia de fecha diecisiete (17) del mes de novf:embre del año
mil novecientos setenta y cinco (1975), dictada por la Ter-
cera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de, Santiago, cuyo dispositivo copiado
textualmente dice asi: Primero: Que debe declarar, como
en efecto declara al nombrado Gusttvo Adolfo Gottchslik
Domínguez, culpable de violar el artículo 49, letra c), de
la ley 241 sobre vehículos de motor, y acogiendo un 25`1
de culpabilidad de la víctima debe condenar y condena
al mencionado inculpado a RD$15.00 (Quilnee pesos oro)
de multa, por el hecho puesto a su cargo; Segundo: Que
debe declarar como en efecto declara buena y válida 1a
constitución en parte civil formulada por Yanct del Car-
men ó Carmen Ferreiras, contra Gustavo Adolfo Gottsehlik
Domínguez y Compañía de Seguros Unión de Seguros, C.
por A., en cuanto a la forma por haberla interpuesto de
acuerdo a las normas procesales; Tercero: Que debe con-
denar y condena a Gustavo Adólfo Gottschelik Domín-
guez, a una indemnización al pago de RD$750.00 (Setecien-
tos cincuenta pesos oro) por los daños y perjuicios ocasio-
nados a la señora Yanct del Carmen Ferreiras ó Carmen
Ferreiras, en su vehículo (carro), marca Citroen, color
azul, asegurado en la Compañía Unión de Seguros, C. por
A., con póliza No. 37078, que vence 1-8-76, de su propie-
dad; Cuarto: Que debe condenar a Gustavo Gottchelik Do-
minguez, al pago de los intereses legales de la suma acor-
dada a la señera Yanct del Carmen Ferreiras ó Carmen Fe-
rre:ras, a partir de la demanda en justicia a título de in-
demnizadón suplementaria; Quinto: Que debe declarar,
como en efecto declara la presente sentencia, común, opo-
nible y ejecutable a la Compañía Unión de Seguros, C.
par A., en su condición de compañía aseguradora de la
responsabilIclad civil de Gustavo Adolfo Gotschelik Do-
mínguez; Sexto: Que los señores Gustavo Adolfo Gottche-
lik Domínguez y la Compañía de Seguros, C. por A., sean

condenados solidariamente al pago de las costas, ordenan-
do su distracción en favor del Dr. Jaime Cruz Tejada,
quien afirma estarlas avanzando en su totalidad; Séptimo:
Que debe condenar y condena al Sr. Gustavo Adolfo Gott-
chelik Domínguez, al pago de las costas penales; SEGUN-
DO: Modifica el Ordinal Tercero de la sentencia recorrida,
en cl sentido de aumentar la indemnización acordada a la
parte civil constituida en la suma de Un Mil Cincuenta
Pesos Oro (RD$1,050.00), por considerar esta Corte, ser es-
ta la suma justa, adecuada y suficiente, para reparar los
daños y perjuicios, tanto morales como materiales experi-
mentados por dicha parte civil constituida, a consecucnefa
del accidente de que se trata, después de apreciar esta
Corte que de no haber cometido la agraviada falta propor-
cional a un 25% en la ocurrencia de este accidente, dicha
indemn : zación hubiese sido de Un mil cuatrocientos pesos
oro (RD$1,400.00); TERCERO: Confirma la sentenSa re-
currida en los demás aspectos civiles; CUARTO: Condena
a Gustavo Adolfo Gottchelik Domínguez, persona civilmen-
te responsable, al pago de las costas civiles, de esta instan-
cia, ordenando su di stracción en provecho del Dr. Jaime
Cruz Tejada, abogado que afirma estarlas avanzando en
su totalidad";

Considerando, que la Unión de Seguros, C. por A.,
(sic) ni en el Acta de Casación, ni en escrito posterior al-
guno, ha expuesto los fundamentos de su recurso, como
lo exige a pena de nulidad el artículo 37 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación para todo recurrente que no
sea él o los condenados penalmente; que por tanto, en el
caso ocurrente sólo procede examinar el recurso del pro-
venido Guttchelik Domínguez;

Considerando, que, al producirse el fallo de pimer
grado no fué apelado por Gottschelik; que su recurso de
casación se produjo obviamente porque la sentencia de
apelación le causó agravio al aumentar la reparación mo-



BOLETIN JUDICIAL	 271270	 WILCTIN JUDICIAL

cia de fecha diecisiete (17) del mes de novilembre del año
mil novecientos setenta y cinco (1975), dictada por la Ter-
cera Cámara Penál del Juzgado de Primera Instancia del
Distn:to Judicial de, Santiago, cuyo dispositivo copiado
textualmente dice así: Primero: Que debe declarar, como
en efecto declara al nombrado Gusttvo Adolfo Gottchslik
Domínguez, culpable de violar el artículo 49, letra c), de
la ley 241 sobre vehículos de motor, y acogiendo un 251,4
de culpabilidad de la víctima debe condenar y condena
al mencionado inculpado a RDS15.00 (QuItee pesos oro)
de multa, por el hecho puesto a su cargo; Segundo: Que
debe declarar como en 'efecto declara buena y válida la
constitución en parte civil formulada por Yanet del Car-
men ó Carmen Ferreiras, contra Gustavo Adolfo Gottschlik
Domínguez y Compañía de Seguros Unión de Seguras, C.
por A., en cuanto a la forma por haberla interpuesto de
acuerdo a las normas procesales; Tercero: Que debe con-
donar y condena a Gustavo Adólfo Gottschelik Domín-
guez, a una indemnización al pago de R.D$750.00 (Setecien-
tos cincuenta pesos oro) por los daños y perjuicios ocasio-
nados a la señora Yanet del Carmen Ferreiras ó Carmen
Ferreiras, en su vehículo (carro), marca Citroen, color
azul, asegurado •en la Compañía Unión de Seguros, C. por
A., con póliza No. 37078, que vence 1-8-76, de su propie-
dad; Cuarto: Que debe condenar a Gustavo Gottchelik Do-
mínguez, al pago de los intereses legales de la suma acor-
dada a la señera Yanet del Carmen Ferreiras ó Carmen Fe-
rre . ras, a partir de la demanda en justicia a título de in-
demnización suplementaria; Quinto: Que debe declarar,
como en efecto declara la presente sentencia, común, opo-
nible y ejecutable a la Compañía Unión de Seguros, C.
por A., en su condición de compañía aseguradora de la
responsabil : dad civil de Gustavo Adolfo Gotschelik Do-
mínguez; Sexto: Que los señores Gustavo Adolfo Gottche-
lik Domínguez y la Compañía de Seguros, C. por A., sean

condenados solidariamente al pago de las costas, ordenan-
do su distracción en favor del Dr. Jaime Cruz Tejada,
quien afirma estarlas avanzando en su totalidad; Séptimo:
Que debe condenar y condena al Sr. Gustavo Adolfo Gott-
chelik Domínguez, al pago de las costas penales; SEGUN-
DO: Modifica el Ordinal Tercero de 9a sentencia recurrida,
er. el sentido de aumentar la indemnización acordada a la
parte civil constituida en la suma de Un Mil Cincuenta
Pesos Oro (RD$1,050.00), por considerar esta Corte, ser es- -
ta la suma justa, adecuada y suficiente, para reparar los
daños y perjuicios, tanto morales como materiales experi-
mentados por dicha parte civil constituida, a consecuenera
del accidente de que se trata, después de apreciar esta
Corte que de no haber cometido la agraviada falta propor-
cional a un 25% en la ocurrencia de este accidente, dicha
indemn i zación hubiese sido de Un mil cuatrocientos peses
oro (RD$1,400.00); TERCERO: Confirma la sentene'a re-
currida en los demás aspectos civiles; CUARTO: Condena
a Gustavo Adolfo Gottchelik Domínguez, persona civilmen-
te responsable, al pago de las costas civiles, de esta instan-
cia, ordenando su distracción en provecho del Dr. Jaime
Cruz Tejada, abogado que afirma estarlas avanzando en
su totalidad";

Considcrando, que la Unión de Seguros, C. por A.,
(sic) ni en el Acta de Casación, ni en escrito posterior al-
gano, ha expuesto los fundamentos de su recurso, cerro
lo ex ge a pena de nulidad el artículo 37 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación para todo recurrente que no
sea él o los condenados penalmente; que por tanto, en el
caso ocurrente sólo procede examinar el recurso del pre-
venido Guttehelik Domínguez;

Considerando, que, al producirse el fallo de pimer
grado no fué apelado por Gottschelik; que su recurso de
casación se produjo obviamente porque la sentencia de
apelación le causó agravio al aumentar la reparación mo-
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netaria concedida a la persona constituida en parte civil,
por lo cual su recurso de casación es admisible en cuanto
a la forma, que se limita al aspecto civil;

Considerando, que, para fallar como lo ha hecho, la
Corte a-qtra dá por establecido lo siguiente, en base a los
elementos de juicio que le fueron aportados: a) que en la
noche del 17 de agosto de 1975, mientras el carro
No. 309266, propiedad de Gustavo Adolfo Gottscheilk Do-
mínguez, con póliza No. 37078, de la Unión de Segures, C.
por A., (sic), conducido por su prcpio dueño, transitaba de
Oeste a Este por el tramo carretero de Villa Blsonó a Na-
varrete, atropelló a Yanet del Carmen Ferreiras, causán-
dole, según el certificado médico, que obró en el proceso,
fracturas varias en la pierna izquierda y traumatismos
diversos, que requerían de 75 a 90 días para su curac;lón;
b) que el accidente se produjo principalmente por culpa
del prevenido Gttschelik al conducir su vehículo a exce-
so de velocidad, y en parte también por imprudenola de
la agraviada Yanet del Carmen Ferreiras, al tratar de cru-
zar del paseo donde se encontraba al acercarse el vehícu-
lo que la atropelló, al otro lado de la vía;

Considerando, que, por lo expuesto, la Corte a-qua al
aumentar en provecho de la agraviada Ferreiras la suma
indemnizatorla que se le había concedido en primer grado
RD$750.00) a la suma de RDS1,050.0O 3 con pago adicio-
nal de los intereses de esa suma a contar de la demanda.
a título de reparación complementaria, todo a cargo del
ahora recurrente Gottschlik, con oponibil:dad de esas con-
denaciones y las costas a la Unión de Seguros, C. por A.,
la Corte a-qua hizo una correcta aplicacción de los artícu-
los 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentecia impugnada
en lo concerniente al prevenido recurrente, no presenta
vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso
de casación interpuesto per la Unión de Seguros, C. por A ,
contra la sentencia dictada el 17 de enero de 1977 en sus
atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación de
Santiago, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del
presente fallo; y Segundo: Rechaza el recurso dei preve-
nido Gustavo Adolfo Kottschel:k Domínguez contra la mis-
ma sentencia y lo condena a las costas penales.

FIRMADOS.	 Néstor Contín Aybar, F. E. Ravelo de
la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpldio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leida y publicada por mí, Szeretar:o General.
que certifico.-- (Fdo.) Miguel Jacobo.
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nétaria concedida a la persona constituida en parte civil,
por lo cual su recurso de casación es admisible en cuanto
a la forma, que se limita al aspecto civil;

Considerando, que, para fallar como lo ha hecho, la
Corte a-qtra dá por establecido lo siguiente, en base a los
elementos de juia:o que le fueron aportados: a) que en la
noche del 17 de agosto de 1975, mientras el carro placa
No. 309266, propiedad de Gustavo Adolfo Gottscheilk Do-
minguez, con póliza No. 37078, de la Unión de Segures, C.
por A., (sic), conducido por su propio dueño, transitaba de
Oeste a Este por el tramo carretero de Villa Blsonó a Na-
varrete, atropelló a Yanet del Carmen Ferreiras, causán-
dole, según el certificado médico, que obró en el proceso,
fracturas varias en la pierna izquierda y traumatismos
diversos, que requerían de 75 a 90 días para su curaolen;
b) que el accidente se produjo principalmente por culpa
del prevenido Gttschclik al conducir su vehículo a exce-
so de velocidad, y en parte también por imprudencia de
la agraviada Yanet del Carmen Ferreiras, al tratar de cru-
zar del paseo donde se encontraba al acercarse el vehícu-
lo que la atropelló, al otro lado de la vía;

Considerando, que, por lo expuesto, la Corte a-qua al
aumentar en provecho de la agraviada Ferreiras la suma
indemnizatoria que se le había concedido en primer grado
,RD$750.00) a la suma de RDS1,050.0O 3 con pago adicio-
nal de los intereses de esa suma a contar de la demanda,
a título de reparación complementaria, todo a cargo del
ahora recurrente Gottschlik, con oponibilidad de esas con-
denaciones y las costas a la Unión de Seguros, C. por A.,
la Corte a-qua hizo una correcta aplicacción de los artícu-
los 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentecia impugnada
en lo concerniente al prevenido recurrente, no presenta
vicio alguno que justifique su casación;
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Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso1 de casación interpuesto por la Unión de Seguros, C. por A ,
contra la sentencia dictada el 17 de enero de 1977 en sus
atribuciones ccrreccionales, por la Corte de Apelación de

• Santiago, cuyo dispositivo se copia en parte anter:or del
presente fallo; y Segundo: Rechaza el recurso del preve-
nido Gustavo Adolfo Kottschel:k Domínguez contra la mis-

, Ira sentencia y lo condena a las costas penales.

FIRMADOS.	 Néstor Contín Aybar, F. E. Ravelo de
la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpldio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Szcretar:o General,
que certitco— (Fdo.) Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE FEBRERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 9 de noviembre de 1977.

Materia: Correccionales.

Recurrentes: José María Lora, Thelma Frías Montalvo y la Se-
guros San Rafael, C. por A.

Ahogados: Dres. bolívar Soto Montas y Euclides Figuereo Acosta.

Intervinientes: Juana Ramona Dominguez y Compartes.

Abogadas: Dres. Pedro A. Rodríguez y Julio E. Rodriguez.

Dios, patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Per-
domo Báez„ y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
dienclas,en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 18 del mes de Febrero del año 1980,
años 136' de la Independencia y 117' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la s i

-guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjun-
tamente, por José María Arias Lora, dominicano, mayor
de edad, ingeniero, domiciliado en la casa No. 95, de la
calle Max Henriquez Ureña, de esta ciudad; The1ma Frías

Montalvo, dominicana, mayor de edad, del mismo domici-
lio, y la Seguros San Rafael, C. por A., con su asiento so-
cial en la calle Leeopoldo Navarro, esquina a la calle San
Francisco de Macorís, de esta ciudad; contra la sentencia
dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, de fe-
cha 9 de noviembre de 1977. cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Elis Ji-

ménez Moquete, en representación de los Dres. Bolívar
Soto Montás, cédula No. 22718, serie 2, y Euclides Acosta
Figuereo, cédula No. 26507, serie 18, abogados de los recu-
rrentes;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Julio
E. Rodríguez, cédula No. 19665, serle 18, por sí y en re-
presentación del Dr. Pedro A. Rodríguez Acosta, cédula
No. 22427, serie 18, abogados de los intervinientes, Juana
Ramona Domínguez, dominicana, mayor de edad, soltera,
de quehaceres domésticos, cédula No. 16457, serie 31, y
Francisco Inoa, dominicano, mayor de edad, soltero, domi-
ciliado en la casa No. 84, de la calle Félix María Ruiz, de
e.:ta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;	 •

Vista el acta de los recursos de casación, levantada el
2 de diciembre de 1977, en la Secretaria de la Corte a-qua,
a requer:micnto del Dr. Euclidcs Acosta Figuerco, cédula
No. 26507, serie 18, en nombre de los recurrentes, en la
cual no se propone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial, del 8 de septiembre de 1978, sus-
crito por los abogados de los recurrentes, en el cual se pro-
ponen los medios de casación que se indican más adelante;

Visto el escrito de los intervinientes, del 8 de septiem-
bre del 1978, suscrito por sus abogados;
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Intervinientes: Juana Ramona Domínguez y Compartes.

Abogadas: Dres. Pedro A. Rodríguez y Julio E. Rodríguez.

Dios, patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Juraos Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Joaquín M. Alvarez Pe-
rel16, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Per-
domo Báez, y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diendas,en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-

trito Nacional, hoy día 18 del mes de Febrero del año 1980,
años 136' de la Independencia y 117' de la Restauración,
dieta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjun-
tamente, por José María Arias Lora, dominicano, Mayor
de edad, ingeniero, domiciliado en la casa No. 95, de la
calle Max Henríquez Ureña, de esta ciudad; Thelma Frías
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Montalvo, dominicana, mayor de edad, del mismo domici-
lio, y la Seguros San Rafael, C. por A., con su asiento so-
cia1 en la calle Leeopoldo Navarro, esquina a la calle San
Francisco de Macoris, de esta ciudad; contra la sentencia
dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, de fe-
cha 9 de noviembre de 1977, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Elis Ji-

ménez Moquete, en representación de los Dres. Bolívar
Soto Montás, cédula No. 22718, serie 2, y Euclides Acosta
Figuereo, cédula No. 26507, serie 18, abogados de los recu-
rrentes;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Julio
E, Rodríguez, cédula No. 19665, serie 18, por sí y en re-

. presentación del Dr. Pedro A. Rodríguez Acosta, cédula
' No. 22427, serie 18, abogados de los intervinientes, Juana

Ramona Domínguez, dominicana, mayor de edad, soltera,
de quehaceres domésticos, cédula No. 16457, serie 31, y
Francisco Inoa, dominicano, mayor de edad, soltero, domi-
ciliado en la casa No. 84, de la calle Félix María Ruiz, de
esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;	 •

Vista el acta de los recursos de casación, levantada el
2 de diciembre de 1977, en la Secretaría de la Corte a-qua,
a requerimiento del Dr. Euclides Acosta Figuereo, cédula
No. 26507, serie 18, en nombre de los recurrentes, en la
cual no se propone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial, del 8 de septiembre de 1978, sus-
crito por los abogados de los recurrentes, en el cual se pro-
ponen los medios de casación que se indican más adelante;

Visto el escrito de los intervinientes, del 8 de septiem:
1111,•	 ' , bre del 1978, suscrito por sus abogados;
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos 49
y 52 de la Ley 241, del 1967, sobre Tránsito y Vehículos,
1383 y 1384, del Código Civil, 1 y 10 de la Ley No. 4117
del 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor,
y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en
los documentos en que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurr:do
en esta dudad, el 15 de febrero de 1977, en el que una
persona resultó muerta, la Segunda Cámara Penal del Juz-
gado de Prímera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 18
de agosto de 1977, una sentencia cuyo dispositivo se trans-
cribe más adelante; b) que con motivo de los recursos in-
terpuestos intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite
como regular y válido en cuanto a la forma, los recursos
de apelación interpuestos; a) por el Dr. Euclides Acosta
F.guereo, en fecha 26 de agosto de 1977, a nombre y re-
presentación de José María Arias Lora, dominicano, mayor
de edad, cédula No. 2280, serie 23, residente en la calle
Max Henriquez Ureña No. 95, Ensanche Piantini, de esta
exudad, en su doble calidad de prevenido y persona civil-
mente responsable y de la Compañía de Seguros San Ra-
fael, C. por A.; y b) por el Dr. Pedro A. Rodríguez, por sí
y por el Dr. Julio E. Rodríguez, en fecha 1ro. de septiem-
bre de 1977, a nombre y representación de la parte civil
constituida, señora Juana Ramona Domínguez y Francis-
co Inoa, contra sentencia de fecha 18 de agosto de 1977,
dictada por la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo disposi-
tivo dice así: "Falla: Primero: Se declara al ingeniero José

Maria Arias Lora, culpable de violar los artículos 49, 65
y 72 de la Ley No. 241, y aplicando el prinelpio del no cú-

mulo de penas, así como tomando circunstancias atenuan-
tes a su favor se condena a pagar RD$100.00 (Cien pesos
oro) de multa; Segundo: Se condena por el término de seis
(6) meses, a partir de esta sentencia, la suspensión de la
licencia para la conducción de vehículos de motor que am-
para al nombrado José María Arias Lora; Tercero: Se con-
dena al ingeniero José Maria Aarias Lora, al pago de las
costas penaels; Cuarto: Se declara buena y válida la cons-
titución en parte civil, hecha por la nombrada Ramona
Domínguez, por mediación de su abogado el Dr. Pedro A.
Rodríguez Acosta y Dr. Julio Eligio Rodríguez, por ser
regular en la forma; Quinto: En cuanto al fondo de la re-
ferida constitución en parte civil, y/o ingeniero José Ma-
ría Arias Lora, en su calidad de propietario y conductor
del vehículo que ocasionó el accidente, al pago de una in-
demnización de RD$5,000.00 (Cinco mil pcsos oro) en fa-
vor de los nombrados Juana Ramona Domínguez y Fran-
cisco Inoa, como justa reparación por los daños y perju:-

.cics morales y materiales sufridos por ellos a consecuen-
cia del accidente que ocasionó la muerte de su hijo Lo-
renzo Bienvenido Inoa Domínguez, en el accidente de que
se trata, así como también al pago de los intereses legales
de la suma acordada a partir de la fecha de la demanda
hasta la total ejecución de la sentencia, a título de indem-
nización supletoria: Sexto: Se condena a los nombrados
Thelma Frías Montalvo y/o ingeniero José María Arias
Lora, al pago de las costas civiles con distracción de las
ntsmas en provecho de los Dres. Pedro Antonio Rodrí-
guez Acosta y Julio Eligio Rodríguez, quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad; Séptimo: Se declara
la presente sentencia común, oponible y ejecutable con to-
das sus consecuenclas legales a la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., por ser ésta la entidad aseguradora
del vehículo asegurado bajo póliza No. 1-16791, de acuer-
do con la Ley No. 4117 sobre Seguro Obligatorio de Ve-
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber del:-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionán más adelante, y los artículos 49
y 52 de la Ley 241, del 1967, sobre Tránsito y Vehículos,
1383 y 1384, del Código Civil, 1 y 10 de la Ley No. 4117
del 1935, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor,
y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en
los documentos en que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurr:do
en esta ciudad, el 15 de febrero de 1977, en el que una
persona resultó muerta, la Segunda Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 18
de agosto de 1977, una sentencia cuyo dispositivo se trans-
cribe más adelante; b) que con motivo de los recursos in-
terpuestos intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite
como regular y válido en cuanto a la forma, los recursos
de apelaelón interpuestos; a) por el Dr. Euclides Acosta
F.guereo, en fecha 26 de agosto de 1977, a nombre y re-
presentación de José María Arias Lora, dominicano, mayor
de edad, cédula No. 2280, serie 23, residente en la calle
Max Ilenriquez Ureña No. 95, Ensanche Piantini, de esta
exudad, en su doble calidad de prevenido y persona civil-
mente responsable y de la Compañía de Seguros San Ra-
fael, C. por A.; y b) por el Dr. Pedro A. Rodríguez, por sí
y por el Dr. Julio E. Rodríguez, en fecha 1ro. de septiem-
bre de 1977, a nombre y representación de la parte civil
constituida, señora Juana Ramona Domínguez y Francis-
co Inoa, contra sentencia de fecha 18 de agosto de 1977.
dictada por la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado
de Primera Instanc .la del Distrito Nacional, cuyo disposi-
tivo dice así: "Falla: Primero: Se declara al ingeniero José
Maria Arias Lora, culpable de violar los artículos 49, 65
y 72 de la Ley No. 241, y aplicando el principio del no eú-

mulo de penas, así como tomando circunstancias atenuan-
tes a su favor se condena a pagar RD$100.00 (Cien pesos
oro) de multa; Segundo: Se condena por a término de seis

. (6) meses, a partir de esta sentencia, la suspensión de la
Licencia para la conducción de vehículos de motor que am-
para al nombrado José María Arias Lora; Tercero: Se con-
dena al ingeniero José María Aarias Lora, al pago de las
costas penaels; Cuarto: Se declara buena y válida la cons-
titución en parte civil, hecha por la nombrada Ramona
Domínguez, por mediaelán de su abogado el Dr. Pedro A.
Rodríguez Acosta y Dr. Julio Eligio Rodríguez, por ser
regular en la forma; Quinto: En cuanto al fondo de la re-
ferida constitución en parte civil, y/o ingeniero José Ma-
ría Arias Lora, en su calidad de propietario y conductor
del vehículo que ocasionó el accidente, al pago de una in-
demnización de RD$5,000.00 (Cinco mil pesos oro) en fa-
vor de los nombrados Juana Ramona Domínguez y Fran-
cisco Inoa, como justa reparación por los daños y perjul-
cics morales y materiales sufridos por ellos a consecuen-
cia del accidente que ocasionó la muerte de su hijo Lo-
renzo Bienvenido Inoa Domínguez, en el accidente de que
se trata, así come también al pago de los intereses legales
de la suma acordada a partir de la fecha de la demanda
hasta la total ejecución de la sentencia, a titulo de indem-
nización supletoria: Sexto: Se condena a los nombrados
Thelma Frías Montalvo y/o ingeniero José María Arias
Lora, al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas en provecho de los Dres. Pedro Antonio Rodrí-
guez Acosta y Julio Eligio Rodríguez, quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad; Séptimo: Se declara
la presente sentencia común, oponible y ejecutable con to-
das sus consecuencias legales a la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., por ser ésta la entidad aseguradora
del vehículo asegurado bajo póliza No. 1-16791, de acuer-
do con la Ley No. 4117 sobre Seguro Obligatorio de Ve-
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hículos de Motor; por haber sido hecho dentro del plazo
y demás formalidades legales; SEGUNDO: En cuanto al
fondo de dichos recursos se mod fica el orcrnal Quinto de
la sentencia apelada, en cuanto al monto de la indemniza-
ción acordada por el tribunal a-qua, y la Corte por propia
autoridad y contrario imperio, fija di cha indemn zación
en la suma de Diez mil pesos oro (RD$10,000.00) a favor
de las partes civiles constituidas, por considerar esta Cor-
te de Apelación que esta suma está más en armonía y equi-
dad con la magnitud del daño y perjuicio sufridos por las
partes civiles constituidas a consecuencia del accidente;
TERCERO: Confirma en sus demás aspectos la senten-
cia apelada; CUARTO: Condena a José María Arias Lora,
en su doble caEclad de prevenido persona civilmente res-
ponsable, al pago de las costas penales y civiles de la al-
zada, con distracción en provecho de los Dres. Pedro A.
Rodríguez Acosta y Julio Eligio Rodríguez, quienes ars-
man haberlas avanzado en su totalidad; QUINTO: Decla-
ra la presente sentencia en su aspecto civt.l, oponible a la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., de conformi-
dad con el artículo 10 de la Ley No. 4117, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor";

Considerando, que los recurrentes proponen en su
Memorial el siguiente único medio de casac ón: Unico

Violación a los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal y 141 del Códgo de Procedimiento Ci-
vil, por falta e insuficiencia de motivos: desnaturalización
de los daños producidos en el plenario; Falsa apreciacíón
de los daños al aumentar la indemnización fijada por el

Tribunal de primer grado y s'n tomar en cons deración la
falta de la víctima, sin motivos justificados;	 •

Considerando, que los recurrentes alegan en su único
medio de casa&ón: que la Corte a-qua no analizó las de-
claraciones prestadas por el prevenido ante ella, sino que
se fundó, en las prestadas en la Policía Nacional, olvidan-

do que estas últimas scn extrajudiciales, frente a las ver-
tidas ante el Tribunal de manera oral, pública y contra-
dictoria; que en dicha sentencia se incurre en la desnatu-
ralización de les hechos al establecerse, primero: que el
prevenido José María Arlas Lora, en el momento del ac-
oidcnte, ccnducía su vehículo en retroceso y luego se ex-
presa en el fallo, contradiciendo lo dicho anteriormente,
que el prevenido declaró que cuando ocurrió el accidente
estaba tratando de buscar parqueo para estacionarse a su
derecha, mientras en prImera instancia declaró que esta-
ba tratando de entrar al parqueo y al estar ocupado total-
mente, dió marcha atrás y el motorista lo chocó; que el
testtgo Pedro Pablo Linares declaró que el vehículo del
prevenido le dió con la goma delantera; que interrogado
nuevamente este testigo declaró que fué al sakr de la en-
trada del edilicio cuando ocurrió el hecho, unos 3 ó 4 me-
tros más adelante; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada se dá
por establecido lo siguiente: a) que el 15 de febrero del
1977, mientras Jcsé María Arias Lora, conducía por la
Avenida 27 de Febrero, de esta ciudad, el automóvil placa
No. 113-279, asegurado con póliza No. 1-16791-12, de la San
Rafael, C. por A., chocó con la motoc:cleta conducida de
este a oeste por Lorenzo Inoa Domínguez, quien resultó
muerto a consecuencia de los golpes y heridas que sufrió
en el accidente; b) quo el accidente se delYó, a la falta
exclusiva del conductor del automóvil, quien al salir dan-
do reversa del edificio de la E. León Jirn5nez, C. por A.,
situada en d cha Avenida, y tratar de parquear su vehícu-
lo en la misma, no tomó las precauciones de lugar para
evitar el accidente: que para formar su convicción los
Jueces se fundaron en las declaraciones prestadas por cl
prevenido, no sólo en la Policía, sino, también, en las
prestadas ante el Juez del Primer Grado, ante quien dijo
que dicho accidente ocurrió al salir en retroceso del men-
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hículos de Motor; por haber sido hecho dentro del plazo
y demás formalidades legales; SEGUNDO: En cuanto al
fondo de dichos recursos se mod fica el ord:nal Quinto de
la sentencia apelada, en cuanto al monto de la indemniza-
ción acordada por el tribunal a-qua, y la Corte por propia
autoridad y contrario imperio, fija d i cha indemrización
en la suma de Diez mil pesos oro (RD$10,000.00) a favor
de las partes civiles constituidas, por considerar esta Cor-
te de Apelación que esta suma está más en armonía y equi-
dad con la magnitud del daño y perjuicio sufridos por las
partes civiles constituidas a consecuencia del accidente;
TERCERO: Confirma en sus demás aspectos la senten-
cia apelada; CUARTO: Condena a José María Arias Lora,
en su doble calidad de prevenido persona civilmente res-
ponsable, al pago de las costas penales y civiles de la al-
zada, con distracción en provecho de los Dres. Pedro A.
Rodríguez Acosta y Julio Elig:o Rodríguez, quienes al'.r-

man haberlas avanzado en su totalidad; QUINTO: Decla-
ra la presente sentencia en su aspecto civs.l, oponible a la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., de conformi-
dad con el artículo 10 de la Ley No. 4117, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor";

Considerando, que los recurrentes proponen en su
Memorial el siguiente único medio de casac ón: Unico Me-
dio: Violación a los artículos 195 del Código de Procedi-
miento Criminal y 141 del Código de Procedimiento Ci-

vil, por falta e insuficiencia de motivos; desnaturalización
de los daños producidos en el plenario; Falsa apreciación
de los daños al aumentar la indemnización fijada por cl
Tribunal de primer grado y s'n tomar en cons deración la
falta de la víctima, sin motivos justificados;

Considerando, que los recurrentes alegan en su único
med:o de casaseón: que la Corte a-qua no analizó las de-
claraciones prestadas por el prevenido ante ella, sino que
se fundó, en las prestadas en la Policía Nacional, olvidan-

do que estas úfltimas son extrajudiciales, frente a las ver-
tidas ante el Tribunal de manera oral, pública y contra-
dictoria; que en dicha sentencia se incurre en la desnatu-
ralización de los hechos al establecerse, primero: que el
prevenido José María Arlas Lora, en el momento del ac-
cidente, conducía su vehículo en retroceso y luego se ex-
presa en el fallo, contradiciendo lo dicho anteriormente,
que el prevenido declaró que cuando ocurrió el accidente
estaba tratando de buscar parqueo para estacionarse a su
derecha, mientras en primera instancia declaró que esta-
ba tratando de entrar al parqueo y al estar ocupado total-
mente, dió marcha atrás y el motorista lo chocó; que el
test ígc Pedro Pablo Linares declaró que el vehículo del
prevenido le dió con la goma delantera; que interrogado
nuevamente este testigo declaró que fué al salir de la en-
trada del edificio cuando ocurrió el hecho, unos 3 ó 4 me-
tros más adelante; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada se ciá
por establecido lo siguiente: a) que el 15 de febrero del
1977. mientras José Maria Arias Lora, conducía por la
Avenida 27 de Febrero, de esta ciudad, el automóvil placa
No. 113-279, asegurado con póliza No. 1-16791-12, de la San
Rafael, C. por A., chocó con la motocicleta conducida de
este a oeste por Lorenzo Inoa Domínguez, quien resultó
muerto a consecuencia de los golpes y heridas que sufrió
en el accidente; b) que el accidente se debo, a la falta
exclusiva del conductor del automóvil, quien al salir dan-
do reversa del edificio de la E. León Jiménez, C. por A.,
situada en dicha Avenida, y tratar de parquear su vehícu-
lo en la misma, no tomó las precauciones de lugar para
evitar el accidente: que para formar su convicción los
Jueces se fundaron en las declaraciones prestadas por cl
prevenido, no sólo en la Policía, sino, tamb:én, cn las
Prestadas ante el Juez del Primer Grado, ante quien dijo
que dicho accidente ocurrió al salir en retroceso del men-
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donado edificio, así como también en las declaraciones de
otros testigos oídos en apelación;

Considerando, que los Jueces de la apelación, al dictar
sus fallos, pueden fundarse en aquellas declaraciones pres-
tadas, tanto en Primera Instancia como ante ellos, que les
merezcan más crédito; que lo que los recurrentes señalan
como desnaturalizaalón no es sino la crítica que les mere-
cen las apreciaciónes que los Jueces hicieron de los testi-
monias que les fueron aportados, por lo que éstos alegatos
carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que también alegan los recurrentes en
el único medio propuesto, que la Corte a-qua para aumen-
tar de RDS5,000.00 a RD$10,000.00 la indemnización acor-
dada por el Juez de Primera Instancia a las personas cons-
tituídas en parte civil, no dió motivos específicos para, jus-
tificar ese aumento, lo que es obligatorio conforme juris-
prudencia constante de la Suprema Corte de Justicia;
pero,

Considerando, que la Corte a-qua para aumentar en
RD$10,000.00 la indemnización impuesta en Primera Ins-
tancia al prevenido y a la persona puesta en causa como
civilmente responsable, d:ó por establecido, dentro de sus
poderes soberanos de apreciación, que esa suma se ajus-
taba más a la reparación del daño causado a los padres
de la víctima, constituídos en parte civil, motivos que la
Suprema Corte de Justicia estima suficientes para justi-
ficar el monto fijado para la indemnización, el cual por
otra parte, no es irrazonable;

Considerando, que los hechos establecidos por la Cor-
te a-qua, mencionados precedentemente, configuran el de-
lito de golpes y heridas causados involuntariamente con el
manejo de un vehículo de motor, que produjeron la muer-
te a una persona, previsto por el artículo 49 de la Ley No.
241, del 1967, sobre Tránsito y Vehículos. y sancionado en

el inciso I, de ese mismo texto legal con las penas dos a
cinco años de prisión, y multa de quinientos a dos mil pe-
sos, cuando el accidente causare la muerte de una persona,
como ocurrió en la especie; que al condenar al prevenido
recurrente a una multa de RDS100.03, después de decla-
rar culpable, acogiendo circunstancias atenuantes, la Cor-
te a-qua aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asímismo, la Corte a-qua,	 por
establecido que el hecho del prevenido había e ausado a
Juana Ramona Domínguez y Francisco Inoa, padres del
occiso Lorenzo Bienvenido Inoa Domínguez, constituidos
en parte civil, daños y perjuicios materiales y morales,
cuyo monto apreció, como se expresa antes, en la suma
de RD$10,000.00; que, en consecuencia, al condenar al pre-
venido José María Arias Lora y a Thelma Frías Montal-
vo, al pago de esa suma, más lcs intereses legales a partir
de la demanda a título de indemnización, la Corte a-qua
hizo una correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384,
del Código Civil, y al hacerla oponible a la San Rafael, C.

por A., aseguradora del vehículo, que causó el accidente,
aplicó correctamente los artículos 1 y 10 de la Ley No.
4117 del 1955, sobre Scguro Obligatorio de Vehículos de

•	 1	 Motor;

Considerando, que examinada la sentencia iimpugna-
da, en sus demás aspectos, ,en lo que concierne al interés

'del prevenido, no presenta vicio alguno que justifique su
';Casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como intervi-
nientes a Juana Ramona Domínguez y Francisco Inoa, en
los recursos de casación interpuestos por José María Ar as
Lora, Thelma Frías Montalvo y la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., contra la senteno:a dictada por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, el 9 de noviem-
bre de 1977, en sus atribuq:ones correccionales, cuyo dis-

ti
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cionado edificio, así como también en las declaraciones de
otros testigos oídos en apelación;

Considerando, que los Jueces de la apelación, al dictar
sus fallos, pueden fundarse en aquellas declaraciones pres-
tadas, tanto en Primera Instancia como ante ellos, que les
merezcan más crédito; que lo que los recurrentes señalan
como desnaturalización no es sino la crítica que les mere-
cen las apreciaciones que los Jueces hicieron de los testi-
monios que les fueron aportados, por lo que éstos alegatos
carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que también alegan los recurrentes en
el único medlo propuesto, que la Corte a-qua para aumen-
tar de RD$5,000.00 a RD$10,000.00 la indemnización acor-
dada por el Juez de Primera Instancia a las personas cons-
tituídas en parte civil, no dió motivos específicos para, jus-
tificar ese aumento, lo que es obligatorio conforme juris-
prudencia constante de la Suprema Corte de Justicia;
pero,

Considerando, que la Corte a-qua para aumentar en
RD$10,000.00 la indemnización impuesta en Primera Ins-
tancia al prevenido y a la persona puesta en causa como
civilmente responsable, dió por establecido, dentro de sus
poderes soberanos de apreciación, que esa suma se ajus-
taba más a la reparación del daño causado a los padres
de la víctima, constituidos en parte civil, motivos que la
Suprema Corte de Justicia estima suficientes para justi-
ficar el monto fijado para la indemnización, el cual por
otra parte, no es irrazonable;

Considerando, que los hechos estableOldos por la Cor-
te a-qua, mencionados precedentemente, configuran el de-
lito de golpes y heridas causados involuntariamente con el
manejo de un vehículo de motor, que produjeron la muer-
te a una persona, previsto por el artículo 49 de la Ley No.
241, del 1967, sobre Tránsito y Vehículos. y sancionado en

el inciso I, de ese mismo texto legal con las penas dos a
cinco años de prisión, y multa de quinientos a dos mil pe-
sos, cuando el accidente causare la muerte de una persona,
como ocurrió en la especie; que al condenar al prevenido
recurrente a una multa de RDS100.03, después de decla-
rar culpable, acogiendo circunstancias atenuantes, la Cor-
te a-qua aplicó una sanción ajUstada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua,	 por
establecido que el hecho del prevenido había e ausado a
Juana Ramona Domínguez y Francisco Inca, padres del

• occiso Lorenzo Bienvenido Inoa Domínguez, constituidos
en parte civil, daños y perjuicios materiales y morales,
cuyo monto apreció, como se expresa antes, en la suma
de RD$10,000.00; que, en consecuencia, al condenar al pre-
venido José María Arias Lora y a Thelma Frías Montal-
vo, al pago de esa suma, más Ics intereses legales a partir
de la demanda a título de indemnización, la Corte a-qua
hizo una correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384,
del Código Civil, y al hacerla oponible a la San Rafael, C.
por A., aseguradora del vehículo, que caus5 el accidente,
aplicó correctamente los artículos 1 y 10 de la Ley No.
4117 del 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor;

Considerando, que examinada la sentencia ámpugna-
da, en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés
del prevenido, no presenta vicio alguno que justifique su
easación;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como intervI-.

Mentes a Juana Ramona Domínguez y Francisco Inoa, en
los recursos de casación interpuestos por José María Ar as
Lora, Thelma Frías Montalvo y la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., contra la sentenoia dictada por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, el 9 de noviem-
bre de 1977, en sus atribue:ones correccionales, cuyo dis-
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positivo se ha copiado en parte anterior del presente fa-

llo; SEGUNDO: Rechaza dichos recursos, y Condena al
prevenido recurrente Joáé María Arias Lora, al pago de
las costas penales; TERCERO: Condena a dicho prevenido
Thelma Frías Montalvo, al pago de las costas civiles, con
distracción en provecho de los Doctores Julio Eligio Ro-
dríguez, y Pedro Rodríguez, abogados de los intervinien-
tes, quienes afirman estarlas avanzando en su totalidad,
y las hace oponible a la Compañía de Seguros San Rafael,
C. por A., dentro de los términos de la póliza.

FIRMADOS. —• Néstor Contín Aybar, Fernando E. Ra-
velo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Joaquín M. Alvarez
Perelió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo
Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica .— Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA , 18 DE FEBRERO DEL 1980

Sentencia impuguada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 12 de mayo de 1976.

materia: Correccional.

Recurrente: Carmela Mena de Pantaleón.
Abogados: Dr. Blenveneido Amaro, Representado por la Dra. An-

dreina Amaro.

Dios, patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elp:dio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernán-
dez Espallat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 de fe-
brero del 1980, años 136' de la Independencia y 117' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Carmela
Mena de Pantaleón, dominicana, mayor de edad, casada,
de o • cios domésticos, cédula 2000, serie 61, domiciliada
y residente en Conuco, Municipio de Salcedo, contra la
sentencia dictada en atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de San Franc isco de Macorís, el 12 de
mayo de 1976, cuyo dispositivo se copia más adelante:
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positivo se ha copiado en parte anterior del presente fa-
llo; SEGUNDO: Rechaza dichos recursos, y Condena al
prevenido recurrente José María Arias Lora, al pago de
las costas penales; TERCERO: Condena a dicho prevenido
Thelma Frías Montalvo, al pago de las costas civiles, con
distracción en provecho de los Doctores Julio Eligio Ro-
dríguez, y Pedro Rodríguez, abogados de los intervinien-
tes, quienes afirman estarlas avanzando en su totalidad,
y las hace oponible a la Compañía de Seguros San Rafael,
C. por A., dentro de los términos de la póliza.

FIRMADOS. —• Néstor Contín Aybar, Fernando E. Ra-
velo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo
Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel
Jacobo. Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica .— Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA , 18 DE FEBRERO DEL 1980

sentencia Impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 12 de mayo de 1976.

Materia: Ccrreccional.

Recurrente: Carmela Mena de Pantaleón.
Abogados: Dr. Blenveneldo Amaro, Representado por la Dra. An-.

dreina Amaro.

Dios, patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Feriando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpldio Bazas,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Naeitmal, hoy día 18 de fe-
brero del 1980, años 136' de la Independencia y 117' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Carmela
Mena de Pantaleen, dominicana, mayor de edad, casada,
de oficios domésticos, cédula 2000, serie 64, domiciliada
y residente en Conuco, Municipio de Salcedo, contra la
sentencia dictada en atribuciones correccionales por la
Corta de Apelación de San Francisco de Macorís, el 12 de
mayo de 1976, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oída a la Dra. Andreína Amaro, en nombre y repre-
sentación del Dr. Bienvenido Amaro, cédula 21463, serie
47, abogado de la recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vasta el acta de casación levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua, el 25 de mayo de 1976, a requerimiento
del Dr. R. Bienvenido Amaro, abogado de la recurrente;

acta en la cual no se propone ningún medio determinado
de casación;

Visto el memorial de casación de la recurrente, del
13 de junio de 1977, suscrito por su abogado, en el cual
se proponen los medios de casación que más adelante se
indican;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 141 del Cód . go de Procedi-
miento Civil; 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una querella por violad:6n de propie-
dad, presentada el 14 de junio de 1968, por Carmela Me-
na de Pantalcón, constituido en parte civil, contra Manuel
María Pantaleón (a) Neisito, la Primera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duar-
te dictó el 6 de septiembre de 1974, una sentencia cuyo
dispositivo dice asi: "Falla: Primero: Que debe declarar y
declara: Buena y válida en cuanto a la forma la constitu-
ción en parte civil hecha por el Dr. R. Bienvenido Amaro,
en representación de la señora Carmela Mena Pantaleón,
representada por el señor Jesús María Pantaleón, en con-

tra del prevenido Manuel Pantaleón (a) Neisito, por ha-
berla hecho de acuerdo a la Ley: Segundo: Que debe recha-
zar y rechaza, la constitución en parte civil hecha por la
señora Carmela Mena, representada por el señor Jesús Ma-
ría Pantaleón por improcedente y mal fundada; Tercero:
Que debe declarar y declara: No culpable al nombrado Ma-
nuel Pantaleón (a) Neisito, de los hechos puestos a su
cargo: Violación de propiedad y en consecuencia se des-
carga por no haberlo cometido. Cuarto: Que debe: Decla-
rar y declara: las costas penales de oficio. Quinto: Que
debe condenar y condena a la parte civil constituida, seño-
ra Carmela Mena, representada por el señor Jesús Maria
Pantaleón, al pago de las costas civiles, distrayéndolas en
favor de los Dres. Teódulo Genao Frías y Luis Felipe NI-
casio; y b) que sobre el recurso de la actual recurrente,
Carmela Mena de Pantaleón, la Corte de Apelación de
San Francisco de Macorís, dictó el 12 de mayo de 1976,
la sentencia ahora impugnada en casación, de la que es el
siguiente dispositivo: "FALLA: PRLMERO: Declara regu-
lar y válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación
interpuesto por el Dr. R. Bienvenido Amaro, a nombre y
representación de la señora Carmela Mena de Pantaleón,
parte civil constituida, contra la sentencia correccional No.
1363, de fecha 6 de septiembre de 1974, dictada por la Pri-
mera Cámara de lo Penal del Distrito Judicial de Duarte,
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Que debe decla-
rar y declara: Buena y válida en cuanto a la forma, la
constitución en parte civil hecha por el Dr. R. Bienvenido
Arriare, en representación de la señora Carmela Mena
Pantaleón, representada por el señor Jesús María Panta-
león, en centra del prevenido Manuel Pantaleón, (a) Nei-
sito, por haberla hecho de acuerdo a la ley; Segundo: Que
debe rechazar y rechaza, la constitución en parte civil he-
cha por la señora Carmela Mena, representada por el se-
ñor Jesús María Pantaleón, por improcedente y mal fun-
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oída a la Dra. Andreína Amaro, en nombre y repre-
sentación del Dr. Bienvenido Amaro, cédula 21463, serie
47, abogado de la recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua, el 25 de mayo de 1976, a requerimiento
del Dr. R. Bienvenido Amaro, abogado de la recurrente;

acta en la cual no se propone ningún medio determinado
de casación;

Visto el memorial de casación de la recurrente, del
1,3 de junio de 1977, suscrito por su abogado, en el cual
se proponen los medios de casación que más adelante se
indican;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 141 del Cód . go de Procedi-
miento Civil; 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una querella por violac:ón de propie-
dad, presentada el 14 de junio de 1968, por Carmela Me-
na de Pantaleón, constituido en parte civil, contra Manuel
María Pantaleón (a) Neisito, la Primera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duar-
te dictó el 6 de septiembre de 1974, una sentencia cuyo
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Que debe declarar y
declara: Buena y válida C11 cuanto a la forma la constitu-
ción en parte civil hecha por el Dr. R. Bienvenido Amaro,
en representación de la señora Carmela Mena Pantaleón,
representada por el señor Jesús María Pantaleón, en con-

tra del prevenido Manuel Pantaleón (a) Neisito, por ha-
berle hecho de acuerdo a la Ley; Segundo: Que debe recha-
zar y rechaza, la constituelón en parte civil hecha por la
señora Carmela Mena, representada por el señor Jesús Ma-
ría Pantaleón por improcedente y mal fundada; Tercero:
Que debe declarar y declara: No culpable al nombrado Ma-
nuel Pantaleón (a) Neisito, de les hechos puestos a su
cargo: Violación de propiedad y en consecuencia se des-
carga por no haberlo cometido. Cuarto: Que debe: Decla-
rar y declara: las costas penales de oficio. Quinto: Que
debe condenar y condena a la parte civil constituida, seño-
ra Carmela Mena, representada por el señor Jesús Maria
Pantalaón, al pago de las costas civiles, distrayéndoles en
favor de los Dres. Teódulo Genao Frías y Luis Felipe NI-
cesio; y b) que sobre el recurso de la actual recurrente,
Carmela Mena de Pantaleón, la Corte de Apelación de
San Francisco de Macorís, dictó el 12 de mayo de 1976,
la sentencia ahora impugnada en casación, de la que es el
siguiente d'spositivo: "FALLA: PRLMERO: Declara regu-
lar y válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación
interpuesto por el Dr. R. Bienvenido Amaro, a nombre y
representación de la señora Carmela llena de Pantaleón,
parte civil constituida, contra la sentencia correccional No.
1363, de fecha 6 de septiembre de 1974, dictada por la Pri-
mera Cámara de lo Penal del Distrito Judicial de Duarte,
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Que debe decla-
rar y declara: Buena y válida en cuanto a la forma, la
constitución en parte civil hecha por el Dr. R. Bienvenido
Amaro, en representación de la señora Carmela Mena
Pantaleón, representada por el señor Jesús Maria Panta-
león, en contra del prevenido Manuel Pantaleón, (a) Nei-
:je, por haberle hecho de acuerdo a la ley; Segundo: Que
debe rechazar y rechaza, la constitución en parte civil he-
cha por la señora Carmela Mena, representada por el se-
ñor Jesús María Pantaleón, por improcedente y mal fun-
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dada. Tercero: Que debe declarar y declara: No culpable
al nombrado Manuel Pantaleón (a) Neysito, de los hechos
puestos a su cargo: Violación de propiedad, y en conse-
cuencia se descarga por no haberlo cometido. Cuarto:
Que debe declarar y declara: Las costas penales de oficio.
Quinto: Que debe: Condenar y condena a la parte civil
const:tuída, señora Carmela Mena, representada por el se-
ñor Jesús María Pantaleón, al pago de las costas civiles,
distrayéndolas en favor de los Dres. Teódulo Genao Frías
y Luis Felipe Nicasio"; SEGUNDO: Confirma la senten-
cia apelada en el aspecto que está apoderada esta Corte;
TERCERO: Condena a la parte civil constituida al pago
de las costas civiles, ordenando su distracción a favor del
Dr. Miguel Angel Luna Molina, abogado que afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que la recurrente propone en su me-
morial los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Violación del principio de la Autoridad de la Cosa Jug-
gada de la sentencia civil dictada per el Juzgado de Paz de
San Francisco de Macorís de fecha 24 de febrero del 1969
y de la sentencia civil de fecha 26 de febrero del año 1970
dictada por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del
Juzgado de Primera Instancea del Distrito Judicial de
Duarte; Segundo Medio: No ponderación de d o•umentcs
decisivos del proceso.— Tercer Medio: Violación del de-
re,:ho de defensa.— Cuarto Medio: Motivación contradic-
toria.— Quinto Medio: Desnaturalización de los documen-
tos y declaraciones y testimonios del proceso. No ponde-
ración de testimonios decisivos.— Sexto Medio: Motivación
insuficente.— Séptimo Medio: Motivación errónea.— 0e-
tal u Medio: Violación del principio consagrador de la ex-
cepción prejudicial de propiedad;

Considerando, que en el primer medio de su memo-
rial la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que en
la sentencia impugnada se ha violado la autoridad de la

cosa juzgada que adquirieron las sentencias dictadas por
el Juzgado de Paz de San Francisco de Macorís, el 24 de
febrreo del 1969 y por la Cámara Civil, Comercial y de
Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Duarte del 26 de febrero del 1970, ya que por
dichas sentencia se estableció, de una manera irrevocable,
que la porción de terreno en disputa estaba en posesión
de la recurrente; que la faja de terreno fué indebidamen-
te ocupada por Manuel Pantaleón y estaba en posesión
de la exponente antes dela invasión realizada por éste úl-
timo; pero,

Considerando, que las sentencias dictadas en relación
con los interdictos posesorios no tienen un carácter defi-
nitivo, pués, por ellas se impone solamente el respeto de
la posesión, mientras no ha se do probado, en la acción pe-
titoria, contra el poseedor, que el inmueble poseído no le
pertenece; que, por consiguiente, en la espec'e, los jue-
ces, apoderados de una querella por violación de propie-
dad, no estaban Igados, al fallar el caso, a lo decidido
en la acción posesoria anteriormente incoada; por lo cual
el primer medio del recurso carece de fundamento y de-
be ser desestimado;

Considerando, que en los medios 2do., 3ro., 4ro. Sto.
7mo. y 8vo. reunidos, la recurrente alega, en síntesis, lo
siguiente: que los documentos presentados por ella no fue-
ron ponderados por la Corte a-qua, por lo que se violé su
derecho de defensa; que tampoco fueron ponderadas las
declaraciones que le fueron aportadas, como las de los tes-
tigos Rafael Pantaleón, Juan Flores Padilla y otros, y
sólo se ciñó a las prestadas por Tobías Cabral; que la Cor-
te a-qua sustentó en su sentencia el criterio erróneo de
que el recurrido, Manuel Pantalón, tenía derecho, por su
propia ireciativa, a poner los alambres de la cerca por don-
de él entendía que debían colocarse, sin tomar en consi-
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dada. Tercero: Que debe declarar y declara: No culpable
al nombrado Manuel Pantaleón (a) Neysito, de los hechos
puestos a su cargo: Violación de propiedad, y en conse-
cuencia se descarga por no haberle cometido. Cuarto:
Que debe declarar y declara: Las costas penales de oficio.
Quinto: Que debe: Condenar y candena a la parte civil
constituida, señora Carmela Mena, representada por el se-
ñor Jesús María Pantalcón, al pago de las costas civiles,
distrayéndoles en favor de los Dres. Teódulo Genao Frías
y Luis Felipe Nicasio"; SEGUNDO: Confirma la senten-
cia apelada en el aspecto que está apoderada esta Corte;
TERCERO: Condena a la parte civil constituida al pago
de las costas civiles, ordenando su distracción a favor del
Dr. Miguel Angel Luna Molina, abogado que afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que la recurrente propone en su me-
morial los siguientes medios de casación: Primer Media:
Violación del principio de la Autoridad de la Cosa Jug-
gada de la sentencia civili dictada per el Juzgado de Paz de
San Francisco de Macorís de fecha 24 de febrero del 1969
y de la sentencia civil de fecha 26 de febrero del año 1970
dictada por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Duarte; Segundo Medio: No ponderación de d ocumentcs
decisivos del proceso.— Tercer Medio: Violación del de-
recho de defensa.— Cuarto Medio: Motivación contradic-
toria.— Quinto Medio: Desnaturalización de los documen-
tos y declaraciones y testimonios del proceso. No ponde-
ración de testimonios decisivos.— Sexto Medio: Motivación
insuficente.— Séptimo Medio: Motivación errónea.— Oc-
tavo Medio: Violación del principio consagrador de la ex-
cepción prejudicial de propiedad;

Considerando, que en el primer medio de su memo-
rial la recurrente alega, en síntesis, lo sigufente: que en
la sentencia impugnada se ha violado la autoridad de la

cosa juzgada que adquinieron las sentencias dictadas por
el Juzgado de Paz de San Francisco de Macorís, el 24 de
febrreo del 1969 y por la Cámara Civil, Comercial y de
Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Duarte del 26 de febrero del 1970, ya que por
dichas sentencia se estableció, de una manera irrevocable,
que la porción de terreno en disputa estaba en posesión
de la recurrente; que la faja de terreno fué indebidamen-
te ocupada por Manuel Pantaleón y estaba en poses:ón
de la exponente antes dela invasión realizada per éste úl-
timo; pero,

Considerando, que las sentencias dictadas en relación
con los interdictos posesorios no tienen un carácter defi-
nitivo, pués, por alas se impone solamente el respeto de
la posesión, mientras no ha sido probado, en la acción pe-
titoria, contra el poseedor, que el inmueble poseído no le
pertenece; que, por consiguiente, en la espec'e, los jue-
ces, apoderados de una querella por violación de propie-
dad, no estaban Egados, al fallar el caso, a lo decidido
en la acción posesoria anteriormente incoada; por lo cual
el primer medio del recurso carece de fundamento y de-
be ser desestimado;

Considerando, que en los medios 2do., 3ro., 4ro. Sto.
7mo. y 8vo. reunidos, la recurrente alega, en síntesis, lo
siguiente: que los documentos presentados por ella no fue-
ron ponderados por la Corte a-qua, por lo que se viole su
derecho de defensa; que tampoco fueron ponderadas las
declaraciones que le fueron aportadas, como las de los tes-
tigos Rafael Pantalcón, Juan Flores Padilla y otros, y
sólo se ciñó a las prestadas por Tobías Cabral; que la Cor-
te a-qua sustentó en su sentencia el criterio erróneo de
que el recurrido, Manuel Pantalón, tenía derecho, por su
propia in'ciativa, a poner los alambres de la cerca por don-
de él entendía que debían colocarse, sin tomar en consi-

•
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deración la opinión de la recurrente; que en la sentenc
impuganada se violó el princlpo de la excepción prejudi
cial de propiedad, ya que al sostener ambas partes que
eran las dueñas del terreno en disputa, la Corte a-qua de-
bió sobreseer el caso hasta que la jurisdicción civil resol-
viera definitivamente quién era el dueño de dicho terre-
no; pero.

Considerando, que estos alegatos de la recurrente tien-
den, en definitiva, a criticar la sentencia impugnada en
cuanto descargó al prevenido de los hechos de violación
de propiedad que le fueron imputados por dicha recu-
rrente; que como el prevenido fué descargado por la Cor-
te a-qua del referido delito puesto a su cargo solamente
el Procurador General de la Corte de Apelación tenía la
calidad para interponer un recurso de casación en el as-
pecto penal juzgado por la sentencia, lo que no hizo dicho
funcionario, y la parte civil constituida sólo podía recu-
rrir en casación en cuanto al aspecto civil; razones por las
cuales los medios del recurso que se examinan carecen de
pertinencia y deben ser desestimados;

Considerando, que en el desenvolvimiento del sexto
medio propuesto, la recurrente alega, en síntesis, lo si-
guiente: que cuando la parte civil reclama daños y perjui-
cios y el prevenido es descargado de responsabilidad pe-
nal, subsiste una falta civil, un delito o un cuasidelito;
que en la especie ello se ha manifestado por el hecho de
que el prevenido se hizo justicia a sí mismo, lo que originó
un daño indemnizable; pero,

Considerando, que si bien los Tribunales tienen com-
petencia, cuando hay descargo penal, para acordar repa-
ración por daños y perjuicios si hay algún hecho que re-
tener, que constituye un delito o un cuasidelito civil, en
la especie el examen del fallo impugnado no revela que
la Corte estimara que existiera algún hecho que retener

, I ser descargado el prevenido por no haber cometido el
ielito puesto a su cargo; por lo cual la Corte a-qua no tc-
:a que dar motivos particulares al respecto, y, en conse-

cuencia, el medio que se examina carece de fundamento y
t..be ser desestimado;

Por tales motivos, Unico: Rechaza el recurso de ca-
. .ción interpuesto por Carmela Mena de Pantaleón, con-

' ra la sentencia dictada. en sus atribuciones correcciona-
. s, por la Corte de Apelación de San Francisco de Maco-
..s. el 12 de mayo de 1976, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo.

FIRMADOS. — Néstor Contín Aybar, F. E. Ravelo de
la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Betas.
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica.— Miguel Jacobo.



288	 BOLETIN JUDICIAL

deración la opinión de la recurrente; que en la sentencia
impuganada se violó el princip'o de la excepción prejudi-
cial de propiedad, ya que al sostener ambas partes que
eran las dueñas del terreno en disputa, la Corte a-qua de-
bió sobreseer el caso hasta que la jurisdicción civil resol-
viera definitivamente quién era el dueño de dicho terre-
no; pero,

Considerando, que estos alegatos de la recurrente tien-
den, en definitiva, a criticar la sentencia impugnada en
cuanto descargó al prevenido de los hechos de violación
de propiedad que le fueron imputados por dicha recu-
rrente; que como el prevenido fué descargado per la Cor-
te a-qua del referido delito puesto a su cargo solamente
el Procurador General de la Corté de Apelación tenía la
calidad para interponer un recurso de casación en el as-
pecto penal juzgado por la sentencia, lo que no hizo dicho
funcionario, y la parte civil constituida sólo podía recu-
rrir en casación en cuanto al aspecto civil; razones por las
cuales los medios del recurso que se examinan carecen de
pertinencia y deben ser desestimados;

Considerando, que en el desenvolvimiento del sexto
medio propuesto, la recurrente alega, en síntesis, lo sir
guiente: que cuando la parte civil reclama daños y perjui-
cios y el prevenido es descargado de responsabilidad pe-
nal, subsiste una falta civil, un delito o un cuasidelito;
que en la especie ello se ha manifestado por el hecho de
que el prevenido se hizo justicia a sí mismo, lo que originó
un daño indemnizable, pero,

Considerando, que si bien los Tribunales tienen com-
petencia, cuando hay descargo penal, para acordar rep
ración por daños y perjuicios si hay algún hecho que re-
tener, que constituye un delito o un cuasidelito civil, en
la especie el examen del fallo impugnado no revela que
la Corte estimara que existiera algún hecho que retener
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descargado el prevenido por no haber cometido el
puesto a su cargo; por lo cual la Corte a-qua no te-

. .:a que dar motivos particulares al respecto, y, en consc-
iencia, el medio que se examina carece de fundamento y

jebe ser desestimado;

Por tales motivos, Unico: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Carmela Mena de Pantaleón, con-
tra la sentencia dictada, en sus atribuciones correcciona-
les, por la Corte de Apelación de San Francisco de Maco-
rís. el 12 de mayo de 1976, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo.

FIRMADOS. — Néstor Contín Aybar, F. E. Ravelo de
la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco El/Ydio Beras.
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica.— Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE FEBRERO DE 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
3 de diciembre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Eligio Salazar Inoa y Julio Tejada.

Abogado: Dr. Luis A. airean Rojas.

Interrinientes: Pedro Almonte Sánchez y Comparte.
Abogados: Dr. R. Bienvenido Amaro, Representado por la Dra

Andreina Amaro.	 -

Dios, patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Jcaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 de fe-
brero de 1980, años 136' de la Independencia y 117' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjun-
tamente por Eligio Salazar Inoa y Julio Tejada, doMni-
canos, mayores de edad, chófer y propietario, respetelva-i
mente, domiciliados en Joba Arriba, Sección del Munici-
pio de Gaspar Hernández y en Blanco Arriba, Jurisdic-

ción del Municipio de Tenares, y la Compañía de Seguros
Fejt, S. A., con domicilio social, en la tercera planta de
la casa No. 122 de la calle Restauración, de la ciudad de
Santiago, contra la sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de La Vega, el 3 de diciembre de 1976, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído a la Dra. Andreína Amaro, en representación
del Dr. R. Bienvenido Amaro, abogado de los recurren-
tes, Pedro Almonte Sánchez y Fausto Almonte Rodrí-
guez, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
/a Secretaria de la Corte a-qua el 3 de diciembre de 1976.
a requerimiento del Dr. Gregorio de Jesús Batista Gil, ac-
tuando a nombre de los recurrentes, en la que no se pro-
pone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes del 10 de fe-
brero de 1978, firmado por el abogado de los recurrentes,
Dr. Luis A. Bircann Rojas, en el que se propone el medio
único de casación, que se indica más adelante;

Visto el escrito de los intervinf.entes del 10 de febre-
ro de 1978, firmado por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se mencionan más adelante; y los artículos 49
y 52 de la Ley 241 de 1967; 1383 y 1384 del Código Ci-
vi l; 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obligato-
rio de Vehículos de Motor; y 1, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE FEBRERO DE 1930

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha

3 de diciembre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Eligio Sainar Inoa y Julio Tejada.
Abogado: Dr. Luis A. Bircann Rolas.

Intim-viole ntes: Pedro Almonte Ránche2 y Comparte.
Abogados: Dr. R. Bienvenido Amaro, Representado por la Dra.

Audrelna Amaro.

Dios, patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Almán-
zar, Felpe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernán-
dez Espaillat, asistidos del Secretario General, en la Sala'
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 de fe-
brero de 1980, años 136' de la Independencia y 117' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjun-
tamente por ElSio Solazar Inoa y Julio Tejada, domini-
canos, mayores de edad, chófer y propietario, respete:va-,
mente, domiciliados en Joba Arriba, Sección del Munici- .
pio de Gaspar Hernández y en Blanco Arriba, Jurisdic-

ción del Municipio de Tenares, y la Compañía de Seguros
pepín, S. A., con domicilio social, en la tercera planta de
la casa No. 122 de la calle Restauración, de la ciudad de
Santiago, contra la sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de La Vega, el 3 de diciembre de 1976, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído a la Dra. Andreína Amaro, en representación
del Dr. R. Bienvenido Amaro, abogado de los recurren-
tes, Pedro Almonte Sánchez y Fausto Almonte Rodrí-
guez, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República:

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua el 3 de diciembre de 1976.
a requerimiento del Dr. Gregorio de Jesús Batista Gil, ac-
tuando a nombre de los recurrentes, en la que no se pro-
pone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes del 10 de te-
brero de 1978, firmado por el abogado de los recurrentes,
Dr. Luis A. Bircann Rojas, en el que se propone el medio
único de casación, que se indica más adelante;

Visto el escrito de los intervintentes del 10 de febre-
ro de 1978, firmado por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se mencionan más adelante; y los artículos 49
y 52 de la Ley 241 de 1967; 1383 y 1384 del Código Ci-
vil; 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro OblIgato-
rio de Vehículos de Motor; y 1, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con
motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 12 de agos-
t ode 1974, en la carretera que une a los municipios de
Gaspar Hernández y Tenares, en la Sección denominada
La Piragua, Jurisdicción de la primera, en que resulta-
ron algunas personas con lesiones corporales, el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espa llat,
dictó el 13 de mayo de 1975, una sentencia cuyo disposi-
tivo se encuentra inserto en el de la ahora impugnada; b)
que sobre los recursos interpuestos intervino la senten-
cia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo dice
así: "FALLA: PRIMERO . Declara regulares y válidos en
la forma los recursos de apelación interpuestos por el pre-
venido Eligio Salazar Inoa, la persona civilmente respon-
sable Julio Tejada, la Compañía de Seguros Penni, S. A.,
y las partes civiles constituidas, Pedro Almonte Sánchez
y Fausto Almonte Rodríguez, contra sentencia correccio-
nal Núm. 191, dictada por el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Espaillat, de fecha 13 de ma-
yo de 1975, la cual tiene el siguiente dispositivo: "Primer
ro: Se pronuncia el defecto en contra del nombrado Eligio
Salazar, por estar legalmente citado y no haber compare-
cido a la audiencia; Segundo: Se declara al nombrado Eli-
gio Salazar, culpable de violar las disposiciones del artícu-
lo 49 de la Ley No. 241, de tránsito de vehículos y en con-
secuencia se condena al pago de una multa de RD$25.00
(Veinticinco pesos oro); Tercero: Que debe declarar, co-
mo al efecto declara al nombrado Pedro Almonte Sánchez,
no culpable de violar las disposiciones de la Ley No. 241,
y en consecuencia se descarga; Cuarto: Se condena al nom-
brado Eligio Salazar, al pago de las costas penales, en
cuanto a Pedro Almonte Sánchez, se declaran las costas de
oficio; Quinto: En cuanto a la forma se declara regular
y válida la constitución en parte civil hecha por los serio-
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res Pedro Almonte Sánchez y Fausto Almonte Rodríguez,
contra los nombrados Eligio Salazar Inoa y Julio Tejada,
a travéz de su abogado constituido Dr. R. Bienvenido
Amaro; Sexto: Se condena a los señores Eligio Salazar
Inoa y Julio Tejada, conjunta y solidariamente al pago
de RDS800.00 (Ochocientos pesos oro- y RD$4C0.00 (Cua-
trocientos pesos oro) en favor de Pedro Almonte Sán-
chez y Fausto Almonte Rodríguez, respectivamente, como
justa reparación de los daños y perjuicios morales y ma-
teriales sufridos por éstos y a título de indemnización:
Séptimo Se condena a los señores Eligio Salazar Inoa y
Julio Tejada al pago solidario de los intereses legales de
dicha suma y a título de indemnización suplementaria, a
partir de la demanda en justicia; Octavo: Se condena a los
nombrados Eligio Salazar Jnoa y Julio Tejada al pago
solidario de las costas civiles, con distracción de las mis-
mas en provecho del Dr. R. Bienvenido Amaro, abogado,
quien afirma estarlas avanzando en su mayor parte; No-
veno: Se declara esta sentencia común y oponible a la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., con todas sus conse-
cuencias legales y en virtud de las leyes 126 y 4117, sobre
seguros; por haber sido hechos de conformidad a la Ley;
SEGUNDO Pronuncia el defecto contra el prevenido EL-
gio Salazar Inoa, por no haber comparecido, no obstante
haber sido citado legalmente; TERCERO: Confirma de la
decigión recurrida los ordinales; Segundo, Quinto, Sexto,
a excepción en esto del monto de las indemnizaciones que
las aumenta de la siguiente manera: en favor de Pedro
Almonte Sánchez, RD$1,300.00 (Un mil quinientos pesos
nro), y para Fausto Almonte Rodríguez, RDS500.00 (Qui-
nientos oro), suma que esta Corte estima ajustadas para
reparar los daños sufridos por las partes civiles consfltui-
das: el Séptimo y el Noveno; CUARTO: Condena al pre-
venido Eligio Salazar Inoa al pago de las costas penales
ole esta alzada, y condena a éste juntamente con la perso-
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con
motivo de un accidente de tránsito ocurrido el 12 de agos-
t ode 1974, en la carretera que une a los municipios de
Gaspar Hernández y Tenares, en la Sección denominada
La Piragua, Jurisdicción de la primera, en que resulta-
ron algunas personas con lesiones corporales, el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espa llat,
dictó el 13 de mayo de 1975, una sentencia cuyo d:sposi-
tivo se encuentra inserto en el de la ahora impugnada; b)
que sobre los recursos interpuestos intervino la senten-
cia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo dice
así: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos en
la forma los recursos de apelación interpuestos por el pre-
venido Eligio Salazar Inca, la persona civilmente respon-
sable Julio Tejada, la Compañía de Seguros Pepín, S. A.,
y las partes civiles constituidas, Pedro Almonte Sánchez
y Fausto Almonte Rodríguez, contra sentencia correccio-
nal Núm. 191, dictada por el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Espaillat, de fecha 13 de ma-
yo de 1975, la cual tiene el siguiente dispositivo: "Primer
ro: Se pronuncia el defecto en contra del nombrado Eliglo
Salazar, por estar legalmente citado y no haber compare-
cido a la audiencia; Segundo: Se declara al nombrado Eli-
gio Salazar, culpable de violar las disposiciones del artícu-
lo 49 de la Ley No. 241, de tránsito de vehículos y en con-
secuencia se condena al pago de una multa de RD$25.00
(Veinticinco pesos oro); Tercero: Que debe declarar, co-
mo al efecto declara al nombrado Pedro Almonte Sánchez,
no culpable de violar las disposiciones de la Ley No. 241,
y en consecuencia se descarga; Cuarto: Se condena al nom-
brado Eligio Salazar, al pago de las costas penales, en
cuanto a Pedro Almonte Sánchez, se declaran las costas de
oficio; Quinto: En cuanto a la forma se declara regular
y válida la constitución en parte civil hecha por los seña-

BOI,ETIN JUDICIAL	 293

les Pedro Almonte Sánchez y Fausto Almonte Rodríguez,
contra los nombrados Eligio Salazar Inoa y Julio Tejada,
n travéz de su abogado constituido Dr. R. Bienvenido
Amaro; Sexto: Se condena a los señores Eligio Salazar
Inoa y Julio Tejada, conjunta y solidariamente al pago
de RD$800.00 (Ochooientos pesos oro- y RD$400.00 (Cua-
trocientos pesos oro) en favor de Pedro Almonte Sán-
chez y Fausto Almonte Rodríguez, respectivamente, corno
justa reparación de los daños y perjuicios morales y ma-
teriales sufridos por éstos y a título de indemnización:
Séptimo Se condena a los señores Eligio Salazar Inoa y
Julio Tejada al pago solidario de los intereses legales de
dicha suma y a título de indemnización suplementaria, a
partir de la demanda en justicia; Octavo: Se condena a los
nombrados Eligio Salazar )noa y Julio Tejada al pago
solidario de las costas civiles, con distracción de las mis-
mas en provecho del Dr. R. Bienvenido Amaro, abogado,
quien afirma estarlas avanzando en su mayor parte; No-
veno: Se declara esta sentencia común y oponible a la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., con todas sus conse-
cuencias legales y en virtud de las leyes 126 y 4117, sobre
seguros; por haber sido hechos de conformidad a la Ley;
SEGUNDO Pronuncia el defecto contra el prevenido Eh-
gio Salazar Inoa, por no haber comparecido, no obstante
haber sido citado legalmente; TERCERO: Confirma de la
decisión recurrida los ordinales; Segundo, Quinto, Sexto.
a excepción en esto del monto de las indemnizaciones que
las aumenta de la siguiente manera: en favor de Pedro
Almonte Sánchez, RD$1,500.00 (Un mil quinientos pesos
oro), y para Fausto Almonte Rodríguez, RDS500.00 (Qui-
nientos oro), suma que esta Corte estima ajustadas para
reparar los daños sufridos por las partos civiles constituí-
das; el Séptimo y el Noveno; CUARTO: Condena al pre-
venido Eligio Salazar Inoa al pago de las costas penales
:de esta alzada, y condena a éste juntamente con la perso-
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na civilmente responsable, Julio Tejada, al pago solidarlo
de las costas civiles con distracción de las m'smas en fa-
vor del Dr. R. Bienvenido Amaro, quien afirma haberlas
avanzado en su mayor parte";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada el siguiente medio único de casa-

ción: Unico: Violación del artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil; del artículo 195 del Código de Procedi-
miento Crirrúnal; y del artículo 23, ordinal 5, de la Ley

sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que los recurrentes alegan en síntesis,
en el desarrollo de su único medio de casación, que toda
sentencia debe bastarse a sí misma, y dicho principio sólo
ha recibido excepción cn lo que se refiere a la motivación,
pero jamás en la exposición de los hechos, y la sentencia
impugnada deja dentro de una „incógnita; a- cuándo ocu-
rrió el accidente; b) dónde; c) cómo; d) en qué circuns-
tancias; e- fué un choque ó un simple atropello de peato-
nes; f) Iba alguno de los constituidos en parte civil como
pasajeros y de cuál vehículo; g- en qué consiste la falta
imputada a Eligio Salazar Inoa, exceso de velocidad,
transitar a la izquierda, no observar señales de tránsito?;
que por tanto, alegan los recurrentes en la sentencia im-
pugnada, se ha incurrido en la violación de los textos men-
cionados y debe ser casada; pero,

Considerando, que contrariamente a lo alegado por
los recurrentes, la sentencia impugnada, satisface en cuan-
to a su formato todos los requistos de ley, y en lo que res-
pecta al aspecto pe.-al, la Corte a-qua, pudo adoptar, como
lo hizo, la motivación de la decisión del juez de primer
grado, en la que se establece: a) que en la tarde del 12 de
agosto de 1974, el chófer Eligio Salazar Inoa, conducien-
do un carro propiedad de Julián Tejada y asegurado con la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., con póliza Núm. A-
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19712-5, por la carretera que va de Gaspar Hernández a
Tenares, al llegar a la Sección denominada La Piragua,
se detuvo a la izquierda, y en el momento de reiniciar la
marcha, sin tomar las precauciones necesarias, chocó una
motocicleta que venía en sentido contrario, conducida por
Pedro Almonte, quien llevaba en la parte trasera a Faus-
to Almonte Rodríguez, resultando éstos últimos, el pri-
mero, con fractura de la base del cráneo, traumatismos
y laceraciones diversas, fractura de la clavícula, etc., cu-
rables después de 45 días; y el último con fracturas y le-
siones curables después de veinte días; b- que dicho acci-
dente se originó por la imprudencia cometida por Eligio
Salazar Inoa, al movilizar su vehículo sin percatarse an-
tes si podía hacerlo, con riesgo alguno, sobre todo estando
detenido a la izquierda, lo que orig nó la col'sión ebn la
motoneta, que marchaba a su derecha y a velocidad mode-
rada;

Considerando, que al adoptar la Corte a-qua esos me-,
Uvas de hecho y de derecho que son suf:oientes y perti-
nentes para justificar, en el aspecto penal, la dee Sión de
que se trata, es obvio que el medio que se examine, carece
de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que los hechos así establecidos confi-
guran a cargo del prevenido recurrente, el del to de gol-
pes y heridas por imprudencia producidos con el manejo
de un vehículo de motor, previsto por el artículo 49, de la
Ley 241, de 1967, y sancionado en dicho mismo texto le-
gal en su letra e) de (6) seis meses a (2) años de prisión
y multa de RD$100.00 (Cien pesos- a RL$500.00 (Qtyl

-Mentos pesos oro), si la enfermedad o imposibilidad para
el trabajo, durare veinte días ó más como le oeurr.ó a una
de las víctimas en el presente caso; que en consecuencia,
al consignar al prevenido recurrente a RD$25.00 de mul-
ta, acogiendo circunstancias atenuantes, le aplicó una pe-
na ajustada a la Ley;
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na civilmente responsable, Julio Tejada, al pago solidario
de las costas civiles con distracción de las m'smas en fa-
vor del Dr. R. Bienvenido Amaro, quien afirma haberlas
avanzado en su mayor parte";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada el siguiente medio único de casa-
ción: Unico: Violación del artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil; del artículo 195 del Código de Procedi-
miento Criminal; y del artículo 23, ordinal 5, de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que los recurrentes alegan en síntesis,
en el desarrollo de su único medio de casación, que toda
sentencia debe bastarse a sí misma, y dicho principio sólo
ha recibido excepción en lo que se refiere a la motivación,
pero jamás en la exposición de los hechos, y la sentencia
impugnada deja dentro de una incógnita; a- cuándo ocu-
rrió el accidente; b) dónde; c) cómo; d) en qué circuns-
tancias; e- fué un choque ó un simple atropello de peato-
nes; f) Iba alguno de los constituidos en parte civil como
pasajeros y de ctiá.‘. vehículo; g- en qué consiste la falta
imputada a Eligio Salazar Inoa, exceso de velocidad,
transitar a la izquierda, no observar señales de tránsito?;
que por tanto, alegan los recurrentes en la sentencia im-
pugnada, se ha incurrido en la violación de los textos men-
cionados y debe ser casada; pero,

Considerando, que contrariamente a lo alegado por
los recurrentes, la sentencia impugnada, satisface en cuan-
to a su formato todos los tequistos de ley, y en lo que res-
pecta al aspecto peral, la Corte a-qua, pudo adoptar, como
lo hizo, la motivación de la decisión del juez de primer
grado, en la que se establece: a) que en la tarde del 12 de
agosto de 1974, el chófer Eligio Salazar Inoa, conducien-
do un carro propiedad de Julián Tejada y asegurado con la
Compañía de Seguros Pepin, S. A., con póliza Núm. A-

19742-S, por la carretera que va de Gaspar Hernández a
Tenares, al llegar a la Sección denominada La Piragua,
se detuvo a la izquierda, y en el momento de re:Melar la
marcha, sin tomar las precauciones necesarias, chocó una
motocicleta que venía en sentido contrario, conducida por
Pedro Almonte, quien llevaba en la parte trasera a Faus-
to Almonte Rodríguez, resultando éstos últimos, el pri-
mero, con fractura de la base del cráneo, traumatismos
y laceraciones diversas, fractura de la clavícula, etc., cu-
rables después de 45 días; y el último con fracturas y le-
siones curables después de veinte días; la- que dicho acci-
dente se originó por la imprudencia cometida por Eligio
Salazar Inoa, al movilizar su vehículo sin percatarse an-
tes si podía hacerlo, con riesgo alguno, sobre todo estando
detenido a la izquierda, lo que orig nó la col'sión con la
motoneta, que marchaba a su derecha y a velocidad mode-
rada;

Considerando, que al adoptar la Corte a-qua esos mo-
tivos de hecho y de derecho que son suficientes y perti-
nentes para justificar, en el aspecto penal, la dcc Sión do
que se trata, es obvio que el medio que se examine, carece
de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que los hechos así establecidos confi-
guran a cargo del prevenido recurrente, el dello de gol-
pes y heridas por imprudencia producidos con el manejo
de un vehículo de motor, previsto por el artículo 49, de la
Ley 241, de 1967, y sancionado en dicho mismo texto le-
gal en su letra c) de (6) seis meses a (2) años de prisión
y multa de RD$100.00 (Cien pesos- a RE$500.00
nlentes pesos oro), si la enfermedad o imposibilidad para
el trabajo, durare veinte días ó más como le ocurnó a una
de las víctimas en el presente caso; que en consecuencia,
al consignar al prevenido recurrente a RD$25.00 de mul-
ta, acogfendo circunstancias atenuantes, le aplicó una pe-
na ajustada a la Ley;
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Considerando, que asimismo la Corte a-qua, ponde-
rando la gravedad de los golpes y heridas recibidos por
las víctimas, en el accidente de que se trata, y los cuales
describe en su propio fallo, dió por establecido que el he-
cho del prevenido había ocasionado a las partes clviles
constituidas, daños y perjuicios materiales y morales, cuyo
monto evaluó en las sumas de RD$1,500.00 en favor de
Pedro Almonte Sánchez; y RD$500.00 en favor de Fausto
Almonte Rodríguez, en lugar de RD800.00 y RD$400.00,
respectivamente, como lo había hecho el juez de primer
grado; que en consecuencia, dicha Corte a-qua, al con-
denar al prevenido recurrente conjunta y solidariamente
con la persona civilmente responsable, Julio Tejada, pues-
to en causa, en favor de las partes civiles constituidas, más
los intereses legales de dichas sumas, a partir de la deman-
da, como indemnización complementaria, y haciendo opo-
nibles dichas condenaciones, a la compañía aseguradora
Pepín, S. A., también puesta en causa, hizo una correcta
aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y
1 y 10 de la Ley 4117 de 1955. sobre Seguro Obligatorio
de Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en cuanto pueda interesar al prevenido recurrente, no pre-
senta vicio alguno que justifique su casación:

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Pedro Almonte Sánchez y Fausto Almonte Rodrí-
guez, en los recursos de casación interpuestos por Ergio
Salazar Inoa, Julio Tejeda y la Compañía de Seguros Pe-
pín, S. A., contra la sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de La Vega, el 3 de diciembre de 1976, cuyo dispo-
sitivo se copia en parte anterior del presente fallo; Segun-
do: Rechaza los mencionados recursos y condena al prove-
nido Eligio Salazar Inoa al pago de las costas penales;
Tercero: Condena a Eligio Salazar Inoa y a Julio Tejeda al
pago de las costas civiles. di:strayéndolas en favor del Dr.

R. Bienvenido Amaro, quien afirma haberlas avanzado en
su mayor parte, y las hace oponibles a la Compañía de Se-
guros Pepín, S. A., dentro de los términos de la Póliza.

FIRMADOS.— Néstor Confin Aybar, F. E. Ravelo de
la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco El p:dio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica.-- Miguel Jacobo.
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Considerando, que asimismo la Corte a-qua, ponde-
rando la gravedad de los golpes y heridas recibidos por el
las víctimas, en el accidente de que se trata, y los cuales
describe en su propio fallo, dió por establecido que el he-
cho del prevenido había ocasionado a las partes diviles
constituidas, daños y perjuicios materiales y morales, cuyo
monto evaluó en las sumas de RD$1,500.00 en favor de
Pedro Almonte Sánchez; y RD$500.00 en favor de Fausto
Almonte Rodríguez, en lugar de RD800.00 y RD$400.00.
respectivamente, como lo había hecho el juez de primer
grado; que en consecuencia, dicha Corte a-qua, al con-
denar al prevenido recurrente conjunta y solidariamente
con la persona civilmente responsable, Julio Tejada, pues-
to en causa, en favor de las partes civiles constituidas, más
los intereses legales de dichas sumas, a partir de la deman-
da, como indemnización complementaria, y haciendo opo-
nibles dichas condenaciones, a la compañía aseguradora
Pepín, S. A., también puesta en causa, hizo una correcta
aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y
1 y 10 de la Ley 4117 de 1955. sobre Seguro Obligatorio
de Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada
en cuanto pueda interesar al prevenido recurrente, no pre-
senta vicio alguno que justifique su casación:

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Pedro Almonte Sánchez y Fausto Almonte Rodrí-
guez, en los recursos de casación interpuestos por agio
Sainar Inoa, Julio Tejeda y la Compañía de Seguros Pe-
phi, S. A., contra la sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de La Vega, el 3 de diciembre de 1976, cuyo dispo-
sitivo se copia en parte anterior del presente fallo; Segun-
do: Rechaza los mencionados recursos y condena al preve-
nido Eligio Salazar Inca al pago de las costas penales;
Tercero: Condena a Eligio Salazar Inoa y a Julio Tejeda
pago de las costas civiles, di:strayéndolas en favor del Dr.

E. Bienvenido Amaro, quien afirma haberlas avanzado en
su mayor parte, y las hace oponibles a la Compañía de Se-
guros Pepín, S. A., dentro de los términos de la Póliza.

FIRMADOS.-- Néstor Contín Aybar, F. E. Ravelo de
la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elp:dio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
aud:encia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica.— Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE FEBRERO DE 1980

Sentencia impugnada: Sexta Cámara Penal del Distrito Nacio-

nal, de fecha 30 de mayo de 1977.

Materia: Correccionales.

Recurrentes: Iris Vargas. c. s. Francisco Hernández V.

Dios, patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de

Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones
de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de
Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Per-
domo Báez y Joaquín L. Hernández Espa'alat, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional. hoy día 20 del mes de Febrero del año 1980. años
136' de la Independencia y 117' de la Restauración, &eta
en audiencia pública, como Corte de Casación la siguien-
te sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Iris Ma-
ría Vargas, dominicana, mayor de edad, casada, de que-
haceres domésticos, domiciliada en la Manzana C, Edifi-
cio 3, Apto. 1-2, de Cristo Rey, esta ciudad; contra la sen-
tencia de la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, dictada el 30 de mayo de
1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República:

Vista el acta del recurso de casación interpuesto por
la recurrente el 22 de junio de 1977, levantado en la Se-
cretaría de la Cámara a-qua; contra la sentencia impug-
nada;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No.
2402 de 1955, y 1 de la Ley Sobre Procedimiento de Ca-
sación:

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de una querella presentada por la actual recurrente
per ante la Policía Nacional el 3 de noviembre de 1976,
contra Francisco Hernández Villalcna, per violación a la
indicada Ley 2102, arriba citada, el Juzgado de Paz de 'a
Quinta Circunscripción del Distrito Nacional, dictó el 26
de noviembre de 1976, una sentencia correccional, con el
siguiente dispositivo: "Falla: Se le fija al señor Francisco
Hernández Villalona, una pensión aliment'ola de RDS90.00
mensuales, a partir de la fecha de la querella, en bene-
ficio de los menores procreados con la señora Iris María
Vargas; a sufrir dos (2) años de prisión correccional en
caso de no cumplimiento; ejecutoria no obstante cualquier
recurso; y al pago de las costas penales; b- que sobre el
recurso interpuesto, intervino el fallo ahora impugnado
en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIME-
RO: Se declara bueno y válido el recurso de apelación in-
coado per el nombrado Francisco Hernández. Villaiona, en
fecha 26 del mes de noviembre de 1976, contra la senten-
cia dictada en fecha del mismo mes y año por el Juzgado
de Paz de la Quinta Circunscripción del Distrito Nacional,
por haberlo hecho en tiempo hábil y de acuerdo a las cUs-
pcsicicnes legales; Segundo: Se modifica la sentencia ob-
jeto del mencionado recurso, en cuanto a la pensión ali-
menticia se refiere, y en consecuencia, este tribunal obran-
do par propia autoridad, fija en la suma de setenta pasos
oro (RDS70.00) la pensión alimenticia que el nombrado
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE FEBRERO DE 1980

Sentencia impugnada: Sexta Cámara Penal del Distrito Nacio-

nal, de fecha 30 de mayo de 1977.

Materia: Correccionales.

Recurrentes: Iris Vargas. c. s. Francisco Hernández V.

Dios, patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justioia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones
de Presidente; Manuel A. Antiama, Segundo Sustituto de
Presidente; Francisco Elpidio Peras, Joaquín M. Alvarez
Perel!ó, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osvaldo Per-
domo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, as:stidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audleneias
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional. hoy día 20 del mes de Febrero del año 1980. años
136' de la Independencia y 117' de la Restauración, &eta
en audiencia pública, como Corte de Casación la siguien-
te sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Iris Ma-
ría Vargas, dominicana, mayor de edad, casada, de que-
haceres domésticos, domiciliada en la Manzana C, Ed.fi-
cio 3, Apto. 1-2, de Cristo Rey, esta ciudad; contra la sen-
tencia de la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, dictada el 30 de mayo de
1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República:

-----
Vista el acta del recurso de casación interpuesto por

recurrente el 22 de junio de 1977, levantado en la Se-
cretaría de la Cámara a-qua; contra la sentencia impug-
nada;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No.
2402 de 1955, y 1 de la Ley Sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de una querella presentada por la actual recurrente
por ante la Policía Nacional el 3 de noviembre de 1976,
centra Francisco Hernández Villalcna, por violación a la
indicada Ley 2102, arriba citada, el Juzgado de Paz de 'a
Quinta Circunscripción del Distrito Nacional, dictó el 26
de noviembre de 1976, una sentencia correccional, con el
siguiente dispositivo: "Falla: Se le fija al señor Francisco
Hernández Villalona, una pensión alimento:a de RDS90.00
mensuales, a partir de la fecha de La querella, en bene
ficio de los menores procreados con la señora Iris María
Vargas; a sufrir dos (2) años de prisión correccional en
caso de no cumplimiento; ejecutoria no obstante cualquier
recurso; y al pago de las costas penales; b- que sobre el
recurso interpuesto, intervino el fallo ahora impugnado
en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIME-
RO: Se declara bueno y válido el recurso de apelación in-
coado por el nombrado Francisco Hernández Villalona. en
fecha 26 del mes de noviembre de 1976, contra la senten-
cia dictada en fecha del mismo mes y año por el Juzgado
de Paz de la Quinta Circunscripción del Distrito Nacional,
por haberlo hecho en tiempo hábil y de acuerdo a las dis-
posiciones legales; Segundo: Se modifica la sentencia ob-
jeto del mencionado recurso, en cuanto a la pensión ali-
menticia se refiere, y en consecuencia, este tribunal obran-
do por propia autoridad, fija en la suma de setenta pesos
oro (RDS70.00) la pensión alimenticia que el nombrado
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14;

Francisco Hernández Villalcna, deberá pasarle a sus hi-
jos menores José Manuel, Roberto, Anny y Eduardo, de
12, 9, 7 y 5 años de edad, respectivamente, procreados con
la señora Iris María Vargas, mensualmente; Tercero: Se
conf.xm,a en sus demás aspectos la susodicha sentencia;
Cuarto: Condena al nombrado Francisco Hernández Villa-
lona, al pago de las costas";

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que Francisco Hernández Vil alona fué
condenado a dos años de prisión correccional, por viola-
ción a la Ley No. 2402 mencionada, y pensión de RD$
70.00 mensuales a sus hijos menores: José, Manuel, Ro-
berto, Anny y Eduardo, procreados con Iris María Vargas;
que la Cámara a-qua al ponderar las necesidades de los
menores y las posibilidades económicas de ambos padres,
al condenar a Hernández Villalcna a la pena de pr:s:ón
indicada y a la pensión alimenticia fijada, hizo una co-
rrecta aplicación de la indicada Ley 2402; por lo que el
rcurso interpuesto debe ser desestimado;

Por tales motivos: Cuico: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Iris María Vargas, contra la sen-
tencia de la Quinta Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional del 30 de mayo de 1977,
dictada en sus atribuciones correccionales como Tribunal
de Segundo Grado, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior del presente fallo.

FIRMADOS. -- Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat.— -
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
aud'encia pública del dia, mes y año, en él expresados, y

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica.— Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 20 DE FEBRERO DE 1980

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 18 de noviembre de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Braulio A. García Placescia y la Seguros América.
C. por A.

Ahogado: Dr. Rafael Acosta.

Interviniente: Manuel de Js. Acosta.
Ahawatlo: Dr. Néstor Díaz Fernández

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elp:dio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Pcrelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Her-
nández Espaillat, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 de fe-
brero del 1980, años 136' de la Independenecia y 117' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre ios recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Braulio A. García Placencia, mayor de edad,
chófer portador de la cédula No. 11464, serie 48, domici-
liado y residente en a calle Altagracia No. 48, de Bonao;
Manuela P. de García, mayor de edad, casada, domicilia-
da y residente en la calle Altagracia No. 48, de Bonao, y
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Francisco Hernández Villalcna, deberá pasarle a sus hi-
jos menores José Manuel, Roberto, Anny y Eduardo, de
12, 9, 7 y 5 años de edad, respectivamente, procreados con
la señora Iris María Vargas, mensualmente; Tercero: 	 Se
conf . rma en sus demás aspectos la susodicha sentencia;
Cuarto: Condena al nombrado Francisco Hernández Villa-
lena, al pago de las costas";

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que Francisco Hernández Vil alona fui
condenado a dos años de prisión correccional, por viola-
ción a la Ley No. 2402 mencionada, y pensión de RD$
70.00 mensuales a sus hijos menores: José, Manuel, Ro-
berto, Anny y Eduardo, procreados con Iris María Vargas;
que la Cámara a-qua al ponderar las necesidades de los
menores y las posibilidades económicas de ambos padres,
al condenar a Hernández Villalona a la pena de prisión
indicada y a la pensión alimenticia fijada, hizo una co-
rrecta aplicación de la indicada Ley 2402; por lo que el
rcurso interpuesto debe ser desestimado;

Por tales motivos: Unico: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Iris María Vargas, contra la 	 sen-
tencia de la Quinta Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional del 30 de mayo de 1977,
dictada en sus atribuciones correccionales como Tribunal
de Segundo Grado, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior del presente fallo.

FIRMADOS. -- Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Percibí, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat

Jacobo, Secretario General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica.— Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 20 DE FEBRERO DE 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 18 de noviembre de 1976

•
Materia: Correccional.

Recurrentes: Braulio A. García Placescia y la Seguros América.

C. por A.
Abogado: Dr. Rafael Acosta.

Interviniente: Manuel de Js. Acosta.
Abogado: Dr. Néstor Díaz Fernández.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Confin Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elp:dio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Her-
nández Espaillat, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 de fe-
brero del 1980, años 136' de la Independenecia y 117' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte
de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos conjunta-
mente por Braulio A. García Placencia, mayor de edad,
chófer portador de la cédula No. 11464, serie 48, domici-
liado y residente en a calle Altagracia No. 48, de Bonao;
Manuela P. de García, mayor de edad, casada, domicilia-
da y residente en la calle Altagracia No. 48, de Bonao, y
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la Compañía de Seguros América, C. por A., con su domi-
cilio social en el Edificio La Cumbre, situado en la Ave- .1
nida Tiradentes, de esta ciudad, contra la sentencia dicta.
da en atribuciones correccionales, el 19 de octubre de 1979,
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispo-
sitivo su copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 14 de febrero de 1978, a re-
querimiento del Dr. Rafael Acosta y en representación
de los recurrentes, en la cual no se propone contra la sen-
tencia impugnada ningún medio determinado de casa-
ción;

Visto el memorial de los recurrentes, del 4 de mayo
del 1979, suscrito por su abogado Dr. Rafael Acosta, cédu-
la No. 12452, serie 12, en el cual se proponen los medios
que se indican más adelante;

Visto el escrito del interviniente Manuel de Jesús
Acosta, dominicano, mayor de edad, soltero, empleado pri-
vado, cédula No. 1572, serie 48, domiciliado y residente
en esta ciudad, en la calle No. 5, del Barrio Las Cañitas,
del 4 de mayo de 1979, suscrito por su abogado Dr. Nés-
tor Díaz Fernández, cédula No. 4708 serie 20;

Visto el escrito de ampliación de conclusiones del in-
terviniente, del 9 de mayo de 1979, suscrito por su abo-
gado;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se mencionan más adelante y los artículos 49
y 52 de la Ley 241 de 1967, 1383 y 1384, del Código Civil,

1 y 10 de la Ley 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio
de Vehículos de Motor y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con
motivov de un accidente de tránsito, ocurrido en esta ciu-
dad, el 11 de julio de 1975, en el cual una persona resul-
tó con lesiones corporales, la Séptima Cámara de lo Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
dictó el 20 de diciembre de 1976, en sus atribuciones Co-
rreccionales, una sentencia cuyo dispositivo aparece copia-
do en el de la ahora impugnada; b) que sobre las ape-
laciones interpuestas, intervino la sentencia ahora im-
pugnada en casación, con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regulares y vá'idos en cuanto
a la forma, los recursos de apelación interpuestos por:
a) el Dr. Rafael Acosta, en nombre y representación del
prevenido I3raulio A. García Placenoia, Mantzela de Gar-
cía, como persona civilmente responsable, y de la Com-
pañía de Seguros América, C. por A., en fecha 20 de ene-
ro de 1977; b) por los Dres. Néstor Díaz Fernández y Luz
Neftis Duquela Martínez, a nombre y representación del
señor Manuel de Jesús Aeosta, quien actúa como padre y
tutor legal de'. menor Cristiano Acosta, en fecha 11 del mes
de enero de 1977, contra sentencia de fecha 20 de c[Cembre
de 1976, dictada por la Séptima Cámara de lo Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se pronuncia el de-
fecto contra el prevenido Bráulio A. García Placencia, de
generales ignoradas, por no haber comparecido, no obs-
tante estar legalmente citado; en consecuencai se declara
culpable de haber violado los artículos 49, letra d) y 65
de la ley 241, y se condena a Cincuenta pesos oro (RES.
50.00- de multa y al pago de las costas penales, acogien-
do circunstancias atenuantes; Segundo: Declara buena y
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la Compañía de Seguros América, C. por A., con su domi-
cilio social en el Edificio La Cumbre, situado en la Ave-
nida Tiradentes, de esta ciudad, contra la sentencia dicta-
da en atribuciones correccionales, el 19 de octubre de 1979,
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispo-
sitivo su copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 14 de febrero de 1978, a re-
querimiento del Dr. Rafael Acosta y en representación
de los recurrentes, en la cual no se propone contra la sen-
tencia impugnada ningún medio determinado de casa-
ción;

Visto el memorial de los recurrentes, del 4 de mayo
del 1979, suscrito por su abogado Dr. Rafael Acesta, cédu-
la No. 12452, serie 12, en el cual se proponen los medios
que se indican más adelante;

Viste el escrito del interviniente Manuel de Jesús
Acosta, dominicano, mayor de edad, soltero, empleado pri-
vado, cédula No. 1572, serie 48, domiciliado y residente
en esta ciudad, en la calle No. 5, del Barrio Las Cañitas,
del 4 de mayo de 1979, suscrito por su abogado Dr. Nés-
tor Díaz Fernández, cédula No. 4708 serie 20;

Visto el escrito de ampliación de conclusiones del in-
terviniente, del 9 de mayo de 1979, suscrito por su abo-
gado•

La Suprema Corle de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se mencionan más adeffinte y los artículos 49
y 52 de la Ley 241 de 1967, 1383 y 1384, del Código Civil,

j y 10 de la Ley 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio
(le Vehículos de Motor y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentes a que ella se refiere, consta: a) que con
motivov de un accidente de tránsito, ocurrido en esta ciu-
dad, el 11 de julio de 1975, en el cual una persona resul-
tó con lesiones corporales, la Séptima Cámara de lo Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
dictó el 20 de diciembre de 1976, en sus atribuciones co-
rreccionales, una sentencia cuyo dispositivo aparece copia-
do en el de la ahora impugnada; b) que sobre las ape-
laciones interpuestas, intervino la sentencia ahora int-
pugnada en casación, con el siguiente d'spositivo: "FA-
LLA. PRIMERO: Declara regulares y váUdos en cuanto
a la forma, los recursos de apelación interpuestos por:
a) el Dr. Rafael Acosta, en nombre y representación del
prevenido Braulio A. García Placencia, Menuda de Gar-
cía, como persona civilmente responsable, y de la Com-
pañía de Seguros América, C. por A., en fecha 20 de ene-
ro de 1977; b) por los Dres. Néstor Díaz Fernández y Luz
Neftis Duquela Martínez, a nombre y representación del
señor Manuel de Jesús Acosta, quien actúa como padre y
mter legal del menor Cristiano Acosta, en fecha 11 del mes
de enero de 1977, contra sentencia de fecha 20 de d:c'embre
de 1976, dictada por la Séptima Cámara de lo Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se pronuncia el de-
fecto contra el prevenido Bráulio A. García Placencia, de
generales ignoradas, por no haber comparecido, no obs-
tante estar legalmente citado; en consecuencai se declara
culpable de haber violado los artículos 49, letra d) y 65
de la ley 241, y se condena a Cincuenta pesos oro (RDS-
50.00- de multa y al pago de las costas penales, acogien-
do circunstancias atenuantes; Segundo: Declara buena y
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válida en cuanto a la forma la constitución en parte incoa-
da por el señor Manuel de Jesús Acosta, en su calidad de
padre y tutor del menor CristianoAcosta, a través de sus
abogados Dres. Néstor Díaz Fernández y Luz Neftls Du-
quela Martínez, por haber sido hecha de acuerdo a la Ley
y en cuanto al fondo de dicha constitución condena a los
señores Bráulio A. García Placencia y Manuela P. de Gar-
cía, el primero por su hecho personal y la segunda come
persona civilmente responsable, al pago de una indem-
nización de Cuatro mil pesos oro (RD$4,000.00), más los
intereses legales de dicha suma a partir de la demanda
y hasta la completa ejecución de la sentencia a título de
indemnización complementaria, como justa reparación por
los daños morales y materiales sufridos por el demandan-
te, con motivo del accidente en que resultó con lesión per-
manente el menor Cristiano Acosta; Tercero: Condena a
los señores Bráulio A. García Placencia y Manuela P. de
García, en sus calidades antes señaladas, al pago de las
costas civiles con distracción y provecho de las mismas en
favor de los Dres. Néstor Díaz Fernández y Luz Neftis
Duquela Martínez, abogados de la parte civil constituida,
quienes afirman haberles avanzado en su totalidad' Cuar-
to: Ordena que esta sentencia le sea común, oponible y
ejecutable en el aspecto civil a la Compañía de Seguros
América, C. por A., entidad aseguradora del vehículo que
ocasionó el accidente; de conformidad con el artículo 10
de la ley 4117; por haber sido hechos conforme a la ley
de la materia; SEGUNDO: En cuanto al fondo de dichos
recursos modifica el ordinal 2do. de la aludida sentencia
en cuanto al monto de la indemnización acordada se refie-
re y la Corte obrando por propia autoridad y contrario in:-
perio, aumenta a la suma de Diez mil pesos oro (RDS11-'
000.00), dicha indemnización, por estar más en armonía
y equidada con la magnitud de los daños y perjuicios su-
fridos por la víctima; TERCERO: Confirma en sus demás

aspectos la sentencia recurrida; CUARTO: Condena al pre-
venido Bráulio A. García Placencia y a Manuela P. de
García, persona civilmente responiable al pago de las cos-
tas penales y civiles con distracción de éstas últimas, en
provecho de los Dres. Néstor Díaz Fernández y Luz Nef-
tis Duquela Martínez, quienes afirman haberles avanza-
do en su totalidad":;

Considerando, que los recurrentes proponen en su me-
morial los siguientes medios de casación: Primer Media:
Falta de ponderación del acta policial relativa al caso, lo
que equivale a un desconocimiento de la misma; Segundo
Medio: Falta de equidad al ser fijada una indemnización
manifiestamente irrazonable; Tercer Medio: Violación del
artículo 5 de la ley 4117 sobre Seguro Obligatorio de Ve-
hículos;

Considerando, que en el desarrollo de su primer me-
dio de casación los recurrentes alegan "que aunque el ac-
ta policial que normalmente se instrumenta con motivo
de la ocurrencia de un accidente, es un medio probatorio
susceptible de ser rebatido por la prueba contraria, no es
menos cierto que por contener la primera versión del ac-
cidente que ofrecen las partes comprometidas, esto es, ca-
rentes en ese momento de todo asesoramiento interesado,
tienden a reproducir la verdadera realidad de los hechos;
que con el acta levantada por la Policía Nacional en fe-

del Mismo manifestó que Bráulio A. García Placencia,
conductor del camión, transitaba de Este a Oeste, por la
calle Central y al llegar a la esquina Albert Thomas, eru-

cha institución, Rodolfo Núñez Germán, test . go presencial
dado motivo a la presente litis, consta que el cabo de di-

1

cha 11 de julio de 1975 a propósito del accidente que ha

zando el semáforo de la esquina, se le estrelló el menor
Cristiano Acosta; que el menor en referencia afirma en
la misma acta, que el impacto de su bicicleta se produjo
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válida en cuanto a la forma la constitución en parte incoa-
da por el señor Manuel de Jesús Acosta, en su calidad de
padre y tutor del menor CristianoAcosta, a través de sus
abegados Dres. Néstor Díaz Fernández y Luz Neft:s Du-
quela Martínez, por haber sido hecha de acuerdo a la Ley
y en cuanto al fondo de dicha constitución condena a los
señores Bráulio A. García Placencia y Manuela P. de Gar-
cía, el primero por su hecho personal y la segunda como
persona civilmente responsable, al pago de una indem-
nización de Cuatro mil pesos oro (RD$4,000.00), más los
intereses legales de dicha suma a partir de la demanda
y hasta la completa ejecución de la sentencia a título de
indemnización complementaria, como justa reparación por
los daños morales y materiales sufridos por el demandan-
te, con motivo del accidente en que resultó con lesión per-
manente el menor Cristiano Acosta; Tercero: Condena a
los señores Bráulio A. García Placencia y Manuela P. de
García, en sus calidades antes señaladas, al pago de las
costas civiles con distracción y provecho de las mismas en
favor de los Dres. Néstor Díaz Fernámkz y Luz Neftis
Duquela Martínez, abogados de la parte civil constituida,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; Cuar-
to: Ordena que esta sentencia le sea común, oponible y
ejecutable en el aspecto civil a la Compañía de Seguros
América, C. por A., entidad aseguradora del vehículo que
ocasionó el accidente; de conformidad con el artículo 10
de la ley 4117; por haber sido hechos conforme a la ley
de la materia; SEGUNDO: En cuanto al fondo de dichos
recursos modifica el ordinal 2do. de la aludida senteno'a
en cuanto al monto de la indemnización acordada se refie-
re y la Corte obrando por propia autoridad y contrario im-
perio, aumenta a la suma de Diez mil pesos oro (RD$10,-
000.00). dicha indemnización, por estar más en armonía
y equidada con la magnitud de los daños y perjuicios su-
fridos por la víctima; TERCERO: Confirma en sus demás

aspectos la sentencia recurrida; CUARTO: Condena al pre-
venido Bráulio A. García Placencia y a Manuela P. de
García, persona civilmente responSable al pago de las cos-
tas penales y civiles con distracción de éstas últimas, en
provecho de los Dres. Néstor Díaz Fernández y Luz Nef-
tis Duquela Martínez, quienes afirman haberles avanza-
do en su totalidad":;

Considerando, que los recurrentes proponen en su me-
morial los siguientes medios de casación: Primer Media:
Falta de ponderación del acta policial relativa al caso, lo
que equivale a un desconocimiento de la misma; Segundo
Media: Falta de equidad al ser fijada una indemnización
manifiestamente irrazonable; Tercer Medio: Violación del
articulo 5 de la ley 4117 sobre Seguro Obligatorio de Ve-
hículos;

Considerando, que en el desarrollo de su primer me-
dio de casación los recurrentes alegan "que aunque el ac-
ta policial que normalmente se instrumenta con motivo
de la ocurrencia de un accidente, es un medio probatorio
susceptible de ser rebatido por la prueba contraria, no es
menos cierto que por contener la primera versión del ac-
cidente que ofrecen las partes comprometidas, esto es, ca-
rentes en ese momento de todo asesoramiento interesado,
tienden a reproducir la verdadera realidad de los hechos;
que con el acta levantada por la Policía Nacional en fe-
cha 11 de julio de 1975 a propósito del accidente que ha
dado motivo a la presente litis, consta que el cabo de di-
cha institución, Rodolfo Núñez Germán, test.go presencial
del ulisino manifestó que Bráulio A. García Placcncia,
conductor del camión, transitaba de Este a Oeste, por la
calle Central y al llegar a la esquina Albert Thomas, cru-
zando el semáforo de la esquina, se le estrelló el menor
Cristiano Acosta; que el menor en referencia afirma en
la misma acta, que el impacto de su bicicleta se produjo
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contra la rueda trasera del camión conducido por García
Placencia, por todo lo cual resulta evidente que la falta
de ponderación de la referida acta, equivale a un desco-
nocimiento de la misma, lo que no le permitió a la Corte
a-qua rendir una sentencia ajustada a los hechos; pero.

Considerando, que el examen del fallo impugnado
pone de manifiesto, que para declarar culpable al preve-
nido, la Corte a-qua, se basó en las declaraciones presta-
das en audiencia por el prevenido, la víctima y el testigo
Rodolfo Núñez García, que son las mismas personas cu-
yas declaraciones constan en el acta policial, que ponde-
rados esos elementos de juicio con las demás piezas del
expediente, entre las cuales se encontraba la misma acta
a la cual se die lectura, como consta en el fallo impugna-
do, la Corte a-qua, en uso de sus poderes soberanos de
apreciación, que por tratarse de cuestiones de hecho, esca-
pan al control de la casación, pudo dictar su fallo en la
forma que lo hizo, sin que por ello incurriera en la vio-
lación demandada, que por tanto el medio que se examina
carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en el desenvolvimiento de sus me-

dios Segundo y Tercero, que por su estrecha relación se
reúnen para su examen, los recurrentes alegan: a) Cabe
observarse que si la ley 4117 sobre Seguro Obligatorio
de Vehículos de Motor fija hasta un máximo de RD$3,-
000.00, la indemnización a ser reconocida si se produce /a
muerte accidental de una persona, no se concibe en este
caso en el cual el mencionado menor, por lesionado que
resultare, haya conservado la vida, le haya sido concedida
una indemnización de RD$10,000.00, evidentemente irra-
zonable y atentatoria al principio que dicta la equidad de
que la reparación del daño nunca puede constituir una
fuente de enriquecimiento, como sucedió en la especie;
b) que es ostensible que en la sentencia recurrida ha sido
violado el artículo 5 de la ley 4117 sobre Seguro Obliga-

torio de Vehículos, por cuanto en la misma se declara opo-
nible a Seguros América, C. por A., la totalidad de la in-
demnización reconocida al reclamante sin tomar en cuen-
ta el límite impuesto por la Póliza: pero,

Considerando, en cuanto al alegato contenido en la le-
tra a), que los jueces del fondo son soberanos para eva-
luar el monto de los daños sufridos por las víctimas, en
en ocasión de un accidente automovilístico, y acordar en
cuwecuencia la correspondiente indemnización, a menos
que ésta sea irrazonable, lo que no puede en el presente
caso, que en la especie, la Corte a-qua, al modificar el

' • ocasión del accidente; en cuanto al alegato contenido en
secuencia de la lesión permanente sufrida por su hijo, en

perjuicios morales y materiales experimentados por la
parte civil constituida, Manuel de Jesús García, como con-

Grado y fijar en RD$10,000.00 la misma, apreció que la
monto de RDS4,000.00 impuesto por 'el Juez de Primer

misma estaba más en armonía y equidad con los daños y

la letra b) que si bien es cierto que la sentencia impug-
nada, declaró oponible a la compañía aseguradora recu-
rrente, la indemnización concedida a la parte civil cons-
tituida, que al hacerlo así la Corte a-qua hizo una correo-

-..ta aplicación del artículo 10 de la Ley sobre Seguros Obli-
gatorios de Vehículos de Motor;

Considerando, que la Corte a-qua dió por establecido
mediante la ponderación de los elementos de juicio que
fueron regularmente administrados en la instrucción de
la causa; a- que el día 11 de julio de 1975, mientras el ca-
mión placa No. 701-756, asegurado con la Compañía de Se-
guros América, C. por A., con Póliza No. A-24062, condu-
cido por Braulio A. García Placencia, transitaba de Este
a Oeste por la calle Central, al llegar a la esquina Albert
Alomas, atropelló al menor Cristino Acosta, quien tran-
sitaba de Este a Oeste, conduciendo una bicicleta por la
calle Central; b) que el menor Cristino Acosta, resultó con

f.
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lesión permanente del codo izquierdo, como consecuencia
del accidente c; sue el accidente se debió a la falta de pre-
visión cometida por el conductor Bráulio A. García Pla-
cencia, quien al ver que la bicicleta conducida por el agra-
viado Cristino Acosta, se disponía a iniciar la marcha, de-
lante de él. después que el semáforo le dió luz verde, en
vez de esperar que la vía estuviera despejada, inició la
marcha y con un giro imprudente alcanzó la bicicleta, cho-.

cándola por la parte trasera;

Considerando, qur los hechos así establecidos confi-
guran a cargo del prevenido recurrente, ea delito de golpes
y heridas involuntarios, ocasionados con el manejo de un
vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley
241 de 1967 y sancionado por esa misma disposición legal
en su letra d) con las penas de 9 meses a 3 años de prisión
y multa de RD$200.00 a RD$700.00, cuando la víctima del
accidente resulte con una lesión permanente, como ocu-
rrió en la especie; que al condenar al prevenido a una mul-
ta de RD$10.00, acogiendo circunstancias atenuantes, la
Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dió por
establecido que el hecho del prevenido había ocasionado
a Manuel de Jesús Acosta, parte civil constituida, en su
calidad de padre del menor agraviado, daños y perjui-
cios morales y materiales que evaluó soberanamente en
la suma de RD$10,000, aumentando así la indemnización
concedida por el Juez de Primer Grado, que al condenar
al prevenido juntamente con Manuela P. de García, puesta
en causa como civilmente responsable, al pago de esa su-
ma a título de indemnización principal, más los intereses
legales a partir de la demanda a título de indemnización
complementaria, la Corte a-qua hizo una correcta aplica-
ción de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y del 1
y 10 de la Ley sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de

Motor, al declarar oponible la sentencia intervenida a la
Seguros América, C. por A.;

Considerando, que examinada la sentencia impugna-
da en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés
del prevenido, no presenta vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Manuel de Jesús Acosta, en los recursos de casación
interpuestos por Bráulio A. García Placencia, Manuela P.

• de García y la Compañía de Seguros América, C. por A.,
; contra la sentencia dictada, el 19 de octubre de 1979, en

atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, cuyo dispositivo aparece copiado en par-

^  11 .1" te anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza los men-
tí; ;s14; donados recursos; y Tercero: Condena a Bráulio A. Gar-I/

cía Placencia al pago de las costas penales y a éste y a
Manuela P. de García al pago de las costas civiles, orde-
nando su distracción en provecho del Dr. Néstor Díaz Fer-
nández, abogado del interviniente, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad y las declara oponibles a la Se-
guros América, C. por A., dentro de los términos de la Pó-
liza

FIRMADOS.— Néstor Contín Aybar, Fernando E. Ra-
velo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Herriández Espaillat.—
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica.— Miguel Jacobo.
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Motor, al declarar oponible la sentencia intervenida a la
Seguros América, C. por A.;

Considerando, que examinada la sentencia impugna-
da en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés
del prevenido, no presenta vicio alguno que justifique su
casación;,

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Manuel de Jesús Acosta, en los recursos de casación
interpuestos por Bráulio A. García Placencia, Manuela P.
de García y la Compañía de Seguros Atnécrica, C. por A.,
contra la sentencia dictada, el 19 de octubre de 1979, en
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, cuyo dispositivo aparece copiado en par-
te anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza los men-
cionados recursos; y Tercero: Condena a Bráulio A. Gar-
cía Placencia al pago de las costas penales y a éste y a
Manuela P. de García al pago de las costas civiles, orde-
nando su distracción en provecho del Dr. Néstor Díaz Fer-
nández, abogado del interviniente, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad y las declara oponibles a La Se-
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FIRMADOS.— Néstor Contín Aybar, Fernando E. Ra-
velo de la Fuente, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe
Osvaldo Perdemo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat.—
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señcres Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica.— Miguel Jacobo.
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Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de techa 29
de agosto de 1978.

Recurrentes: Sucesión Roque y Adid Hued.
Abogados: Dres. Luis Seheker y Luis A. Scheker Ortiz.

Materia: Tierras.

Recurridos: Sucesores de Alejandro Chaljud.
Abogado: Lic. Freddy Presto! Castillo.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
e-0MM Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Peraló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Her-
nández Espaillat, y Leonte R. Alburquerque Castillo, asis-

tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 20 del mes de Febrero del año
1980, años 136' de la Independencia y 117' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como Corte de Casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por los Su-
cesores de Roque y Adid Hued, contra la sentencia del
Tribunal Superior de Tierras, dictada el 29 de agosto de
1978, relativo a la Parcela No. 528, del Distrito Catastral
No. 6 del Municipio de Sánchez, Provincia de Samaria', cu-

SENTENCIA DE FECHA 20 DE FEBRERO DE 1980
yo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIME-
RO: Se rechaza, por improcedente y mal fundada la apela-
ción interpuesta por el Dr. Luis A. Scheker Ortiz, a nom-
bre y en representación de los Sucesores de Roque Hued y
Adib Hued: SEGUNDO: Se confirma la Decisión No. 1, del
Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de fecha 15
de Junio de 1976, con las modificaciones resultantes de los
motivos de esta sentencia, para que en lo sucesivo su dis-
positivo se lea así: "Parcela No. 528, Arca 12, Has. 08, As.,
48 Cas.; Primero: Rechaza la reclamación formulada por
los Sucesores de Roque y Adib Hued sobre las mejoras de
esta parcela, consistentes en plantaciones de cocos, por
improcedentes e infundadas; Segundo: Se ordena al Regis-
trador de Títulos del Departamento de San Francisco de
Macorís, anotar al pié del Certificado de Título que am-
para la Parcela No. 528, del Distrito Catastral No. 6, del
Municipio de Sánchez, el registro del derecho de propie-
dad sobre las mejoras existentes en dicha parcela, consis-
tentes en plantaciones de cocos, en favor del señor Me-.
jandro Cal iub, dominicano, mayor de edad, casado con
Angélica R. de Chaljub, domiciliados y residentes en la
calle Libertad No. 35, Sánchez, cédula No. 590, serie 66,
hacendado, por haberse fomentado de bueno fé";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones, a la Doctora

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del 27 de octubre de
197 8, firmado por los abogados de los recurrentes, en el

.01

Angela Contreras, en representación de los Doctores Luis
A. Scheker Ortiz y Luis &licher Hane, con cédulas Nos.
79231, y 23599, serie primera, respectivamente, abogados
de los recurrentes;
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE FEBRERO DE 1980

for

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones, a la Doctora
Angela Contreras, en representación de los Doctores Luis

1A. Scheker Ortiz y Luis Scheker Hane, con cédulas Nos.
, y 23599, serie primera, respectivamente, abogados

recurrentes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del 27 de octubre de
1978, firmado por los abogados de los recurrentes, en el

iíia
•
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que se propone el medio único que se indicará más ade-
lante;

Visto el memorial de defensa del 17 de julio del 1979,
firmado por el Licdo. Freddy Prestol Castillo, cédula-No.
8401, serie primera, abogado de los Sucesores Alejandro
Chaljub; Emita Angelina Chaljub de Bordas; María Al-
tagracia Chaljub de Almeyda y la cónyuge superviviente,
Angelina R.izik Vda. Chaljub, dominicana, mayor de edad,
viuda, de quehaceres del hogar, cédula No. 105, serie 66,
domiciliada en la calle Santa María No. 7, del Ensanche
Naco, de esta capital;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 134 de la Ley de Registro
de Tierras No. 1542, del 7 de noviembre de 1947, y 1, 6,
y 65 de la ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que los recurrentes proponen en su me-
moral de casación el medio único siguiente: "Desnaturali-
zación de los hechos y causas";

Considerando, que los recurridos a su vez han pro-
puesto los siguientes medios de inadmisión: Falta de cali-
dad y emplazamiento nulo por haberse notificado inoni,
madamente a los Sucesores de Alejandro Chaljub;

Considerando, en cuanto al primer medio de inad-
misión, que los recurridos alegan: que es elemental exigir
a los recurrentes en casación que justifiquen sus calida-
des; especialmente en razón de que ellos son los que han
iniciado la instancia de casación, que es absolutamente dis-
tinta, por su naturaleza, del debate catastral, por lo que
el recurso de casación de que se trata debe ser declarado
inadmisible;

Considerando, que ciertamente, las reclamaciones por
ante el Tribunal de Tierras generalmente pueden ser for-
muladas en forma innominada a nombre de una sucesión,
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por los miembros de ella, pero éstos, cuando pretendan
deducir ulteriormente un recurso de casación (el cual se
rige de acuerdo con el derecho común, según el artículo
134 de la Ley de Registro de Tierras), deben indicar de
una manera precisa: el nombre, la profesión y el domi-
cilio de cada uno de ellos, conforme lo estatuye el artículo
6 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; que en la
especie, ni en el memorial de casación, ni en el acto de ean-
plazamiento figuran los nombres de los recurrentes; que,
por tanto, el recurso de casación de que se trata, debe ser
declarado inadmisible;

Por tales motivos: PRIMERO: Declara inadmisible el
recurso de casación interpuesto por los Sucesores de Ro-
que Hued y Adib Hued Bakcos, contra la sentencia del
Tribunal Superior de Tierras, dictada el 29 de agosto de
1978, relativa a la parcela No. 528, del Distrito Catastral
No. 6, del Municipio de Sánchez, Provincia de Santana',
cuyo dispositivo se ha copiado íntegramente en otra par-
te de este fallo; SEGUNDO: Condena a los recurrentes al
pago de las costas y las distrae en provecho del licenciado
Freddy Prestol Castillo, abogado de los recurridos.

FIRMADOS.— Néstor Confin Aybar, F. E. Ravelo de
. 1, la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras,

a :4. Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica.— Miguel Jacobo.
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que se propone el medio único que se indicará más ade-
lante;

Visto el memorial de defensa del 17 de julio del 1979,
firmado por el Licdo. Freddy Prestol Castillo, cédula. No.
8401, serie primera, abogado de los Sucesores Alejandro
Chaljub; Emilio Angelina Chaljub de Bordas; María Al-
tagracia Chaljub de Almeyda y la cónyuge superviviente,
Angelina Rizik Vda. Chaljub, dominicana, mayor de edad,
viuda, de quehaceres del hogar, cédula No. 105, serie 66,
domiciliada en la calle Santa María No. '7, del Ensanche
Naco, de esta capital;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 134 de la Ley de Registro
de Tierras No. 1542, del 7 de noviembre de 1947, y 1, 6,
y 65 de la ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que los recurrentes proponen en su me-
moral de casación el medio único siguiente: "Desnaturali-
zación de los hechos y causas";

Considerando, que los recurridos a su vez han pro-
puesto los siguientes medios de inadrnisión: Falta de cali-
dad y emplazamiento nulo por haberse notificado Mon',
madamente a los Sucesoras de Alejandro Chaljub;

Considerando, en cuanto al primer medio de inad-
misión, que los recurridos alegan: que es elemental exigir
a los recurrentes en casación que justifiquen sus calida-
des; especialmente en razón de que ellos son los que han
iniciado la instancia de casación, que es absolutamente dis-
tinta, por su naturaleza, del debate catastral, por lo que 4,1
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134 de la Ley de Registro de Tierras), deben indicar de
una manera precisa: el nombre, la profesión y el cloral-
cilio de cada uno de ellos, conforme lo estatuye el artículo
6 de la Ley sobre Procedimiento de Casación: que en la
especie, ni en el memorial de casación, ni en el acto de em-
plazamiento figuran los nombres de los recurrentes; que,
por tanto, el recurso de casación de que se trata, debe ser
declarado inadm isible;

Por tales motivos: PRIMERO: Declara inadmisible el
recurso de casación interpuesto por los Sucesores de Ro-
que llued y Adib Hued Bakcos, contra la sentencia del
Tribunal Superior de Tierras, dictada el 29 de agosto de
1978, relativa a la parcela No. 528, del Distrito Catastral
No. 6, del Municipio de Sánchez, Provincia de Samaria,
cuyo dispositivo se ha copiado íntegramente en otra par-
te de este fallo; SEGUNDO: Condena a los recurrentes al
pago de las costas y las distrae en provecho del licenciado
Freddy Prestol Castillo, abogado de los recurridos.

FIRMADOS.— Néstor Contin Aybar, F. E. Ravelo de
la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

,, audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y
ftté firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifica.— Miguel Jacobo.



314	 DOLETLN St7DICIAL

SENTENCIA DE FECHA 20 DE FEBRERO DE 1980

Sentencia impugnada: Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de

La Vega, de fecha 28 de febrero de 1977.

Materia: Trabajo.

Recurrentes: La Font, Gamundy & Co., C. por A.
Abogado: Dr. Hugo F. Alvarez V.

Recurrido: Eusebio Valenzuela.
Abogado: Dr. Rafael Sierra.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-.
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, y Joaquín Hernández Espaillat, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 20 del mes de Febrero, del año 1980, años
136' de la Independencia y 117' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguien-
te sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Font.
Gamundy y Cía., C. por A., con su asiento social en la ciu-
dad de La Vega, contra la sentencia dictada el 28 de f e

-brero de 1977 en sus atribuciones laborales por la Cámara
Civil, Comercial y de Trabajo, del Juzgado de Primera
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Instancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo disposi-
tivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Rafael Sierra, cédula 19047, serie 2, abo-
gado del recurrido que es Eusebio Valenzuela, dominica-
no, mayor de edad, soltero, jornalero, domiciliado en la
calle Toribio Ramírez No. 46, de la ciudad de La Vega,
cédula 2541, serie 47; en la lectura de us conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de la recurrente, del 18 de julio de
1977, suscrito por su abogado el Dr. Hugo Francisco Alva-
rez V.. en el cual se proponen contra la sentencia impug-
nada los medios que se indican más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos 1,
20 infine y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que, con motivo de una reclamación laboral que no pu-
do ser conciliada, del actual recurrido Valenzuela, contra
la ahora recurrente Font. Gamundy y Cía., C. por A., el
Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción de La Ve-
ga, dictó el 23 de abril de 1973 en sus atribuciones labo-
rales una sentencia con el siguiente dispositivo: "Prime-
ro: Se declara en el contrato de trabajo que ligó a Euse-
bio Valenzuela y la casa Font Gamundy y Cía. C., por A.,
por tiempo indefinido; Segundo: Se declara resuelto por
despido injustificado el contrato que existió entre Eusebio
Valenzuela y la casa Font Gamundy y Cía., C. por A., par
culpa de este último y con responsabilidad para la mis-
ma; Tercero: Se condena a la casa Font Gamundy Co., C.



BOLETIN JUDICIAL	 315214	 BOLL.TIN JUDICIAL

SENTENCIA DE FECHA 20 DE FEBRERO DE 1980

Sentencia impugnada: Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de

La Vega, de fecha 28 de febrero de 1977.

materia: Trabajo.

Recurrentes: La Font, Gamundy Co., C. por A.
Abogado: Dr. Hugo F. Alvarez V.

Recurrido: Eusebio Valenzuela.
Abogado: Dr. Rafael Sierra.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar. Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, y Joaquín Hernández Espaillat, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 20 del mas de Febrero, tkl. año 1980, años
136' de la Independencia y 117' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguien-
te sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Font.
Gamundy y Cía., C. por A., con su asiento social en la ciu-
dad de La Vega, contra la sentencia dictada el 28 de fe'
brero de 1977 en sus atribuciones laborales por la Cámara
Civil, Comercial y de Trabajo, del Juzgado de Primera

Instancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo disposi-
tivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Rafael Sierra, cédula 19047, serie 2, abo-
gado del recurrido que es Eusebio Valenzuela, dominica-
no, mayor de edad, soltero, jornalero, domiciliado en la
calle Toribio Ramírez No. 46, de la ciudad de La Vega,
cédula 2541, serie 47; en la lectura de as conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial do la recurrente, del 18 de julio de
1977, suscrito por su abogado el Dr. Hugo Francisco Alva-
rez V.. en el cual se proponen contra la sentencia impug-
nada los medios que se indican más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos 1.
20 infine y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que, con motivo de una reclamación laboral que no pu-
do ser conciliada, del actual recurrido Valenzuela, contra
la ahora recurrente Font, Gamundy y Cía., C. por A., el
Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción de La Ve-
ga, dictó el 23 de abril de 1973 en sus atribuciones labo-
rales una sentencia con el siguiente dispositivo: "Prime-
ro: Se declara en el contrato de trabajo que ligó a Euse-
bio Valenzuela y la casa Font Gamuncly y Cía. C., por A..
por tiempo indefinido; Segundo: Se declara resuelto por
despido injustificado el contrato que existió entre Eusebio
Valenzuela y la casa Font Gamundy y Cía., C. por A., por
culpa de este último y con responsabilidad para la mis-
ma; Tercero: Se condena a la casa Font Gamundy Co., C.
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por A., a pagarle al reclamante 12 días de preaviso, y 9
días de vacaciones, y una suma igual a los salarios que
habría recibido el trabajador demandante desde el día de
su demanda hasta la fecha de la sentencia dictada en úl-
tima instancia, sin que los mismos excedan de los sala-
rios correspondientes a tres meses, por aplicación del ar-
ticulo 84, párrafo 3ro. del Código de Trabajo, todas estas
indemnizaciones y prestaciones a base de un salario de
RD$5.00 diarios; Cuarto: Se condena a la empresa deman-
dada al pago de las costas y se ordena su distracción en
provecho del Dr. Rafael A. Sierra C., quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad: b- que, sobre apelación
de la Pont Gamundy, C. por A., la Cámara Civil, Comer-
cial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de La Vega dictó el 11 de octubre de
1977, una sentencia con el siguiente dispositivo: "Primero:
Acoger las conclusiones presentadas en audiencia por la
parte intimante y en parte las presentadas por la parte
intimada, por ser justas y reposar en prueba legal, y en
consecuencia, Debe fusionar las apelaciones de Eusebio
Valenzuela y la Font Gamundy Co., C. por A., por ambas
tener conexidad; Segundo: Declarar bueno y válido por re-
gular en la forma y justo en el fondo, el presente recur-
so de apelación que se ha interpuesto contra sentencia dic-
tada por el Juzgado de Paz de la Primera Circunscrip-
ción de La Vega, de fecha 23 de abril de 1973, en cuanto
al tiempo y a las indemnizaciones se refiere; Tercero: Con-
firma el ordinal primero y segundo de dicha sentencia,
así como el ordinal tercero, en cuanto dispone que se le
paguen los 90 (noventa) días acordados por el artículo
84, párrafo tercero del Código de Trabajo, en cuanto a los
demás reforma dicho ordinal y condena a la Font Gamun-
dy Co., C. por A., a pagar al trabajador Eusebio Valen-
zuela 357 días de auxilio de cesantía, que le corresponden
por concepto de 21 años trabajados, 24 días de preaviso a
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razón de RD$5.00 diarios (Art. 69, párrafo 11), 14 días
de Regalía Pascual, correspondientes al año 1971, 4 días
de Regalía Pascual, correspondientes al año 1972; 30 días
de vacaciones correspondientes al año 1972, 30 días de
vacaciones correspondientes al año 1971, y 7 días de va-
caciones correspondientes al año 1972; Cuarto: Confirma
en todos los demás dicha sentencia que se ha recurrido;
Quinto: Condena a la rcurrida Font Gamundy Co., C. por
A., al pago de las costas de procedimiento, distrayéndolas
en provecho del Dr. Rafael A. Sierra C., quien afirma es-
tarlas avanzando en su totalidad; c) que sobre el recurso
de la Font Gamundy, C. por A., la Suprema Corte de Jus-
ticia dictó el 8 de noviembre de 1974 una sentencia con
el siguiente dispositivo: "Primero: Casa la sentencia dicta-
da por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Dis-
trito Judicial de La Vega, en fecha 11 de octubre de 1975,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo: y envía el asunto ante la Cámara Civil, Co-
mercial y de Trabajo de la Primera Circunscripción del
Distrito Judicial de Santiago, como tribunal de segundo
grado; Compensa las costas entre las partes; d- que sobre
el envío así dispuesto, intervino el 28 de febrero de 1979
la sentencia impugnada en casación, cuyo dispositivo dice
así: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido en cuan-
to a la forma los recursos de apelación interpuesto por la
Font Gamundy Co., C. por A., y el señor Eusebio Valen-
zuela contra sentencia laboral rendida por el Juzgado de
Paz de la Primera Circunscripción de La Vega, en fecha
23 de abril de 1973, del cual está apoderado esta Cámara
como Tribunal de envío, por sentencia de fecha 8 de no-
viembre de 1974; SEGUNDO: En cuanto al fondo confir-
ma los ordinales Primero, Segundo y Cuarto de la sen-
tencia recurrida; TERCERO: Modifica el ordinal Tercero
de la sentencia recurrida para que diga así: Se condena a
Pont Gamundy Co., C. por A., a pagarle al señor Eusebio
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por A., a pagarle al reclamante 12 días de preaviso, y 9
días de vacaciones, y una suma igual a los salarios qué
habría recibido el trabajador demandante desde el día de
su demanda hasta la fecha de la sentencia dictada en úl-
tima instancia, sin que los mismos excedan de los sala-
rios correspondientes a tres meses, por aplicación del ar-
tículo 84, párrafo 3ro. del Código de Trabajo, todas estas
indemnizaciones y prestaciones a base de un salario de
RD$5.00 diarios; Cuarto: Se condena a la empresa deman-
dada al pago de las costas y se ordena su distracción en
provecho del Dr. Rafael A. Sierra C., quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad; b- que, sobre apelación
de la Font Gamundy, C. por A., la Cámara Civil, Comer-
cial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de La Vega dictó el 11 de octubre de
1977, una sentencia con el siguiente dispositivo: "Primero:
Acoger las conclusiones presentadas en audiencia por la
parte intimante y en parte las presentadas por la parte
intimada, por ser justas y reposar en prueba legal, y en
consecuencia, Debo fusionar las apelaciones de Eusebio
Valenzuela y la Font Gamundy Co., C. por A., por ambas
tener conexidad; Segundo: Declarar bueno y válido por re-
gular en la forma y justo en el fondo, el presente recur-
so de apelación que se ha interpuesto contra sentencia dic-
tada por el Juzgado de Paz de la Primera Circunscrip-
ción de La Vega, de fecha 23 de abril de 1973, en cuanto
al tiempo y a las indemnizaciones se refiere; Tercero: Con-
firma el ordinal primero y segundo de dicha sentencia,
así como el ordinal tercero, en cuanto dispone que se le
paguen los 90 (noventa) días acordados por el artículo
84, párrafo tercero del Código de Trabajo, en cuanto a los
demás reforma dicho ordinal y condena a la Font Gamun-
dy Co., C. por A., a pagar al trabajador Eusebio Valen-
zuela 357 días de auxilio de cesantía, que le corresponden
por concepto de 21 años trabajados, 24 días de preaviso

razón de RD$5.00 diarios (Art. 69, párrafo 11), 14 días
dc, Regalía Pascual, correspondientes al año 1971, 4 días

Regalía Pascual, correspondientes al año 1972; 30 días
vacaciones correspondientes al año 1972, 30 días de

vacaciones correspondientes al año 1971, y 7 días de va-
caciones correspondientes al año 1972; Cuarto: Confirma
en todos los demás dicha sentencia que se ha recurrido;
Quinto: Condena a la reunida Font Gamundy Co., C. por
A., al pago de las costas de procedimiento, distrayéndolas
en provecho del Dr. Rafael A. Sierra C., quien afirma es-
tarlas avanzando en su totalidad; c) que sobre el recurso
de la Fent Gamundy, C. por A., la Suprema Corte de Jus-
ticia dictó el 8 de noviembre de 1974 una sentencia con
el siguiente dispositivo: "Primero: Casa la sentencia dicta-
da por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Dis-
trito Judicial de La Vega, en fecha 11 de octubre de 1975,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y envía el asunto ante la Cámara Civil, Co-
mercial y de Trabajo de la Primera Circunscripción del
Distrito Judicial de Santiago, como tribunal de segundo
grado; Compensa las costas entre las partes ; d- que sobre
el envío así dispuesto, intervino el 28 de febrero de 1979
la sentencia impugnada en casación, cuyo dispositivo dice
así: 'FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido en cuan-
to a la forma los recursos de apelación interpuesto por la
Font Gamundy Co., C. por A., y el señor Eusebio Valen-
zuela contra sentencia laboral rendida por el Juzgado de
Paz de la Primera Circunscripción de La Vega, en fecha
23 de abril de 1973, del cual está apoderado esta Cámara
como Tribunal de envío, por sentencia de fecha 8 de no-
viembre de 1974; SEGUNDO: En cuanto al fondo confir-
ma los ordinales Primero, Segundo y Cuarto de la sen-
tencia recurrida; TERCERO: Modifica el ordinal Tercero
de la sentencia recurrida para que diga así: Se condena a
Font Gamundy Co., C. por A., a pagarle al señor Eusebio
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, Su

Valenzuela la cantidad de Dos mil cuatrocientos pesos oro
IRD$2,400.00) correspondiente a 24 días de preaviso; 315
días de auxilio de cesantía; 90 días por concepto de dura-
ción de los procedimientos; 30 días de Regalía Pascual que
debió percibir en el año 1971: 7 días de regalía pascual que
debió percibir en el año 1972; 14 días de vacaciones que
debió percibir en el año 1971; 4 días de vacaciones que de-
bió percibir en el año 1972; CUARTO: Se condena a Font
Gamundy Co., C. por A., al pago de las costas con distrac-
ción de las mismas en favor del Dr. Rafael A. Sierra C.,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;

Considerando, "que contra la sentencia que impugna,
la recurrente propone los tres medios siguientes: Primer
Medio( Violación de las reglas de la prueba. Motivos con-
fusos. equivalentes a falta de motivos; Segundo Medio:
Falsa aplicación de los artículos 64 del Código de Traba-
jo y 36 de la Ley del Notariado, No. 301. Violeaión de las
reglas; Tercer Medio' Desnaturalización de las hechos y
de las concluiones;

Considerando, que, en el primer medio de su memo-
rial, la recurrente alega, en síntesis, que la sentencia im-
pugnada ha violado las reglas de la prueba en materia la-
boral, al descartar como prueba la Certificación expedida
por el Inspector Superior de Trabajo de la zona No. 3, del
23 de mayo de 1979, aportado en todo el proceso, según
la cual el ahora recurrido Valenzuela no era un trabjador
fijo de la Font Gamundy, sino un trabajador móvil; pero,

Considerando, que la Cámara a-qua en su sentencia
no descartó la Certificación a que se refiere la recurrente,
sino que la examinó y ponderó y como consecuencia de ese
examen estimó que lo que hacía ese documento era certifi-
car que la ahora recurrente afirmó que Valenzuela era un
trabajador móvil; es decir, que la recurrente se apoyaba,
en un Documento que emanaba de ella misma; que, por

otra parte, para fallar como lo hizo en cuanto al punto que
ahora se examina, la Cámara a-qua se fundó en otras cle-
mentes de juicio, tales como otro documento, esta vez del
Seguro Social, según el cual la ahora recurrente pagaba
cotizaciones como trabajador suyo. y declaraciones testi-
moniales que señalaban a Valenzuela como trabajador per-
manente por 25 años; que por lo expuesto, el primer me-
dio de la recurrente carece de fundamento y debe ser
desestimado;

Considerando, que en el segundo medio de su memo-
rial la recurrente alega en síntesis, que el propio Valen-
zuela, en un documento en que estampó como firma sus
huellas digitales por no saber escribir, admitió que era
un trabajador móvil y haber recibido de la empresa la
suma de RD$150.00 a título de donativo; que al restar
fuerza probativa a ese documento, la Cámara a-qua ha
voilado las reglas del consentimiento como generadora de
obligaciones en los contratos; pero,

Considerando, que, de acuerdo con la legislación la-
boral de la República, (Principio Fundamental) del Códi-
go de Trabajo, con nulos todos los actos de los trabajado-
res que impliquen renuncia a los derechos que resulten en
su provecho, según dicho Código; que, en vista del carác-
ter tan absoluto del Principio citado, carece de interés, en
el caso ocurrente, toda especulación sobre la forma en que
se escrituró el acto invocado por el recurrente para reite-
iar su tesis de que Valenzuela era un trabjador móvil, y
no permanente: que, por lo expuesto, el segundo medio
de la recurrente carece de pertinencia y debe ser también
desestimado;

Considerando, que, en el tercero y último medio de
memorial, la recurrente —qua sobre la cuestión no ha-

ce el desarrollo debido— parece estimar improcedentes las
prestaciones de regalía pascual y compensación de vaca-
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Valenzuela la cantidad de Dos mil cuatrocientos pesos oro
(RD$2,400.00) correspondiente a 24 días de preaviso; 315
días de auxilio de cesantía; 90 días por concepto de dura-
ción de los procedimientos; 30 días de Regalía Pascual que
debió percibir en el año 1971: 7 días de regalía pascual que
debió percibir en el año 1972; 14 días de vacaciones que
debió percibir en el año 1971; 4 días de vacaciones que de-
bió percibir en el año 1972; CUARTO: Se condena a Font
Gamundy Co., C. por A., al pago de las costas con distrac-
ción de las mismas en favor del Dr. Rafael A. Sierra C.,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;

Considerando, 'que contra la sentencia que impugna,
la recurrente propone los tres medios siguientes: Primer
Medio: Violación de las reglas de la prueba. Motivos con-
fusos, equivalentes a falta de motivos; Segundo Medio:
Falsa aplicación de los artículos 64 del Código de Traba-
jo y 36 de la Ley del Notariado, No. 301. Violcaión de las
reglas; Tercer Medio' Desnaturalización de los hechos y
de las concluicmes;

Considerando, que, en el primer medio de su memo-
rial, la recurrente alega, en síntesis, que la sentencia im-
pugnada ha violado las reglas de la prueba en materia la-
boral, al descartar como prueba la Certificación expedida
por el Inspector Superior de Trabajo de la zona No. 3, del
25 de mayo de 1979, aportado en todo el proceso, según
la cual el ahora recurrido Valenzuela no era un trabjador
fijo de la Font Gamundy, sino un trabajador móvil; pero,

Considerando, que la Cámara a-qua en su sentencia
no descartó la Certificación a que se refiere la recurrente,
sino que la examinó y ponderó y como consecuencia de ese
examen estimó que lo que hacía ese documento era certifi-
car que la ahora recurrente afirmó que Valenzuela era wi
trabajador móvil; es decir, que la recurrente se apoyaba.
en un Documento que emanaba de ella misma; que, por

otra parte, para fallar como lo hizo en cuanto al punto que
'	 ahora se examina, la Cámara a-qua se fundó en otras cle-

mentes de juicio, tales como otro documento, esta vez del
Seguro Social, según el cual la ahora recurrente pagaba
cotizaciones como trabajador suyo. y declaraciones testi-
moniales que señalaban a Valenzuela como trabajador per-
manente por 25 años; que por lo expuesto, el primer me-
dio de la recurrente carece de fundamento y debe ser
desestimado;

Considerando, que en el segundo medio de su memo-
rial la recurrente alega en síntesis, que el propio Valen-
zuela, en un documento en que estampó como firma sus

a1r
•	 huellas digitales por no saber escribir, admitió que era

un trabajador móvil y haber recibido de la empresa la
suma de RD$150.00 a título de donativo; que al retar:
fuerza probativa a ese documento, la Cámara a-qua ha
voilado las reglas del consentimiento como generadora de
obligaciones en los contratos; pero,

.

Considerando, que, de acuerdo con la legislación la-
boral de la República, (Principio Fundamental) del Códi-
go de Trabajo, con nulos todos los actos de los trabajado-
res que impliquen renuncia a los derechos que resulten en
su provecho, según dicho Código; que, en vista del carác-
ter tan absoluto del Principio citado, carece de interés, en
el caso ocurrente, toda especulación sobre la forma en que
se escrituró ol acto invocado por el recurrente para reite-
rar su tesis de que Valenzuela era un trabjador móvil, y
no permanente; que, por lo expuesto, el segundo medio
de la recurrente carece de pertinencia y debe ser también
desestimado;

Considerando, que, en el tercero y último medio de
su memorial, la recurrente —que sobre la cuestión no ha-
ce el desarrollo debido.— parece estimar improcedentes las
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	 prestaciones de regalía pascual y compensación de vaca-
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clones no disfrutadas, por no haberlo pedido el ahora re-
currido Valenzuela: pero.

Consclerando. que, cuando en su demanda los traba-
jadores despedidos solicitan el pago por los patronos de
las prestaciones legales, sin señalar cantidades precisas,
no sc justifica la casación de las sentencias de los Jueces
de Trabajo que, por su misión más activas que la de otros
jueces, calcule las prestaciones debidas y las consignen
en su fallo, por lo que el medio último del recurso carece
de relevancia y debe desestimarse, salvo lo siguiente: que
en su sentencia, la Cámara a-qua ha dispuesto que la aho-
ra recurrente compense en favor del trabajador ahora re-
currido 14 días del año 1971, siendo de ley que la com-
pensación monetaria de las vacaciones no disfrutadas, sólo
es de lugar la compensación relativa al último año, en el
caso, 4 días de 1972;

Por tales motivos, Primero: Casa por vía de supresión
y sin envío la parte del dispositivo de la sentencia dictada
por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, que dice así: "14 días de vacaciones que debió
percibir (Valenzuela) en el año 1971; Segundo: Rechaza
en los demás puntos el recurso de casación de la Font Ga-
mundy Co., C. por A., contra la misma sentencia; y TER-
CERO: Condena a la recurrente al pago de las costas y las
distrae en provecho del Dr. Rafael A. Sierra C., abogado
del recurrido, quien afirma estarlas avanzando en su to-
talidad.

FIRMADOS.— Néstor Contín Aybar, F. E. Ravelo de
la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.- Miguel Jacobo.
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eones no disfrutadas, por no haberlo pedido el ahora re-
currido Valenzuela: pero,

Considerando, que, cuando en su demanda los traba-
jadores despedidos solicitan el pago por los patronos de
las prestaciones legales, sin señalar cantidades precisas,
no se justifica la casación de las sentencias de los Jueces
de Trabajo que, por su misión más activas que la de otro;
jueces, calcule las prestaciones debidas y las consignen
en su fallo, por lo que el medio último del recurso carece
de relevancia y debe desestimarse, salvo lo siguiente: que
en su sentencia, la Cámara a-qua ha dispuesto que la aho-
ra recurrente compense en favor del trabajador ahora re-
currido 14 días del año 1971, siendo de ley que la com-
pensación monetaria de las vacaciones no disfrutadas, sólo
es de lugar la compensación relativa al último año, en el
caso 4 días de 1972;

Por tales motivos, Primero: Casa por vía de supresión
y sin envío la parte del dispositivo de la sentencia dictada
por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago.
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, que dice así: "14 días de vacaciones que debió
percibir (Valenzuela) en el año 1971; Segundo: Rechaza
en los demás puntos el recurso de casación de la Font Ga-
mundy Cc., C. por A., contra la misma sentencia; y TER-
CERO: Condena a la recurrente al pago de las costas y las
distrae en provecho del Dr. Rafael A. Sierra C., abogado
del recurrido, quien afirma estarlas avanzando en su to-
talidad.	 .

FIRMADOS.— Néstor Contín Aybar, F. E. Ravelo de
la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández
Espaillat.— Miguel Jacobo, Secretario General.
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.- Miguel Jacobo.



Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 18 de agosto de 1978.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Aparicio Rivera.
Abogado: Dr. Ramón E. Martínez Montalvo.

Recurrido: Pedro A. Ogando.
Abogados: Dm. Ulises Cabrera y Numitor Veras.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacic-
nal, hoy día 22 de febrero de 1980, años 136' de la Inde-
pendencia y 117' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Aparicio
Rivera, dominicano, mayor de edad, casado, industrial , t.
domiciliado en la calle José de Js. Ravcilo No. 76, de esta
ciudad, contra la sentencia dictada el 10 de agosto de 1978,
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan- .

1.H
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE FEBRERO DEL 1980 Cia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Ramón E. Martínez Montalvo, abogado
del recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Lic. Miguel Jacobo, en representación de los
abogados Drcs. Ulises Cabrera y Numitor S. Veras, abo-
gados del recurrido, Pedro A. Ogando, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente, del 2
de octubre de 1978, en el que se proponen los medios de
casación que luego se indican, y su escrito de ampliación
del 19 de marzo de 1979, firmados por sus abogados;

Visto el memorial de defensa del recurrido del 2 de
noviembre de 1978 y su escrito de ampliación del 11 de
enero de 1979, firmados por su abogado, Numitor S. Ve-
ras, por si y por el Dr. Ulises Cabrera;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente, que se mencionan más adelante; y los artículos 1,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una reclamación laboral, que no pudo ser concilia-
da, intentada por el recurrido contra el hoy recurrente.
el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó
el 6 de mayo de 1977, una sentencia con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: se rechaza por falta de
pruebas la demanda laboral intentada por Pedro A. Ogan-
do contra Aparicio Rivera; SEGUNDO: Se condena al de-
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE FEBRERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 41,1

de fecha 18 de agosto de 1978.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Aparicio Rivera.
Abogado: Dr. Ramón E. Martínez Montalvo.

Recurrido: Pedro A. Ogando.
Abogados: Ores. Ulises Cabrera y Numitor Veras.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Se-
gundo Sustituto de Presidente, Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la dudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nado-
nal, hoy día 22 de febrero de 1980, años 136' de la Inde-
pendencia y 117' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Aparicio
Rivera, dominicano, mayor de edad, casado, industrial,
domiciliado en la calle José de Js. Ravelo No. 76, de esta
ciudad, contra la sentencia dictada el 10 de agosto de 1978,
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Pritin„ a Instan-

cia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Ramón E. Martínez Montalvo, abogado
del recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Lic. Miguel Jacobo, en representación de los
abogados Ores. Ulises Cabrera y Numitor S. Veras, abo-
gados del recurrido, Pedro A. Ogando, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente, del 2
de octubre de 1978, en el que se proponen los medios de
c �isación que luego se indican, y su escrito de ampliación
del 19 de marzo de 1979, firmados por sus abogados;

Visto el memorial de defensa del recurrido del 2 de
noviembre de 1978 y su escrito de ampliación del 11 de
enero de 1979. firmados por su abogado, Numitor S. Ve-
ras, por sí y por el Dr. Ulises Cabrera;

La Suprema' Corte de Justicia, después de haber deli-
rado y vistos los textos legales invocados por el reou-
nte, que se mencionan más adelante; y los artículos 1,
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
' le documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-

vo de una reclamación laboral, que no pudo ser concilia-
da, intentada por el recurrido contra el hoy recurrente.
el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó
el ti de mayo de 1977, una sentencia con el siguiente dis-
pos,itivo: "FALLA: PRIMERO: se rechaza por falta de
pruebas la demanda laboral intentada por Pedro A. Ogan-
do 'contra Aparicio Rivera; SEGUNDO: Se condena al de-.
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mandante al pago de las costas';' b) que sobre la apela-
ción interpuesta intervino la sentencia ahora impugnada
en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIME:

RO: Declara regular y válido, tanto en la forma ccmo en
el fondo el recurso de apelación interpuesto por el señor
Pedro A. Ogando, contra sentencia del Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 6 de mayo de 1977,
dictada en favor del señor Aparicio Rivera, cuyo disposi-
tivo ha sido copiado en parte anterior de esta misma sen-

tencia y como consecuencia Revoca en todas sus partes
dicha sentencia impugnada; SEGUNDO: Declara injusto
el despido en el caso de la especie; TERCERO: Condena
al patrono Aparicio Rivera, a pagarle al reclamante señor
Pedro A. Ogando, los valores siguientes: 24 días de sala-
rios, por concepto de preaviso; 15 días de auxilio de ce-
santía; 14 días de vacaciones, la regalía y bonificación
del año laborado, así como a una suma igual a los sala-
rios que habría devengado el trabajador desde el día de.
la demanda y hasta la sentencia definitiva, sin que exce-
dan de tres meses, todo calculado a base de RD$40.00 se-
manales, ó RD$7.27 diario, por aplicación del Reglamen-
to No. 6127; CUARTO: Condena a La parte que sucumbe,
Aparicio Rivera, al pago de las costas del procedimiento
de ambas instancias, de conformidad con los artículos 5
y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1964 y 691 del
Código de Trabajo, ordenando su distracción en provecho
de los Dres. A. Ulises Cabrera L. y Freddy Zarzuela, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad:

Considerando, que el recurrente, propone en su me-
morial, los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Violación al derecho de defensa; Segundo Medio: Ausen-
cia o falta absoluta de motivos en la sentencia impugnada,
así corno una notoria insuficiencia en la enunciación y
descripción de los hechos de la causa, que generan una
violación de los artículos 65-3 de la Ley sobre Proced í-

miento de Casación y 141 del Código de Procedimiento
Civil; Tercer Medio: Desnaturalización de los hechos y
tal de base legal;

Considerando, que el recurrente, en el desarrollo de
su primer medio de casación alega en síntsis, que la Cá-
mara a-qua, al no haberle dado la oportunidad de realizar
el contrainformativo ordenado por sentencia, y menos do
concluir al fondo, lesionó evidentemente su derecho de
defensa; que en efecto, la sentencia impugnada pone de
manifiesto, que no obstante haberse limitado el recurrido
a invitar al hoy recurrente, a que estuviera presente solo
en la celebración del informativo, sin notificación previa
alguna, el hoy recurrido presentó conclusiones al fondo,
las que fueron acogidas en todas sus partes, sin darse opor-
tunidad a la contraparte para producir ninguna réplica
a las mismas, con grave lesión, sin ninguna duda a su sa-
grado derecho de defensa; que no existiendo prueba algu-
na de que él renunciara al derecho de realizar el contra-
informativo, que le correspondía de derecho, aparte de ha-
ber sido ordenado, en el caso, por sentencia, al proceder
la Cámara a-qua, como lo hizo, revocando de ese modo, la
decisión del Juez de primer grado, dictada en su favor, la
sentencia impugnada debe ser casada;

Considerando, que el recurrente Aparicio Rivera, ale-
ga en Primer término, que la Cámara a-qua, por senten-
cia del 9 de agosto de 1977, ordenó la realización de un
informativo y contrainformattivo a cargo del trabajador
demandante y el industrial demandado; que habiéndose
efectuado el informativo, luego de varias prórrogas, el 15
de dc:embre de 1977, estando presente solo el actual re-
currido, éste inmediatamente presentó conclusiones al fon-
do, las que fueron acogidas en todas sus partes sin dárse-
le oportunidad como contraparte, para producir ninguna
réplica a las mismas; atentándose así a su derecho de de-
fensa;

1.1



324	 BOLETIN JUDICIAL BOLETEN JUDICIAL	 325

mandante al pago de las costas';' b) que sobre la apeh.
ción interpuesta intervino la sentencia ahora impugnad
en casación, cuyo dispositivo dice así: 'FALLA: PRIME:
RO: Declara regular y válido, tanto en la forma como en
el fondo el recurso de apelación interpuesto por el señor
Pedro A. Ogando, contra sentencia del Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 6 de mayo de 1977,
dictada en favor del señor Aparicio Rivera, cuyo dispos-
tivo ha sido copiado en parte anterior de esta misma sen-
tencia y como consecuencia Revoca en todas sus partes
dicha sentencia impugnada; SEGUNDO: Declara injusto
el despido en el caso de la especie; TERCERO: Condena
al patrono Aparicio Rivera, a pagarle al reclamante señor
Pedro A. Ogando, los valores siguientes: 24 días de sala-
rios, por concepto de preaviso; 15 chis de auxilio de ce-
santía; 14 días de vacaciones, la regalía y bonificación
del año laborado, así como a una suma igual a los sala-
rios que habría devengado el trabajador desde el día de
la demanda y hasta la sentencia definitiva, sin que exce-
dan de tres meses, todo calculado a base de RD$10.00 se-
manales, ó RD$7.27 diario, por aplicación del Reglamen-
to No. 6127; CUARTO: Condena a la parte que sucumbe,
Aparicio Rivera, al pago de las costas del procedimiento
de ambas instancias, de conformidad con los artículos 5
y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1964 y 691 del
Código de Trabajo, ordenando su distracción en provecho
de los Dres. A. Ulises Cabrera L. y Freddy Zarzuela, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad;

Considerando, que el recurrente, propone en su me-
morial, los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Violación al derecho de defensa; Segundo Medio: Ausen-
cia o falta absoluta de motivos en ]a sentencia impugnada,
así como una notoria insuficiencia en la enunciación y

descripción de los hechos de la causa, que generan una
violación de los artículos 65-3 de la Ley sobre Proced i-

-c. nto de Casación y 141 del Código de Procedimiento
(i.vil; Tercer Medio: Desnaturalización de los hechos y
fal de base legal;

Considerando, que el recurrente, en el desarrollo de
su primer medio de casación alega en síntsis, que la Cá-
mara a-qua, al no haberle dado la oportunidad de realizar
el contrainformativo ordenado por sentencia, y menos do
concluir al fondo, lesionó evidentemente su derecho de
defensa; que en efecto, la sentencia impugnada pone de
manifiesto, que no obstante haberse limitado el recurrido
a invitar al hoy recurrente, a que estuviera presente solo
en la celebración del i nformativo, sin notificación previa
alguna, el hoy recurrido presentó conclusiones al fondo,
las que fueron acogidas en todas sus partes, sin darse opor-
tunidad a la contraparte para producir ninguna réplica
a las mismas, con grave lesión, sin ninguna duda a su sa-
grado derecho de defensa; que no existiendo prueba algu-
na de que él renunciara al derecho de realizar el contra-
informativo, que le correspondía de derecho, aparte de ha-
ber sido ordenado, en el caso, por sentencia, al proceder
la Cámara a-qua, como lo hizo, revocando de ese modo, la
decisión del Juez de primer grado, dictada en su favor, la

TIF sentencia impugnada debe ser casada;

Considerando, que el recurrente Aparicio Rivera, ale-
ga en Primer término, que la Cámara a-qua, por senten-
cia del 9 de agosto de 1977, ordenó la realización de un
informativo y contrainformattivo a cargo del trabajador
demandante y el industrial demandado; que habiéndose.
efectuado el informativo, luego de varias prórrogas, el 15
de cl:c:embre de 1977, estando presente solo el actual re-
currido, éste inmediatamente presentó conclusiones al fon-
do, las que fueron acogidas en todas sus partes sin dárse-
te oportunidad como contraparte, para producir ninguna
réplica a las mismas; atentándose así a su derecho de de-
fensa;
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Considerando, que en tales circunstancias, se obvivo
que la Cámara a-qua, al acoger las conclusiones del apea.
lante, y revocar la sentencia apelada, sin que el actual re-
currente conociera en lo más mínimo el resultado de la
medida de instrucción verificada, y sin que se le diera la
oportunidad de concluir el fondo, se atentó a su derecho
de defensa como lo alega, por lo que procede casar la sen-
tencia impugnada, sin que haya la necesidad de ponderar
los otros medios del recurso;

Considerando, que cuando se casa una sentencia por
violación del derecho de defensa, las costas podrán ser
compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, el 10 de agosto de 1978, cuyo
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo,
y envía dicho asunto por ante el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, en
las mismas atribuciones; Segundo: Compensa las costas .en-
tre las partes.

FIRMADOS. — Néstor Contín Aybar, F. E. Ravelo de
la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras.
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.- Miguel Jacobo.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
' Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
?".'- do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funcio--'

nes de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto
de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alva-

'Lb tez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osval-
j 1 do Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asis-
11,1 tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus

audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 29 de febrero del 1980, años137' de la Independencia y 117' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la' siguien-
te sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Marce-
lina Castillo Alfonseca, dominicana, mayor de edad, sol-
tera. de quehaceres domésticos, domiciliada en La Enea,
del Municipio de Iligüey, contra la sentencia del 12 de ju-
l io de 1977, dictada por el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de La Altagracia, en sus atribucionescorreccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;issoz......1.0

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol:
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Considerando, que en tales circunstanc ias, se obvivo,
que la Cámara a-qua, al acoger las conclusiones del ape-
lante, y revocar la sentencia apelada, sin que el actual re-
currente conociera en lo más mínimo el resultado de la
medida de instrucción verificada, y sin que se le diera la
oportunidad de concluir el fondo, se atentó a su derecho
de defensa como lo alega, por lo que procede casar la sm-
tercia impugnada, sin que haya la necesidad de ponderar
los otros medios del recurso;

Considerando, que cuando se casa una sentencia por
violación del derecho de defensa, las costas podrán ser
compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, el 10 de agosto de 1978, cuyo
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo,
y envía dicho asunto por ante el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, en
las mismas atribuciones; Segundo: Compensa las costas en-
tre las partes.

FIRMADOS. — Néstor Contin Aybar, F. E. Ravelo de
la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán
zar, Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresad o. Y

fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.- Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE FEBRERO DEL 1980

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de La Al-
tagracia, de fecha 12 de julio de 1977.

Materia: Coreeeional,

Recurrentes: \larcelina Alfonseca c. s. Ramón Herrera.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funcio-
nes de Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto
de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alva-
rez Perellé, Juan Bautista Rojas Almánzar, Felipe Osval-
do Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Espaillat, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 29 de febrero del 1980, años
137' de la Independencia y 117' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la' siguien-
te sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Marce-
lina Castillo Alfonseca, dominicana, mayor de edad, sol-
tera. de quehaceres domésticos, domiciliada en La Enea,
del Municipio de Higiley, contra la sentencia del 12 de ju-
lio de 1977, dictada por el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de La Altagracia, en sus atribuciones
correccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;



Oído el dictamen del Magistrado Procurador General,
de la República;

Vista el acta del recurso de casación del 12 de julio
de 1977, levantada en la Secretaría del Tribunal a-qua,
a requerimiento de la recurrente;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistas la Ley 2402 del 1955, sobre Pensiones Ali-
menticias y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una querella presentada por la recurrente contra
Ramón Herrera, el Juzgado de Paz del Municipio de Hi-
güey, dictó el 1ro. de julio de 1975, una sentencia en sus
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo es el siguien-
te: "Falla: Primero: Declara incompetente para conocer
de este asunto, en vista de que el mismo ha sido decidido
mediante sentencia de fecha 6 de mayo de 1975, dictada
por el Juzgado de Primera Instancia de este Distrito Judi-
cial, en sus atribuciones civiles, incoada por la madre que-
rellante, señora Marcclina Castillo; Segundo: Reserva las
costas; b- que sobre apelación del 7 de julio de 1975, el Tril
bunal a-quo, dictó el 7 de octubre de ese mismo año, una
sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero:
Ordena la declinatoria del presente expediente a cargo
del nombrado Ramón Herrera, de generales que constan,
por ante el Juzgado de Paz del Municipio de Higüe y, por
ser de su competencia; Segundo: Reserva las costas para
que las mismas osan falladas conjuntamente con el fon-
do; c) que el Juzgado de Paz de Higüey, así apoderado,
dictó el 30 de octubre del expresado año, una sentencia
con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Condena al
nombrado Ramón Herrera, de generales conocidas, a su-
frir la pena de dos (2) años de prisión correccional por

violación a las disposiciones de la ley 2402, en perjuicio
de tres hijos menores de edad, de nombres Ana Altagra-
cia, Nancy Dolores y Ariel, de 8, 6 y 5 años de edad, res-
pectivamente, hijos legítimos que tiene procreados con
Marcelina Castillo: Segundo: Fija en la suma de Cuaren-
ta pesos oro (RD$40.00) la pensión mensual que deberá
pagar el prevenido a la querellante, en beneficio de los
referidos menores, a partir de la fecha de la sentencia;
Tercero: Ordena la ejecución provisional de esta sentencia,
no obstante cualquier recurso; Cuarto: Condena a dicho
prevenido al pago de las costas; d- que sobre los recursos
interpuestos, el Tribunal a-quo, dictó el 10 de mayo de
1977 una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la for-
ma, el presente recurso de apelación interpuesto en fecha
3 de noviembre del año 1975, por la señora Marcelina
Castillo, en contra de la sentencia dictada en esta misma
fecha por el Juzgado de Paz del Municipio de Higüey, que
condene al señor Ramón Herrera a sufrir la pena de dos
(2) años de prisión correccional por violación a la Ley No.
2402, en perjuicio de tres menores que ambos tienen pro-
creados y que por la misma sentencia le fué fijada una
pensión de RD$40.00 mensuales en beneficio de los refe-
ridos menores, en cuanto al fondo, modifica la sentencia
objeto del presente recurso de apelación, en el sentido
de aumentar en la suma de Cincuenta pesos oro (RD$50.-
00), la pensión mensual que deberá sumin 5 strar el señor
Ramón Herrera a la madre querellante, señora Marcelina
Castillo, en beneficio de los tres menores de nombres Ana
Altagracca, Nancy Dolores y Ariel, de 8, 6 y 5 años, res-
pectivamente, entre ambos procreados; SEGUNDO: Con-
firma los demás aspectos de la sentencia apelada; TER-
CERO: Condena al nombrado Ramón Herrera, al pago de
las costas de ambas instancias; e) que, posteriormente, el
mismo Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-

$
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación del 12 de julio
de 1977, levantada en la Secretaría del Tribunal a-qua, ,J;
a requerimiento de la recurrente;

• La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistas la Ley 2402 del 1955, sobre Pensiones Mi-

menticias y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una querella presentada por la recurrente contra
Ramón Herrera, el Juzgado de Paz del Municipio de Hi-
güey, dictó el p ro. de julio de 1975, una sentencia en sus
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo es el siguien-
te: "Falla: Primero: Declara incompetente para conocer
de este asunto, en vista de que el mismo ha sido decidido
mediante sentencia de fecha 6 de mayo de 1975, dictada
por el Juzgado de Primera instancia de este Distrito Judi-
cial, en sus atribuciones civiles, incoada por la madre que-
rellante, señora Marcelina Castillo; Segundo: Reserva las
costas; b- que sobre apelación del 7 de julio de 1975, el Trini"
bunal a-quo, dictó el 7 de octubre de ese mismo año, una
sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero::
Ordena la declinatoria del presente expediente a cargo
del nombrado Ramón Fierren, de generales que constan,
por ante el Juzgado de Paz del Municipio de Higüey, por
ser de su competencia; Segundo: Reserva las costas para
que las mismas esan falladas conjuntamente con el fon-
do; c) que el Juzgado de Paz de Higüey, así apoderado,
dictó el 30 de octubre del expresado año, una sentencia
con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Condena al'
nombrado Ramón Herrera, de generales conocidas, a su-
frir la pena de dos (2) años de prisión correccional por

J
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violación a las disposiciones de la ley 2402, en perjuicio
de tres hijos menores de edad, de nombres Ana Altagra-
cia, Nancy Dolores y Ariel, de 8, 6 y 5 años de edad, res-
pectivamente, hijos legítimos que tiene procreados 	 con
Marcelina Castillo; Segundo: Fija en la suma de Cuaren-
ta pesos oro (RD$40.00) la pensión mensual que deberá
pagar el prevenido a la querellante, en beneficio de los
referidos menores, a partir de la fecha de la sentencia;
Tercero: Ordena la ejecución provisional de esta sentencia,
no obstante cualquier recurso; Cuarto: Condena a dicho

F:'	 prevenido al pago de las costas; d- que sobre los recursos
interpuestos, el Tribunal a-quo, dictó el 10 de mayo de
1977 una sentencia con el siguiente dispositivo: ''FALLA:
PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la for-
ma, el presente recurso de apelación interpuesto en fecha
3 de noviembre del año 1975, por la señora Marcelina
Castillo, en contra de la sentencia dictada en esta misma
fecha por el Juzgado de Paz del Municipio de Iligüey, que
condene al señor Ramón Herrera a sufrir la pena de dos
(2) años de prisión correccional por violación a la Ley No.
2402, en perjuicio de tres menores que ambos tienen pro-
creados y que por la misma sentencia le fué fijada una
pensión de RD$40.00 mensuales en beneficio de los refe-
ridos menores, en cuanto al fondo, modifica la sentencia

, • .	 objeto del presente recurso de apelación, en el sentido

i	 00), la pensión mensual que deberá sumiruistrar el señor

I
1 1 de aumentar en la suma de Cincuenta pesos oro (RD$50.-
-d ....

Castillo, en beneficio de los tres menores de nombres Ana
Ramón Herrera a la madre querellante, señora Marcelina

Altagracia, Nancy Dolores y Ariel, de 8, 6 y 5 años, rey-
S ' 	pectivamente, entre ambos procreados; SEGUNDO: Con-

firma los demás aspectos de la sentencia apelada; TER-
CERO: Condena al nombrado Ramón Herrera, al pago de
las costas de ambas instancias; e) que, posteriormente, el
mismo Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
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ciad de La Altagracia, dictó el fallo ahora impugnado, con
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRL\IERO: Admite co-
mo regular y válido, en cuanto a la forma, el recurso de
revisión interpuesto en fecha 20 de mayo de 1977, por el
nombrado Ramón Herrera, contra sentencia dictada por
este mismo Tribunal en atribuciones correccionales y en
fecha 20 de mayo de 1977, que condenó al aludido Ramón
Herrera a sufrir la pena de dos años de prisión correccio-
nal por el delito de violación a la Ley No. 2402, en perjui-
cio de tres menores de nombre Ana Altagracia, Nancy Do-
lores y Ariel, que tiene procreados con la señora Marce-
lina Castillo Alfonseca y le fijó en la suma de cincuenta
pesos oro (RD$50.00- como pensión alimenticia en favor
de los menores Nancy Dolores, Ana Altagracia y Ariel,
a pasarle mensualmente a la madre querellante; por ha-
ber sido interpuesto de acuerdo a lo que dispone la ley;
Segundo: En cuanto al fondo, y este Tribunal actuando
por contrario imperio y propia autoridad, revoca el ordi-
nal segundo de la sentencia objeto del presente recurso
de revisión, y en consecuencia fija en la suma de treinti-
cinco pesos oro (RD$35.00), como la pensión alimenticia
que deberá pasar el nombrado Ramón Herrera a la seño-
ra Marcelina Castillo Alfonseca, en beneficio de los refe-
ridos menores entre ambos procreados; Tercero: Confir-
ma en todas sus partes los demás aspectos de la senten-
cia objeto del presente recurso;

Considerando, que los tribunales de justicia apode-
rados de una instancia, se desapoderan al fallar el caso;
que en la especie, el Juzgado a-quo al dictar su sentencia
del 10 de mayo de 1977, quedó desapoderado del asunto,
y no pudo. correctamente fallar posteriormente, por me-
dio de su sentencia anteriormente citada; que, si el padre
condenado a pagar una pensión, quería obtener una re-
ducción de ésta, siempre es provisional, debe llenar una
nueva instancia que recorrerá los dos grados de jurisdic-
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ción; que, en consecuencia de todo lo expresado anterior-
mente, la sentencia impugnada debe ser casada, sin envío,
por no quedar cosa alguna que juzgar;

Por tales motivos, Unico: Casa sin envío, la sentencia
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de La Altagracia, el 12 de Julio de 1977, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo.

FIRMADOS. — Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Alminzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat.—
Miguel Jaccbo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo.- Miguel Jacobo.
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cial de La Altagracia, dictó el fallo ahora impugnado, con

el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite co-
mo regular y válido, en cuanto a la forma, el recurso de
revisión interpuesto en fecha 20 de mayo de 1977, por el
nombrado Ramón Herrera, contra sentencia dictada por
este mismo Tribunal en atribuciones correccionales y en
fecha 20 de mayo de 1977. que condenó al aludido Ramón
Herrera a sufrir la pena de dos años de prisión correccio-
nal por el delito de violación a la Ley No. 2402, en perjui-
cio de tres menores de nombre Ana Altagracia, Nancy Do-
lores y Ariel, que tiene procreados con la señora Marce-
lina Castillo Alfonseca y le fijó en la suma de cincuenta
peses oro (RD$50.00- como pensión alimenticia en favor
de los menores Nancy Dolores, Ana Altagracia y Ariel,
a pasarle mensualmente a la madre querellante; por ha-
ber sido interpuesto de acuerdo a lo que dispone la ley;
Segundo: En cuanto al fondo, y este Tribunal actuando
por contrario imperio y propia autoridad, revoca el ordi-
nal segundo de la sentencia objeto del presente recurso
de revisión, y en consecuencia fija en la suma de treinti-
cinco pesos oro (RD$35.00), como la pensión alimenticia
que deberá pasar el nombrado Ramón Herrera a la seño-
ra Marcelina Castillo Alfonseca, en beneficio de los refe-
ridos menores entre ambos procreadas; Tercero: Confir-
ma en todas sus partes los demás aspectos de la senten-
cia objeto del presente recurso;

Considerando, que los tribunales de justicia apode-
rados de una instancia, se desapoderan al fallar el caso;
que en la especie, el Juzgado a-quo al dictar su sentencia
del 10 de mayo de 1977, quedó desapoderado del asunto,
y no pudo. correctamente fallar posteriormente, por me-
dio de su sentencia anteriormente citada; que, si el padre
condenado a pagar una pensión, quería obtener una re-
ducción de ésta, siempre es provisional, debe llenar una

nueva instancia que recorrerá los dos grados de jurisdic-
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ción; que, en consecuencia de todo lo expresado anterior-
mente, la sentencia impugnada debe ser casada, sin envío,
por no quedar cosa alguna que juzgar:

Por tales motivos, Cuico: Casa sin envío, la sentencia
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de La Altagracia, el 12 de Julio de 1977, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo.

FIRMADOS. — Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M.
Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Alminzar, Felipe
Osvaldo Perdomo Báez, Joaquín L. Hernández Espaillat.—
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certifico.— (Fdo.- Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE FEBRERO DEL 1980

Sentencia Impugnada: Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 19 de abril
de 1978.

Materia: Cbrreccional.

Recurrente: Daniel Pérez Soriano.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Ccntín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiarna,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Naciónal, hoy día 29 del mes de Febrero del año 1980,
años 137' de la Indepenrencia y 117' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ma-
tice Reynoso Peguero, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, raso del Ejército Nacional, cédula No. 17203, serie 3,
y Daniel Pérez Soriano, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, chófer, cédula 5092, serie 17; domiciliados uno y otro
en esta ciudad; contra la sentencia dictada en atribucio-
nes correccionales por la Cuarta Cámara Penal del Juz-
gado de PrimeraInstancia del Distrito Nacional, el 19 de
abril de 1976, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol:

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vistas las actas de los recursos, levantadas, respec-
tivamente, el 21 de abril y el 7 de mayo de 1976; la pri-
mera, a requerimiento del Dr. Rafael L. Márquez, cédula
26811, serie 54, en representación del prevenido Pérez So-
riano; y la segunda a requerimiento del Dr. Milcíades Da-
mirón Maggiolo, en representación del prevenido Reyno-
so Guerrero; actas en las cuales no se propone ningún me-
dio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 163 del Código de Proce-
dimiento Criminal, 141 del Código de Procedimiento Civil,
y 1 de la Ley sobre Procedimiento de Casación:

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido
en esta ciudad, el 21 de julio de 1973, del que resultaron
deteriorados los automóviles que intervinieron en el mis-
mo, el Juzgado de Paz de la Cuarta Circunscripción del
Distrito Nacional, dictó el 22 de julio de 1977, una senten-
cia cuyo dispositivo se transcribe en el de la ahora im-
pugnada; y b) que sobre las apelaciones interpuestas, la
Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, dictó el 19 de abril de 1976, el fallo
ahora impugnado en casación, cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto
a la forma el recurso de apelación interpuesto por el Dr.
Rafael L. Márquez, a nombre de Daniel Pérez. Soriano,
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Paz de la
Cuarta Circunscripción, del Distrito Nacional len fecha 22
de julio del 1974, la que en su dispositivo dice así: "Pri-
mero: Se pronuncia el defecto contra el prevenido Daniel

1



SOLETIN JUDICIAL	 333332	 DOLETIN JUDICIAL

SENTENCIA DE FECHA 29 DE FEBRERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Pri-

mera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 19 de abril
de 1976.

Materia: Correccional.

Recurrente: Daniel Pérez Soriano.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Centín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Al-'
mánzar, y Joaquín L. Hernández Espaillat, asistidos del
Secretario General. en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Naciónal, hoy día 29 del mes de Febrero del año 1980,
años 137' de la Indepenrencia y 117' de la Restauración,
dicta en audiellicia pública, como Corte de Casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ma-
tico Reynoso Peguero, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, raso del Ejército Nacional, cédula No. 17203, serie 3,
y Daniel Pérez Soriano, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, chófer, cédula 5092, serie 17; domiciliados uno y otro
en esta ciudad; contra la sentencia dictada en atribucio-
nes correccionales por la Cuarta Cámara Penal del Juz-
gado de PrimeraInstancia del Distrito Nacional, el 19 de
abril de 1976, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura ael. rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vistas las actas de los recursos, levantadas, respec-
tivamente, el 21 de abril y el 7 de mayo de 1976; la pri-
mera, a requerimiento del Dr. Rafael L. Márquez, cédula
26811, serie 54, en representación del prevenido Pérez So-
riano; y la segunda a requerimiento del Dr. Milcíades Da-
mirón Maggiolo, en representación del prevenido Rey-no-
so Guerrero; actas en las cuales no se propone ningún me-
dio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 163 del Código de Proce-
dimiento Criminal, 141 del Código de Procedimiento Civil,
y 1 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere consta lo siguiente:
a) que con motivo de un accidente de tránsito ocurrido
en esta ciudad, el 21 de julio de 1973, del que resultaron
deteriorados los automóviles que intervinieron en el mis--,
mo, el Juzgado de Paz de la Cuarta Circunscripción del
Distrito Nacional, dictó el 22 de julio de 1977, una senten-
cia cuyo dispositivo se transcribe en el de la ahora im-
pugnada; y b) que sobre las apelaciones interpuestas, la
Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, dictó el 19 de abril de 1976, el fallo
ahora impugnado en casación, cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto
a la forma el recurso de apelación interpuesto por el Dr.
Rafael L. Márquez, a nombre de Daniel Pérez Soriano,
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Paz de la
Cuarta Circunscripción, del Distrito Nacional en fecha 22
de julio del 1974, la que en su dispositivo dice así: "Pri-
mero: Se pronuncia el defecto contra el prevenido Daniel
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Pérez Soriano, por no haber comparecido a la audiencia,
siendo legalmente citado; Segundo: Se declara culpablu de
violación a la Ley 241, a dicho prevenido Daniel Pérez So-
r:ano y en consecuencia se le condena a tres (3) meses de
prisión y al pago de las costas penales; Tercero: Se de-
clara no culpable al co-prevenido Matico Reynoso Guerrero
y en consecuencia se le descarga por no haber violado la
ley 241, en ninguno de sus artículos; En cuanto al fondo
se revoca la sentencia recurrida y se declaran los nom-
brados Matico Reynoso Guerrero y Daniel Pérez. Soriano
culpables de violación a la Ley No. 241, y en consecuencia
se condena al pago de una multa de Veinticinco pesos oro
dominicanos (RD$25.00) cada uno; Segundo: Se condena
al pago de las costas penales;

Considerando, que la Cámara a-qua para condenar
a los prevenidos recurrentes a las penas que les fueron im-
puestas, se limitó a exponer lo siguiente: 'Que al produ-
cirse la colisión de los vehículos en pugna se ha compro-
bado en audiencia que no tomaron la precaución debida
y establecida por la Ley; y por tales motivos procede la
condenación a RD$23.00 de multa a ambos conductores,
o sea a los nombrados Matico Reynoso Guerrero y Daniel
Pérez Soriano;

Considerando, que en las antes transcrito no contie-
ne una relación de los hechos de la causa que permita
apreciar como ocurrieron éstos; que la Cámara a-qua no
ha indicado, como era sud eber, en qué consistió la im-
prudencia, la negligencia o la inobservancia de la Ley en
que se afirma incurrieron los prevenidos; que esa omi-
sión impide a la Suprema Corte de Justicia, al ejercer su
poder de control, verificar si en•la especie se hizo o no
una correcta aplicación de la ley; que por tanto la senten-
cia impugnada debe ser casada por falta de base legal;

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dicta-
da por la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Primera

Instancia del Distrito Nacional, el 19 de abril de 1976,
cuyo dispositivo se ha transcrito en parte anterior del
presente fallo, envía el asunto por ante la Primera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, en iguales atribuciones; Segundo: Declara las
costas de oficio.

FIRMADOS. — Néstor Contín Aybar, F. E. Ravelo de
la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, Joaquín L. Hernández Espaillat.— Miguel Jacobo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE FEBRERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 10 de abril de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Manuel de Jesús Gil, Alfredo José Sánchez y la
Compañia Dominicana de Seguros, C. por A.

Abogado: Dr. Luis R. Castillo Mejía.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente Manuel A. Arniama,
Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar, y Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio,
nal, hoy día 29 de febrero del año 1980, años 137' de la
Independencia y 117' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, corno Corte de Casación, la siguiente senten-
cia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ma-
nuel de Jesús Gil, dominicano, mayor de edad, soltero,
chófer, cédula No. 5610, serie 33, domicliiado y residente
en esta ciudad en la calle Tunti Cáceres No. 185; Alfredo
José Sánchez, domiciliado y residente en esta ciudad, en

la calle Moca No. 21 y la Compañía Dominicana de Segu-
ros, C. por A., con asiento social en la Avenida Indepen-
dencia, de esta ciudad, contra la sentencia dictada en atri-

buciones correccionales, el 10 de abril de 1978, por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levvantada en
la Secretaría de la Corte a-qua, el 24 de agosto de 1978,
a requerimiento del Dr. Luis R. Castillo Mena y en repre-
sentación de los recurrentes, en la cual no se propone nin-
gún medio determinado de casación;

Visto el memorial de los rcurrentes, Manuel de Jesús .
Gil y Alfredo José Sánchez, de fecha 23 de abril de 1979,
suscrito por su abogado Dr. Luis Randolfo Castillo Mejía,
cédula No. 18933, serie 3, en el cual se proponen contra
la sentencia impugnada, los medios que se indican más
adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes y los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967 y 1,
37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con
motivo de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciu-
dad, el 29 de noviembre de 1975, en el cual resultaron
varias personas con lesiones corporales, la Octava Cámara
de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, dictó el 25 de mayo de 1977, en sus atribucio-
nes correccionales, una sentencia, cuyo dispositiivo apa-
rece copiado en el de la ahora impugnada; b- que sobre
las apelaciones interpuestas, intervino el fallo ahora im-
pugnado, en casación, con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: PRIMERO: Admite como regular y válido en cuan-
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toa la forma el recurso de apelación interpuesto; a) por
el Dr. Luis R. Castillo Mejía; a nombre y representación
del co-prevenido Manuel de Jesús Gil, de Alfredo José
Sánchez y ' la Compañía de Seguros Dominicana, C. por A:
b) por el Dr. César Augusto Canó González, Magistra-
do Procurador Fiscal del D. N., en fecha 27 de mayo de
1977, por la Octava Cámara de lo Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, cuya parte dis-
positiva dice así: "Falla: Primero: Se declara al nombra-
do Manuel de Jesús Gil, culpable de violar el Art. 49, de
la Ley 241; en consecuencia se le condena al pago de
una multa de Cincuenta pesos oro (RD$50.00- y al pago
de las costas penales; Segundo: Se declara al nombrado
Apolinar Ureña Rosario no culpable de violación a las
disposiciones de la Ley 241, en consecuencia se descarga
de toda responsabilidad penal; y se declaran las costas de
oficio; Tercero: Se rechazan la constitución en parte civil
hecha por el señor Alfredo José Sánchez por mediaciOr.
de su abogado Dr. Luis R. Castillo Mejía por improceden-
te y mal fundadas; Cuarto: Se condena a dicha parte ci-
vil al pago de las costas con distracción en provecho del
Dr. Euclides Acosta Figuereo; Quinto: Se otorga acta de
formal desistimiento a la parte civil constituida a través
del Dr. José Rafael Helena Rodríguez; por haberlo hecho
de conformidad con la Ley: SEGUNDO: En cuanto al fon-
do de dichos recursos se confirma en todas sus partes la
sentencia recurrida por haber sido dictada conforme a de-
recho; TERCERO: Condena al prevenido apelante al pago
de las costas penales de la alzada y a la persona civilmen-
te al pago de las costas civiles de la alzada con distracción
de estas últimas en provecho del Dr. Euclides Acosta Fi-
guereo, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"1

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Violación del artículo 74 de la Ley 241

sobre Tránsito de Vehículos, en sus letras a- y b), por no
aplicación de las mismas, y d) por desnaturalzación en su
aplicación y del artículo 195 del Código de Procedimiento
Criminal por falta de motivos y de base legal; Segundo
Medie: Violación del artículo 61, letra a) de la indicada
Ley 241, por no aplicación del mamo; Tercer Medio: Vio-
lación de los artículos 1382 y 1383 del Código Civil y 141
del Código de Procedimiento Civil, falta de base legal y
de motivos en otro aspecto;

Willkur
. 	...

Considerando, que la Compañía Dominicana de Se-
os

..,	 .Considerando,
, C. por A., ni en el momento de interponer su recta--

w nin	 posteriormente, ha expuesto los medios en que lo
PI. funda, como lo exige a pena de nulidad el artículo 37 de

la Ley sobre Procedimiento de Casación, razón por la cualfelprocede declarar la nulidad del mismo;.	. 

.. Considerando, que en el desenvolvimiento de su pri-
mer medio de casación, los recurrentes alegan "que al mo-
mento de prestar sus declaraciones a la Policía Nacional.
Manuel de Jesús Gil dijo que ya él estaba cruzando la vía
y que su vehículo, con el impacto, fué a caer a la acera
de enfrente, conclusiones en dichas vías, por lo que era
obligatoro para Apolinar Ureña Rosario detener su ve-
hículo y dejar que aquel terminara de cruzar la referida
intersección y evitar el accidenteé que en el hipotético
caso de que llegaran ambos conductores al mismo tiempo
a la intersección, el conductor de la izquierda cederá el
paso al vehículo de la derecha, el cual era en sste último
caso, Apolinar Ureña Rosario; que por último no sabe-
mos de dónde deduce la Corte a-qua que nuestro conduc-
tor no se detuvo al llegar a la intersección ni tampoco dice
como llega a la conclusión de que el co-prevenido Apoli-
nar Ureña Rosario no incurrió en violación a la ley 241
sobre Tránsito de Vehículos y de donde saca la referida
Corte que la calle Peña Batlle es preferencial; pero,
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Considerando, que el examen del fallo impugnado
pone de manifiesto, que la Corte a-qua para fallar como
lo hizo, declarando al co-prevenido Manuel de Jeúss Gil,
único culpable del accidente, se basó en que el mismo se
debió a la negligencia e imprudencia del prevenido Ma-
nuel de Jesús Gil, al no detener su vehículo en la esquina
de la calle Peña 13-atIle, vía ésta que goza de preferencia
con relación a la calle Virgil Díaz por la gran cantidad
de vehículos que transita por la primera vía, por lo que
debió al prevenido tomar todas las precauciones que la
ley establece para evitar el occidente, cosa ésta que no
hizo, pues manifestó al Tribunal que no vió
nía el otro vehículo; que por otra parte, el preven do hay
recurrente acepta en sus declaraciones ante el Tribunal
de Primer Grado que la calle Peña Baffle tiene mayor
tránsito que la Virg:1 Díaz, ésta comprobación por ser de
hecho realizada por la Corte a-qua, es de la soberana
apreciación y escapa al control de la casación, a menos
que se incurra en desnatrualización , lo que no ha ocu-
rrido en la espec'e; que considera más adelante la senten-
cia impugnada contener motives suficientes y pertinen-
tes que justifican su dispositivo y una estimación com-
peta de los hechos y circunstancias de la causa que han
peridtido a esta Suprema Corte, comprobar que en el pre-
sente caso se hizo una correcta aplicación de la ley; que
per tanto al no incurrir la Corte a-qua en las violaciones
denunciadas, los alegatos contenidos en el medio que se
examina carecen de fundamen to y deben ser desestima-

dos;

Considerando, que en el desenvolvim i ento de su se-
gundo medio de casación los recurrentes alegan "que bas-
ta pensar en lo colisión para concluir que la incidencia
preponderante en la ocurrencia de los hechos fué la ve-
locidad, y esa hay que ponerla a cargo del conductor AV>
linar Ureña Rosario, razón por la cual el vehículo que
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conducía Manuel de Jesús Gil fué lanzado a la acera opues-
ta, lo cual configura una violación al artículo 61 de la Ley
241; pero.

Considerando, que el examen del expediente revela
que en el mismo no aparece ninguna circunstancia ó testi-
monio que pueda probar la aseveración de los hoy recu-
rrentes con respecto al exceso de velocidad a que transi-
taba el co-prevenido Apolinar Ureña Rosario, que pudie-
ra conducir a la Corte a-qua a poner a su cargo dilia vio-
lación legal; que por el contrarrio, la misma apreció que
el culpable del accidente lo fué el co-prevenido Manuel de
Jesús Gil; que por tanto el medio que se examina carece de
fundanmeto y debe ser desstimado;

Considerando, que en el desenvolvimiento de su ter-
, cer medio de casación, los recurrentes alegan "que aún
admitiendo que el prevenido Manuel de Jesús Gil 1 e es
imputada alguna falta, el co-prevenido Apolinar Ureña
Rosario no podía ser exculpado de faltas penales ni mu-
cho menos civiles; que al no justificar su fallo en el sen-
tido de rechazar la demanda incoada contra el señor Apo-
linar Ureña Rasarlo y descargar a éste de toda responsa-
bilidad, bajo el alegato de que el día antes el preveni-
do recurrente conducía su vehículo como encargado de Al-
fredo Jos:-:, Sánchez, procede rechazar la constitución	 en
parte civil intentada por éste y al considerarlo así, la Corte
a-qua sin base jurídica su decisión; pero,

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto, que la Corte a-qua, dentro de sus pode-
res soberanos de apreciación de los hechos, consideró co-
mo único culpable del accidente al co-prevenido hoy recu-
rrente Manuel de Jesús Gil y descargó de toda responsa-
bilidad en la ocurrencia del mismo al co-prevenido Apo-
linar Ureña Rosario, que en consecuencia de rec5azar la
constitución en parte civil de Alfredo José Sánchez, por
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Considerando, que el examen del fallo impugnado
pone de manifiesto, que la Corte a-qua para fallar corno
lo hizo, declarando al co-prevenido Manuel de Jeúss Gil,
único culpable del accidente, se basó en que el mismo se
debió a la negligencia e imprudencia del prevenido Ma-
nuel de Jesús Gil, al no detener su vehículo en la esquina
de la calle Peña Batlle, vía ésta que goza de preferencia
con relación a la calle Virgil Díaz por la gran cantidad
de vehículos que transita por la primera vía, por lo que
debió al prevenido tomar todas las precauciones que la
ley establece para evitar el eccidente, cosa ésta que no
hizo, pues manifestó al Tribunal que no vió cuando ve- In

nía el otro vehículo; que por otra parte, el preven do hoy
recurrente acepta en sus declaraciones ante el Tribunal
de Primer Grado que la calle Peña 13atlle tiene mayor
tránsito que la Virgil Díaz, ésta cemprobaeón por ser de
hecho realizada por la Corte a-qua, es de la soberana
apreciación y escapa al control de la casación, a menas
que se incurra en dcsnatrualizació n, lo que no ha ocu-
rrido en la espeee; que considera más adelante la senten-
cia impugnada contener motives suficientes y pertinen-
tes que justifican su dispositivo y una estimación com-
peta de les hechos y circunstancias de la causa que han
permlido a esta Suprema Corte, comprobar que en el pre-
sente caso se hizo una correcta aplicación de la ley; que
por tanto al no incurrir la Corte a-qua en las violaciones
denunciadas, los alegatos contenidos en el medio que sr
examina carecen de fundamento y deben ser desestima-

dos;

Considerando, que en el desenvolvimiento de su se-
gundo medio de casación los recurrentes alegan ''que bas-
ta pensar en lo colisión para concluir que la incidencia
preponderante en la ocurrencia de los hechos fué la ve-
locidad, y esa hay que ponerla a cargo del conductor Ap>
linar Ureña Rosario, razón por la cual el vehículo que

conducía Manuel de Jesús Gil fué lanzado a la acera opues-
ta, lo cual configura una violación al artículo 61 de la Ley
241; pero.

Considerando, que el examen del expediente revela
que en el mismo no aparece ninguna circunstancia ó testi-
monio que pueda probar la aseveración de los hoy recu-
rrentes con respecto al exceso de velocidad a que transi-
taba el co-prevenido Apolinar Ureña Rosario, que pudie-
ra conducir a la Corte a-qua a poner a su cargo diha vio-
lación legal; que por el contrarrio, la misma apreció que
el culpable del accidente lo fué el co-prevenido Manuel de
Jesús Gil; que por tanto el medio que se examina carece de
fundamneto y debe ser desstimado;

Considerando, que en el desenvolvimiento de su ter-
cer medio de casación, los recurrentes alegan "que aún
admitiendo que el prevenido Manuel de Jesús Gil 1 e es
imputada alguna falta, el cc-prevenido Apolinar Ureña
Rosario no podía ser exculpado de faltas penales ni mu-
cho menos civiles; que al no justificar su fallo en el sen-
tido de rechazar la demanda incoada contra el señor Apo-
linar Ureña Rosario y descargar a éste de toda responsa-
bilidad, bajo el alegato de que el día antes el preveni-
do recurrente conducía su vehículo como encargado de Al-
fredo José Sánchez, procede rechazar la constitución en
parte civil intentada por éste y al considerarlo así, la Corte
a-qua sin base jurídica su decisión; pero,

Considerando, que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifieste, que la Corte a-qua, dentro de sus pode-
res soberanos de apreciación de los hechos, consideró co-
mo único culpable del accidente al co-prevenido hoy recu-
rrente Manuel de Jesús Gil y descargó de toda responsa-
bilidad en la ocurrencia del mismo al co-prevenido Apo-
linar Ureña Rosario, que en consecuencia de rechazar la
constitución en parte civil de Alfredo José Sánchez, por
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no ser el co-prevenido Apolinar Ureña Rosario culpable
del accidente ni haber retenido falta alguna contra él la
Corte a-qua hizo una correcta aplicación de la ley; que
per tanto, el medio que se examina carece de fundamento
y debe ser desestimado;

Considerando, que la Corte a-qua, dió por establecido
rot&ante la ponderación de los elementos de juicio que
fueron regularmente administrados en la instrucción de
la causa lo siguiente: a) que el día 28 de noviembre de
1975, mientras el prevenido Apolinar Ureña Rosario con-
ducía el carro placa No. 201-608, de su prop i edad, adqui-
ruido con la Compañía Unión de Seguros, C. por A., con
Póliza No. 28863, por la calle Peña Baffle de Este a Oes-
te, al llegar a la esquina de la Virgil Díaz, se produjo un
accidente con el carro placa No. 92-285, conducido por el
ce-prevenido Manuel de Jesús Gil y prop i edad de Alfre-
do José Sánchez, asegurado por la Compañia Dominicana
de Seguros, C. por A., con Póliza No. 22973, en el cual re-
sultaron con lesiones corporales ambos conductores y los
señores Manuel Hernández, Reynaldo Espejo, y Luis Ma,
Hernández, los dos primeros con heridas curables antes de
10 días y el último con heridas curables después de 10 y
antes de 20 días; b- que el hecho se debió a la impruden-
cia del co-prevenido Manuel de Jesús Gil, al no detener
su vehículo en la esquina de la ca pe Peña Baffle, vía que
goza de preferenc:a con respecto a la Virgil Díaz por don-
de él transitaba, debido a la gran cantidad de vehículos
que circulan por la primera, lo que le obligada a temar
y no lo hizo, las precauciones que la prudencia aconseja:

Considerando, que los hechos así establecidos confi-
guran a cargo del prevenido recurrente, el delito de gol-
pes y heridas por imprudencia ocas'onodos con el manejo
de un vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de
la ley 241 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos y sancio-
nado en la letra b) de esa misma disposción legal con las

a.
r

penas de tres meses a un año de prisión y multa de
RDS50.00 a R D$300.00, si la curación de lesiones de la víct i -ma o la impcsibiliad de ella para dedicarse a su trabajo du-rante más de diez días y menos de veinte, como sucedió en
la especie, que por tanto al condenar al prevenido Manuel
de Js. Gil, al pago de una multa de RD$50.00, acogiendo cir-

I

. .
eurstane'as atenuantes, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación de la ley;

i.	..	 Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
en cuanto al interés del prevenido, la sentencia impug-
nada no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso
de casación interpuesto por la Compañía Dan'nicana Ce
Seguros, C. por A., contra sentencia dictada en atribucio-
nes correcciona'es, el 10 de abril de 1978, por la Cor-
,te de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se
ha copiado en parte anterior del presen te fallo; Segundo:
Rechaza los recursos de casación interpuesto por Manuel
de Jesús Gil y Alfredo Jcsé Sánchez, contra la meneio-
nada sentencia; y Tercero: Condena a Manuel de Jesús
al al pago de las costas penales.

FIRMADOS. — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-dio Beray, Joaquín M. Alvarez Percibí, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdono Báez.— Miguel Ja-
cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en laaudienci a públ:ca del día, mes y año en él ex presados yfué firmada, leída y publicada per mí, Secretario General, que certifico.-- (Fdo.) Miguel Jacobo.



342	 DOLETIN JUDICIAL

no ser el co-prevenido Apolinar Ureña Rosario culpable
del accidente ni haber retenido falta alguna contra él la
Corte a-qua hizo una correcta aplicación de la ley; que
per tanto, el medio que se examina carece de fundamento
y debe ser desestimado;

Considerando, que la Corte a-qua, dió por establecido
mediante la ponderación de los elementos de juicio que
fueron regularmente administrados en la instrucción de
la causa lo siguiente: a) que el día 28 de noviembre de
1975, mientras el prevenido Apolinar Ureña Rosario con-
ducía el carro placa No. 201-608, de su prop i edad, adqui-
rildo con la Compañía Uni ón de Segures, C. por A., con
Póliza No. 28863, por la calle Peña Baffle de Este a Oes-
te, al llegar a la esquina de la Virgil Diaz, se produjo un
accidente con el carro placa No. 92-285, conducido por el
ce-prevenido Manuel de Jesús Gil y propi edad de Alfre-
do José Sánchez, asegurado por la Ccmpañía Dominicana
de Seguros, C. por A., con Póliza No. 22973, en el cual re-
sultaron con lesiones corporales ambos conductores y los
señores Manuel Hernández, Reynaldo Espejo, y Luis Ma.
Hernández., los dos primeros con heridas curables antes de
10 días y el último con heridas curables des-pués de 10 y
antes de 20 días; b- que el hecho se debió a la impruden-
cia del co-prevenido Manuel de Jesús Gil, al no detener
su vehículo en la esquina de la cate Peña Batlle, vía que
goza de preferencia con respecto a la Virgil Díaz por don-
de él transitaba, debido a la gran cantidad de vehículos
que circulan por la primera, lo que le obligada a tomar
y no lo hizo, las precauciones que la prudencia aconseja;

Considerando, que los hechos así establecidos confi-
guran a cargo del prevenido recurrente, el delito de gol-

pes y heridas por imprudencia ocas i onados con el manejo
de un vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de
la ley 241 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos y sancio-
nado en la letra b) de esa misma disposción legal con las
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penas de tres meses a un año de prisión y multa de
Rns:somo a RD$300.00, si la curación de lesiones de la vid:-ira o la imposibiliad de ella para dedicarse a su trabajo du-
rante más de diez días y menos de veinte, corno sucedió en
la especie, que por tanto al condenar al prevenido Manuel
de Js. Gil, al pago de una multa de RD$50.00, acogiendo dr-
culistandas atenuantes, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación de la ley;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos,
en cuanto al interés del prevenido, la sentencia impug-
nada no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso
de casación interpuesto por la Compañía Dom i nicana de
Seguros, C. por A., contra sentencia dictada en atribucio-
nes correcciona'es, el 10 de abril de 1978, por la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se
ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza los recursos de casación interpuesto por Manuel
de Jesús Gil y Alfredo José Sánchez, contra la mencio-nada sentencia; y Tercero: Condena a Manuel de Jesús
G'l al pago de las costas penales.

FIRMADOS. — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Dril',
dio Beraz, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo 	 Miguel Ja-cebo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por losseñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-ral, que certifico.— tFdo.) Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECIIA 29 DE FEBRERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo. de
fecha 14 de mayo de 1974.

Materia: Correccional.

Recurrente: Ing. Francisco Javier Cuello Faga.
Ahogada: Dr. Marcelino Frías Pérez.

Intervinientes: Félix Melenciano y Compartes.
.togado: Dr. Ernesto Jorge Suncar Méndez.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte del,
Justicia, regularmenbe constituida por les Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de PresIdente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias.
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 29 del mes de Febrero del año 1980, años
137' de la Independencia y 117' de la Restauración, dicta
en aud'encla pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fran-

cisco Javier Cuello Fafa, dominicano, mayor de edad, Ca -

sado, ingeniero, domiciliado en la calle A, No. 65, del En-
sanche Ozama, de esta ciudad; contra la sentencia dictada
el 14 de mayo de 1974, en sus atribuciones correccionales,
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispo

-sitivo se copia más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Maree-
Lino Frías Pérez, abogado del recurrente;

Oído al Lic. Jorge Suncar, en representación del Dr.
Ernesto Jorge Suncar, cédula No. 4140, serie primera; abo-
gado de los intervinientes, Félix Marcelino, soltero, alba-
ñil, domiciliado en la calle Máxima Gómez No. 10, Haina,
cédtila No. 35885, serie primera, y Eusebio López, caz,acio,
albañil, domiciliado en la calle San Vicente de Paúl No.
100, del Ensanche San Lorenzo de Los Minas, de esta c.u-
dad, cédula No. 49982, serie primera, dimmicanos, mayo-
res de edad, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua el 23 de diciembre de 1974, a requeri-
mento del Dr. Marcelino Frías Pérez, cédula No. 14018,
serie 54, en representación del recurrente, en la cual no
se propone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial del recurrente, del 20 de febrero
de 1978, suscrito per su abogado, en cl cual se propone,
contra la sentencia impugnada, el medio que se indica más
adelante;

Visto el escrito de los intervinientes, del 20 de febre-
ro de 1978, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente, que se mencionan más adelante y los artículos 1,
20, 43, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mAi-
yo de una querella presentada por Félix Mcliciano y Eu-
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Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por les Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Primer Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-,

mánzar, Felipe Osvaldo Perdono Báez, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencia
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hcy día 29 del mes de Febrero del año 1980, años
137' de la Independencia y 117' de la Restauración, dicta
en aud'encia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fran- ,
c isco Javier Cuello Fafa, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, ingeniero, domiciliado en la calle A, No. 65, del En-

' sanche Ozama, de esta ciudad; contra la sentencia dictada
el 14 de mayo de 1974, en sus atribuciones correccionales,
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispos
sitivo se copia más adelante;

SENTENCIA DE FECHA 29 DE FEBRERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 14 de mayo de 1974.

Materia: Correccional.

Recurrente: Ing. Francisco Javier Cuello Faga.
Abogada: Dr. Marcelino Frías Pérez.

Intervinientes: Félix Melenciano y Compartes.
Abogado: Dr. Ernesto Jorge Suncar Méndez.

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Maree-
Lino Frías Pérez, abogado del recurrente;

Oído al Lic. Jorge Suncar, en representación del Dr.
Ernesto Jorge Suncar, cédula No. 4140, serie primera; abo-
gado de los intervinientes, Félix Marcelino, soltero, alba-
ñil, domiciliado en la calle Máxima Gómez No. 10, Haina,
cálala No. 35885, serle primera, y Eusebio López, casado,
albañil, domiciliado en la calle San Vicente de Paúl N O.
100, del Ensanche San Lorenzo de Los Minas, de esta c.u-
dad, cédula No. 49982, serie primera, dim,nicanos, mayo-
res de edad, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaria
de la Corte a-qua el 23 de diciembre de 1974, a requerí-
m.ento del Dr. Marcelino Frías Pérez, cédula No. 14018,
serie 54, en representación del recurrente, en la cual no
se propone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial del recurrente, del 20 de febrero
de 1978, suscrito por su ab:gado, en el cual se propone,
contra la sentencia impugnada, el medio que se indica más
adelante;

Visto el escrito de los intervinientes, del 20 de febre-
ro de 1978, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente; que se mencionan más adelante y los artículos _1,
20, 43, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con máti-
yo de una querella presentada por Félix Melitlano y Eu-
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sebio López, el 17 de febrero de 1970, contra el ingeniero
Francisco Javier Cuello Fafa, por violación a la Ley No.
3143, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instanria del Distrito Nacional, dictó el 31 de marzo de
1971, una sentencia con el dispositivo siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Se rechazan las conclusiones formuladas por
el consejo de la defensa del prevenido ingeniero Francis-
co Javier Cuello Fafa, Dr. Armando A. Perdió Mejía, en
el sentido de que se declare la incompetencia de este Tri-
bunal, para conocer del presente caso, en razón de que se
trata de un asunto laboral; por improcedente y mal fun-
dado; SEGUNDO: Se reenvía para una próxima audien-
cia el conocimiento de la presente causa seguida contra el
ingeniero Francisco Javier Cuello, Fafa, de generales que
constan, prevenido del delito de violación a la Ley No.
3143, sobre trabajos realizados y no pagados, en perjuicio
de los señores Félix Mercedes Melenciano y Eusebio Ló-
pez, a fin de una mejor sustanciación; TERCERO: Se re-
servan las costas para ser falladas conjuntamente con el
fondo del proceso; 	 que sobre recurso de apelación in-
terpuesto por el ingeniero Francisco Javier Cuello Fafa,
contra la sentencia mencionada, la Corte de Apelación de
Santo Domingo dictó el 20 de junio de 1972, una senten-
cia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO, Admi-
te, por regular en la forma, el recurso de apelación inter-
puesto en fecha 10 de junio de 1971, por el Dr. Armando
A. Percibí Mejía, a nombre y representación del ingeniero
Francisco Javier Cuello Fafa, contra sentencia dictada en
sus atribuciones correccionales y en fecha 31 de mano de
1971, por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo di-
ce así: 'Falla, Primero: Se rechazan las Conclusiones for-
muladas por el consejo de la defensa del prevenido inge-
niero Francisco Javier Cuello Fafa, Dr. Armando A. Pe-
relló Mejía, en el sentido de que se declare la incompe-
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tenia de este Tribunal, para conocer del presente caso,
en razón que se trata tic un asunto laboral; por improce-
dente y mal fundado; Segundo: Se reenvía para una pró-
xima audiencia el conocimiento de la presente causa i.,e-
guida contra el inegniero Francisco Javier Cuello Fafa, de
generales que constan, prevenido del delito de violación'
a la ley No. 3143, sobre trabajos realizados y no pagados,
en perjuicio de los señores Félix Mercedes Melencianoy

ir
Eusebio López, a f'n de una mejor sustenciación; Tette-

te con el fondo del proceso; SECUNDO: Rechaza, por im-

er
ro: Se reservan las cestas para ser falladas conjuntamen-

procedente, el recurso de apelación y en consecuencia con-
firma en la medida en que ha sido apelada la sentencia
recurrida; TERCERO: Condena al apelante al pago de las
costas; CUARTO: Ordena la devolución del expediente a
la Cámara Penal de su procedencia; c- que conocida nue-
vamente la causa por la Primera Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, dicté el 10
de abril de 1973, una sentencia cuyo dispositivo es el si-.
guiente: "FALLA: PRIMERO: Se declara al nombrado
ingeniero Francisco Javier Cuello Fafa, de generales que
constan, Culpable del delito de trabajos realizados y no
pagados, previsto y mencionado por las dispos'ciones de
la Ley No. 3143, en perjuicio de los señores Félix Merce-
des y Eusebio López, y en consecuencia se le condena al
pago de una multa de Cincuenta pesos oro (RD$50.000) y
al pago de las costas penales causadas; SEGUNDO: Se de-
clara buena y válida en cuanto a la forma la constitución
en parte civil incoada por los señores Félix Mercedes Me-
kenciano y Eusebio López, por conducto de su abogado

0,i constituido, Dr. Ernesto J. Suncar Méndez, en contra del
ingeniero Francisco Javier Cuello Pata, por haber sido he-
cha conforme a la Ley de la Materia; TERCERO: En cuan-
to al fondo, se Acoge dicha constitución y se condena al
ingeniero Francisco Javier Cuello Fafa, al pago de las su-
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sebio López, el 17 de febrero de 1970, contra el ingeniero
Francisco Javier Cuello Fafa, por violación a la Ley No.
3143, la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instanria del Distrito Nacional, dictó el 31 de marzo de
1971, una sentencia con el dispositivo siguiente: "FALLA:
PRB1ERO: Se rechazan las conclusiones formuladas por
el consejo de la defensa del prevenido ingeniero Francis-
co Javier Cuello Fafa, Dr. Armando A. Perelló Mejía, en
el sentido de que se declare la incompetencia de este Tri-
bunal, para conocer del presente caso, en razón de que se
trata de un asunto laboral; por improcedente y mal fun-
dado; SEGUNDO: Se reenvía para una próxima audien-
cia el conocimiento de la presente causa seguida contra el
ingeniero Francisco Javier Cuello, Fafa, de generales que
constan, prevenido del delito de violación a la Ley No.
3143, sobre trabajos realizados y no pagados, en perjuicio
de los señores Félix Mercedes Melenciano y Eusebio Ló-
pez, a fin de una mejor sustanciacion; TERCERO: Se re-
servan las costas para ser falladas conjuntamente con el
fondo del proceso; b) que sobre recurso de apelación in-
terpuesto por el ingeniero Francisco Javier Cuello Fafa,
contra la sentencia mencionada, la Corte de Apelación de
Santo Domingo dictó el 20 de junio de 1972, una senten-
cia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO, Admi-
te, por regular en la forma, el recurso de apelación inter-
puesto en fecha 10 de junio de 1971, por el Dr. Armando
A. Perelló Mejía, a nombre y representación del ingeniero
Francisco Javier Cuello Fafa, contra sentencia dictada en
sus atribuciones correccionales y en fecha 31 de marzo de
1971, por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Naceonal, cuyo dispositivo di-
ce así: "Falla, Primero: Se rechazan las conclusiones for-
muladas por el consejo de la defensa del prevenido inge-
niero Francisco Javier Cuello Fafa, Dr. Armando A. Pe-
relló Mejía, en el sentido de que se declare la incompe-

tzncia de este Tribunal, para conocer del presente caso,
en razón que se trata de un asunto laboral; por improce-
dente y mal fundado; Segundo: Se reenvía para una pró-
xima audiencia el conocimiento de la presente causa se-
guida contra el inegniero Francisco Javier Cuello Fafa, de
generales que constan, prevenido del delito de violac.ón
a la ley No. 3193, sobre trabajos realizados y no pagados,
en perjuicio de los señores Félix Mercedes Melenciano y
Eusebio López, a In de una mejor sustenciación; Terce-
ro: Se reservan las costas para ser falladas conjuntamen-
te con el fondo del proceso; SECUNDO: Rechaza, por im-
pro:edente, el recurso de apelación y en consecuencia con-
firma en la medida en que ha sido apelada la sentencia
recurrida; TERCERO: Condena al apelante al pago de las
costas; CUARTO: Ordena la devolución del expediente a
la Cámara Penal de su procedencia; c- que conocida nue-
vamente la causa por la Primera Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 10
de abril de 1973, una sentencia cuyo dispositivo es el si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: Se declara al nombrado
ingeniero Francisco Javier Cuello Fafa, de generales que
constan, Culpable del delito de trabajos realizados y no
pagados, previsto y mencionado por las dispos:ciones de
la Ley No. 3143, en perjuicio de los señores Félix Merca-
des y Eusebio López, y en consecuencia se le condena al
pago de una multa de Cincuenta pesos oro (RD$50.000) y
al pago de las costas penales causadas; SEGUNDO: Se de-
clara buena y válida en cuanto a la forma la constitución
en parte civil incoada por los señores Félix Mercedes Me-
lenciano y Eusebio López, por conducto de su abogado
constituido, Dr. Ernesto J. Suncar Méndez, en contra del
ingeniero Francisco Javier Cuello Fafa, por haber sido he-
cha conforme a la Ley de la Materia; TERCERO: En cuan-
to al fondo, se Acoge dicha constitución y se condena al
ingeniero Francisco Javier Cuello Fafa, al pago de las su-
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té-

mas de Sesenta y Ocho Pesos oro iRDS68.00 y Dos na.1 se-
tecientos sesenta y cuatro pesos oro con cincuenta y ocho
centavos (RD$2,764.58), que adeuda dicho ingeniero a los
señores reclamantes; Se condena además al pago de la su-
ma de Dos mil pesos oro (RD$2,000.CO)-, como justa indem-
nización por les daños morales y materiales sufridos por
dichas partes civiles con motivo del hecho de que se tra-
ta; CUARTO: Condena al ingeniero Francisco Javier Cite.
llo Fafa, al pago de los intereses legales correspondientes,
a partir de la fecha de la demanda; QUINTO: Se condena
además al ingeniero Francisco Javier Cuello Fafa, al pago
de las costas civiles, con distracción de las mismas en pro-
vecho del Dr. Ernesto J. Suncar Méndez, abcgado de h
parte civil constituida, quien afirma haberlas avanzado
en su totalidad; d) que sobre la apelación interpuesta por
el Ingeniero Francisco Javier Fafa, intervino cl 14 de ma-
yo de 1974, el fallo ahora impugnado en casación con el
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Rechaza por
improcedente la medida de instrucción que sobre un ex-
perUcio soLcita la defensa; SEGUNDO: Reenvío para una
próxima audiencia, que será fijada oportnamente la cau-
sa seguida al nombrado ingeniero Francisco Javier Cuello
Fafa, prevenido de violación a la ley No. 3193, a los finEs
de una mejor sustentación; TERCERO: Condena al preve-
nido al pago de las costas civiles del incidente y ordena su
distracción en favor del Dr. Suncar Méndez, abogado que
afirma haberlas avanzado; CUARTO: Reserva las costas;

Considerando, que en su memorial de casación, el re-
currente propone, contra la sentencia impugnada, el si-
guiente medio único de casación: Violación del derecho de
defensa; Falta de motivos y de base legal;

Considerando, que el recurrente, en el desarrollo de o
su medio único de casación alega, en síntesis, que el recu-
rrente Francisco Javier Cuello Fafa, por mediación de su
abogado solicitó a los Jueces de la Corte de Apelación, por

conclusiones formales, que se ordenara un peritaje, de
acuerdo al artículo 532 del Código de Trabajo, para que se
determinara la cantidad de trabajo que alegadamente rea-
lizara Félix Melcnciano y Eusebio López, que al no orde-
narse violó el derecho de defensa; que la sentencia im-
pugnada no dá motivos para rechazar el peritaje sol:cita-
do y que, carece de base legal al no invocar ningún texto
legal que induzca al rechazamiento de la medida de ins-
trucción antes dicha, razones todas que demuestran las
violaciones cometidas en la sentencia incidental, emitida
en fecha 14 de mayo de 1974, por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, por lo que solicitamos que dicha sen-
tencia sea casada;

Considerando, que los Jueces están en el deber de
responder a todos los puntos de las conclusiones de las par-
tes para admitirlos, o rechazarlas, dando los motives que
sean pertinentes; que esa regla se aplica tanto a las con-
clusiones principales como a las subsidiarias, lo mismo que
a las conclusiones que contengan una demanda, una defen-
sa. una excepción, un medio de inadmisión, o la solicitud
de una medida de instrucción; que en la especie, el exa-
men de los documentos del expediente muestra que el re-
currente solicitó a la Corte a-qua que ordenara un exper-
tic:o para probar hechos relativos ala causa, y que dicha
Corte rechazó esas conclusiones sin dar ningún motivo que
justifique su fallo en ese sentido; que por tanto, el me-
dio que se examina debe ser acogido y la sentencia impug-
nada debe ser casada;

Considerando, que las costas podrán ser compensa-
das cuando una sentencia fuere casada per falta o insufi-
ciencia de motivos;

Por tales motivos: PRIMERO: Casa la sentencia dic-
tada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus
atribuciones correccionales, el 14 de mayo del 1974, cuyo
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mas de Sesenta y Ocho Pesas oro (RDS68.00 y Dos m.1 se.
tecientos sesenta y cuatro pesos oro con cincuenta y ocho
centavos (RD$2,764.58), que adeuda dicho ingeniero a ks
señores reclamantes; Se condena además al pago de la su-
ma de Dos mil pesos oro (RD$2,000.00)-, como justa indem-
nización por les daños morales y materiales sufridos por
dichas partes civiles con motivo del hecho de que se tra-
ta; CUARTO: Condena al ingeniero Francisco Javier Cue-
llo Fafa, al pago de los intereses legales correspondientes,
a partir de la fecha de la demanda; QUINTO: Se condena
además al ingeniero Francisco Javier Cuello Fafa, al pago
de las costas civiles, con distracción de las mismas en pro-
vecho del Dr. Ernesto J. Suncar Méndez, abogado de 1-1
parte civil constituida, quien afirma haberlas avanzado
en su totalidad; d) que sobre la apelación interpuesta por
el ingeniero Francisco Javier Fafa, intervino el 14 de ma-
yo de 1974, el fallo ahora impugnado en casación con el
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Rechaza por
improcedente la medida de instrucción que sobre un ex-
per-Vejo sol i cita la defensa; SEGUNDO: Reenvío para una
próxima audiencia, que será fijada oportnamente la cau-
sa seguida al nombrado ingeniero Francisco Javier Cuello
Fafa, prevenido de violación a la ley No. 3143, a los fines
de una mejor sustentación; TERCERO: Condena al preve-
nido al pago de las costas civiles del incidente y ordena su
distracción en favor del Dr. Suncar Méndez, abogado que
afirma haberlas avanzado; CUARTO: Reserva las costas;

Considerando, que en su memorial de casación, el re-
currente propone, contra la sentencia impugnada, el si-

guiente medio único de casación: Violación del derecho de
defensa; Falta de motivos y de base legal;

Considerando, que el recurrente, en el desarrollo de
su medio único de casación alega, en síntesis, que el recu-
rrente Francisco Javier Cuello Fafa, por mediación de su
abogado solicitó a los Jueces de la Corte de Apelación, por

conclusiones formales, que se ordenara un peritaje, de
acuerdo al artículo 532 del Código de Trabajo, para que se
determinara la cantidad de trabajo que alegadamente rea-
lizara Félix Melcnciano y Eusebio López, que al no orde-
narse violó el derecho de defensa; que la sentencia im-
pugnada no dá motivos para rechazar el peritaje sol:cita-
do y que, carece de base legal al no invocar ningún texto
legal que induzca al rechazamiento de la medida de ins-
trucción antes dicha, razones todas que demuestran las
violaciones cometidas en la sentencia incidental, emitida
en fecha 14 de mayo de 1974, por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, por lo que solicitamos que dicha sen-
tencia sea casada;

Considerando, que los Jueces están en el deber de
responder a todos los puntos de las conclusiones de las par-
tes para admitirlos, o rechazarlas, dando los motivos que
sean pertinentes; que esa regla se aplica tanto a las con-
clusiones principales como a las subsidiarias, lo mismo que
a las conclusiones que contengan una demanda, una defen-
sa, una excepción. un medio de inadmisión, o la solicitud
de una medida de instrucción: que en la especie, el exa-
men de los documentos del expediente muestra que el re-
currente solicitó a la Corte a-qua que ordenara un exper-
tic - o para probar hechos relativos a la causa, y que cacha
Corte rechazó esas conclusiones sin dar ningún motivo que
justifique su fallo en ese sentido; que por tanto, el me-
dio que se examina debe ser acogido y la sentencia impug-
nada debe ser casada;

Considerando, que las costas podrán ser compensa-
das cuando una sentencia fuere casada por falta o insufi-
ciencia de motivos;

Por tales motivos: PRIMERO: Casa la sentencia dic-
tada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus
atribuciones correccionales, el 14 de mayo del 1974, cuyo
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dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apelación do
San Cristóbal, en las mismas atribuciones; SEGUNDO:
Compensa las costas entre las partes.

FIRMADOS. — 11,Zéstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel Ja-
cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacoho.

SENTENCIA DE FECHA 29 DE FEBRERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, Je
fecha 9 de abril de 1976.

Materia: Civil

Recurrente: José Adelino Sánchez.
Abogado: Dr. Ituripides R. Roques Román.

Recurrida: Antonio Besonia Damas.
Ahogado: Dr. M. A. Báez Brito.

Dios, Patria y Libertan
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Feli-
pe Osvaldo Perdomo Báez y Joaquín L. Hernández Es-
paillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Ncional, hoy día 29 del mes de Febrero
del año 1980, años 137' de la Independencia y 117' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José
Adelino Sánchez, dominicano, mayor de edad, hacendado,
domiciliado y residente en esta ciudad, cédula No. 26185,
ser:e primera; contra la sentencia dictada en atribuciones
civiles, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 9
de abril de 1976, cuyo dispositivo se copia más adelante:

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de
San Cristóbal, en las mismas atribuciones; SEGUNDO:
Compensa las costas entre las partes.

FIRMADOS. — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel Ja-
cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audienda pública del día, mes y año en él expresados y
lux} firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 29 DE FEBRERO DEL 1980

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 9 de abril de 1976.

Materia: Civil.

Recurrente: José Molino Sánchez.
Abogado: Dr. Suripides R. Roques Román.

Recurrida: Antonio Resonia Darnas.
Ahogado: Dr. 11. A. Báez Brito.

Dios, Patria y Libertan
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Néstor
Contín Aybar, Presidente; Manuel A. Atniaina, Segundo
Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquin
M. Alvarez Perdió, Juan Bautista Rojas Almánzar, Feli-
pe Osvaldo Perderlo Báez y Joaquín L. Hernández Es-
paillat, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Ncional, hoy día 29 del mes de Febrero
del año 1980, años 137' de la Independencia y 117' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José
Adelino Sánchez, dominicano, mayor de edad, hacendado,
domiciliado y residente en esta ciudad, cédula No. 26185,
serie primera; contra la sentencia dictada en atribuciones
civiles, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 9
de abril de 1976, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído al Dr. Euríp:des R. Roques Román, cédula No.
1965, serie primera, abogado del recurrente, en la lectura
de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente, del 25
de mayo de 1976, suscrito por su abogado, en el cual se pro-
ponen los medios que se indican más adelante; y su eicf-
to de ampliación, de fecha 2 de febrero de 1977;

Visto el memorial de defensa del recurrido Antonio
Besonia Dama, dominicano, mayor de edad, casado, ha-
cendado, domiciliado y residente en esta ciudad, en la
calle Leonor de Cvando No. 18, cédula No. 5360, serie pri-
mera, firmado por su abogado, Dr. M. A. Báez Brito, el 9
de junio de 1976, y su escrito de ampliación del 21 de no-
viembre de 1977;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente, y los artículos 1, 20 y 65 de La Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que la sentencia impugnada y en los
documentes a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de una demanda civil a fines de resolución de con-
trato de arrendamiento, restitución de valores y repara-
ción de daños y perjuicios interpuestos por Antonio Beso-
nias Dama, contra José Adelino Sánchez, la Cámara Ci-
vil y Comen:al de la Primera Circunscripción del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 22
de julio de 1971, una sentencia cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Ratifica el defecto pronunciado en
audiencia contra el señor José Antonio Besonias Dama.
parte demandante, por falta de concluir; SEGUNDO: Acoge
en todas sus partes las conclusiones presentadas en audien-

cla por el señor José Antonio Adelino Sánchez, parte de-
mandada, y en consecuencia Rechaza la demanda en res-
cisión de contrato de arrendamiento intentada en su con.
tra por el mencionado demandante, por improcedente e
infundada; TERCERO: Condena a José Antonio /3esonias
Dama, parte demandante que sucumbe, al pago de las cos-
tas, ordenando la disfrace:én de las mismas en provecho
del abogado Lic. Eurípides R. Roques Román, por afir-
mar haberlas avanzado en su mayor parte; CUARTO: Co-
misiona al Ministerial Pedro Marcelino García, Alguacil
de Estrados de este Tribunal, para la notificación de es-
ta sentencia; b- que sobre recurso de oposición interpues-
to par Antonio Besontas Dama, el Tribunal apoderada
dictó el 3 de mayo de 1975, una sentencia con el sigu'ente
•dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno en la for-
ma, el presente recurso de casación; SEGUNDO: Ordena
peritaje a cargo del demandante Antonio Bcson'as Dama,
a fin de establecer para qué clase de cultivos o uso son
aptos los terrenos objeto del contrato de arrendamiento,
de fecha 4 de mayo septiembre de 1969, intervenida en-
tre el señor José Adelino Sánchez y Antonio Besonias Dar-
nas; TERCERO: Designa a los Agrónomos señores Ing.
Caonabo Camilo, Persio Jorge y Tarquino Portes, para que
realicen dicho peritaje, a menos que las partes se pongan
de acuerdo y acojan a otros, o en cuanto a que uno solo
que realice esta medida; CUARTO: Designa Juez Comisa-
rio al Juez de este Tribunal para tomar el juramento a
dichos peritos; QUINTO: Reserva las costas; c) que so-
bre recurso de apelación interpuesto por Antonio Beso-
nias Damas, intervino la sentencia ahora impugnada, con
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite, co-
rno regular y válido en cuanto a la forma, el recurso de
apelación interpuesto por Antonio Besonas Dama, por me-
diac ón de su abogado constituido Dr. M. A. Báez Emito..
contra sentencia dictada por la Cámara de lo Civil y Co-
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•

Oído al Dr. Euríp:des R. Roques Román, cédula No.
1965, serie primera, abogado del recurrente, en la lectura
d.e sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente, del 25
de mayo de 1976, suscrito por su abogado, en el cual se pro-
ponen los medios que se indican más adelante; y su eicr'-
to de ampliación, de fecha 2 de febrero de 1977;

Visto el memorial de defensa del recurrido Antonio
Becun'a Dama, dominicano, mayor de edad, casado, ha-
cendado, domiciliado y residente en esta ciudad, en la
calle Leonor de Ovando No. 18, cédula No. 5360, serie pri-
mera, firmado por su abogado, Dr. M. A. Báez Brito, el 9
de junio de 1976, y su escrito de ampliación del 21 de no-
viembre de 1977;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente, y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando, que la sentencia impugnada y en les
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de una demanda civil a fines de resolución de con-
trato de arrendamiento, restitución de valores y repara-
ción de daños y perjuicios interpuestos por Antonio Beso-
nias Dama, contra José Adelino Sánchez, la Cámara Ci-
vil y Comercial de la Primera Circunscripción del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó e! 22
de julio de 1971, una sentencia cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Ratifica el defecto pronunciado en
audiencia centra el señor José Antonio Besonias Dama.
parte demandante, por falta de concluir; SEGUNDO: Acoge
en todas sus partes las conclusiones presentadas en audien-

cla por el señor José Antonio Adelina Sánchez, parte de-
mandada, y en consecuencia Rechaza la demanda en res-
cisión de contrato de arrendamiento intentada en su con-
tra por el mencionado demandante, por improcedente e
infundada; 'ENCERO: Condena a José Antonio Besonlas
Denla, parte demandante que sucumbe, al pago de las cos-
tas, ordenando la distracción de las mismas en provecho
del abogado Lic. Eurípides R. Roques Román, por afir-
mar haberlas avanzado en su mayor parte; CUARTO: Co-
misiona al Ministerial Pedro Marcelino García, Alguacil
de Estrados de este Tribunal, para la notificación de es-
ta sentencia; b- que sobre recurso de oposición interpues-
to por Antonio Besonias Dama, el Tribunal apoderado
dictó el 3 de mayo de 1975, una sentencia con el sigu:ente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno cn la for-
ma, el presente recurso de casación; SEGUNDO: Ordena
peritaje a cargo del demandante Antonio Beson'as Dama,
a fin de establecer para qué clase de cultivos o uso son

,,. aptos los terrenos objeto del contrato de arrendamiento,
de fecha 4 de mayo septiembre de 1969, intervenido en-

____ tre el señor José Adelino Sánchez y Antonio Bcsonias Dar-
'nes; TERCERO: Designa a los Agrónomos señores Ing.:
Caonabo Camilo, Persio Jorge y Tarquino Portes, para que

H•  realicen dicho peritaje, a menos que las partes se pongan
de acuerdo y acojan a otros, o en cuanto a que uno solo

.1•F

que realice esta medida; CUARTO: Designa Juez Comisa-
. rio al Juez de este Tribunal para tomar el juramento a

dichos peritos; QUINTO: Reserva las costas; c) que so-
bre recurso de apelación interpuesto por Antemio Beso-

. nias Damas, intervino la sentencia ahora impugnada, con
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite, co-
mo regular y válido en cuanto a la forma, el recurso de
apelación interpuesto por Antonio I3esonas Dama, por me-

a. di e'ón de su abogado constituido Dr. M. A. Báez i3rito,
contra sentencia dictada por la Cámara de lo Civil y Co-
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inercia' de la Primera Circunscripción del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 3 de ma-
yo de 1975; SEGUNDO: En cuanto al fondo, y haciendo
uso de facultad de avocacien: A) Acoge la demanda a fi-
nes de resolución del contrato de arrendam i ento de fecha
5 de septiembre de 1969, interpuesta por Antonio Beso-
nias Dama, contra el señor José Antonio Adelino Sánchez;
B) Ordena que el señor José Adelino Sánchez, intimado,
restituya al intimante y demandante originar o los valo-
res pagados a título de precio por el arrendamiento del
primer año, y por la cantidad indicada en el contrato del I»
5 de septiembre de 1969; C- Condena al intimado José An-
tonio Adelino Sánchez, al pago de una indemnización a
justificar por estado, en favor de Antonio Besonias Dama,
la cual no podría exceder el límite de las inversiones rea-
lizadas por éste, para la preparación de los terrenos y has-
tael momento de la suspensión de estas labores; D) Con-
dena al señor José Antonio Adelino Sánchez, al pago do
los intereses legales a partir de la demanda y sobre Irs
cantidades a que se refieren las acciones; b) y e) del pre-
sente ordinal; TERCERO: Condena al señor José Antonio
Adelilno Sá;nchez, parte intimada que sucumbe, al pago
de las costas de ambas instancias, con distracción de las
mismas en provecho del Dr. M. A. Báez Mito, abogado
que afirma haberlas avanzado en su mayor parte";

Considerando, que el recurrente propone en su me-
morial de casación contra la sentencia impugnada, los si-
guientes medios: Primer Medio: Violación de los artícu-
los 1134 y 4135, del Código Civil; Segundo Medio: Vio-
lación de los artículos 1719 y 1721, del Código Civil;
Tercer Medio: Violación del artículo 141 del Código da
'Procedimiento Civil; Falta de motivos, Falsos motivos Y .

, Falta de base legal;
Considerando, que en el desenvolvimiento de su pri-

mer medio de casación, el recurrente alega que de acuer-
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do al artículo 1134 del Código Civil, las convenciones no
pueden dar lugar a interpretación más que en aquellos
casos que no han sido tratados por las partes y en las cua-
les el objeto no ha sido debidamente determinado, que en
la especie la Sexta cláusula del contrato expresa: "Que
entendido entre las panes queel arrendatario gozara de
la porción de terreno arrendado y de todas sus mejoras,
siembras y cultivos que existan sobre la misma a la fecha
del presente contrato, sin restricción ni limitación alega
pudiendo dedicarlas al cultivo de cañas dulces o cual-
quier otro cultivo o uso y hacer sobre las mismas cuantas
actuaciones fueren necesarias para gozar de ellas de un
modo cabal, siempre que las mismas no estén al margen
de la Ley o choquen con las buenas costumbres; que ade-
más el artículo décimo del contrato agrega: "que para
cualquier estipulación no prevista en el presente contra-
to, las partes se someten a las leyes del arrendamiento',
es decir, que la única parte en la cual los Jueces del fon-
do tenían facultad de interpretación, era en aquellas dis-
posiciones que no fueran debidamente estipuladas por las
partes y que dejaran a la interpretación facultativa de los
Jueces; que si el espíritu del Código Civil determina los
principios y de una manera general, que las estipulacio-
nes contractuales establecidas por las partes deben preva-
lecer a las disposiciones del derecho escrito y no exis-
tiendo ningún error común en las partes, mal podría la
Corte a.qua como lo hizo interpretar erradamente el ob-
jeto, y no hacer ejecutar la comunicación tal como fué con-
tratada; que los Jueces del fondo no tienen calidad para
determinar e interpretar el objeto que las partes han da-
do a un contrato, o sea, la magnitud de su instancia de-
bidamente especificada en el mismo y determinar para
consecuencias ulteriores como lo hizo la Corte a-qua, que
el objeto del contrato le fuera única y exclusivamente,
destinar las tierras al cultivo de caña de azúcar; que desde
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mercial de la Primera Circunscripción del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 3 de ma-
yo de 1975; SEGUNDO: En cuanto al fondo, y haciendo
uso de facultad de evocación: A) Acoge la demanda a fi-
nes de resolución del contrato de arrendamiento de fecha
5 de septiembre de 1969, interpuesta por Antonio Beso-
nias Dama, contra el señor José Antonio Adelino Sánchez;
B) Ordena que el señor José Adelino Sánchez, intimado,
restituya al intimante y demandante originar o los valo-
res pagados a título de precio por el arrendamiento del
primer año, y por la cantidad indicada en el contrato del
5 de septiembre de 1969; C- Condena al intimado José An-
tonio Adelino Sánchez, al pago de una indemnización a
justificar por estado, en favor de Antonio Besonias Dama,
la cual no podría exceder el límite de las inversiones rea-
lizadas por éste, para la preparación de los terrenos y has-
tacl momento de la suspensión de estas labores; D) Con-
dena il señor José Antonio Adelino Sánchez, al pago de -
los intereses legales a partir de la demanda y sobre lrs
cantidades a que se refieren lps acciones; b) y c) del pre-
sente ordinal; TERCERO: Condena al señor José Antonio
Adclilno Sá;nchez, parte intimada que sucumbe, al pago
de las costas de ambas instancias, con distracción de las
mismas en provecho del Dr. M. A. Báez Brito, abogado
que afirma haberles avanzado en su mayor parte";

Considerando, que el recurrente propone en su me-
morial de casación contra la sentencia impugnada, los s:-
guientes medios: Primer Medio: Violación de los artícu-
los 1134 y 4135, del Código Civil; Segundo Medio: Vio-
lación de los articules 1719 y 1721, del Código C.vil;
Tercer Medio: Violación del artículo 141 del Código do
'Procedimiento Civil; Falta de motivos, Falsos motivos y
Falta de base legal;

Considerando, que en el desenvolvimiento de su Pri-
mer medio de casación, el recurrente alega que de acuer-

do al artículo 1134 del Código Civil, las convenciones no
pueden dar lugar a interpretación más que en aquellos
casos que no han sido tratados por las partes y en las cua-
les el objeto no ha sido debidamente determinado, que en
la especie la Sexta cláusula del contrato expresa: "Que
entendido entre las partes queel arrendatario gozara de
la porción de terreno arrendado y de todas sus mejoras,
siembras y cultivos que existan sobre la misma a la fecha
del presente contrato, sin restricción ni limitación alega
pudiendo dedicarlas al cultivo de cañas dulces o cual-
quier otro cultivo o uso y hacer sobre las mismas cuantas
actuaciones fueren necesarias para gozar de ellas de un
modo cabal, siempre que las mismas no estén al margen
de la Ley o choquen con las buenas costumbres; que ade-
más el artículo décimo del contrato agrega: "que para
cualquier estipulación no prevista en el presente contra-
to, las partes se someten a las leyes del arrendamiento",
es decir, que la única parte en la cual los Jueces del fon-
do tenían facultad de interpretación, era en aquellas dis-
posiciones que no fueran debidamente estipuladas por las
partes y que dejaran a la interpretación facultativa de los
Jueces, que si el espíritu del Código Civil determina los
principios y de una manera general, que las estipulacio-
nes contractuales establecidas por las partes deben preva-
lecer a las disposiciones del derecho escrito y no exis-
tiendo ningún error común en las partes, mal podría la
Corte a-qua como lo hizo interpretar erradamente el ob-
jeto, y no hacer ejecutar la comunicación tal como fué con-
tratada; que los Jueces del fondo no tienen calidad para
determinar e interpretar el objeto que las partes han da-
do a un contrato, o sea, la magnitud de su instancia de-
bidamente especificada en el mismo y determinar para
consecuencias ulteriores como lo hizo la Corte a-qua, que
el objeto del contrato le fuera única y exclusivamente,
destinar las tierras al cultivo de caña de azúcar; que desde
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ol momento que la Corte a-qua califica en ese sentido y
alcance el objeto del contrato, sin interpretar de manera
amplia el sentir de las partes, está violando las disposicio-
nes del artículo 1134, por desnaturalización de la conven-
ción y su sentencia procede ser casada:

Considerando, que del examen del fallo impugnado y
de los documentos a que él se refiere, se pone de mani-
fiesto que en fecha 4 de septiembre de 1964, se formalizó
un contrato de arrendamiento entre los señores Antonio
Besonias Dama, intimante, y José Antonio Adelino Sán-
chez, intimado, sobre una porción de terreno de un mil
quinientas tareas (1,500-, dentro de la Parcela No. 18-A,
del Distrito Catastral No. 20 del Distrito Nacional y Par-
celas Nos. 1, 2-B. 26, 29-B y 37 del mismo Distrito Catas-
tral No. 20; b) que, posteriormente el 5 de septiembre de
1969, se realizó entre las partes un nuevo contrato de
arrendamiento, con las sola diferencia de que en el pri-
mero el precio fue de Un Peso (RD$1.00), la tarea arren-
dada y en el segundo de un peso con cincuenta centavos,
(RD$1.50); c- que en ambos contratos, se insertó la cláu-
sula sexta, con el contenido siguiente: "Queda entendido
entre las partes, que el arrendamiento gozará de la porción
de terreno arrendada y de todas las mejoras, siembras y
cultivos que existan, sobre la misma, a la fecha del pre-
sente contrato, sin restricción ni limitación alguna, pu-
diendo dedicarla al cultivo de cañas de azúcar o cualquier
otro cultivo o uso, y hacer sobre la misma, cuantas actua-
ciones fueren necesarias para gozar de ella de un modo
cabal y siempre que las mismas no estén al margen de la
Ley o choquen con las buenas costumbres"; d) que en la
cláusula octava del mismo contrato se establece entre
otras cosas, que si vencido el plazo de arrendamiento que-
dara caña sin cortar o cualquier otro fruto sin cosechar,
etc.;

Considerando, que si bien es cierto, que los Jueces
del fondo tienen facultad para interpretar las convencio-
nes cuando éstas son oscuras o ambiguas esta facultad casa
cuando, como en la especie, las mismas son claras y pre-
cisas y cuanuo no existe un error común de las partes, que
al acoger la Corte a-qua, la demanda a fines de resolución
del contrato de arrendamiento, restitución de valores y

, reparación de daños y perjuicios, y fallar como lo hizo so-
bre el fundamento de que el objeto del arrendamiento fué
dedicar los terrenos a la siembra de caña de azúcar y sa-
car de ello consecuencias ulteriores que sirvieron de fun-
damento a la sentencia hoy impugnada, incurrrió, tal co-
mo lo sostiene el hoy recurrente en la desnaturalización
y errónea interpretación del contrato suscrito por las par-
tes, que por tanto procede la casación de la sentencia im-
pugnada, sin necesidad de examinar los demás medios del
recurso;

Por tales motivos: PRIMERO: Casa la sentencia dic-
tada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 9 de
abril del 1976, dictada en atribuciones civiles, cuyo dispo-
sitivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo,
y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de San
Pedro d,e Macorís, en las mismas atribuciones; SEGUNDO:
Condena a Antonio Besonias Dama, al pago de las costas.

FIRMADOS. — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-
dio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel Ja-
cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.
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el momento que la Corte a-qua califica en ese senikio y
alcance el objeto del contrato, sin interpretar de manera
amplia el sentir de las partes, está violando las disposicio-
nes del artículo 1134, por desnaturalización de la conven-
ción y su sentencia procede ser casada:

Considerando, que del examen del fallo impugnado y
de los documentos a que él se refiere, se pone de mani-
fiesto que en fecha 4 de septiembre de 1964. se formalizó
un contrato de arrendamiento entre los señores Antonio
Besonias Dama, intimante, y José Antonio Adelino Sán-
chez, intimado, sobre una porción de terreno de un mil
quinientas tareas (1.500-, dentro de la Parcela No. 18-A,
del Distrito Catastral No. 20 del Distrito Nacional y Par-
celas Nos. 1, 2-B, 26, 29-B y 37 del mismo Distrito Catas-
tral No. 20; b) que, posteriormente el 5 de septiembre de
1969, se realizó entre las panes un nuevo contrato de
arrendamiento, con las sola diferencia de que en el pri-
mero el precio fue de Un Peso (RD$1.00), la tarea arren-
dada y en el segundo de un peso con cincuenta centavos,
(RD$1.50); c- que en ambos contratos, se insertó la cláu-
sula sexta, con el contenido siguiente: "Queda entendido
entre las partes, que el arrendamiento gozará de la porción
de terreno arrendada y de todas las mejoras, siembras y
cultivos que existan, sobre la misma, a la fecha del pre-
sente contrato, sin restricción ni limitación alguna, pu-
diendo dedicarla al cultivo de cañas de azúcar o cualquier
otro cultivo o uso, y hacer sobre la misma, cuantas actua-
ciones fueren necesarias para gozar de ella de un modo
cabal y siempre que las mismas no estén al margen de la
Ley o choquen con las buenas costumbres"; d) que en la
cláusula octava del mismo contrato se establece entre
otras cosas, que si vencido el plazo de arrendamiento que-
dara caña sin cortar o cualquier otro fruto sin cosechar,
etc.;

Considerando, que si bien es cierto, que los Jueces
.1e1 fondo tienen facultad para interpretar las convencio-
a‘s cuando éstas son oscuras o ambiguas esta facultad casa
-ando, como en la especie, las mismas son claras y pro-

. sas y cuanuo no existe un error común de las partes, que
.1 acoger la Corte a-qua, la demanda a fines de resolución
1.-1 contrato de arrendamiento, restitución de valores y
iparación de daños y perjuicios, y fallar como lo hizo so-
re el fundamento de que el objeto del arrendamiento fué
..-dicar los terrenos a la siembra de caña de azúcar y sa-
ar de ello consecuencias ulteriores que sirvieron de Don-

nento a la sentencia hoy impugnada, incurrrió, tal co-
lo sostiene el hoy recurrente en la desnaturalización

errónea interpretación del contrato suscrito por las par-
S, que por tanto procede la casación de la sentencia im-
ignada, sin necesidad de examinar los demás medios del
curso;

Por tales motivos: PRIMERO: Casa la sentencia dic-
da por la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 9 de
ril del 1976, dictada en atribuciones civiles, cuyo dispo-

tivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo,
envía el asunto por ante la Corte de Apelación de San
Tiro de Macorís, en las mismas atribuciones; SEGUNDO:
',-ndena a Antonio Besonias Danta, al pago de las cestas.

FIRMADOS. — Néstor Contín Aybar, Fernando E.
1avelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, Francisco Elpi-

dio Bera-s, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar, Felipe Osvaldo Perdomo Báez.— Miguel Ja-
cobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencla pública del día, mes y año en él expresados y
fué firmada, leída y publicada por mi, Secretario Gene-

que certifico.— (Fdo.) Miguel Jacobo.
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